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ECONOMIA Y FINANZAS

Decreto Supremo que aprueba los 
topes máximos de capacidad anual para 
Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y 
Universidades Públicas

DECRETO SUPREMO 
Nº 167-2018-EF

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, la Ley N° 29230, Ley que impulsa la inversión 
pública regional y local con participación del sector 
privado, aprobó medidas con el objeto de impulsar la 
ejecución de proyectos de inversión de impacto regional y 
local, con la participación del sector privado, mediante la 
suscripción de convenios de inversión con los Gobiernos 
Regionales y/o Gobiernos Locales;

Que, la Primera Disposición Complementaria Final 
del Decreto Legislativo N° 1250, Decreto Legislativo 
que modifica la Ley Nº 29230, Ley que impulsa la 
inversión pública regional y local con participación del 
sector privado, y la Ley Nº 30264, Ley que establece 
medidas para promover el crecimiento económico, 
señala que, mediante Decreto Supremo refrendado 
por el Ministro de Economía y Finanzas, se establecen 
los topes máximos respecto a la capacidad anual de 
las entidades que ejecuten proyectos de inversión 
pública en el marco de la Ley Nº 29230 y del artículo 
17 de la Ley Nº 30264;

Que, el artículo 97 del Reglamento de la Ley N° 29230, 
Ley que impulsa la inversión pública regional y local con 
participación del sector privado y del artículo 17 de la Ley 
N° 30264, Ley que establece medidas para promover 
el crecimiento económico, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 036-2017-EF, establece la forma de cálculo 
y publicación del límite de emisión de los Certificados 
de Inversión Pública Regional y Local – Tesoro Púbico 
– CIPRL; a que hace referencia la Segunda Disposición 
Complementaria y Final de la Ley Nº 29230;

Que, el numeral 97.5 del artículo 97 del citado 
Reglamento, establece que los topes máximos 
de capacidad anual para Gobiernos Regionales, 
Gobiernos Locales y Universidades Públicas, son 
publicados mediante Decreto Supremo, no pudiendo 
ser superiores, en el caso de los Gobiernos Regionales 
y Gobiernos Locales, al espacio total para asumir 
nuevas obligaciones, de acuerdo con la Segunda 
Disposición Complementaria y Final de la Ley Nº 29230 
y la Primera Disposición Complementaria Final del 
Decreto Legislativo Nº 1250;

Que, resulta necesario publicar los topes máximos 
de capacidad anual para los Gobiernos Regionales, 
Gobiernos Locales y Universidades Públicas, con la 
finalidad de establecer el marco de referencia para 
que dichas entidades públicas puedan asumir nuevas 
obligaciones a través de la suscripción de convenios de 
inversión, bajo el mecanismo de Obras por Impuestos, 
alineados al cumplimiento de las reglas fiscales 
establecidas en el artículo 6 del Decreto Legislativo N° 
1275, Decreto Legislativo que aprueba el marco de la 
responsabilidad y transparencia fiscal de los Gobiernos 
Regionales y Gobiernos Locales;

De conformidad con lo dispuesto por el numeral 8 del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú;

DECRETA:

Artículo 1. Aprobación de topes máximos de 
capacidad anual

Apruébense los topes máximos de capacidad anual 
para los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y 
Universidades Públicas, incluidos en los Anexos que 

forman parte de la presente norma, conforme al siguiente 
detalle:

a. Topes máximos de capacidad anual para los 
Gobiernos Regionales (Anexo N° 1).

b. Topes máximos de capacidad anual para los 
Gobiernos Locales (Anexo N° 2).

c. Topes máximos de capacidad anual para las 
Universidades Públicas (Anexo N° 3).

Artículo 2. Publicación
El presente Decreto Supremo se publica en el Diario 

Oficial El Peruano, y en la misma fecha se publican 
sus respectivos Anexos en el Portal Institucional del 
Ministerio de Economía y Finanzas (www.mef.gob.
pe)..

Artículo 3. Refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Economía y Finanzas.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinte 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1672822-5

Aceptan renuncia y encargan funciones de 
Director Ejecutivo del Fondo Nacional de 
Financiamiento de la Actividad Empresarial 
del Estado - FONAFE

RESOLUCIÓN SUPREMA
N° 022-2018-EF

Lima, 20 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 12 del Reglamento de la Ley del Fondo 
Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial 
del Estado – FONAFE, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 072-2000-EF, establece que la Dirección Ejecutiva 
de FONAFE es ejercida por el Director Ejecutivo, quien 
es nombrado mediante Resolución Suprema refrendada 
por el Ministro de Economía y Finanzas, a propuesta del 
Presidente del Directorio;

Que, mediante Resolución Suprema Nº 021-
2017-EF se designó al señor Michel Macara-Chvili 
Helguero, como Director Ejecutivo del Fondo Nacional 
de Financiamiento de la Actividad Empresarial del 
Estado–FONAFE;

Que, el señor Michel Macara-Chvili Helguero ha 
presentado su renuncia al citado cargo, por lo que resulta 
pertinente aceptarla y encargar dicho cargo; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; la Ley Nº 
27594, Ley que regula la participación del Poder 
Ejecutivo en el nombramiento y designación de 
funcionarios públicos; y el Decreto Supremo N° 072-
2000-EF, Reglamento de la Ley del Fondo Nacional 
de Financiamiento de la Actividad Empresarial del 
Estado–FONAFE;

Estando a lo acordado;

SE RESUELVE:

Artículo 1. Aceptar la renuncia formulada por el señor 
Michel Macara-Chvili Helguero, al cargo de Director 
Ejecutivo del Fondo Nacional de Financiamiento de la 
Actividad Empresarial del Estado–FONAFE, dándosele 
las gracias por los servicios prestados.

Artículo 2. Encargar al señor Roberto Martín Sala 
Rey, el cargo de Director Ejecutivo del Fondo Nacional 
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de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado 
– FONAFE.

Artículo 3. La presente Resolución Suprema es 
refrendada por el Ministro de Economía y Finanzas.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1672822-10

Designan Director de la Dirección de 
Promoción de Inversión Privada

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 261-2018-EF/43

Lima, 18 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, se encuentra vacante la plaza correspondiente 
al cargo de Director de Programa Sectorial II – Director de 
la Dirección de Promoción de Inversión Privada Categoría 
F-3, de la Dirección General de Política de Promoción 
de la Inversión Privada del Ministerio de Economía y 
Finanzas;

Que, en este contexto, resulta necesario designar a 
la persona que ejerza las funciones inherentes al referido 
cargo; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; en la Ley N° 27594, 
Ley que regula la participación del Poder Ejecutivo en el 
nombramiento y designación de funcionarios públicos; en 
el Decreto Legislativo N° 276, Ley de Bases de la Carrera 
Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público 
y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 
005-90-PCM; y, en el Decreto Supremo N° 117-2014-EF, 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Economía y Finanzas;

SE RESUELVE:

Artículo Único.- Designar al señor Joaquín Jesús 
Vásquez Córdova, en el cargo de Director de Programa 
Sectorial II – Director de la Dirección de Promoción de 
Inversión Privada, Categoría F-3, de la Dirección General 
de Política de Promoción de la Inversión Privada del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CARLOS AUGUSTO OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1671827-1

Designan Directora de la Dirección de 
Créditos

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 262-2018-EF/43

Lima, 18 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, se encuentra vacante la plaza correspondiente al 
cargo de Director de Sistema Administrativo II – Director 
de la Dirección de Créditos, Categoría F-3, de la Dirección 
General de Endeudamiento y Tesoro Público del Ministerio 
de Economía y Finanzas;

Que, en este contexto, resulta necesario designar a 
la persona que ejerza las funciones inherentes al referido 
cargo; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; en la Ley 
N° 27594, Ley que regula la participación del Poder 
Ejecutivo en el nombramiento y designación de 
funcionarios públicos; en el Decreto Legislativo N° 
276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de 
Remuneraciones del Sector Público y su Reglamento, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 005-90-PCM; y, en 
el Decreto Supremo N° 117-2014-EF, Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Economía 
y Finanzas;

SE RESUELVE:

Artículo Único.- Designar a la señorita María del 
Rosario Andrade Ordoñez, en el cargo de Director de 
Sistema Administrativo II – Directora de la Dirección 
de Créditos, Categoría F-3, de la Dirección General 
de Endeudamiento y Tesoro Público del Ministerio de 
Economía y Finanzas.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CARLOS AUGUSTO OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1671827-2

Designan Directora General de la Dirección 
General de Inversión Pública

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 264-2018-EF/43

Lima, 20 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante la Resolución Ministerial N° 410-2016-
EF/43 se designó a la señorita Gabriela María Carrasco 
Carrasco, en el cargo de Director de Programa Sectorial 
IV – Directora General, Categoría F-5, de la Dirección 
General de Inversión Pública del Ministerio de Economía 
y Finanzas;

Que, la señorita Gabriela María Carrasco Carrasco 
ha presentado su renuncia al referido cargo, por lo que 
resulta pertinente aceptarla, así como designar a la 
persona que ejerza dicha función;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; en la Ley N° 27594, 
Ley que regula la participación del Poder Ejecutivo en 
el nombramiento y designación de funcionarios públicos; 
en el Decreto Legislativo N° 276, Ley de Bases de la 
Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector 
Público, y su Reglamento, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 005-90-PCM; y, en el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Economía y 
Finanzas, aprobado mediante Decreto Supremo N° 117-
2014-EF;

SE RESUELVE:

Artículo 1. Aceptar la renuncia presentada por la 
señorita Gabriela María Carrasco Carrasco, al cargo de 
Director de Programa Sectorial IV – Directora General, 
Categoría F-5, de la Dirección General de Inversión 
Pública del Ministerio de Economía y Finanzas, dándosele 
las gracias por los servicios prestados.

Artículo 2. Designar a la señora Sheilah Joana 
Miranda Leo, en el cargo de Director de Programa 
Sectorial IV – Directora General, Categoría F-5, de la 
Dirección General de Inversión Pública del Ministerio de 
Economía y Finanzas.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CARLOS AUGUSTO OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1672734-1
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Que, de conformidad con la Ley N° 30705, Ley de 
Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, este Ministerio ejerce competencias en materia de 
energía, que comprende electricidad e hidrocarburos, y 
minería; asimismo, tiene entre sus funciones promover la 
inversión sostenible y las actividades del sector;

Que, con la finalidad de promover el desarrollo de 
las actividades minero energéticas de forma sostenible, 
es necesario declarar de interés nacional y necesidad 
pública el diseño, desarrollo e implementación del 
Centro de Convergencia y Buenas Prácticas Minero – 
Energéticas, como un espacio en el que se comparta y 
promueva el ejercicio de buenas prácticas en los sectores 
energía y minas, así como una plataforma de diálogo y 
discusión técnica de alto nivel para arribar a consensos en 
pro de un mejor aprovechamiento de los recursos minero 
energéticos en favor del desarrollo del país;

Que, las propuestas normativas que incorporen las 
categorías de necesidad pública e interés nacional deben 
tener como objetivo el bienestar de la sociedad y reconducir 
a la satisfacción de los derechos fundamentales, lo cual 
tendrá como fin último la protección de la dignidad de la 
persona humana;

De conformidad con el numeral 8) del artículo 118 de 
la Constitución Política del Perú, así como el numeral 3) 
del artículo 11 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo;

DECRETA:

Artículo 1.- Declaración de interés nacional y 
necesidad pública

Declárese de interés nacional y necesidad pública 
el diseño, desarrollo e implementación del Centro de 
Convergencia y Buenas Prácticas Minero – Energéticas, 
como un espacio en el que se comparta y promueva el 
ejercicio de buenas prácticas en los sectores energía y 
minas, así como una plataforma de diálogo y discusión 
técnica de alto nivel para arribar a consensos en pro de un 
mejor aprovechamiento de los recursos minero energéticos 
en favor del desarrollo del país, con la participación del 
Estado, el sector privado, la sociedad civil y la academia.

Artículo 2.- Objetivos del Centro de Convergencia 
y Buenas Prácticas Minero – Energéticas

El Centro de Convergencia y Buenas Prácticas Minero 
– Energéticas tiene, entre otros, los siguientes objetivos:

2.1. Promover la adopción de buenas prácticas en 
las operaciones minero–energéticas en temas medio 
ambientales, sociales, relaciones comunitarias y en el uso 
de los recursos generados por el sector.

2.2. Impulsar iniciativas alrededor de la estrategia 
del sector minero energético al 2030, que contribuyan al 
desarrollo del país.

2.3. Asegurar acuerdos de alto nivel de largo plazo 
que contribuyan a generar estabilidad y gobernabilidad en 
el sector minero energético.

Artículo 3.- Implementación de acciones
Encárguese al Ministerio de Energía y Minas la 

realización de acciones necesarias para la implementación 
de lo dispuesto en el artículo 1 del presente Decreto 
Supremo, sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público.

Artículo 4.- Vigencia y refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Energía y Minas y entra en vigencia a partir del 
día siguiente de su publicación en diario oficial El Peruano.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1676524-8

Autorizan publicación de proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba el 
Reglamento de la Generación Distribuida

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 292-2018-MEM/DM

Lima, 31 de julio de 2018

VISTOS: Los Informes N° 0144-2018/MEM-DGE 
y el Informe N° 526-2018-MEM/OGJ, emitidos por la 
Dirección General de Electricidad y la Oficina General 
de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y Minas, 
respectivamente;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 4 del Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Energía y Minas, aprobado 
por Decreto Supremo N° 031-2007-EM, establece entre 
las funciones generales del Ministerio de Energía y Minas 
la de dictar la normatividad general de alcance nacional 
en las materias de su competencia;

Que, el Decreto Ley Nº 25844, Ley de Concesiones 
Eléctricas, establece las normas que regulan las 
actividades relacionadas con la generación, transmisión, 
distribución y comercialización de la energía eléctrica;

Que, la Ley N° 28832, Ley para asegurar el Desarrollo 
Eficiente de la Generación Eléctrica, define a la Generación 
Distribuida como la “Instalación de Generación con 
capacidad no mayor a la señalada en el reglamento, 
conectada directamente a las redes de un concesionario de 
distribución eléctrica”. Asimismo, en su Octava Disposición 
Complementaria Final establece que el reglamento dispondrá 
medidas de promoción para la Generación Distribuida 
y Cogeneración eficientes, considerando las siguientes 
disposiciones: i) la venta de sus excedentes no contratados 
de energía al Mercado de Corto Plazo, asignados a los 
Generadores de mayor Transferencia (de compra o negativa) 
en dicho mercado; y, ii) el uso de las redes de distribución 
pagando únicamente el costo incremental incurrido;

Que, el Decreto Legislativo N° 1221, Decreto 
Legislativo que mejora la regulación de la distribución 
para promover el acceso a la energía eléctrica en el 
Perú, establece en su artículo 2 lo siguiente respecto a 
la Generación Distribuida: i) Los usuarios del servicio 
público de electricidad que disponen de equipamiento 
de generación eléctrica renovable no convencional o de 
cogeneración, hasta la potencia máxima establecida para 
cada tecnología, tienen derecho a disponer de ellos para 
su propio consumo o pueden inyectar sus excedentes 
al sistema de distribución, sujeto a que no afecte la 
seguridad operacional del sistema de distribución al 
cual está conectado; y. ii) la potencia máxima señalada, 
las condiciones técnicas, comerciales, de seguridad, 
regulatorias y la definición de las tecnologías renovables 
no convencionales que permitan la generación distribuida, 
entre otros aspectos necesarios, son establecidos en el 
reglamento específico sobre generación distribuida que 
aprueba el Ministerio de Energía y Minas;

Que, es necesario aprobar un Reglamento de 
Generación Distribuida que desarrolle los alcances de la 
Ley N° 28832 y el Decreto Legislativo N° 1221;

Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 14 
del Reglamento que establece disposiciones relativas 
a la publicidad, publicación de proyectos normativos y 
difusión de normas legales de carácter general, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 001-2009-JUS, las entidades 
públicas deben disponer la publicación de los proyectos 
de normas generales que sean de su competencia en el 
Diario Oficial El Peruano, en sus Portales Electrónicos 
o mediante cualquier otro medio, con el fin de recibir 
comentarios de los interesados; 

Que, en ese sentido, corresponde disponer la 
publicación del proyecto de Decreto Supremo que aprueba 
el Reglamento de Generación Distribuida y su Exposición 
de Motivos, en el portal institucional del Ministerio de 
Energía y Minas, otorgando a los interesados un plazo de 
treinta (30) días hábiles para la remisión, por escrito o vía 
electrónica, de sus comentarios y sugerencias;
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De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento que 
establece disposiciones relativas a la publicidad, publicación 
de proyectos normativos y difusión de normas legales de 
carácter general, aprobado por Decreto Supremo Nº 001-
2009-JUS; en el Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Energía y Minas, aprobado por Decreto 
Supremo N° 031-2007-EM; y, en la Resolución Ministerial 
N° 184-2018-MEM/DM, que establece la dependencia 
funcional de los órganos del Ministerio, así como el nivel 
de coordinación con los órganos dependientes, en tanto se 
apruebe el nuevo Reglamento de Organización y Funciones 
y su estructura organizacional;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar la publicación del proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la 
Generación Distribuida y su Exposición de Motivos, a 
efectos de recibir las sugerencias y comentarios de la 
ciudadanía en general, dentro del plazo de treinta (30) 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 
publicación de la presente Resolución Ministerial. 

Artículo 2.- Establecer que los interesados remitan 
por escrito sus opiniones y sugerencias a la Dirección 
General de Electricidad, sito en Avenida De Las Artes Sur 
Nº 260, distrito de San Borja, provincia y departamento 
de Lima; o, vía electrónica a la siguiente dirección de 
correo electrónico jcondor@minem.gob.pe. El registro de 
las opiniones y sugerencias recibidas, en medio físico o 
electrónico, está a cargo del señor Juan Antonio Cóndor 
Canales, profesional CAS de la Dirección General de 
Electricidad del Ministerio de Energía y Minas.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Oficial El Peruano y del 
proyecto de Decreto Supremo que aprueba el Reglamento 
de la Generación Distribuida y su Exposición de Motivos, 
en el portal institucional del Ministerio de Energía y Minas 
(www.minem.gob.pe) el mismo día de la publicación de la 
presente Resolución en el citado Diario Oficial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1675717-1

Autorizan publicación de proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba las 
“Disposiciones para la Adecuación 
Ambiental de Proyectos Eléctricos que 
fueron Autorizados por la Normativa a no 
contar con Certificación Ambiental”

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 293-2018-MEM/DM

Lima, 31 de julio de 2018

VISTOS: El Informe N° 131-2018-MEM/DGAAE/DNAE 
de fecha 6 de junio de 2018, emitido por la Dirección 
Normativa de Asuntos Ambientales Energéticos, y con la 
conformidad otorgada por la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Energéticos; y el Informe N° 584-2018-MEM/
OGJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, mediante el Decreto Ley Nº 25844, Ley de 
Concesiones Eléctricas, publicado el 19 de noviembre 
de 1992, se establecen las normas que regulan las 
actividades relacionadas con la generación, transmisión, 
distribución y comercialización de la energía eléctrica;

Que, la versión original del artículo 38 del Decreto Ley 
Nº 25844, Ley de Concesiones Eléctricas señalaba que 
los proyectos que requerían de una autorización debían 
presentar como requisito una declaración jurada de 
cumplimiento de las normas técnicas y de conservación 
del medio ambiente, salvo las actividades de generación 

termoeléctrica, cuya potencia instalada sea superior a 10 
Mw, las cuales debían presentar un Estudio de Impacto 
Ambiental;

Que, el Decreto Legislativo N° 1002, Decreto 
Legislativo de promoción de la inversión para la 
generación de electricidad con el uso de energías 
renovables, publicado el 2 de mayo de 2008, modificó el 
artículo 38 del Decreto Ley Nº 25844, estableciendo que 
las concesiones definitivas para generación con Recursos 
Energéticos Renovables cuya potencia instalada sea 
igual o inferior a 20 Mw, así como las autorizaciones de 
generación termoeléctrica cuya potencia instalada sea 
igual o inferior a 20 Mw, debían presentar como requisito 
una declaración jurada de cumplimiento de las normas 
técnicas y de conservación del medio ambiente;

Que, la redacción actual del artículo 38 del Decreto 
Ley Nº 25844, modificado por el Decreto Legislativo N° 
1221, Decreto Legislativo que mejora la regulación de la 
distribución de electricidad para promover el acceso a la 
energía eléctrica en el Perú, publicado el 24 de setiembre 
de 2015, establece que la solicitud de autorización de todo 
proyecto eléctrico debe ir acompañada de la resolución 
aprobatoria del Instrumento Ambiental; 

Que, de igual manera, la versión primigenia del artículo 
15 de Ley Nº 28749, Ley General de Electrificación Rural, 
publicada el 1 de junio de 2006, establecía que para 
la ejecución de la obra de electrificación rural se debía 
presentar una Declaración Jurada de Impacto Ambiental 
ante la entidad competente del Ministerio de Energía y 
Minas, de conformidad con las normas ambientales 
vigentes;

Que, el Decreto Legislativo N° 1041, Decreto 
Legislativo que modifica diversas normas del Marco 
Normativo Eléctrico, publicado el 26 de junio de 2008  
varió la redacción del artículo 15 de Ley Nº 28749 
estableciéndose que para la ejecución de las obras de 
los Sistemas Eléctricos Rurales (SER) se presentará una 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA) ante la entidad 
competente, de conformidad con las normas ambientales 
y de descentralización vigentes;

Que, asimismo, el artículo 7 del Reglamento de 
Protección Ambiental en las Actividades Eléctricas, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 29-94-EM, establece 
que  las personas naturales o jurídicas que no requieran 
de Concesión ni Autorización, para ejercer actividades 
de generación, transmisión y distribución eléctrica, 
deben adoptar las medidas que sean necesarias a fin 
de mitigar el impacto de sus actividades en el ambiente, 
adecuándose a los Límites Máximos Permisibles;

Que, mediante Ley N° 27446, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, publicada 
el 23 de abril de 2001, se creó el Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental – SEIA sistema único 
y coordinado de identificación, prevención, supervisión, 
control y corrección anticipada de los impactos 
ambientales negativos derivados de las acciones 
humanas expresadas por medio del proyecto de inversión. 
Asimismo, el artículo 3 de la mencionada Ley, modificado 
por el Decreto Legislativo Nº 1078, publicado el 28 junio 
2008, establece que no podrá iniciarse la ejecución 
de proyectos ni actividades de servicios y comercio y 
ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local 
podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o 
habilitarlas si no cuentan previamente con la certificación 
ambiental contenida en la Resolución expedida por la 
respectiva autoridad competente;

Que, de igual manera, el artículo 15 del Reglamento 
de la Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 019-2009-MINAM, establece que 
toda persona natural o jurídica, de derecho público o 
privado, nacional o extranjera, que pretenda desarrollar 
un proyecto de inversión susceptible de generar impactos 
ambientales negativos de carácter significativo, que estén 
relacionados con los criterios de protección ambiental 
establecidos en el Anexo V y los mandatos señalados en 
el Título II del referido Reglamento, debe gestionar una 
Certificación Ambiental ante la Autoridad Competente que 
corresponda, de acuerdo con la normatividad vigente y lo 
dispuesto en el mencionado Reglamento;

Que, teniendo en cuenta el cambio normativo, los 
Titulares de las actividades eléctricas que, en su momento 
fueron autorizados por la normativa a no contar con 
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Urgencia N° 058-2011, sin perjuicio de que los procesos 
de compras iniciados al amparo de esta última disposición 
y que eventualmente requieran ejecutarse en más de 
un ejercicio anual, continúen desarrollándose hasta su 
culminación.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

RAÚL PÉREZ-REYES ESPEJO
Ministro de la Producción

1691026-3

Decreto LegisLativo
Nº 1415

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad y 
de modernización de la gestión del Estado”, el Congreso 
de la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de integridad y lucha 
contra la corrupción, por el término de sesenta (60) días 
calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del inciso 3 del artículo 
2 del citado dispositivo legal autoriza al Poder Ejecutivo 
a “modificar la legislación vigente sobre la gestión de 
intereses en el Estado, relacionada con los registros 
preventivos, las agendas oficiales de funcionarios y los 
registros de visitas”;

Que, la gestión de intereses es una actividad legítima 
que puede ser ejercida por cualquier persona natural o 
jurídica en ejercicio de sus derechos fundamentales, con 
la finalidad de exponer sus puntos de vista en el marco 
del proceso de definición de una decisión pública, a fin 
de orientar dicha decisión en el sentido deseado por 
ellas;

Que, sin perjuicio de ser la gestión de intereses 
una actividad legítima, esta requiere ser regulada para 
asegurar la equidad y transparencia en una cultura de 
integridad, convirtiéndose en un instrumento de prevención 
orientado a asegurar la probidad en la administración 
pública conforme a las disposiciones contenidas en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
y la Convención Interamericana contra la Corrupción de 
las cuales Perú es parte obligada;

Que, en esa línea, adquiere relevancia contar con 
registros de datos abiertos que permitan el fácil acceso y 
la búsqueda de información por parte de la ciudadanía, de 
modo que las actividades de visitas, gestión de intereses 
y agendas oficiales de los funcionarios y servidores 
públicos respondan a principios de máxima transparencia 
y publicidad, fundamentales para fortalecer una cultura de 
integridad pública;

De acuerdo con ello, en concordancia con la Política 
General de Gobierno, la Política y el Plan Nacional de 
Integridad y Lucha contra la Corrupción 2018-2021, el 
presente decreto legislativo busca fortalecer una cultura 
de integridad en aras de recuperar la confianza ciudadana 
en la administración pública;

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo QUe MoDiFica La
LeY Nº 28024, LeY QUe regULa La 

gestiÓN De iNtereses eN La 
aDMiNistraciÓN PÚBLica

Artículo 1.- Objeto.
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

modificar la Ley N° 28024, Ley que Regula la Gestión 
de Intereses en la Administración Pública, respecto 
a los registros preventivos, las agendas oficiales de 
funcionarios y los registros de visitas a fin de facilitar su 
acceso, y mejorar el contenido y publicidad de los mismos.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 5 y 16 de 
la Ley N° 28024, Ley que regula la Gestión de Intereses 
en la Administración Pública.

Modifícanse los artículos 5 y 16 de la Ley N° 28024, Ley 
que regula la Gestión de Intereses en la Administración 
Pública, en los siguientes términos: 

“Artículo 5.- De los funcionarios y servidores con 
capacidad de decisión  

5.1. Los funcionarios de la administración pública con 
capacidad de decisión pública en el ámbito de la presente 
Ley son los siguientes:

a) Presidente de la República;
b) Primer y Segundo Vicepresidentes de la República, 

cuando se encargan del Despacho Presidencial;
c) Congresistas de la República;
d) Ministros, viceministros, secretarios generales, 

directores nacionales y directores generales, prefectos y 
subprefectos, consejeros, asesores y demás funcionarios 
de rango equivalente;

e) Presidente y miembros del Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial, incluyendo su gerente general;

f) Gobernadores regionales y vicegobernadores 
cuando asumen el Gobierno Regional, así como los 
miembros de los Consejos Regionales y gerentes 
regionales;

g) Alcaldes, regidores y directores de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima y de municipalidades provinciales 
y distritales de toda la República;

h) Presidente y miembros de los directorios de las 
empresas comprendidas en la actividad empresarial del 
Estado, así como los gerentes generales de las mismas;

i) Los titulares de los pliegos presupuestarios de las 
entidades comprendidas en el artículo 1 de la presente 
Ley, así como cualquier funcionario o servidor público 
que preste servicios en un cargo de confianza, cuando 
corresponda;

j) Los que determine cada organismo de la 
administración pública, por el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos respectivo; y

k) En general los funcionarios con capacidad de 
decisión pública, de acuerdo a lo que establezca el 
reglamento de la presente Ley.

5.2. Corresponde a la más alta autoridad administrativa 
de cada entidad, con apoyo de las Oficinas de Recursos 
Humanos, identificar a los funcionarios o servidores 
públicos a los que hacen referencia los literales d), j) y k) 
del presente artículo, dicha relación es pública.   

Asimismo, es responsable de mantener actualizada la 
información que se consigna en el registro de visitas al que 
se refiere el artículo 16 de la presente Ley, garantizando 
su seguridad, publicidad y acceso en formato de datos 
abiertos, en sus respectivos portales web institucionales.

5.3. Las Oficinas de Integridad Institucional o quien 
haga sus veces, tienen la responsabilidad de velar por la 
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implementación, ejecución y el cumplimiento de la política 
referida a gestión de intereses.”

“Artículo 16.- Registro de Visitas en línea y 
Agendas Oficiales

16.1. Las entidades públicas previstas en el artículo 1 
de esta Ley cuentan con un Registro de Visitas en Línea 
en formato electrónico en el que se consigna información 
sobre el nombre de la(s) persona(s) que realiza(n) la 
visita, su identificación, persona natural o jurídica a la que 
pertenece o representa, funcionario o servidor público a 
quien visita, cargo que este ocupa dentro de la entidad, 
motivo de la reunión, y hora de ingreso y salida.

La información que brinde el visitante a la entidad 
pública para el Registro de Visitas tiene carácter de 
Declaración Jurada.

La información contenida en el Registro de Visitas y 
en la Agenda Oficial de cada funcionario público previsto 
en el artículo 5 de la presente Ley, deberá publicarse 
en el portal web de cada entidad y en la Plataforma de 
Integridad.pe (http://www.peru.gob.pe/integridad), y se 
actualiza diariamente.

Los funcionarios o servidores públicos, a que se 
refiere el artículo 5 de la Ley, que detecten una acción 
de gestión de intereses por parte de una persona que 
no haya consignado dicho asunto en el Registro de 
Visitas, tienen el deber de registrar dicha omisión en 
el Registro.

16.2. Los funcionarios mencionados en el artículo 
5, cuando tengan comunicación con los gestores de 
intereses, deben dejar constancia del hecho y el detalle 
de este en el registro respectivo conforme se establezca 
en el reglamento de la presente Ley. Los funcionarios 
pueden contar con asistencia administrativa para cumplir 
con el registro, lo que no implica el traslado de esta 
responsabilidad, la cual es personal e indelegable.

16.3. Los Funcionarios y Servidores Públicos 
mencionados en el artículo 5 de la presente ley, están 
prohibidos de atender actos de gestión de intereses fuera 
de la sede institucional. Excepcionalmente, los actos de 
gestión pueden realizarse fuera de la sede institucional 
siempre que sean programados previamente en la 
agenda oficial, en cuyo caso debe dejarse constancia del 
hecho y registrar la gestión conforme al reglamento de la 
presente ley.”

Artículo 3.- Incorporación del artículo 16-A a la Ley 
N° 28024

Incorpórese el artículo 16-A a la Ley N° 28024, Ley de 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en los 
siguientes términos:

“Artículo 16-A.-: De los Registros Preventivos
La Presidencia del Consejo de Ministros establece 

criterios y lineamientos para la implementación de 
registros preventivos.”

Artículo 4 - Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia de la norma 
Las modificaciones normativas contenidas en la 

presente ley entran en vigencia a los treinta (30) días 
naturales posteriores a la emisión del reglamento al que se 
hace mención en la Tercera Disposición Complementaria 
Final de esta norma. La implementación del registro al 
que se hace referencia en el artículo 16 de la Ley, es 
progresiva en las entidades públicas que, por cuestiones 
de accesibilidad y limitación de medios, no cuenten con 
herramientas para su uso inmediato.

Segunda. Plataformas electrónicas
La Presidencia del Consejo de Ministros implementa, 

facilita y actualiza el funcionamiento de las plataformas 
electrónicas que sean necesarias para la publicidad de los 
registros previstos en la Ley.

Tercera. Reglamentación
Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros, se aprueba el nuevo 
Reglamento de la Ley Nº 28024, Ley que Regula la 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en un 
plazo no mayor de sesenta (60) días hábiles a partir de la 
publicación de la presente norma. 

Cuarta. Comprobación de datos identificación de 
personas naturales o jurídicas

Para la comprobación de datos de identificación de 
personas naturales o jurídicas en el Registro de Visitas 
en línea y Agendas Oficiales utilizarán la Plataforma de 
Interoperabilidad del Estado – PIDE, administrada por 
la Presidencia del Consejo de Ministros a través de la 
Secretaría de Gobierno Digital.

Quinta.  Integración en el Portal Nacional de Datos 
Abiertos

Los Registros de Visitas en línea y Agendas Oficiales 
en formatos abiertos, a que se hace alusión en el 
numeral 5.2 del presente Decreto Legislativo, de manera 
progresiva y en función de las capacidades y recursos 
de las entidades se integran al Portal Nacional de Datos 
Abiertos.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-4

Decreto LegisLativo
Nº 1416

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la Gestión del 
Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, asimismo, el segundo párrafo del literal g) del 
numeral 5) del artículo 2 de la Ley Nº 30823, faculta al 
Poder Ejecutivo a legislar con el fin de actualizar el 
marco normativo y fortalecer la gestión institucional de 
los Tribunales Administrativos y órganos colegiados de 
los organismos públicos con el fin de aligerar la carga 
procesal y/o procedimientos a su cargo y mejorar su 
eficiencia en el marco del proceso de modernización.

Que, el presente Decreto Legislativo tiene por 
finalidad fortalecer el Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, el cual fue creado por Decreto 
Legislativo Nº 1353, con el objeto de actualizar el marco 
normativo, fortalecer la gestión institucional y adecuar 
procedimientos administrativos del Tribunal con la 
finalidad de aligerar la carga procesal y/o procedimientos 
para mejorar la eficiencia respecto a su función resolutiva, 
logrando garantizar el derecho de acceso a la información 
que tienen las personas;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y la Ley Nº 30823, Ley 
que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar 
en materia de gestión económica y competitividad, de 
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pago de los CIPGN tiene en consideración las fuentes de 
financiamiento antes señaladas.”

“DÉCIMO NOVENA. Competencia de la Dirección 
General de Política de Promoción de la Inversión 
Privada

La Dirección General de Política de Promoción de la 
Inversión Privada del Ministerio de Economía y Finanzas 
establece los lineamientos y formatos para la adecuada 
aplicación de lo dispuesto en la presente norma; realiza el 
seguimiento de todas las fases del mecanismo de Obras 
por Impuestos, y emite opinión vinculante, exclusiva y 
excluyente, en el ejercicio de sus competencias y con 
relación a la interpretación y aplicación de la presente Ley, 
su Reglamento y demás normas complementarias.”

“VIGÉSIMA. Financiamiento de inversiones en 
materia de puentes

Autorízase al Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
a realizar inversiones de optimización y de rehabilitación 
a que se refiere el Sistema Nacional de Programación 
Multianual y Gestión de Inversiones, en materia de puentes.”

“VIGESIMO PRIMERA. Financiamiento de 
proyectos de inversión en materia de saneamiento

Autorízase al Ministerio de Vivienda, Construcción 
y Saneamiento a suscribir convenios de cooperación 
interinstitucional con la empresa de Servicio de Agua 
Potable y Alcantarillado de Lima (SEDAPAL) para la 
ejecución de proyectos de inversión que solicite dicha 
empresa, mediante los procedimientos establecidos en la 
presente Ley y su Reglamento, en cuyo caso, la DGETP 
queda autorizada a emitir los CIPGN para la cancelación 
del monto que invierta la empresa privada, en el marco 
del correspondiente convenio, para financiar y/o ejecutar 
los correspondientes proyectos de inversión en materia 
de saneamiento.

Dichas acciones se financian con cargo al presupuesto 
institucional del Ministerio de Vivienda, Construcción 
y Saneamiento, sin demandar recursos adicionales al 
Tesoro Público.

El financiamiento de los CIPGN emitidos es con cargo 
a la fuente de financiamiento Recursos Ordinarios y su 
importe total debe ser reembolsado a la DGETP, para 
cuyo efecto, SEDAPAL constituye un fideicomiso en el 
Banco de la Nación con los recursos autorizados por la 
Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento 
(SUNASS), actuando el Ministerio de Vivienda, 
Construcción y Saneamiento como fideicomisario, de 
manera que los recursos depositados en la cuenta 
recaudadora del fideicomiso se trasladen mensualmente 
a la cuenta que determine la indicada Dirección General 
en el plazo, condiciones e importes que, conforme se 
establezca en el Reglamento, deben formar parte de los 
mencionados convenios de cooperación interinstitucional.

Mediante Decreto Supremo, refrendado por el 
Ministerio de Economía y Finanzas y Ministerio de 
Vivienda, Construcción y Saneamiento, a propuesta 
de este último, se pueden incorporar progresivamente 
las empresas prestadoras de servicios de saneamiento 
municipales, previo informe favorable del Organismo 
Técnico de la Administración de los Servicios de 
Saneamiento – OTASS.”

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Modificación del Reglamento
Mediante Decreto Supremo, refrendado por el Ministro 

de Economía y Finanzas, se modifica el Reglamento de 
la Ley Nº 29230, Ley que impulsa la inversión regional y 
local con participación del sector privado, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 036-2017-EF, a fin de adecuarlo a lo 
previsto en la presente norma, dentro del plazo de sesenta 
(60) días calendario, contados a partir de la vigencia del 
presente Decreto Legislativo.

Segunda. Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia al 

día siguiente de la publicación de las adecuaciones al 
Reglamento a que hace referencia la Primera Disposición 
Complementaria Final.

Tercera. Texto Único Ordenado de la Ley Nº 29230
En un plazo de sesenta (60) días hábiles, contados 

desde la vigencia del presente Decreto Legislativo, se 
aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 29230, Ley 
que impulsa la inversión regional y local con participación 
del sector privado, mediante decreto supremo refrendado 
por el Ministerio de Economía y Finanzas.

Cuarta. Referencia
Cualquier mención al artículo 17 de la Ley Nº 30264, 

Ley que establece medidas para promover el crecimiento 
económico y sus modificatorias, se entiende referida 
al artículo 2-B de la Ley Nº 29230, Ley que impulsa la 
inversión pública regional y local con participación del 
sector privado.

DISPOSICION COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única. Procesos en curso
Los procesos de selección que hayan sido convocados 

antes de la entrada en vigencia del presente Decreto 
Legislativo se rigen por el marco normativo vigente al 
momento de la convocatoria.

Los proyectos que ya cuenten con informe previo 
emitido por la Contraloría General de la República y 
que no hayan sido convocados antes de la entrada en 
vigencia del presente Decreto Legislativo, adecuan sus 
bases al marco establecido en la presente norma, en lo 
que resulte aplicable.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogación del artículo 17 de la Ley Nº 
30264

Derógase el artículo 17 de la Ley Nº 30264, Ley 
que establece medidas para promover el crecimiento 
económico.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintiún 
días, del mes julio del año 2018.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1672838-1

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1362

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30776, Ley que delega 
al Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura y 
servicios, el Congreso de la República ha delegado en el 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar por el término de 
sesenta (60) días calendario, en los términos a que hace 
referencia el artículo 104 de la Constitución Política del 
Perú y el artículo 90 del Reglamento del Congreso de la 
República;

Que, el literal h) del numeral 2.2 del artículo 2 de la 
citada norma establece la facultad de legislar en materia 
de reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura 
y servicios, a fin de mejorar y consolidar las reglas, 
criterios y procesos aplicados durante el planeamiento 
y programación, formulación, estructuración, transacción 
y ejecución contractual de los proyectos ejecutados al 
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amparo de las normas del Sistema Nacional de Promoción 
de la Inversión Privada, garantizando el valor por dinero, 
la eficiencia y la predictibilidad en todas las fases, así 
como el fortalecimiento de las entidades que conforman 
el Sistema; permitiendo en los casos de proyectos de 
Asociación Público Privada y Proyectos en Activos de 
alta complejidad, la participación del sector privado en 
todas las fases: i) de formulación, ii) estructuración, iii) 
transacción y iv) ejecución, todas ellas, de ser el caso, de 
manera conjunta; así como la aplicación de mecanismos 
disuasivos a las autoridades encargadas de las entidades 
estatales que cancelen o abandonen sus proyectos en 
cartera. En ningún caso, se flexibilizarán o excluirán las 
obligaciones y responsabilidades de los funcionarios que 
se determinen como consecuencias de la realización de 
acciones o servicios de los organismos que conforman el 
Sistema Nacional de Control;

Que, resulta indispensable mejorar y consolidar 
el marco normativo que regula el Sistema Nacional 
de Promoción de la Inversión Privada, a fin de 
facilitar, promover y dotar de mayor predictibilidad a la 
adjudicación de proyectos de inversión que contribuyan 
con la recuperación de la economía y optimicen el 
funcionamiento del mencionado Sistema;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú, en el inciso 1 del 
artículo 11 de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo y en el literal h) del numeral 2.2 del artículo 2 de 
la Ley Nº 30776;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE
REGULA LA PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN

PRIVADA MEDIANTE ASOCIACIONES PÚBLICO
PRIVADAS Y PROYECTOS EN ACTIVOS

TÍTULO I

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

regular el marco institucional y los procesos para el 
desarrollo de proyectos de inversión bajo las modalidades 
de Asociación Público Privada y de Proyectos en Activos.

Artículo 2. Ámbito de aplicación
El presente Decreto Legislativo es de aplicación a 

las entidades públicas pertenecientes al Sector Público 
No Financiero, conforme a lo dispuesto en el Decreto 
Legislativo Nº 1276, Decreto Legislativo que aprueba el 
Marco de la Responsabilidad y Transparencia Fiscal del 
Sector Público No Financiero.

Artículo 3. Promoción de la inversión privada

3.1 Declárese de interés nacional la promoción de la 
inversión privada mediante Asociaciones Público Privadas 
y Proyectos en Activos, para contribuir al crecimiento de la 
economía nacional, al cierre de brechas en infraestructura 
o en servicios públicos, a la generación de empleo 
productivo y a la competitividad del país.

3.2 El rol del Estado incluye las labores de 
seguimiento y la realización de acciones para facilitar 
la ejecución oportuna de los proyectos desarrollados 
bajo las modalidades reguladas en el presente Decreto 
Legislativo, de acuerdo con los principios establecidos en 
el artículo 4.

Artículo 4. Principios

4.1 En todas las fases vinculadas al desarrollo de los 
proyectos regulados en el presente Decreto Legislativo, 
se aplican los siguientes principios:

1. Competencia: Los procesos de promoción de 
la inversión privada promueven la competencia 

e igualdad de trato entre los postores, y evitan 
conductas anticompetitivas o colusorias.

2. Transparencia: Toda la información cuantitativa 
y cualitativa que se utilice para la toma de 
decisiones durante la evaluación, desarrollo, 
implementación y rendición de cuentas de un 
proyecto llevado a cabo en el marco del presente 
Decreto Legislativo, es de conocimiento público, 
bajo el principio de publicidad establecido en el 
artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley 
Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 043-2003-PCM, con las excepciones 
previstas en la normativa vigente.

3. Enfoque de resultados: Las entidades públicas 
señaladas en el artículo 2, en el desarrollo de sus 
funciones, adoptan las acciones que permitan la 
ejecución de la inversión privada dentro de los 
respectivos plazos, evitan retrasos derivados 
de meros formalismos; así como, identifican, 
informan e implementan acciones orientadas a 
resolver la problemática que afecta los proyectos 
desarrollados bajo las modalidades reguladas 
en el presente Decreto Legislativo. Constituyen 
reglas para la aplicación de este principio en la 
toma de decisiones de las entidades públicas 
referidas en el artículo 2, las siguientes:

a. Entre dos o más alternativas legalmente viables, 
se debe optar por la que permita la ejecución 
del proyecto en los plazos correspondientes, 
la que promueva la inversión, la que garantice 
la disponibilidad del servicio, la que permita 
alcanzar o mantener los niveles de servicio del 
proyecto, o la que resulte más conveniente en 
términos de costos, eficiencia o sostenibilidad.

b. En todas las fases del proyecto, se da 
celeridad a las actuaciones, evitando 
acciones que generen retrasos basados en 
meros formalismos.

c. En el caso de controversias durante la 
ejecución del proyecto, cuando se cuente 
con pruebas, evaluaciones o elementos de 
juicio que permitan determinar que es más 
conveniente, en términos de costo beneficio, 
optar por el trato directo, en lugar de acudir 
al arbitraje, se opta por resolver dichas 
controversias mediante trato directo.

4. Planificación: El Estado, a través de las entidades 
públicas titulares de proyectos, prioriza y orienta el 
desarrollo ordenado de las Asociaciones Público 
Privadas y de los Proyectos en Activos, según 
las prioridades y planes nacionales, sectoriales, 
regionales y locales, considerando para ello la 
política de descentralización del país.

5. Responsabilidad presupuestal: Para asumir los 
compromisos financieros firmes y contingentes 
derivados directa o indirectamente de la ejecución 
de los contratos celebrados en el marco del 
presente Decreto Legislativo, debe considerarse 
la capacidad de pago del Estado, sin comprometer 
en el corto, mediano ni largo plazo, el equilibrio 
presupuestario de las entidades públicas, la 
sostenibilidad de las finanzas públicas, ni la 
prestación regular de los servicios públicos.

6. Integridad: La conducta de quienes participan 
en los procesos de promoción de la inversión 
privada está guiada por la honestidad, la rectitud, 
la honradez y la veracidad, evitando cualquier 
práctica indebida, la que, en caso de producirse, 
es comunicada a las autoridades competentes, de 
manera directa y oportuna.

4.2 Adicionalmente, para las Asociaciones Público 
Privadas, resultan aplicables los siguientes principios:

1. Valor por dinero: En todas las fases de los 
proyectos de Asociación Público Privada, las 
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entidades públicas titulares de proyectos buscan 
la combinación óptima entre los costos y la calidad 
del servicio público ofrecido a los usuarios.

2. Adecuada distribución de riesgos: En los 
proyectos de Asociación Público Privada se 
efectúa una adecuada distribución de riesgos 
entre las partes, de manera que sean asignados 
a aquella parte con mayor capacidad para 
administrarlos, considerando el perfil de riesgos 
del proyecto.

TÍTULO II

MARCO INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I
SISTEMA NACIONAL DE PROMOCIÓN

DE LA INVERSIÓN PRIVADA

Artículo 5. Sistema Nacional de Promoción de la 
Inversión Privada

5.1 El Sistema Nacional de Promoción de la Inversión 
Privada es un sistema funcional para el desarrollo de las 
Asociaciones Público Privadas y de los Proyectos en 
Activos.

5.2 El Sistema Nacional de Promoción de la 
Inversión Privada está integrado por principios, normas, 
procedimientos, lineamientos y directivas técnico 
normativas, orientados a promover y agilizar la inversión 
privada, para contribuir al crecimiento de la economía 
nacional, al cierre de brechas en infraestructura o en 
servicios públicos, a la generación de empleo productivo 
y a la competitividad del país. Está conformado por las 
entidades públicas a las que se refiere el artículo 2.

5.3 El Ministerio de Economía y Finanzas establece la 
política de promoción de la inversión privada.

5.4 El ente rector del Sistema Nacional de Promoción 
de la Inversión Privada es la Dirección General de Política 
de Promoción de la Inversión Privada del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que como tal se encarga de las 
siguientes funciones:

1. Establecer los lineamientos de promoción y 
desarrollo de la inversión privada en Asociaciones 
Público Privadas y en Proyectos en Activos,

2. Emitir opinión vinculante exclusiva y excluyente, 
en el ámbito administrativo, sobre la interpretación 
y la aplicación del presente Decreto Legislativo, 
en relación con los temas de su competencia, 
de conformidad con lo establecido en la Ley Nº 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo. Esta 
disposición no limita la potestad interpretativa de 
los órganos jurisdiccionales ni del Congreso de la 
República.

5.5 Las políticas y lineamientos de promoción y 
desarrollo de la inversión privada en Asociaciones Público 
Privadas y en Proyectos en Activos a los que se refiere 
el numeral anterior, son de cumplimiento obligatorio para 
las entidades del Sistema Nacional de Promoción de la 
Inversión Privada que intervienen en cualquiera de las 
fases de desarrollo de las Asociaciones Público Privadas, 
o de los Proyectos en Activos.

5.6 Las opiniones, decisiones y actos realizados 
durante todas las fases de una Asociación Público 
Privada, incluyendo las modificaciones contractuales 
reguladas en el presente Decreto Legislativo, por su 
propia naturaleza, son inherentes al proceso de toma 
de decisiones referentes a la inversión a ejecutar; por lo 
que, se encuentran en el ámbito de la discrecionalidad 
de los funcionarios respectivos, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 11.

Artículo 6. Entidades públicas titulares de 
proyectos

6.1 El Ministerio, Gobierno Regional, Gobierno Local 
u otra entidad pública habilitada mediante ley expresa, 
asume la titularidad del proyecto a desarrollarse mediante 

las modalidades reguladas en el presente Decreto 
Legislativo, y ejerce las siguientes funciones:

1. Elaborar el Informe Multianual de Inversiones en 
Asociaciones Público Privadas, a fin de planificar 
el desarrollo de los proyectos de inversión 
regulados en el presente Decreto Legislativo.

2. Identificar, priorizar y formular los proyectos a 
ser ejecutados bajo las modalidades reguladas 
en el presente Decreto Legislativo, para lo cual, 
puede encargar a la Agencia de Promoción de la 
Inversión Privada – Proinversión, la contratación 
de los estudios respectivos.

3. Elaborar el Informe de Evaluación. Tratándose 
de proyectos a cargo de Proinversión, el Informe 
de Evaluación es elaborado por dicha entidad 
y cuenta con la aprobación previa de la entidad 
pública titular del proyecto.

4. Coordinar con el Organismo Promotor de la 
Inversión Privada para el desarrollo de los 
procesos de promoción de la inversión privada.

5. Suscribir los contratos derivados de las 
modalidades reguladas en el presente Decreto 
Legislativo.

6. Gestionar y administrar los contratos derivados 
de las modalidades reguladas en el presente 
Decreto Legislativo, y cumplir las obligaciones 
contractuales a su cargo.

7. Hacer efectivas las penalidades por incumplimiento 
del contrato, salvo que dicha función haya sido 
asignada o delegada al organismo regulador 
respectivo.

8. Acordar la modificación de los contratos, conforme 
a las condiciones que establezca el presente 
Decreto Legislativo y su Reglamento.

9. Efectuar el seguimiento de la ejecución física 
y financiera de los proyectos regulados en el 
presente Decreto Legislativo bajo su competencia, 
informando de sus acciones al Ministerio de 
Economía y Finanzas, conforme a lo establecido 
en el artículo 9.

10. Sustentar la capacidad presupuestal para asumir 
los compromisos de los contratos de Asociación 
Público Privada y sus modificaciones.

11. Declarar la suspensión o caducidad del contrato, 
cuando concurran las causales previstas en el 
mismo.

12. Otras funciones conforme al marco normativo 
vigente.

6.2 Las entidades públicas titulares de proyectos 
encargadas de administrar una cartera de proyectos 
cuyo Costo Total de Inversión acumulado supere 
el monto que determine el Reglamento, pueden 
implementar un órgano especializado para la gestión de 
proyectos, dentro de su estructura orgánica, de acuerdo 
con lo establecido en la Décimo Cuarta Disposición 
Complementaria Final.

6.3 La entidad pública titular del proyecto asigna las 
funciones vinculadas a la fase de Ejecución Contractual 
señaladas en el presente artículo, a un órgano dentro de 
su estructura organizacional, al Comité de Promoción de 
la Inversión Privada o al órgano especializado regulado 
en el numeral 6.2.

6.4 Excepcionalmente, en los proyectos que 
involucran competencias de más de una entidad o nivel 
de gobierno, se deben adoptar los acuerdos necesarios 
para determinar la entidad que asume la calidad de titular 
del proyecto, así como las principales reglas aplicables 
al proceso de promoción y a la ejecución del respectivo 
contrato. La suscripción de dicho acuerdo constituye 
requisito para la incorporación del proyecto al proceso de 
promoción.

6.5 Las entidades públicas, incluyendo las empresas 
del Estado, que incumplan o resuelvan los acuerdos que 
se suscriban en el marco del presente artículo, se hacen 
responsables por todos los costos y daños que resulten 
de dicho incumplimiento o resolución. Dichas entidades 
pueden establecer el carácter irrevocable de los referidos 
acuerdos durante el plazo de vigencia que se determine 
para cada proyecto.
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Artículo 7. Comité de Promoción de la Inversión 
Privada

7.1 Las entidades públicas titulares de proyectos que 
cuenten con proyectos o prevean desarrollar procesos de 
promoción de la inversión privada, bajo las modalidades 
reguladas en el presente Decreto Legislativo, crean el 
Comité de Promoción de la Inversión Privada.

7.2 El Comité de Promoción de la Inversión Privada, 
según corresponda, asume los siguientes roles:

1. Organismo Promotor de la Inversión Privada, en 
los procesos de promoción bajo su competencia, 
conforme a lo establecido en el artículo 8. En 
este supuesto, el Viceministro, Consejo Regional, 
Concejo Municipal, o su equivalente, según 
corresponda, ejerce las funciones del Consejo 
Directivo de Proinversión.

2. Órgano de coordinación con Proinversión, en 
los procesos de promoción bajo competencia o 
encargados a dicha entidad; y con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, en materia de seguimiento 
y simplificación de la inversión, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9.

7.3 La designación de los miembros del Comité de 
Promoción de la Inversión Privada se efectúa mediante 
Resolución Ministerial, Resolución del Gobernador 
Regional, Resolución de Alcaldía, o resolución del titular, 
según se trate de Ministerios, Gobiernos Regionales, 
Gobiernos Locales u otra entidad pública habilitada por 
ley, respectivamente. Dichas resoluciones se publican 
en el diario oficial El Peruano y se comunican al Registro 
Nacional de Contratos de Asociaciones Público Privadas.

7.4 El Comité de Promoción de la Inversión Privada, 
en calidad de órgano de coordinación, tiene las siguientes 
funciones:

1. Coordinar con los órganos de la entidad pública 
titular del proyecto a la cual pertenece, a fin de 
agilizar los trámites y procedimientos dentro del 
proceso de promoción respectivo, en calidad de 
responsable frente a Proinversión.

2. Velar por la ejecución de las decisiones adoptadas 
por el Consejo Directivo y por los Comités 
Especiales de Inversiones de Proinversión, 
vinculadas a los procesos de promoción, sin 
perjuicio de las funciones asignadas a los 
órganos de la respectiva entidad pública titular del 
proyecto.

3. Entregar dentro de los plazos respectivos 
la información solicitada por las entidades 
involucradas y por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, en este último caso, en el marco de lo 
establecido en el artículo 9.

4. Otras funciones que establezca el Reglamento.

7.5 El Comité de Promoción de la Inversión Privada, 
en cualquiera de sus roles, es responsable de que los 
órganos competentes elaboren y aprueben el Informe 
Multianual de Inversiones en Asociaciones Público 
Privadas en los plazos correspondientes.

Artículo 8. Organismos Promotores de la Inversión 
Privada

8.1 Los Organismos Promotores de la Inversión 
Privada se encargan de diseñar, conducir y concluir el 
proceso de promoción de la inversión privada mediante 
las modalidades de Asociación Público Privada y de 
Proyectos en Activos, bajo el ámbito de su competencia.

8.2 En el caso del Gobierno Nacional, los Organismos 
Promotores de la Inversión Privada son Proinversión o 
los Ministerios, a través del Comité de Promoción de la 
Inversión Privada, en función a los criterios establecidos 
en el Reglamento.

8.3 Tratándose de Gobiernos Regionales y Gobiernos 
Locales, las facultades del Organismo Promotor de la 
Inversión Privada se ejercen a través del Comité de 
Promoción de la Inversión Privada. El órgano máximo 
de estos Organismos Promotores de la Inversión 

Privada es el Consejo Regional o el Concejo Municipal, 
respectivamente.

8.4 En el caso de otras entidades públicas habilitadas 
por ley, las facultades del Organismo Promotor de la 
Inversión Privada se ejercen a través del Comité de 
Promoción de la Inversión Privada.

8.5 Las entidades públicas titulares de proyectos 
pueden encargar el proceso de promoción a Proinversión, 
así como solicitarle asistencia técnica en cualquiera de las 
fases del proceso.

Artículo 9. Seguimiento de la Inversión y soporte 
especializado

9.1 Para los proyectos priorizados, según los criterios 
que establezca el Reglamento, el Ministerio de Economía 
y Finanzas, a través del Equipo Especializado de 
Seguimiento de la Inversión, realiza el acompañamiento, 
seguimiento, articulación y simplificación en todas las 
fases de los proyectos de inversión que se desarrollen 
bajo los mecanismos regulados en el presente Decreto 
Legislativo, para lo cual, puede convocar a entidades del 
sector público o privado.

9.2 Las entidades públicas señaladas en el artículo 
2 están obligadas a atender los requerimientos de 
información que realice el Equipo Especializado de 
Seguimiento de la Inversión, bajo responsabilidad 
administrativa, en el plazo y condiciones que establezca 
el Reglamento.

9.3 Durante la fase de Ejecución Contractual, 
a solicitud de la entidad pública titular del proyecto 
encargada de la administración de los contratos de 
Asociación Público Privada, el Ministerio de Economía 
y Finanzas, a través de la Dirección General de Política 
de Promoción de la Inversión Privada, brinda soporte 
especializado en materia legal, económica, financiera y 
técnica, sobre aspectos de alta complejidad, de acuerdo 
con los requisitos y procedimientos establecidos en el 
Reglamento.

Artículo 10. Prioridad en trámites
Las entidades públicas señaladas en el artículo 2, 

bajo responsabilidad, otorgan prioridad a los proyectos 
a desarrollarse mediante Asociación Público Privada, 
en la valoración y trámites respecto del cumplimiento de 
los requisitos para la obtención de licencias, permisos 
y autorizaciones que se requieran para el inicio y 
continuación de obras. El solicitante de cada una de las 
autorizaciones, licencias y permisos señala expresamente 
que el proyecto se refiere a una Asociación Público 
Privada.

Artículo 11. Facultad discrecional de las entidades 
públicas

Las entidades públicas que tienen a su cargo la 
aprobación, opinión, conducción, ejecución, supervisión 
y fiscalización, en cualquiera de las fases de los 
proyectos regulados en el presente Decreto Legislativo, 
están facultadas para actuar discrecionalmente, en el 
ámbito de sus competencias, con el fin de optar por la 
decisión administrativa, debidamente sustentada, que se 
considere más conveniente en el caso concreto, conforme 
a lo establecido en la Cuarta Disposición Complementaria 
Final de la Ley Nº 29622, Ley que modifica la Ley Nº 
27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y 
de la Contraloría General de la República y amplía las 
facultades en el proceso para sancionar en materia de 
responsabilidad administrativa funcional.

CAPÍTULO II
PROINVERSIÓN

Artículo 12. Proinversión

12.1 Proinversión es un organismo técnico 
especializado, adscrito al Ministerio de Economía y 
Finanzas, con personería jurídica, autonomía técnica, 
funcional, administrativa, económica y financiera.

12.2 La gestión de Proinversión está orientada a 
resultados, con eficiencia, eficacia, transparencia, calidad 
e integridad.
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12.3 La Alta Dirección de Proinversión está integrada 
por el Consejo Directivo, la Dirección Ejecutiva y 
la Secretaría General. Asimismo, la estructura de 
Proinversión comprende a los Comités Especiales de 
Inversiones.

12.4 La estructura orgánica de Proinversión se rige 
por su Reglamento de Organización y Funciones.

12.5 Proinversión cumple las siguientes funciones:

1. Diseñar, conducir y concluir el proceso de 
promoción de la inversión privada de los proyectos 
desarrollados mediante las modalidades de 
Asociación Público Privada y de Proyectos en 
Activos, bajo el ámbito de su competencia, 
unificando la toma de decisiones dentro del 
proceso, conforme a lo dispuesto en el presente 
Decreto Legislativo.

2. Intervenir en la fase de Ejecución Contractual, de 
acuerdo con lo previsto en el presente Decreto 
Legislativo y en su Reglamento.

3. Brindar asistencia técnica y apoyo a las entidades 
públicas a las que se refiere el artículo 2, en las 
distintas fases de los proyectos de Asociación 
Público Privada y de Proyectos en Activos. 
Para ello, establece oficinas desconcentradas, 
conforme a la normatividad vigente.

12.6 Las entidades públicas señaladas en el artículo 
2, adoptan los acuerdos, o realizan las gestiones o actos 
necesarios para ejecutar las decisiones del Consejo 
Directivo y de los Comités Especiales de Inversiones, 
sin excepción y en el marco de sus competencias. Se 
presume que estas decisiones tienen relación directa o 
indirecta con la promoción de la inversión privada para 
el desarrollo de Asociaciones Público Privadas y de 
Proyectos en Activos.

12.7 La responsabilidad que emane de los acuerdos 
que adopten o de las gestiones y actos que ejecuten 
las referidas entidades, corresponde exclusivamente 
al Consejo Directivo de Proinversión, a los Comités 
Especiales de Inversiones y a la Dirección Ejecutiva, 
según corresponda.

12.8 El Reglamento establece las condiciones bajo 
las cuales, Proinversión evalúa los encargos de procesos 
de promoción de la inversión privada realizados por las 
entidades públicas titulares de proyectos.

12.9 Proinversión aplica mecanismos disuasivos a 
las entidades públicas titulares de proyectos, para evitar 
que abandonen sus proyectos en cartera, entre ellos, el 
reembolso de los gastos incurridos por Proinversión.

Artículo 13. Consejo Directivo

13.1 El Consejo Directivo es la más alta autoridad de 
Proinversión. Está integrado por cinco miembros, uno 
de ellos es el Ministro de Economía y Finanzas, quien 
lo preside. Está integrado, además, por cuatro Ministros 
de Estado de los sectores cuya cartera de proyectos 
incorporados al proceso de promoción sea de mayor 
valor monetario, conforme a los criterios que determine 
el Reglamento. La participación de los miembros en el 
Consejo Directivo es ad honorem.

13.2 El Consejo Directivo cumple las siguientes 
funciones generales:

1. Aprobar y dirigir la estrategia de Proinversión.
2. Establecer objetivos, metas y planes de acción.

13.3 El Consejo Directivo cumple las siguientes 
funciones específicas:

1. Crear los Comités Especiales de Inversiones 
y designar a sus miembros, aprobando sus 
funciones, poderes y niveles de decisión, en el 
marco de lo establecido en el presente Decreto 
Legislativo y en su Reglamento.

2. Proponer al Ministerio de Economía y Finanzas 
el Reglamento de Organización y Funciones de 
Proinversión.

3. Proponer al Ministerio de Economía y Finanzas 
la escala remunerativa para su aprobación, en el 

marco de la Cuarta Disposición Transitoria de la 
Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional 
de Presupuesto.

4. Decidir la incorporación y la exclusión de 
proyectos del proceso de promoción.

5. Ratificar los acuerdos de los Comités Especiales 
de Inversiones que aprueban los principales 
hitos de los proyectos desarrollados bajo las 
modalidades de Asociación Público Privada y de 
Proyecto en Activos, cuyo Costo Total de Inversión 
supere las 300,000 UIT, previa verificación de la 
consistencia del proceso. Dicho límite puede ser 
modificado mediante decreto supremo refrendado 
por el Ministro de Economía y Finanzas.

6. Aprobar el presupuesto de Proinversión a 
propuesta de la Dirección Ejecutiva.

7. Establecer, previa coordinación con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, los objetivos estratégicos 
institucionales, metas e indicadores vinculados 
a la promoción y desarrollo de las Asociaciones 
Público Privadas y de los Proyectos en Activos, 
en el marco de la transparencia en la gestión y 
de la rendición de cuentas. Trimestralmente, el 
Consejo Directivo publica en el portal institucional 
de Proinversión un informe sobre el avance en el 
logro de las metas referidas.

8. Aprobar las directivas internas que regulen 
las materias bajo el ámbito de competencia 
de Proinversión, en el marco de las políticas 
y lineamientos de promoción y desarrollo de 
la inversión privada en Asociaciones Público 
Privadas y en Proyectos en Activos.

9. Las demás funciones que establezca el 
Reglamento.

13.4 El Consejo Directivo puede acordar constituirse 
en un nivel adicional de decisión en los procesos de 
Asociación Público Privada y de Proyectos en Activos, 
cuyo Costo Total de Inversión no exceda las 300,000 UIT, 
sin perjuicio de lo establecido en el inciso 4 del numeral 
14.2 del artículo 14.

13.5 Los acuerdos del Consejo Directivo son 
adoptados por mayoría simple.

13.6 Trimestralmente, el Consejo Directivo sustenta 
ante el Presidente de la República y ante el Presidente del 
Consejo de Ministros, su reporte de avances en la promoción 
y desarrollo de proyectos de Asociaciones Público Privadas 
y de Proyectos en Activos. Este reporte incluye los avances, 
metas alcanzadas, problemática identificada y riesgos 
potenciales para el desarrollo de las Asociaciones Público 
Privadas y de los Proyectos en Activos.

13.7 Cuando se presenten conflictos de intereses 
en un determinado proceso, el integrante del Consejo 
Directivo o del Comité Especial de Inversiones, según 
corresponda, debe declararlo y abstenerse de participar 
y votar en los asuntos que conciernan a dicho proceso. 
El Consejo Directivo establece los lineamientos para la 
gestión de conflictos de intereses y ética, de acuerdo con 
el marco normativo vigente y con las buenas prácticas 
internacionales.

Artículo 14. Dirección Ejecutiva

14.1 La Dirección Ejecutiva está a cargo del Director 
Ejecutivo, quien es la máxima autoridad ejecutiva, 
representante legal, y titular de la entidad y del pliego 
presupuestal. El Director Ejecutivo es designado por el 
Presidente de la República, a propuesta del Ministro de 
Economía y Finanzas, mediante Resolución Suprema.

14.2 La Dirección Ejecutiva cumple las siguientes 
funciones:

1. Ejecutar los acuerdos del Consejo Directivo.
2. Presentar y sustentar ante el Consejo Directivo 

las propuestas de acuerdos y decisiones que se 
requieran para desarrollar y ejecutar los proyectos 
de inversión.

3. Dar conformidad y elevar al Consejo Directivo 
los acuerdos de los Comités Especiales de 
Inversiones que aprueban los principales hitos de 
los proyectos desarrollados bajo las modalidades 
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de Asociación Público Privada y de Proyecto en 
Activos, cuyo Costo Total de Inversión supera las 
300,000 UIT, previa verificación de la consistencia 
del proceso.

4. Ratificar los acuerdos de los Comités Especiales 
de Inversiones que aprueban los principales 
hitos de los proyectos desarrollados bajo las 
modalidades de Asociación Público Privada y de 
Proyecto en Activos, cuyo Costo Total de Inversión 
no exceda las 300,000 UIT, previa verificación de 
la consistencia del proceso.

5. Dirigir y supervisar la marcha institucional de 
Proinversión.

6. Ejercer los poderes y cumplir las funciones que 
se precisen en el Reglamento de Organización 
y Funciones, y todas aquellas que le asigne el 
Consejo Directivo.

Artículo 15. Comités Especiales de Inversiones

15.1 Los Comités Especiales de Inversiones son 
órganos colegiados encargados de aprobar y elevar 
a la Dirección Ejecutiva, para su ratificación, o para 
su conformidad y remisión al Consejo Directivo, 
según corresponda, los siguientes documentos que 
corresponden a los principales hitos del proceso: Informe 
de Evaluación, Plan de Promoción, Bases, Versión Inicial 
del Contrato previa a la fase de Transacción, Versión 
Final del Contrato y sus respectivas modificaciones 
sustanciales, Declaratoria de Interés, así como aquellos 
actos dispuestos por el Consejo Directivo.

15.2 Los Comités Especiales de Inversiones dependen 
del Consejo Directivo, el cual designa a sus integrantes y 
determina el número de dichos Comités, en atención a las 
materias involucradas y a la carga procedimental existente. 
Sus funciones son establecidas en el Reglamento de 
Organización y Funciones de Proinversión.

15.3 Al momento de su designación, los integrantes 
de los Comités Especiales de Inversiones deben estar 
libres de conflictos de intereses que, por su frecuencia o 
magnitud, les impida el pleno ejercicio de sus funciones. 
En los casos de conflictos de intereses sobrevinientes 
que impidan el pleno desempeño de funciones, el 
miembro del Comité Especial de Inversiones es cesado 
y reemplazado, en la oportunidad en la que Proinversión 
toma conocimiento de dicha circunstancia, sin perjuicio 
de la responsabilidad a la que hubiera lugar por las 
actuaciones realizadas con anterioridad.

Artículo 16. Directores de Proyectos y Direcciones 
Especiales

16.1 Los Directores de Proyectos se encargan de 
dirigir y ejecutar las acciones que corresponden a la fase 
de Formulación y al proceso de promoción.

16.2 La Dirección Ejecutiva, según criterios 
debidamente sustentados, puede disponer la creación 
de Direcciones Especiales para agrupar a los Directores 
de Proyectos. Los Directores de Proyectos dependen 
técnicamente de las Direcciones Especiales.

16.3 Los Directores de Proyectos y los Directores 
Especiales son designados por la Dirección Ejecutiva.

Artículo 17. Seguros de responsabilidad para 
funcionarios

Proinversión contrata seguros de responsabilidad 
administrativa, civil y penal para sus funcionarios y 
servidores responsables de adoptar decisiones en 
el marco de los proyectos desarrollados bajo las 
modalidades reguladas en el presente Decreto Legislativo. 
Alternativamente, Proinversión puede adoptar los 
mecanismos de defensa y asesoría legal contemplados 
en la Ley Nº 30057, Ley del Servicio Civil.

Artículo 18. Publicidad de acuerdos y opiniones

18.1 Mediante acuerdo del Consejo Directivo publicado 
en el diario oficial El Peruano, se aprueban la modalidad 
de promoción de la inversión privada y sus modificatorias, 
así como el Plan de Promoción de la Inversión Privada y 
sus modificatorias.

18.2 Las opiniones emitidas por los organismos 
reguladores en los procesos de promoción bajo su 
competencia, regulados en la presente norma, y en el 
Decreto Legislativo Nº 674, Decreto Legislativo que aprueba 
la Ley de Promoción de la Inversión Privada de las empresas 
del Estado, son publicadas en el portal institucional de 
Proinversión, dentro de un plazo no menor a quince (15) días 
calendario anteriores a la fecha de aprobación de la Versión 
Final del Contrato. Asimismo, para conocimiento público, 
dentro del mismo plazo, se publica un aviso en el diario 
oficial El Peruano, indicando la dirección electrónica y el 
enlace en el cual se encuentran las mencionadas opiniones.

18.3 Las publicaciones a que se refiere el numeral 
4 del artículo 4 del Decreto Legislativo Nº 674, Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Promoción de la Inversión 
Privada de las empresas del Estado, son realizadas 
mediante la publicación, en el diario oficial El Peruano, 
de los avisos que consignan la dirección electrónica y del 
enlace en el que se puede acceder al proyecto de contrato 
a suscribirse. La publicación del proyecto de contrato se 
realiza con una anticipación no menor de quince (15) días 
hábiles a la fecha de su suscripción. El contrato definitivo 
es publicado en la misma forma, dentro de los cinco (05) 
días hábiles posteriores a la fecha de la suscripción del 
mismo.

Artículo 19. Fondo de Promoción de la Inversión 
Privada

19.1 Proinversión administra y dirige el Fondo de 
Promoción de la Inversión Privada - FONCEPRI. Los 
recursos de dicho fondo son destinados a financiar las 
actividades propias de los procesos de promoción de los 
proyectos desarrollados bajo las modalidades reguladas 
en el presente Decreto Legislativo.

19.2 Son recursos del FONCEPRI los siguientes:

1. El monto que se establece en cada caso, mediante 
acuerdo del Consejo Directivo, sobre la base del 
tipo de proyecto de que se trate, salvo para el 
caso establecido en el inciso 2 de este numeral. 
Por decreto supremo refrendado por el Ministro de 
Economía y Finanzas se determina el mecanismo 
general para el cálculo del monto indicado.

2. El monto equivalente al 2% del producto de la 
venta de los activos de las entidades públicas, 
para el caso de Proyectos en Activos bajo su 
competencia.

3. Las donaciones internas y externas que se 
obtengan para el cumplimiento del presente 
Decreto Legislativo.

4. Los ingresos financieros que genere la 
administración de sus propios recursos.

5. Otros que se le asignen.

TÍTULO III

MODALIDADES DE PARTICIPACIÓN DE LA 
INVERSIÓN PRIVADA

CAPÍTULO I
ASOCIACIONES PÚBLICO PRIVADAS

SUBCAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 20. Definición

20.1 Las Asociaciones Público Privadas constituyen 
una modalidad de participación de la inversión privada, 
mediante contratos de largo plazo en los que interviene el 
Estado, a través de alguna entidad pública y uno o más 
inversionistas privados.

20.2 Mediante Asociaciones Público Privadas se 
desarrollan proyectos de infraestructura pública, servicios 
públicos, servicios vinculados a infraestructura pública y 
servicios públicos, investigación aplicada, y/o innovación 
tecnológica.

20.3 En las Asociaciones Público Privadas, se 
distribuyen riesgos y recursos; en este último caso, 
preferentemente privados.
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20.4 Las Asociaciones Público Privadas se originan 
por iniciativa estatal o por iniciativa privada.

Artículo 21. Contratos de Asociación Público 
Privada

21.1 El contrato que se celebra para desarrollar un 
proyecto bajo la modalidad de Asociación Público Privada 
constituye título suficiente para que el inversionista haga 
valer los derechos que dicho instrumento le otorga frente a 
terceros; en especial, los mecanismos de recuperación de 
las inversiones y los beneficios adicionales expresamente 
convenidos, pudiendo incluir servicios complementarios.

21.2 El inversionista puede explotar los bienes objeto 
del contrato de Asociación Público Privada, directamente 
o a través de terceros, manteniendo en todo momento su 
calidad de único responsable frente al Estado peruano. 
Sin perjuicio de lo anterior, los proyectos de Asociación 
Público Privada que recaigan sobre bienes públicos, no 
otorgan al inversionista un derecho real sobre los mismos.

21.3 El inversionista no puede establecer 
unilateralmente exenciones en favor de usuario alguno, 
salvo lo establecido por ley expresa.

Artículo 22. Clasificación
Las Asociaciones Público Privadas se clasifican en:

1. Cofinanciadas: son aquellas que requieren 
cofinanciamiento, u otorgamiento o contratación 
de garantías financieras o garantías no financieras 
que tienen probabilidad significativa de demandar 
cofinanciamiento.

2. Autofinanciadas: son aquellas con capacidad 
propia de generación de ingresos, que no 
requieren cofinanciamiento y cumplen con las 
siguientes condiciones:

a. Demanda mínima o nula de garantía 
financiera por parte del Estado, conforme lo 
establece el Reglamento.

b. Las garantías no financieras tienen una 
probabilidad nula o mínima de demandar 
cofinanciamiento, conforme lo establece el 
Reglamento.

Artículo 23. Garantías del Estado

23.1 Las garantías otorgadas para los proyectos de 
Asociación Público Privada se clasifican en:

1. Garantías Financieras: son aquellos aseguramientos 
de carácter incondicional y de ejecución inmediata, 
otorgados y contratados por el Estado, con el fin 
de respaldar las obligaciones de la contraparte de 
la entidad pública titular del proyecto, derivadas 
de préstamos o bonos emitidos para financiar los 
proyectos o para respaldar obligaciones de pago del 
Estado, en el marco del Texto Único Ordenado de 
la Ley Nº 28563, Ley General del Sistema Nacional 
de Endeudamiento, aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 130-2017-EF.

2. Garantías No Financieras: son aquellos 
aseguramientos estipulados en el contrato de 
Asociación Público Privada que potencialmente 
pueden generar obligaciones de pago a cargo del 
Estado, por la ocurrencia de uno o más eventos 
de riesgos propios del proyecto.

23.2 Mediante acuerdo de su Consejo Directivo, 
Proinversión puede solicitar al Ministerio de Economía 
y Finanzas, por encargo de la entidad pública titular del 
proyecto, el otorgamiento o contratación de garantías 
financieras por parte del Gobierno Nacional, a favor de la 
contraparte de las referidas entidades públicas.

Artículo 24. Compromisos firmes y contingentes

24.1 Los compromisos firmes y contingentes que 
asumen las entidades públicas titulares de los proyectos 
de Asociación Público Privada son clasificados de la 
siguiente manera:

1. Compromisos firmes: son las obligaciones de 
pago de importes específicos o cuantificables a 
favor de su contraparte, correspondiente a una 
contraprestación por la realización de los actos 
previstos en el contrato de Asociación Público 
Privada.

2. Compromisos contingentes: son las potenciales 
obligaciones de pago a favor de su contraparte, 
estipuladas en el contrato de Asociación Público 
Privada, que se derivan de la ocurrencia de uno o 
más eventos correspondientes a riesgos propios 
del proyecto de Asociación Público Privada.

24.2 Los compromisos netos de ingresos y gastos 
derivados directa e indirectamente de los contratos 
de Asociación Público Privada se financian con cargo 
al presupuesto institucional de las entidades públicas 
involucradas, según corresponda, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

24.3 Las entidades públicas titulares de proyectos, 
con cargo a los límites de la asignación presupuestal total 
y, en concordancia con los límites de gasto establecidos 
en el Marco Macroeconómico Multianual, incluyen en su 
presupuesto institucional los créditos presupuestarios 
necesarios para financiar los compromisos derivados de 
los contratos suscritos o por adjudicar bajo la modalidad 
de Asociación Público Privada, bajo responsabilidad de 
los respectivos Titulares de las referidas entidades, en el 
marco de lo dispuesto en la Ley Nº 28411, Ley General del 
Sistema Nacional de Presupuesto.

Artículo 25. Seguridades, garantías y estabilidad 
jurídica

25.1 De acuerdo con lo señalado en el artículo 1357 
del Código Civil, el Estado queda autorizado para otorgar 
mediante contrato, a las personas naturales y jurídicas, 
nacionales y extranjeras, que realicen inversiones al 
amparo del presente Decreto Legislativo, las seguridades 
y garantías que mediante decreto supremo, en cada caso, 
se consideren necesarias para proteger sus inversiones, 
de acuerdo con la legislación vigente.

25.2 Tratándose de contratos de Asociación Público 
Privada, resulta aplicable lo previsto en el artículo 19 del 
Texto Único Ordenado de las normas con rango de Ley 
que regulan la entrega en concesión al sector privado 
de las obras públicas de infraestructura y de servicios 
públicos, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 059-
96-PCM.

Artículo 26. Autorización para el otorgamiento de 
garantías

26.1 Tratándose de concesiones de infraestructura 
pública y de servicios públicos, la entidad pública 
titular del proyecto puede autorizar al inversionista 
el establecimiento de una hipoteca sobre el derecho 
de concesión. Dicha hipoteca surte efectos desde su 
inscripción en la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos. La hipoteca puede ser ejecutada 
extrajudicialmente en la forma pactada por las partes, al 
constituirse la obligación con la participación del Estado y 
de los acreedores.

26.2 Para la ejecución de la hipoteca es necesaria la 
opinión favorable de la entidad pública titular del proyecto, 
de manera que el derecho de concesión solo puede ser 
transferido a favor de quien cumpla, como mínimo, con 
los requisitos establecidos en las Bases del proceso de 
promoción.

26.3 En los contratos de Asociación Público Privada, 
pueden constituirse garantías sobre los ingresos respecto 
a obligaciones derivadas de dicho contrato y de su 
explotación, así como, garantías mobiliarias sobre las 
acciones o participaciones del inversionista. El respectivo 
contrato puede establecer otras garantías, conforme a la 
normativa vigente.

26.4 Cuando el contrato de Asociación Público 
Privada a cargo de Proinversión establece la revisión 
de los documentos que sustenten el Endeudamiento 
Garantizado Permitido, Cierre Financiero o análogos, 
corresponde a dicha entidad su revisión. Sin perjuicio 
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de lo establecido en el presente numeral, el Reglamento 
puede establecer los supuestos en los que se requiere 
opinión previa de la entidad pública titular del proyecto, 
y/o del organismo regulador.

Artículo 27. Límite

27.1 El stock acumulado por los compromisos firmes y 
contingentes cuantificables, netos de ingresos, asumidos 
por el Sector Público No Financiero en los contratos de 
Asociación Público Privada, calculado a valor presente, 
no puede exceder del 12% del producto bruto interno.

27.2 Este límite puede ser revisado cada tres (03) 
años, pudiendo ser modificado mediante decreto supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas, 
teniendo en cuenta los requerimientos de infraestructura 
y de servicios públicos en el país, así como el impacto de 
los compromisos sobre la sostenibilidad de las finanzas 
públicas.

27.3 Mediante resolución ministerial del Ministerio 
de Economía y Finanzas, se establecen los indicadores, 
parámetros y metodologías de cálculo para los 
compromisos firmes y contingentes cuantificables, gasto 
disponible y pasivos a ser asumidos por las entidades 
públicas titulares de proyectos de Asociación Público 
Privada.

Artículo 28. Oferta del adjudicatario
El organismo regulador y la entidad pública titular del 

proyecto, velan por el cumplimiento de las condiciones y 
términos propuestos en las ofertas técnica y/o económica 
del adjudicatario del proceso de promoción, las cuales 
forman parte integrante del contrato de Asociación Público 
Privada.

Artículo 29. Impedimentos
Están impedidos de participar como postores o 

inversionistas, directa o indirectamente, las siguientes 
personas:

1. Aquellas a las que se refiere el artículo 1366 del 
Código Civil.

2. Las que tienen impedimentos establecidos en la 
Ley Nº 30225, Ley de Contrataciones del Estado.

3. Las que tienen impedimentos establecidos por 
normas con rango de ley.

4. Las que habiendo sido inversionistas en contratos 
de Asociación Público Privada hubieran dejado 
de serlo por su incumplimiento del contrato. Este 
impedimento tiene una vigencia de dos (02) años y 
se extiende a los socios estratégicos y/o aquellos 
que hayan ejercido control del inversionista al 
momento de la resolución y/o caducidad del 
respectivo contrato, sin perjuicio de aquellos 
impedimentos establecidos en la Ley Nº 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado, los cuales se 
rigen por los plazos estipulados en dicha norma.

SUBCAPÍTULO II
REGLAS PROCEDIMENTALES

Artículo 30. Fases

30.1 Los proyectos ejecutados bajo la modalidad de 
Asociación Público Privada, independientemente de su 
clasificación y origen, se desarrollan en las siguientes 
fases: Planeamiento y Programación, Formulación, 
Estructuración, Transacción y Ejecución Contractual.

30.2 Los requisitos, procedimientos y plazos de cada 
fase se establecen en el Reglamento.

30.3 Es obligación de la entidad pública titular 
del proyecto iniciar tempranamente el proceso de 
identificación, adquisición, saneamiento, y expropiación 
de los predios y áreas necesarias y de respaldo para 
la ejecución del proyecto, así como la liberación de 
interferencias, bajo responsabilidad. Asimismo, la entidad 
pública titular del proyecto está facultada para realizar los 
procesos de reubicación o reasentamiento que permitan 
la liberación y saneamiento de terrenos y predios para la 
implementación del proyecto en los plazos previstos. El 
Organismo Promotor de la Inversión Privada establece en 

el Informe de Evaluación, la meta respecto a la liberación 
de predios y las áreas que requiere el proyecto para ser 
adjudicado, así como a la liberación de interferencias, 
bajo responsabilidad.

30.4 La entidad pública titular del proyecto puede 
destinar una partida presupuestal específica para estos 
fines, incluso antes de la declaración de viabilidad del 
proyecto.

30.5 Para los proyectos que por su complejidad 
ameriten una mayor participación del sector privado 
desde fases más tempranas, se puede hacer uso del 
proceso de Diálogo Competitivo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 44.

Artículo 31. Fase de Planeamiento y Programación

31.1 La fase de Planeamiento y Programación 
comprende la planificación de los proyectos y de los 
compromisos, firmes o contingentes, correspondientes 
a Asociaciones Público Privadas. Dicha planificación se 
articula con la Programación Multianual de Inversiones 
y se materializa en el Informe Multianual de Inversiones 
en Asociaciones Público Privadas. El Informe 
Multianual de Inversiones en Asociaciones Público 
Privadas incluye los proyectos a ejecutarse mediante 
las modalidades de Asociación Público Privada y de 
Proyectos en Activos.

31.2 La fase de Planeamiento y programación culmina 
con la aprobación del Informe Multianual de Inversiones 
en Asociaciones Público Privadas.

Artículo 32. Fase de Formulación

32.1 La fase de Formulación comprende el diseño 
y/o evaluación del proyecto. Está a cargo de la entidad 
pública titular del proyecto o de Proinversión, en el marco 
de sus respectivas competencias.

32.2 En el caso de las Asociaciones Público 
Privadas cofinanciadas, la Formulación comprende dos 
componentes: i) el proyecto de Inversión que se regula 
por la normativa del Sistema Nacional de Programación 
Multianual y Gestión de Inversiones, en concordancia con 
lo dispuesto en la Octava Disposición Complementaria 
Final; y, ii) el Informe de Evaluación, regulado por la 
normativa del Sistema Nacional de Promoción de la 
Inversión Privada.

32.3 En el caso de las Asociaciones Público 
Privadas autofinanciadas, la Formulación es regulada 
por la normativa del Sistema Nacional de Promoción 
de la Inversión Privada, a excepción de aquellas que 
se desarrollen sobre proyectos de inversión que se 
encuentren en ejecución en el marco del Sistema Nacional 
de Programación Multianual y Gestión de Inversiones, en 
cuyo caso, se rigen por la normativa del referido Sistema 
Nacional de Programación Multianual y Gestión de 
Inversiones.

32.4 Todos los estudios requeridos para la Formulación 
de los proyectos pueden ser elaborados por una entidad 
privada, conforme a la normatividad vigente, o por el 
proponente de la iniciativa privada.

32.5 Las Asociaciones Público Privadas pueden 
desarrollarse sobre la base de uno o más proyectos de 
inversión elaborados en el marco del Sistema Nacional de 
Programación Multianual y Gestión de Inversiones. Para 
el caso de Asociaciones Público Privadas cofinanciadas, 
dichos proyectos deben contar con la declaración de 
viabilidad respectiva.

32.6 La fase de Formulación culmina con la 
incorporación del proyecto al proceso de promoción.

Artículo 33. Fase de Estructuración

33.1 La fase de Estructuración comprende el diseño 
del proyecto como Asociación Público Privada, incluida 
su estructuración económico financiera, mecanismo de 
retribución en caso corresponda, asignación de riesgos 
y diseño del contrato. La estructuración está a cargo 
del Organismo Promotor de la Inversión Privada, en 
coordinación con la entidad pública titular del proyecto, 
con el organismo regulador, de corresponder, y con el 
Ministerio de Economía y Finanzas.
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33.2 La fase de Estructuración culmina con la 
publicación de la Versión Inicial del Contrato o de la 
Declaratoria de Interés, según corresponda.

Artículo 34. Fase de Transacción

34.1 La fase de Transacción comprende la apertura 
al mercado del proyecto. El Organismo Promotor de la 
Inversión Privada recibe y evalúa los comentarios de 
los postores y determina el mecanismo de adjudicación 
aplicable, el cual puede ser licitación pública, concurso de 
proyectos integrales u otros mecanismos competitivos.

34.2 La fase de Transacción culmina con la suscripción 
del contrato.

Artículo 35. Fase de Ejecución Contractual

35.1 La fase de Ejecución Contractual comprende el 
periodo de vigencia del contrato de Asociación Público 
Privada, bajo responsabilidad de la entidad pública titular 
del proyecto. Asimismo, comprende el seguimiento y 
supervisión de las obligaciones contractuales.

35.2 La fase de Ejecución Contractual culmina con la 
caducidad del respectivo contrato.

SUBCAPÍTULO III
APROBACIONES Y OPINIONES

Artículo 36. Opinión al Informe Multianual de 
Inversiones en Asociaciones Público Privadas

36.1 De manera previa a la aprobación del Informe 
Multianual de Inversiones en Asociaciones Público 
Privadas, la entidad pública titular del proyecto solicita la 
opinión del Ministerio de Economía y Finanzas sobre la 
modalidad de Asociación Público Privada o Proyecto en 
Activos propuesta, y sobre la programación presupuestal 
multianual para asumir dichos proyectos.

36.2 La opinión del Ministerio de Economía y Finanzas 
sobre la modalidad de los proyectos propuestos, se emite 
sobre la base del análisis preliminar de los beneficios de 
desarrollar el proyecto bajo la modalidad de Asociación 
Público Privada, en comparación con la modalidad de 
obra pública, en función a los criterios establecidos en el 
Reglamento.

36.3 La opinión que emita el Ministerio de Economía 
y Finanzas es vinculante para efectos de la inclusión 
de proyectos en el Informe Multianual de Inversiones 
en Asociaciones Público Privadas bajo las modalidades 
de promoción de la inversión privada reguladas en el 
presente Decreto Legislativo.

Artículo 37. Opinión previa al Informe de 
Evaluación

Antes del inicio del proceso de promoción del proyecto 
de Asociación Público Privada, el Organismo Promotor de 
la Inversión Privada, sin excepción y bajo responsabilidad, 
debe solicitar y contar con la opinión favorable del 
Ministerio de Economía y Finanzas respecto al Informe de 
Evaluación. En caso de que el Ministerio de Economía y 
Finanzas no emita su opinión dentro del plazo previsto, se 
considera que es favorable.

Artículo 38. Criterios para la incorporación de los 
proyectos al proceso de promoción

38.1 El proceso de promoción está conformado por 
las fases de Estructuración y Transacción. El Reglamento 
establece los requisitos, plazos y criterios de elegibilidad 
de los proyectos a ser incorporados al proceso de 
promoción.

38.2 El Consejo Directivo de Proinversión aprueba la 
incorporación de proyectos al proceso de promoción; sin 
que ello limite modificaciones posteriores al proyecto, las 
cuales son debidamente sustentadas.

38.3 El Reglamento establece los supuestos en los que 
la incorporación de proyectos al proceso de promoción a 
cargo de Proinversión es ratificada mediante Resolución 
Suprema refrendada por el Ministro del sector respectivo 
y por el Ministro de Economía y Finanzas. Lo dispuesto 
en este numeral no se aplica a los supuestos previstos 

en los artículos 43 y 51, así como en el Subcapítulo V del 
presente Capítulo.

38.4 En los proyectos de alcance regional o local, 
la incorporación es realizada mediante Acuerdo de 
Consejo Regional o Acuerdo de Concejo Municipal, 
respectivamente.

Artículo 39. Opinión previa a la Versión Inicial del 
Contrato en la fase de Estructuración

39.1 En la fase de Estructuración, el Organismo 
Promotor de la Inversión Privada, elabora la Versión 
Inicial del Contrato y solicita las opiniones señaladas en 
el artículo 41.

39.2 El Reglamento determina los requisitos que debe 
cumplir el Organismo Promotor de la Inversión Privada 
para la elaboración de dicha Versión Inicial del Contrato, 
entre los cuales se encuentran, estudios técnicos, estudios 
económico financieros, informe que sustente la adecuada 
asignación de riesgos y valuación de contingencias, 
modelo económico financiero que sustente el esquema 
de financiamiento y pagos del proyecto, e informe sobre 
el estado de terrenos necesarios para ejecución del 
proyecto.

39.3 Los requisitos establecidos en el presente 
artículo, así como las opiniones previas establecidas en 
el artículo 41, no resultan exigibles, en esta fase, para los 
proyectos autofinanciados que no requieren ningún tipo 
de garantía y cuyo Costo Total de Inversión no supera el 
monto establecido en el Reglamento.

Artículo 40. Opinión previa a la Versión Final del 
Contrato en la fase de Transacción

De manera previa a la adjudicación, el Organismo 
Promotor de la Inversión Privada elabora la Versión Final 
del Contrato y, sin excepción y bajo responsabilidad, 
recaba las opiniones establecidas en el artículo 41.

Artículo 41. Opiniones e informes previos en las 
fases de Estructuración y Transacción

41.1 El Organismo Promotor de la Inversión 
Privada, sin excepción y bajo responsabilidad, recaba 
las siguientes opiniones e informes sobre la respectiva 
Versión Inicial del Contrato de Asociación Público 
Privada:

1. Opinión previa favorable de la entidad pública 
titular del proyecto, conforme a sus competencias.

2. Opinión previa no vinculante del organismo 
regulador, exclusivamente sobre las materias de 
sus competencias.

3. Opinión previa favorable del Ministerio 
de Economía y Finanzas, conforme a sus 
competencias.

4. Informe Previo no vinculante de la Contraloría 
General de la República, conforme a lo establecido 
en el numeral 41.4.

41.2 Las opiniones a la Versión Inicial del Contrato 
solicitada durante la fase de Estructuración, pueden 
emitirse incluyendo observaciones a ser subsanadas por 
el Organismo Promotor de la Inversión Privada durante 
la fase de Transacción. Las opiniones antes señaladas, 
respecto de la Versión Final del Contrato, solo pueden 
referirse a aquellos aspectos sobre los cuales se emitió 
observación y a los aspectos distintos o adicionales 
respecto de la Versión Inicial del Contrato solicitada en la 
fase de Estructuración.

41.3 De no contar con la opinión previa favorable del 
Ministerio de Economía y Finanzas a la Versión Final 
del Contrato, dicho contrato y su adjudicación no surten 
efectos y son nulos de pleno derecho, salvo el supuesto 
señalado en el numeral 41.8 del presente artículo.

41.4 El Informe Previo de la Contraloría General de la 
República respecto de la Versión Final del Contrato, se 
refiere únicamente a aquellos aspectos que comprometan 
el crédito o la capacidad financiera del Estado, de 
conformidad con lo previsto en el inciso l) del artículo 22 
de la Ley Nº 27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Control y de la Contraloría General de la República. Dicho 
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Informe Previo es no vinculante, sin perjuicio de control 
posterior.

41.5 Para el caso de iniciativas privadas, el Informe Previo 
de la Contraloría General de la República se emite respecto 
a la Versión Inicial del Contrato previa a la Declaratoria de 
Interés. En caso se incorporen modificaciones a la Versión 
Inicial del Contrato contenida en la Declaratoria de Interés, 
se requerirá el Informe Previo de la Contraloría General de 
la República para la adjudicación.

41.6 Las entidades públicas que emiten las opiniones 
e informes señalados en el presente artículo, se 
encuentran obligadas a realizar una revisión integral de 
las respectivas versiones de contratos en relación con 
las materias de sus competencias. Asimismo, están 
obligadas a formular, en una sola oportunidad, todas las 
observaciones que correspondan.

41.7 Los plazos y procedimientos para la emisión de los 
informes y opiniones son establecidos en el Reglamento.

41.8 Habiéndose solicitado los informes y opiniones 
previas y de no emitirse éstos dentro de los plazos 
previstos, son considerados favorables. Sin perjuicio de lo 
anterior, tratándose de proyectos a cargo de Proinversión, 
el Consejo Directivo puede decidir la exclusión del 
proyecto del proceso de promoción, ante la falta de 
pronunciamiento de la entidad pública titular del proyecto 
en los plazos previstos, y aplicar lo establecido en el 
numeral 12.9 del artículo 12.

41.9 Una vez suscrito el respectivo contrato, el 
Ministerio de Economía y Finanzas publica los informes 
que emita sobre las respectivas versiones del contrato.

SUBCAPÍTULO IV
INICIATIVAS ESTATALES

Artículo 42. Definición de Iniciativas Estatales
Las iniciativas estatales constituyen un mecanismo 

por el cual, las entidades públicas a las que se refiere 
el artículo 6 desarrollan, por iniciativa propia, proyectos 
de Asociación Público Privada, de acuerdo con las fases 
establecidas en el artículo 30.

Artículo 43. Procedimiento simplificado
43.1 Los proyectos destinados a la prestación de servicios 

vinculados a infraestructura pública o servicios públicos, los 
de investigación aplicada y/o los de innovación tecnológica, 
así como aquellas Asociaciones Público Privadas que no 
contengan componente de inversión, se tramitan a través de 
un procedimiento simplificado, conforme a las fases y plazos 
establecidos en el Reglamento.

43.2 En este procedimiento simplificado, actúan como 
Organismos Promotores de la Inversión Privada, la entidad 
pública titular del proyecto o Proinversión, de acuerdo 
con los criterios de relevancia y magnitud desarrollados 
en el Reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, la entidad 
pública titular del proyecto puede encargar el desarrollo 
del procedimiento a Proinversión.

Artículo 44. Diálogo Competitivo
44.1 El Diálogo Competitivo es un mecanismo de 

adjudicación a cargo del Organismo Promotor de la 
Inversión Privada, para el desarrollo de Asociaciones Público 
Privadas en proyectos que por su complejidad, requieren 
la participación de al menos dos postores desde una fase 
temprana, con la finalidad de incorporar sus experiencias 
vinculadas a los aspectos técnicos del proyecto.

44.2 A través del Diálogo Competitivo, se establece 
un proceso de comunicación acotado y transparente para 
incorporar soluciones innovadoras provenientes del sector 
privado y para optimizar el valor por dinero para el sector 
público, sobre la base de los principios de Competencia y 
Transparencia, conforme a los requisitos y procedimientos 
establecidos en el Reglamento.

SUBCAPÍTULO V
INICIATIVAS PRIVADAS

Artículo 45. Definición de Iniciativas Privadas

45.1 Las iniciativas privadas constituyen un mecanismo 
por el cual, las personas jurídicas del sector privado, 

nacionales o extranjeras, los consorcios de estas últimas, 
o los consorcios de personas naturales con personas 
jurídicas del sector privado, nacionales o extranjeras, 
presentan iniciativas para el desarrollo de proyectos bajo 
la modalidad de Asociación Público Privada.

45.2 La presentación de iniciativas privadas no se limita 
al contenido del Programa Multianual de Inversiones del 
Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión 
de Inversiones.

45.3 Las iniciativas privadas autofinanciadas de 
ámbito nacional y de las entidades habilitadas por Ley, así 
como las iniciativas privadas cofinanciadas de todas las 
entidades públicas titulares de proyectos, se presentan 
ante Proinversión, que actúa como Organismo Promotor 
de la Inversión Privada. La formulación de las iniciativas 
privadas cofinanciadas se sujeta a lo dispuesto en el 
numeral 46.5 del artículo 46.

45.4 Las iniciativas privadas autofinanciadas de ámbito 
regional o local, son presentadas ante los Organismos 
Promotores de la Inversión Privada de los Gobiernos 
Regionales o de los Gobiernos Locales, según corresponda.

45.5 Las iniciativas privadas tienen el carácter de 
peticiones de gracia, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 121 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS, en lo que sea 
pertinente. En consecuencia, el derecho del proponente 
se agota con la presentación de la iniciativa privada 
ante el Organismo Promotor de la Inversión Privada, 
sin posibilidad de cuestionamiento o impugnación del 
pronunciamiento en sede administrativa o judicial. Las 
iniciativas privadas mantienen su carácter de petición de 
gracia hasta que se convoque el proceso de selección que 
corresponda, en cuyo caso, es de aplicación lo dispuesto 
en las respectivas bases y/o en la legislación respectiva, 
en lo que sea pertinente; o hasta la suscripción del contrato 
correspondiente, en caso se adjudique directamente por 
no haber terceros interesados.

45.6 Los Organismos Promotores de la Inversión 
Privada mantienen el carácter confidencial y reservado de 
las iniciativas privadas presentadas, bajo responsabilidad. 
Esta obligación, se extiende a las entidades públicas, 
funcionarios públicos, asesores, consultores o cualquier 
otra persona que por su cargo, función o servicio, tomen 
conocimiento de la presentación y contenido de la iniciativa 
privada. El carácter confidencial y reservado de las 
iniciativas privadas se mantiene hasta la publicación de la 
Declaratoria de Interés, con excepción de la información 
que debe ser publicada de acuerdo con lo que establezca 
el Reglamento.

Artículo 46. Presentación de iniciativas privadas 
cofinanciadas

46.1 La presentación de iniciativas privadas 
cofinanciadas para proyectos a ser financiados total o 
parcialmente por el Gobierno Nacional, se realiza en los 
plazos y sobre las materias que se determinen mediante 
decreto supremo refrendado por los Titulares de los 
sectores solicitantes y por el Titular del Ministerio de 
Economía y Finanzas.

46.2 Los sectores a los que se refiere el numeral 
anterior, publican las necesidades de intervención en 
infraestructura pública, servicios públicos, o servicios 
vinculados a infraestructura pública o servicios públicos, 
así como su capacidad presupuestal máxima para 
asumir dichos compromisos, la cual les es comunicada 
previamente por el Ministerio de Economía y Finanzas.

46.3 Las iniciativas privadas cofinanciadas para 
proyectos a ser financiados por los Gobiernos Regionales 
y los Gobiernos Locales se presentan anualmente 
ante Proinversión, dentro del plazo establecido en el 
Reglamento.

46.4 Previamente, el Gobierno Regional y el Gobierno 
Local publican las necesidades de intervención en 
infraestructura pública, servicios públicos, servicios 
vinculados a infraestructura pública o servicios públicos, 
investigación aplicada y/o innovación tecnológica, 
así como su capacidad presupuestal máxima para 
asumir dichos compromisos, la cual les es comunicada 
previamente por el Ministerio de Economía y Finanzas.
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46.5 La formulación y declaratoria de viabilidad de 
los proyectos de inversión comprendidos dentro de la 
iniciativa privada cofinanciada, es responsabilidad de la 
entidad pública titular del proyecto, pudiendo encargar 
la contratación de la asesoría a Proinversión. La 
elaboración del Informe de Evaluación, la Estructuración 
y la Transacción están a cargo únicamente de 
Proinversión.

46.6 Los contratos y sus modificaciones que deriven 
de proyectos de competencia de Gobiernos Regionales y 
de Gobiernos Locales son suscritos con el adjudicatario, 
con la intervención del sector competente, al cual se 
le puede delegar la administración de los referidos 
contratos.

Artículo 47. Procedimiento

47.1 Los plazos y los procedimientos de presentación, 
priorización, Formulación y Estructuración de las 
iniciativas privadas son establecidos en el Reglamento.

47.2 Si transcurrido el plazo de noventa (90) 
días calendario contados desde la publicación de la 
Declaratoria de Interés, sin que ningún tercero manifieste 
su interés en la ejecución del proyecto, se procede a la 
adjudicación directa a favor del proponente de la iniciativa 
privada.

47.3 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, 
tratándose de iniciativas privadas de alcance local que 
abarcan competencias compartidas entre municipalidades 
distritales y municipalidades provinciales, si estas últimas 
no emiten opinión de relevancia favorable, están obligadas 
a sustentar su respectiva decisión.

47.4 En caso de proyectos que involucren a más de 
una entidad o nivel de gobierno, el acuerdo regulado en el 
numeral 6.4 se suscribe dentro del plazo para la emisión 
de la opinión de relevancia. En caso contrario se entiende 
que la iniciativa privada ha sido rechazada.

Artículo 48. Reembolso de gastos a favor del 
proponente

48.1 Procede el reembolso de gastos a favor del 
proponente, cuando éste participe en el proceso de 
promoción que se convoque y presente una propuesta 
económica declarada válida, siempre que no resulte 
favorecido con la adjudicación de la buena pro.

48.2 El reembolso de gastos comprende aquellos 
efectivamente realizados y directamente vinculados en 
la elaboración de la iniciativa privada, incluyendo los 
gastos correspondientes a los estudios de preinversión 
de ser el caso, así como los mayores gastos originados 
por la preparación de la información adicional solicitada 
por el Organismo Promotor de la Inversión Privada, que a 
criterio de éste sean razonables y hayan sido debidamente 
sustentados.

48.3 No procede el reembolso de gastos; y, asimismo, 
la titularidad de los estudios realizados para la iniciativa 
privada es asumida por la entidad pública titular del 
proyecto, en caso de que el proponente de la iniciativa 
privada se encuentre en alguno de los siguientes 
supuestos:

1. Cuando no manifiesta su conformidad con la 
Declaratoria de Interés, siempre que ello no se 
derive de modificaciones al alcance y/o aspectos 
sustanciales del proyecto a propuesta del 
Estado.

2. Cuando no presenta a satisfacción del 
Organismo Promotor de la Inversión Privada la 
carta fianza o no efectúa el pago por concepto 
de publicación.

48.4 En caso que, por supuestos distintos a los 
establecidos en el numeral precedente, la iniciativa 
privada no continúe, la entidad titular del proyecto está 
facultada para adquirir los estudios realizados por el 
proponente, a través del Organismo Promotor de la 
Inversión Privada, a fin de utilizarlos para continuar con 
las fases de desarrollo de la Asociación Público Privada 
mediante iniciativa estatal, sin que ello suponga un 
retroceso a fases previas.

CAPÍTULO II
PROYECTOS EN ACTIVOS

Artículo 49. Definición de Proyectos en Activos

49.1 Los Proyectos en Activos constituyen una 
modalidad de participación de la inversión privada 
promovida por las entidades públicas con facultad de 
disposición de sus activos, así como por las entidades 
públicas a las que se refiere el artículo 6.

49.2 La aplicación de esta modalidad de participación 
de la inversión privada está a cargo del Organismo 
Promotor de la Inversión Privada respectivo y recae sobre 
activos presentes o futuros de titularidad de las entidades 
públicas mencionadas en el numeral precedente, bajo los 
siguientes esquemas:

1. Disposición de activos: implica la transferencia total 
o parcial, incluida la permuta de bienes inmuebles.

2. Contratos de cesión en uso, arrendamiento, 
usufructo, superficie u otras modalidades 
permitidas por ley.

49.3 Los contratos de Proyectos en Activos no pueden 
comprometer recursos públicos, ni trasladar riesgos al 
Estado, salvo ley expresa.

49.4 Proinversión, los Gobiernos Regionales y 
Gobiernos Locales, en calidad de Organismos Promotores 
de la Inversión Privada, determinan las condiciones 
económicas del proyecto, los ingresos a favor del Estado 
y, de ser el caso, los compromisos de inversión.

49.5 Cuando el proyecto así lo requiera, pueden 
constituirse fideicomisos, conforme a lo previsto en el 
artículo 54, en lo que corresponda.

Artículo 50. Iniciativas Estatales sobre Proyectos 
en Activos

Tratándose de Proyectos en Activos por iniciativa 
estatal, el proceso de adjudicación se tramita conforme a 
las fases y plazos establecidos en el Reglamento.

Artículo 51. Iniciativas Privadas sobre Proyectos 
en Activos

51.1 Las iniciativas privadas para el desarrollo de 
Proyectos en Activos y para los proyectos regulados en 
el Decreto Legislativo Nº 674, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Promoción de la Inversión Privada de 
las empresas del Estado, se rigen por las siguientes reglas:

1. Son presentadas por personas jurídicas 
nacionales o extranjeras, por consorcios de 
éstas, o por consorcios de personas naturales con 
personas jurídicas nacionales o extranjeras.

2. Se tramitan conforme al procedimiento que 
establece el Reglamento, aplicándose, asimismo, 
lo establecido en los numerales 45.5 y 45.6 del 
artículo 45, el numeral 47.2 del artículo 47 y el 
artículo 48.

51.2 Las iniciativas privadas para proyectos en activos 
de ámbito nacional y de las entidades habilitadas por 
Ley, se presentan ante Proinversión, que actúa como 
Organismo Promotor de la Inversión Privada.

51.3 Las iniciativas privadas para proyectos en activos 
de ámbito regional o local, son presentadas ante los 
Organismos Promotores de la Inversión Privada de los 
Gobiernos Regionales o de los Gobiernos Locales, según 
corresponda.

TÍTULO IV

EJECUCIÓN CONTRACTUAL

CAPÍTULO I
DESARROLLO DE LOS PROYECTOS DE 

ASOCIACIÓN PÚBLICO PRIVADA

Artículo 52. Plazo
Los proyectos desarrollados bajo la modalidad de 

Asociación Público Privada se otorgan por el plazo de 
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vigencia indicado en el contrato, el que en ningún caso 
excede de sesenta (60) años, salvo plazos menores 
establecidos en norma especial. El plazo de vigencia 
se inicia desde la fecha de suscripción del respectivo 
contrato.

Artículo 53. Régimen de bienes

53.1 Los bienes que constituyen partes integrantes o 
accesorias del proyecto de Asociación Público Privada, 
no pueden ser transferidos separadamente de éste, ni 
hipotecados, prendados o sometidos a gravámenes de 
ningún tipo, durante el plazo de vigencia del contrato, sin 
la aprobación de la entidad pública titular del proyecto. Al 
término del contrato, pasan al dominio del Estado.

53.2 El inversionista puede transferir los derechos 
establecidos en el contrato de Asociación Público Privada 
a otra persona jurídica, previa aprobación de la entidad 
pública titular del proyecto, y conforme a las limitaciones 
que establezca el respectivo contrato.

Artículo 54. Fideicomiso

54.1 La entidad pública titular del proyecto puede 
constituir fideicomisos para la administración de los pagos 
e ingresos derivados de los contratos de Asociación 
Público Privada, en concordancia con la normativa 
vigente.

54.2 Tratándose de Asociaciones Público Privadas 
de competencia del Gobierno Nacional, la constitución 
de los fideicomisos es aprobada previamente, mediante 
resolución ministerial del sector correspondiente.

54.3 Tratándose de Asociaciones Público Privadas 
de competencia de los Gobiernos Regionales y de los 
Gobiernos Locales, la constitución de fideicomisos 
es aprobada previamente, mediante Acuerdo de 
Consejo Regional o Acuerdo de Concejo Municipal, 
respectivamente.

54.4 Para la constitución de fideicomisos en 
Asociaciones Público Privadas cofinanciadas, en el 
marco de los numerales 54.2 y 54.3, así como para sus 
modificaciones, se requiere opinión previa favorable 
del Ministerio de Economía y Finanzas, conforme a la 
normativa vigente.

Artículo 55. Modificaciones contractuales

55.1 El Estado, de común acuerdo con el inversionista, 
puede modificar el contrato de Asociación Público Privada, 
manteniendo su equilibrio económico financiero y las 
condiciones de competencia del proceso de promoción, 
conforme a las condiciones y requisitos que establece el 
Reglamento.

55.2 En el plazo de diez (10) días hábiles de recibida la 
solicitud de adenda, la entidad pública titular del proyecto 
convoca a las entidades públicas competentes que deben 
emitir opinión a la adenda propuesta, quienes asisten al 
proceso de evaluación conjunta, al cual también puede 
ser convocado el inversionista. En esta etapa, se puede 
solicitar información sobre el diseño del proyecto y del 
contrato al Organismo Promotor de la Inversión Privada 
que tuvo a su cargo el proceso de promoción que originó 
el contrato, o al órgano que haga sus veces.

55.3 Dentro del plazo establecido en el Reglamento, 
Proinversión emite opinión no vinculante en los contratos 
de Asociación Público Privada cuyo proceso de promoción 
estuvo a su cargo.

55.4 Culminado el proceso de evaluación conjunta, la 
entidad pública titular del proyecto evalúa y sustenta las 
modificaciones contractuales; asimismo, solicita la opinión 
no vinculante del organismo regulador respectivo, así 
como la opinión favorable del Ministerio de Economía y 
Finanzas, en caso se involucren materias de competencia 
de este último.

55.5 Los acuerdos que contienen modificaciones al 
contrato de Asociación Público Privada sobre materias 
de competencia del Ministerio de Economía y Finanzas, 
que no cuenten con su opinión previa favorable, no surten 
efectos y son nulos de pleno derecho.

55.6 Recabadas las opiniones del organismo regulador 
y del Ministerio de Economía y Finanzas, la entidad 

titular del proyecto solicita a la Contraloría General de 
la República la emisión del Informe Previo, en caso las 
modificaciones incorporen o alteren el cofinanciamiento o 
las garantías del contrato de Asociación Público Privada. 
Dicho Informe Previo se emite en el plazo máximo de diez 
(10) días hábiles.

55.7 El Informe Previo tiene el carácter de no vinculante 
y versa sobre los aspectos que comprometen el crédito o 
la capacidad financiera del Estado, de conformidad con lo 
previsto en el inciso l) del artículo 22 de la Ley Nº 27785, 
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la 
Contraloría General de la República.

55.8 Una vez suscrita la modificación contractual, 
el organismo regulador y el Ministerio de Economía y 
Finanzas publican sus opiniones en sus respectivos 
portales institucionales.

55.9 De no emitirse las opiniones señaladas en este 
artículo dentro de los plazos previstos, se considera que 
son favorables.

55.10 Los demás plazos y procedimientos relacionados 
con la aplicación del presente artículo, se establecen en 
el Reglamento.

Artículo 56. Solución de controversias

56.1 Los contratos de Asociación Público Privada 
incluyen una cláusula referida a la vía arbitral como 
mecanismo de solución de controversias. Los laudos 
arbitrales se publican en el portal institucional de la 
entidad pública titular del proyecto.

56.2 Los contratos de Asociación Público Privada 
pueden incluir una cláusula que permita la intervención, 
dentro de la etapa de trato directo, de un tercero neutral 
denominado Amigable Componedor, quien propone 
una fórmula de solución de la controversia que, de ser 
aceptada de manera parcial o total por las partes, produce 
los efectos jurídicos de una transacción.

56.3 La entidad pública titular del proyecto garantiza 
la participación oportuna de los organismos reguladores 
en los procesos arbitrales, para coadyuvar al debido 
patrocinio del Estado. El árbitro o Tribunal Arbitral 
respectivo tiene la obligación de permitir la participación 
de los organismos reguladores en los procesos arbitrales 
en los que se discutan decisiones y materias vinculadas a 
su competencia, conforme a la normativa vigente.

56.4 Asimismo, las partes pueden someter sus 
controversias a una Junta de Resolución de Disputas, 
conforme a lo dispuesto en el respectivo contrato, siendo 
su decisión vinculante para las partes, lo cual no limita la 
facultad de recurrir al arbitraje.

56.5 Los procedimientos, instituciones elegibles, 
plazos y condiciones para la elección, designación y/o 
constitución del Amigable Componedor y de las Juntas de 
Resolución de Disputas se establecen en el Reglamento.

56.6 Lo dispuesto en los numerales precedentes, no 
se aplica a las controversias internacionales de inversión 
que se sometan al mecanismo internacional de solución 
de controversias a que se refiere la Ley Nº 28933, Ley 
que establece el Sistema de Coordinación y Respuesta 
del Estado en Controversias Internacionales de Inversión.

56.7 No se encuentran dentro del ámbito de aplicación 
de la Ley Nº 30225, Ley de Contrataciones del Estado, los 
servicios a ser brindados por el Amigable Componedor, 
por los miembros de la Junta de Resolución de Disputas 
y por los centros ni las instituciones que administren 
los citados mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos, siempre que dichos servicios sean requeridos 
dentro de la ejecución de los contratos de Asociación 
Público Privada.

Artículo 57. Supervisión de los contratos de 
Asociación Público Privada

57.1 Tratándose de proyectos en sectores regulados, 
la supervisión se sujeta a lo dispuesto en la Ley Nº 27332, 
Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos y la normatividad 
vigente.

57.2 Los contratos de Asociación Público Privada 
contienen las disposiciones necesarias para asegurar 
una supervisión oportuna y eficiente durante la fase de 
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Ejecución Contractual, con la finalidad de salvaguardar 
primordialmente el cumplimiento de los niveles de servicio.

Artículo 58. Caducidad y Liquidación

58.1 Cuando se produzca la caducidad de un contrato 
de Asociación Público Privada, la entidad pública titular 
del proyecto, directamente o a través de terceros, asume 
el proyecto de manera provisional. Para tal efecto, la 
entidad pública titular del proyecto queda facultada para 
realizar las gestiones y contrataciones necesarias para 
garantizar la continuidad del proyecto, por un periodo no 
mayor a los tres (03) años calendario.

58.2 Sin perjuicio de la normativa aplicable, los 
contratos de Asociación Público Privada pueden contener 
cláusulas que estipulen la indemnización a la cual tiene 
derecho el inversionista, en caso que el Estado suspenda 
o deje sin efecto el contrato de manera unilateral o por su 
propio incumplimiento.

CAPÍTULO II
REGISTROS

Artículo 59. Registro Nacional de Contratos de 
Asociaciones Público Privadas

59.1 El Ministerio de Economía y Finanzas administra 
el Registro Nacional de Contratos de Asociaciones Público 
Privadas, en el cual, se incorporan la Resolución Suprema 
o el Acuerdo de Consejo Regional o de Concejo Municipal 
que disponga la incorporación del proyecto al proceso de 
promoción, así como los contratos de Asociación Público 
Privada suscritos y sus respectivas adendas. El Reglamento 
puede establecer otros documentos a incorporarse a este 
Registro.

59.2 Las entidades públicas comprendidas en el 
artículo 2 y el Comité de Promoción de la Inversión 
Privada, tienen la obligación de remitir la información 
señalada en el numeral anterior, en el plazo y forma 
establecidos en el Reglamento.

59.3 La solicitud de registro es de aprobación 
automática, sujeto a fiscalización posterior.

59.4 Los Organismos Promotores de la Inversión 
Privada de las entidades públicas titulares de proyectos, 
solicitan su inscripción en este Registro, dentro de los 
diez (10) días hábiles posteriores a su creación, bajo 
responsabilidad del Titular de la entidad pública.

Artículo 60. Registro de Compromisos

60.1 El Registro de Compromisos incluye aquellos 
compromisos firmes y contingentes cuantificables de las 
garantías, de los pasivos y de los demás instrumentos 
conexos y colaterales, así como de los ingresos derivados 
de los proyectos ejecutados bajo la modalidad de 
Asociación Público Privada.

60.2 Para tal efecto, bajo responsabilidad, la entidad 
pública correspondiente que posea la información, la 
suministra al Ministerio de Economía y Finanzas, bajo los 
términos y condiciones que dicho Ministerio establezca.

60.3 El Ministerio de Economía y Finanzas emite las 
disposiciones necesarias para la adecuada aplicación de 
este artículo.

Artículo 61. Registro contable

61.1 El registro contable incluye las transacciones referidas 
a las obligaciones, las cuentas por cobrar y otros hechos 
económicos que se generen en el marco de los procesos 
de promoción de la inversión privada de competencia de las 
entidades públicas titulares de los proyectos, regulados en el 
presente Decreto Legislativo y en el Decreto Legislativo Nº 
674, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Promoción de 
la Inversión Privada de las empresas del Estado.

61.2 El registro contable de las transacciones está 
a cargo de la entidad pública titular del proyecto, la cual 
entrega a Proinversión el resumen financiero de las 
transacciones y su detalle para efectos del control y de 
la supervisión de dicha entidad, dentro de los plazos que 
establezca el Reglamento para la aplicación del numeral 
61.3.

61.3 Los funcionarios de las entidades públicas 
titulares de los proyectos e inversionistas están obligados 
a remitir, bajo responsabilidad, la información requerida 
por Proinversión, dentro de los plazos establecidos en el 
Reglamento.

61.4 En cualquiera de los casos mencionados, las 
entidades involucradas aplican las normas contables 
oficializadas y emitidas por la Dirección General de 
Contabilidad Pública del Ministerio de Economía y 
Finanzas.

Artículo 62. Responsabilidad en la remisión de 
información

El incumplimiento injustificado de la remisión de 
información a los Registros establecidos en el presente 
Decreto Legislativo, da lugar al inicio del procedimiento 
sancionador contra el funcionario o servidor responsable 
de dicha falta, independientemente del régimen laboral al 
que pertenezca.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIMERA. Información confidencial
La información vinculada a las evaluaciones 

económico financieras, que sirvan para determinar 
las variables de competencia utilizadas en el diseño y 
estructuración de los procesos de promoción, que forme 
parte del Registro Nacional de Contratos de Asociaciones 
Público Privadas, se encuentra sujeta a la excepción del 
ejercicio del derecho de acceso a la información, por 
calificar como información confidencial, de acuerdo con lo 
establecido en el numeral 1 del artículo 17 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 043-2003-PCM.

SEGUNDA. Prohibición de constituir barreras 
burocráticas

Todas las entidades del Estado, de todos los niveles 
de gobierno, bajo responsabilidad, están prohibidas 
de realizar actos o dictar disposiciones que constituyan 
barreras burocráticas para la obtención de los permisos, 
licencias o autorizaciones que resulten necesarias para 
la ejecución de proyectos de Asociación Público Privada, 
a fin de asegurar el cumplimiento de las obligaciones del 
Estado peruano contenidas en los respectivos contratos.

La Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 
del INDECOPI es competente para garantizar el 
cumplimento de la presente disposición, de conformidad 
con lo establecido en la Ley Nº 28996, Ley de Eliminación 
de Sobrecostos, Trabas y Restricciones a la Inversión 
Privada, y en aplicación del Decreto Legislativo Nº 1256, 
Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Prevención y 
Eliminación de Barreras Burocráticas, en concordancia 
con el Decreto Legislativo Nº 1033, Decreto Legislativo 
que aprueba a Ley de Organización y Funciones del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección de la Propiedad Intelectual – INDECOPI.

TERCERA. Habilitación a ESSALUD
El Seguro Social de Salud - ESSALUD, en el marco 

de la autonomía que la ley le confiere, se encuentra 
facultado a promover, tramitar y suscribir contratos de 
Asociación Público Privada, con el objeto de incorporar 
inversión y gestión privada en los servicios que presta a 
los asegurados, los cuales se sujetan a lo establecido en 
el presente Decreto Legislativo.

CUARTA. Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia 

al día siguiente de la publicación de su Reglamento, 
con excepción del artículo 9 y de la Décimo Segunda y 
Décimo Tercera Disposiciones Complementarias Finales, 
que entran en vigencia al día siguiente de la publicación 
de la presente norma.

QUINTA. Implementación del soporte especializado
Para la implementación de la disposición establecida 

en el numeral 9.3 del artículo 9 es de aplicación el literal k) 
del artículo 27 de la Ley Nº 30225, Ley de Contrataciones 
del Estado. Tratándose de proveedores no domiciliados 
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no es exigible estar inscrito en el Registro Nacional de 
Proveedores. Lo dispuesto en la presente disposición 
se financia con cargo al presupuesto institucional del 
Ministerio de Economía y Finanzas, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

SEXTA. Reglamento
El Reglamento del presente Decreto Legislativo se 

aprueba por decreto supremo refrendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas, en un plazo no mayor a noventa 
(90) días calendario posteriores a la publicación de la 
presente norma.

SÉPTIMA. Referencia a normativa
A partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo, 

toda referencia que se haga al Texto Único Ordenado 
de las normas con rango de Ley que regulan la entrega 
en concesión al sector privado de las obras públicas de 
infraestructura y de servicios públicos, aprobado mediante 
Decreto Supremo Nº 059-96-PCM; así como del Decreto 
Legislativo Nº 1224, Decreto Legislativo del Marco de 
Promoción de la Inversión Privada mediante Asociaciones 
Público Privadas y Proyectos en Activos, se entiende 
realizada a la presente norma.

OCTAVA. Lineamientos y metodologías
El Ministerio de Economía y Finanzas emite, en el plazo 

de noventa (90) días calendario, contados a partir del día 
siguiente de la entrada en vigencia de la presente norma, 
los lineamientos y metodologías para formular proyectos de 
inversión de Asociaciones Público Privadas Cofinanciadas.

NOVENA. Plan Nacional de Infraestructura
El Ministerio de Economía y Finanzas, sobre la base 

del Programa Multianual de Inversiones de los Sectores 
y del Informe Multianual de Inversiones en Asociaciones 
Público Privadas de los Ministerios, considerando los 
límites de asignación presupuestal de los Pliegos, 
de acuerdo con la sostenibilidad fiscal, propone 
periódicamente un Plan Nacional de Infraestructura para 
la aprobación del Consejo de Ministros. Progresivamente, 
se puede incorporar la información del Programa 
Multianual de inversiones y del Informe Multianual de 
Inversiones en Asociaciones Público Privadas de los 
Gobiernos Regionales y de los Gobiernos Locales, según 
corresponda. El Reglamento establece los criterios y 
procedimientos para la elaboración y aprobación del Plan 
Nacional de Infraestructura.

DÉCIMA. Responsabilidad Administrativa de los 
Funcionarios de los Proyectos de Inversión regulados 
por el Decreto Legislativo

En el marco del desarrollo de los proyectos de 
inversión regulados en el presente Decreto Legislativo, 
los funcionarios responsables de tomar decisiones que 
implican el ejercicio de discrecionalidad no pueden ser 
objeto de sanciones ni determinación de responsabilidad, 
a menos que existan indicios razonables de que actuaron 
con dolo o negligencia.

DÉCIMO PRIMERA. Instrumentos financieros
Autorícese al Ministerio de Economía y Finanzas 

a desarrollar instrumentos financieros, destinados a 
asegurar los riesgos derivados de los proyectos de 
Asociación Público Privada, que promuevan el desarrollo 
del mercado financiero local e incrementen la participación 
del mercado internacional.

DÉCIMO SEGUNDA. Adecuación del Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de 
Economía y Finanzas

El Ministerio de Economía y Finanzas adecua su 
Reglamento de Organización y Funciones a lo previsto en 
el presente Decreto Legislativo, en el plazo de noventa 
(90) días calendario, conforme a lo dispuesto en el 
Decreto Supremo Nº 054-2018-PCM, con la opinión 
previa favorable de la Presidencia del Consejo de 
Ministros. Dichas modificaciones se financian con cargo 
al presupuesto institucional del Ministerio de Economía 
y Finanzas, sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público.

DÉCIMO TERCERA. Acervo documentario
En el plazo de quince (15) días hábiles posteriores a 

la vigencia del Decreto Legislativo, Proinversión remite al 
Ministerio de Economía y Finanzas el acervo documentario 
correspondiente a la función de acompañamiento, 
seguimiento y simplificación de los proyectos de inversión 
que se desarrollan bajo las modalidades de Asociaciones 
Público Privadas y Proyectos en Activos.

DÉCIMO CUARTA. Órgano especializado para la 
gestión de proyectos

A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
numeral 6.2 del artículo 6, las entidades públicas titulares 
de proyectos se encuentran facultadas para adecuar su 
estructura orgánica para la implementación de un órgano 
especializado, que ejerce las funciones necesarias para el 
desarrollo e implementación integral de los proyectos a su 
cargo. Estas labores pueden ser realizadas directamente 
o a través de terceros, bajo cualquiera de las modalidades 
previstas en la normativa vigente.

Para tal fin, dichas entidades se encuentran 
exoneradas de los alcances del Decreto de Urgencia 
Nº 005-2018, que establece medidas de eficiencia del 
gasto público para el impulso económico. Los gastos que 
se deriven de la implementación de lo dispuesto en la 
presente Disposición Complementaria Final, se realizan 
con cargo al presupuesto de las entidades públicas 
titulares de los proyectos, sin demandar recursos públicos 
adicionales al Tesoro Público.

DÉCIMO QUINTA. Aplicación de mecanismos 
disuasivos

Únicamente para la aplicación de lo dispuesto en 
el numeral 12.9 del artículo 12, Proinversión queda 
exonerada de la prohibición establecida en el artículo 73 
de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional de 
Presupuesto.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

PRIMERA. Iniciativas privadas en trámite
Las iniciativas privadas que a los ciento ochenta 

(180) días calendario contados a partir de la vigencia del 
Decreto Legislativo Nº 1251, hayan sido declaradas de 
interés por el Organismo Promotor de la Inversión Privada 
respectivo, siguen sujetas al procedimiento aplicable al 
momento de su admisión a trámite.

SEGUNDA. Iniciativas estatales en trámite
Las iniciativas estatales se sujetan en el estado en 

que se encuentren, a lo dispuesto en el presente Decreto 
Legislativo.

TERCERA. Reglas para revisiones del 
Endeudamiento Garantizado Permitido y Cierre 
Financiero

Las reglas establecidas para las revisiones del 
Endeudamiento Garantizado Permitido, Cierre Financiero 
o análogos establecidas en el presente Decreto 
Legislativo, se aplican a los contratos que se suscriban 
con posterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 
Legislativo Nº 1251, Decreto Legislativo que modifica el 
Decreto Legislativo Nº 1224, Ley Marco de Promoción 
de la Inversión Privada mediante Asociaciones Público 
Privadas y Proyectos en Activos, salvo que los mismos 
cuenten con opinión previa favorable del Ministerio de 
Economía y Finanzas a la Versión Final del Contrato.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

ÚNICA. Modificación de normas
Modifíquese la Nonagésima Primera Disposición 

Complementaria Final Ley Nº 30114, Ley de Presupuesto 
del Sector Público para el Año Fiscal 2014, de acuerdo al 
texto siguiente:

“NONAGÉSIMA PRIMERA. Declárese de interés 
nacional las actividades de evaluación, seguimiento y 
simplificación administrativa que permitan una efectiva 
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promoción y ejecución de la inversión pública, privada 
y público privada, con el objetivo de mantener la 
sostenibilidad del crecimiento económico y mejorar la 
competitividad del país, incrementando el empleo y la 
mejora de la calidad de vida de los peruanos.
Para dicho efecto, encárguese al Ministerio de 
Economía y Finanzas, adoptar mediante decreto 
supremo, las políticas públicas necesarias e 
implementar las acciones conducentes a asegurar el 
desarrollo sostenido de la inversión público privada.
Ordénase que el Equipo Especializado de Seguimiento 
de la Inversión, implementado mediante Decreto 
Supremo Nº 104-2013-EF, asuma competencias para 
efectuar el diagnóstico preventivo de trabas en la 
ejecución de la inversión, tanto de proyectos públicos, 
privados, y público privados, con especial énfasis en 
los orientados a la provisión de servicios públicos o 
para la ejecución de infraestructura pública.
Establécese que el Equipo Especializado de 
Seguimiento de la Inversión, está dirigido por un 
Director designado por resolución ministerial del 
sector Economía y Finanzas; depende funcional y 
administrativamente del órgano del Ministerio de 
Economía y Finanzas que se establezca mediante 
decreto supremo, debiendo emitir informes 
semestrales sobre los avances de su gestión.
Facúltase al Equipo Especializado de Seguimiento de 
la Inversión a adoptar los mecanismos para efectuar y 
sistematizar las acciones de seguimiento de los planes 
de ejecución de inversiones y a informar y efectuar 
recomendaciones a las entidades públicas sobre las 
mejores prácticas que permitan mejorar la ejecución 
de sus proyectos de inversión público privada, o 
privada vinculada a sus competencias.
Lo dispuesto en la presente disposición se financia 
con cargo al presupuesto institucional del Ministerio 
de Economía y Finanzas, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.”

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

ÚNICA. Derogación de normas
Derógase el Decreto Legislativo Nº 1224, Decreto 

Legislativo del Marco de Promoción de la Inversión 
Privada mediante Asociaciones Público Privadas y 
Proyectos en Activos.

Dado en la Casa de Gobierno, Lima, a los veintiún 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1672838-2

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1363

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30776, Ley que delega en el 
Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia de 
reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura y 
servicios, el Congreso de la República ha delegado en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura y 
servicios, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, en este sentido, el literal h) del numeral 2.1 
del artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la 
facultad de Simplificar y establecer los procedimientos 
de asignación de recursos del Fondo para intervenciones 
ante la ocurrencia de desastres naturales (FONDES), 

creado mediante el artículo 4 de la Ley 30458, Ley que 
regula diversas medidas para financiar la ejecución de 
Proyectos de Inversión Pública en apoyo de Gobiernos 
Regionales y Locales, los Juegos Panamericanos 
y Parapanamericanos y la ocurrencia de desastres 
naturales;

Que, de conformidad con lo establecido en la Ley Nº 
30776 y el artículo 104 de Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE REGULA
LA APLICACIÓN DE LA LEY Nº 30556 EN

LOS ENCARGOS EFECTUADOS
POR EL MINISTERIO DE TRANSPORTES

Y COMUNICACIONES, EN EL MARCO
DE LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN,

PARA LAS INTERVENCIONES PREVISTAS
EN EL PLAN INTEGRAL DE

RECONSTRUCCIÓN CON CAMBIOS

Artículo 1. Aplicación de la Ley Nº 30556 en 
Contratos de Concesión cuyo Titular es el Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones

Las intervenciones para la atención de fenómenos 
o desastres naturales, que el Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones se encuentre facultado a encargar al 
Concesionario conforme a lo señalado en los respectivos 
contratos de concesión, se rigen por lo dispuesto en 
la Ley Nº 30556, Ley que aprueba disposiciones de 
carácter extraordinario para las intervenciones del 
Gobierno Nacional frente a desastres y que dispone 
la creación de la Autoridad para la Reconstrucción 
con Cambios, con excepción de lo dispuesto en el 
articulo 7-A de la referida norma, siempre y cuando 
se encuentren contempladas en el Plan Integral de 
Reconstrucción Con Cambios.

Artículo 2. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

1672838-3

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1364

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley 
Nº 30776, ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
plazo de sesenta (60) días calendario, la facultad de 
legislar mediante Decreto Legislativo en materia de 
reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura 
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Los mecanismos o dispositivos para el uso de la 
firma digital se establecen en el reglamento del presente 
Decreto Legislativo, el que se ajusta a lo previsto en la 
Ley Nº 27269, Ley de Firmas y Certificados Digitales, 
su Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo                          
Nº 052-2008-PCM y sus modificatorias.

Tercera. Financiamiento
La implementación del presente Decreto Legislativo 

se financia con cargo al presupuesto institucional de la 
SUNARP, sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público.

Cuarta. Asignación del número de RUC en la 
inscripción de las SACS

Autorícese la asignación del número de RUC de la 
SUNAT con la inscripción de la constitución de las SACS 
en el Registro de Personas Jurídicas de SUNARP.

Quinta. Vigencia
A partir del día hábil siguiente de la entrada en 

operación del SID-SUNARP para tramitar la constitución 
de SACS, son aplicables y exigibles las disposiciones del 
presente Decreto Legislativo y su reglamento.

Sexta.- Lineamientos en materia de Gobierno 
Digital

La adopción e implementación de tecnologías digitales, 
Identidad Digital, Servicio Digital, Datos, Seguridad Digital 
y Arquitectura Digital, uso de datos georreferenciados, 
portales de uso ciudadano e interoperabilidad entre 
entidades de la administración pública, entre otros, se 
realiza en coordinación y siguiendo los lineamientos que 
emita la Secretaría de Gobierno Digital de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, y en el marco de la Ley Nº 27269, 
Ley de Firmas y Certificados Digitales y su Reglamento.

Séptima.- Aplicación supletoria de la LGS a la 
SACS

El régimen SACS creado por el presente Decreto 
Legislativo se rige supletoriamente por las disposiciones 
generales de la LGS así como por las específicas que 
regulan a la Sociedad Anónima Cerrada del mismo cuerpo 
legal.

POR TANTO

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

RAÚL PÉREZ-REYES ESPEJO
Ministro de la Producción

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1690482-2

decreto legislativo
1410

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 

competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por un plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal b) del numeral 4 del artículo 2 del citado 
dispositivo legal, establece la facultad de legislar para 
fortalecer el marco jurídico para la prevención y protección 
de violencia contra la mujer y grupo familiar, así como de 
víctimas de casos de acoso, acoso en espacios públicos, 
tentativa de feminicidio, feminicidio, violación sexual y 
violación sexual de menores de edad y para la sanción 
efectiva ante la comisión de dichos delitos; 

Que, resulta necesario realizar modificaciones 
al Código Penal para incorporar tipos penales que 
sancionen los actos de acoso, acoso sexual, chantaje 
sexual y difusión de imágenes, materiales audiovisuales o 
audios con contenido sexual; a fin de garantizar una lucha 
eficaz contra las diversas modalidades de violencia, que 
afectan principalmente a las mujeres a lo largo de todo su 
ciclo de vida; 

Que, asimismo, es pertinente efectuar modificaciones 
a la Ley N° 27942, Ley de Prevención y Sanción del 
Hostigamiento Sexual, para brindar una protección 
integral a las víctimas, de modo que el concepto de 
hostigamiento, los plazos de investigación y formas de 
protección garanticen que esta práctica sea disuadida 
en los centros de trabajo, educativos y, en general, en 
los espacios donde el hostigamiento puede presentarse 
producto del ejercicio de relaciones de poder que afectan 
principalmente a las mujeres;

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823, Ley que delega 
en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

decreto legislativo QUe iNcorPora 
el delito de acoso, acoso seXUal, 

cHaNtaJe seXUal Y diFUsiÓN de iMÁgeNes, 
Materiales aUdiovisUales o aUdios coN 

coNteNido seXUal al cÓdigo PeNal, Y 
ModiFica el ProcediMieNto de saNciÓN del 

HostigaMieNto seXUal

Artículo 1. Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto:

1. Sancionar los actos de acoso, en todas sus 
modalidades, incluidos el acoso sexual y chantaje sexual; 
así como la difusión de imágenes, materiales audiovisuales 
o audios con contenido sexual, a fin de garantizar una 
lucha eficaz contra las diversas modalidades de violencia 
que afectan principalmente a las mujeres a lo largo de 
todo su ciclo de vida. 

2. Modificar la Ley Nº 27942, Ley de Prevención y 
Sanción del Hostigamiento Sexual, y la Ley Nº 30057, 
Ley del Servicio Civil, para precisar el concepto de 
hostigamiento sexual y optimizar el procedimiento de 
sanción de este tipo de actos.

Artículo 2. Incorporación de los artículos 151-A, 
154-B, 176-B y 176-C al Código Penal 

Incorpórense los artículos 151-A, 154-B, 176-B y 176-
C al Código Penal, en los siguientes términos:

“Artículo 151-A.- Acoso
El que, de forma reiterada, continua o habitual, y por 

cualquier medio, vigila, persigue, hostiga, asedia o busca 
establecer contacto o cercanía con una persona sin su 
consentimiento, de modo que pueda alterar el normal 
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desarrollo de su vida cotidiana, será reprimido con pena 
privativa de la libertad no menor de uno ni mayor de 
cuatro años, inhabilitación, según corresponda, conforme 
a los incisos 10 y 11 del artículo 36, y con sesenta a ciento 
ochenta días-multa.

La misma pena se aplica al que, por cualquier 
medio, vigila, persigue, hostiga, asedia o busca 
establecer contacto o cercanía con una persona sin su 
consentimiento, de modo que altere el normal desarrollo 
de su vida cotidiana, aun cuando la conducta no hubiera 
sido reiterada, continua o habitual.

Igual pena se aplica a quien realiza las mismas 
conductas valiéndose del uso de cualquier tecnología de 
la información o de la comunicación.

La pena privativa de la libertad será no menor de 
cuatro ni mayor de siete años, inhabilitación, según 
corresponda, conforme a los incisos 10 y 11 del artículo 
36, y de doscientos ochenta a trescientos sesenta y 
cinco días-multa, si concurre alguna de las circunstancias 
agravantes:

1. La víctima es menor de edad, es persona adulta 
mayor, se encuentra en estado de gestación o es persona 
con discapacidad. 

2. La víctima y el agente tienen o han tenido una 
relación de pareja, son o han sido convivientes o 
cónyuges, tienen vínculo parental consanguíneo o por 
afinidad.

3. La víctima habita en el mismo domicilio que el 
agente o comparten espacios comunes de una misma 
propiedad.

4. La víctima se encuentre en condición de 
dependencia o subordinación con respecto al agente.

5. La conducta se lleva a cabo en el marco de una 
relación laboral, educativa o formativa de la víctima.”

“Artículo 154-B.- Difusión de imágenes, materiales 
audiovisuales o audios con contenido sexual

El que, sin autorización, difunde, revela, publica, cede 
o comercializa imágenes, materiales audiovisuales o 
audios con contenido sexual de cualquier persona, que 
obtuvo con su anuencia, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de dos ni mayor de cinco años y con 
treinta a ciento veinte días-multa.

La pena privativa de libertad será no menor de tres 
ni mayor de seis años y de ciento ochenta a trescientos 
sesenta y cinco días-multa, cuando concurra cualquiera 
de las siguientes circunstancias:

1. Cuando la víctima mantenga o haya mantenido 
una relación de pareja con el agente, son o han sido 
convivientes o cónyuges.

2. Cuando para materializar el hecho utilice redes 
sociales o cualquier otro medio que genere una difusión 
masiva.”

“Artículo 176-B.- Acoso sexual
El que, de cualquier forma, vigila, persigue, hostiga, 

asedia o busca establecer contacto o cercanía con una 
persona, sin el consentimiento de esta, para llevar a cabo 
actos de connotación sexual, será reprimido con pena 
privativa de la libertad no menor de tres ni mayor de cinco 
años e inhabilitación, según corresponda, conforme a los 
incisos 5, 9, 10 y 11 del artículo 36.

Igual pena se aplica a quien realiza la misma 
conducta valiéndose del uso de cualquier tecnología de la 
información o de la comunicación.

La pena privativa de la libertad será no menor de 
cuatro ni mayor de ocho años e inhabilitación, según 
corresponda, conforme a los incisos 5, 9, 10 y 11 del 
artículo 36, si concurre alguna de las circunstancias 
agravantes:

1. La víctima es persona adulta mayor, se encuentra 
en estado de gestación o es persona con discapacidad. 

2. La víctima y el agente tienen o han tenido una 
relación de pareja, son o han sido convivientes o 
cónyuges, tienen vínculo parental hasta el cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afinidad.

3. La víctima habita en el mismo domicilio que el 
agente o comparten espacios comunes de una misma 
propiedad.

4. La víctima se encuentra en condición de 
dependencia o subordinación con respecto al agente.

5. La conducta se lleva a cabo en el marco de una 
relación laboral, educativa o formativa de la víctima.

6. La víctima tiene entre catorce y menos de dieciocho 
años.”

“Artículo 176-C.- Chantaje sexual 
El que amenaza o intimida a una persona, por cualquier 

medio, incluyendo el uso de tecnologías de la información 
o comunicación, para obtener de ella una conducta o acto 
de connotación sexual, será reprimido con pena privativa 
de la libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años e 
inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 
5, 9, 10 y 11 del artículo 36.

La pena privativa de libertad será no menor de tres ni 
mayor de cinco años e inhabilitación, según corresponda, 
conforme a los incisos 5, 9, 10 y 11 del artículo 36, si para 
la ejecución del delito el agente amenaza a la víctima 
con la difusión de imágenes, materiales audiovisuales o 
audios con contenido sexual en los que esta aparece o 
participa.”

Artículo 3. Financiamiento
La aplicación del presente Decreto Legislativo se 

financia con cargo al presupuesto institucional de los 
pliegos involucrados, sin demandar recursos adicionales 
al Tesoro público.

Artículo 4. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos, el Ministro de Trabajo 
y Promoción del Empleo y la Ministra de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Reglamentación de la Ley N° 27942
El Poder Ejecutivo, en un plazo no mayor a sesenta 

(60) días contados a partir de la vigencia del presente 
Decreto Legislativo, mediante decreto supremo, aprueba 
un nuevo Reglamento de la Ley N° 27942, Ley de 
Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, en 
atención a las modificaciones efectuadas en la Primera 
Disposición Complementaria Modificatoria del presente 
Decreto Legislativo y otras modificaciones.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera. Modificación de la Ley N° 27942, Ley de 
Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual

Modifícanse los artículos 4, 6, 8, 12, 13, 16 y 22, así 
como la denominación del Capítulo I del Título II de la Ley 
Nº 27942, Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento 
Sexual, los cuales quedan redactados de la siguiente 
manera:

“Artículo 4.- Concepto de hostigamiento sexual
El hostigamiento sexual es una forma de violencia que 

se configura a través de una conducta de naturaleza o 
connotación sexual o sexista no deseada por la persona 
contra la que se dirige, que puede crear un ambiente 
intimidatorio, hostil o humillante; o que puede afectar 
su actividad o situación laboral, docente, formativa o de 
cualquier otra índole. 

En estos casos no se requiere acreditar el rechazo ni 
la reiterancia de la conducta.”

“Artículo 6.- De las manifestaciones del 
hostigamiento sexual

El hostigamiento sexual puede manifestarse, entre 
otras, a través de las siguientes conductas:

a) Promesa implícita o expresa a la víctima de un trato 
preferente o beneficioso respecto a su situación actual o 
futura a cambio de favores sexuales. 
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b) Amenazas mediante las cuales se exija en forma 
implícita o explícita una conducta no deseada por la 
víctima, que atente o agravie su dignidad. 

c) Uso de términos de naturaleza o connotación sexual 
o sexista (escritos o verbales), insinuaciones sexuales, 
proposiciones sexuales, gestos obscenos o exhibición 
a través de cualquier medio de imágenes de contenido 
sexual, que resulten insoportables, hostiles, humillantes u 
ofensivos para la víctima. 

d) Acercamientos corporales, roces, tocamientos u 
otras conductas físicas de naturaleza sexual que resulten 
ofensivas y no deseadas por la víctima. 

e) Trato ofensivo u hostil por el rechazo de las 
conductas señaladas en este artículo.

f) Otras conductas que encajen en el concepto 
regulado en el artículo 4 de la presente Ley.”

“Artículo 8.- De las consecuencias del 
hostigamiento sexual 

8.1  Si el hostigador es el empleador, personal de 
dirección, personal de confianza, titular, asociado, director 
o accionista, la víctima puede optar entre accionar el cese 
de la hostilidad o el pago de la indemnización, dando por 
terminado el contrato de trabajo, conforme al artículo 35 
del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado 
por el Decreto Supremo Nº 003-97-TR. En este supuesto, 
no es exigible la comunicación al empleador por cese de 
hostilidad señalado en el artículo 30 de la misma norma. 
Asimismo, la víctima tiene a salvo el derecho de demandar 
los daños y perjuicios sufridos producto del acto de 
hostigamiento sexual. Las vías señaladas anteriormente 
no enervan la posibilidad de que la víctima pueda recurrir 
a la Autoridad Inspectiva de Trabajo competente.

8.2  Independientemente de la categoría o cargo del 
hostigador, si el empleador o instancia competente omite 
iniciar la investigación del caso de hostigamiento sexual o 
adoptar las medidas de protección, prevención y sanción 
correspondientes, la víctima también puede optar por los 
remedios señalados en el primer párrafo del presente 
artículo.

8.3 Si el hostigador es un trabajador del régimen 
laboral privado, puede ser sancionado, según la gravedad 
de los hechos, con amonestación, suspensión o despido.

8.4 Es nulo el despido o la no renovación del contrato 
de trabajo a plazo determinado por razones vinculadas a 
la presentación de una queja de hostigamiento sexual en 
el trabajo, la interposición de una demanda, denuncia o 
reclamación por dichos motivos o por la participación en 
este tipo de procedimientos como testigo en favor de la 
víctima.”

“Artículo 12.- De la sanción a los funcionarios y 
servidores públicos

12.1  Los funcionarios y servidores públicos sujetos 
al régimen laboral público, que hayan incurrido en actos 
de hostigamiento sexual serán sancionados, según la 
gravedad, conforme al literal k) del artículo 85 de la Ley 
N° 30057, Ley del Servicio Civil.

12.2  Sin perjuicio de la aplicación de la sanción 
administrativa, el hostigado tiene derecho a acudir a la 
vía civil en proceso sumarísimo para exigir el pago de la 
indemnización correspondiente.

12.3  Lo dispuesto en el numeral 8.4 del artículo 8 es 
de aplicación a los funcionarios y servidores públicos, 
con las particularidades del régimen laboral público. 
El Reglamento dispone las reglas especiales para su 
aplicación.”

“Artículo 13.- Del procedimiento administrativo 
disciplinario

13.1  La determinación de la responsabilidad 
administrativa del funcionario o servidor público que 
realiza actos de hostigamiento sexual, se tramita conforme 
al procedimiento administrativo disciplinario previsto en la 
Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, independientemente 
del régimen laboral en el que se encuentre, salvo el caso 
de los servidores pertenecientes a carreras especiales, 

a los cuales resultará de aplicación el procedimiento 
administrativo disciplinario regulado por sus regímenes 
especiales.

13.2 La Oficina de Recursos Humanos, o la que haga 
sus veces, dicta la medida de protección correspondiente 
hacia la víctima de hostigamiento en el plazo de tres (3) 
días hábiles como máximo, desde conocido el hecho. 
Asimismo, remite el caso a la Secretaría Técnica de las 
Autoridades del Procedimiento Administrativo Disciplinario 
dentro de las 24 horas de conocido el hecho.

En caso la Secretaría Técnica tome directamente 
conocimiento del hecho, debe informar inmediatamente 
a la Oficina de Recursos Humanos, o la que haga sus 
veces, para que adopte las medidas de protección.

13.3  La Secretaría Técnica emite el informe de pre 
calificación en un plazo no mayor a quince (15) días 
calendario desde que toma conocimiento del hecho, bajo 
responsabilidad. 

El procedimiento administrativo disciplinario no 
podrá extenderse por un plazo mayor de treinta (30) 
días calendario. Excepcionalmente y atendiendo a la 
complejidad del caso, el procedimiento disciplinario puede 
extenderse por un plazo adicional de quince (15) días 
calendario.

El incumplimiento de los plazos indicados en el párrafo 
precedente, implica responsabilidad administrativa pero 
no la caducidad del procedimiento.

13.4  El Reglamento de la ley dispone las medidas 
de protección aplicables a las víctimas del hostigamiento 
sexual en el régimen laboral público.

13.5 En el caso de los regímenes especiales, 
los procedimientos de investigación y sanción del 
hostigamiento sexual laboral se adaptan a los plazos 
señalados en los numerales 13.2 y 13.3 del artículo 13 de 
la presente ley.

“Artículo 16.- De la aplicación supletoria de las 
normas aplicables a los regímenes laborales en el 
sector privado

En tanto no contravengan las disposiciones del 
presente capítulo, son de aplicación supletoria a los 
funcionarios o servidores públicos, las normas contenidas 
en el Capítulo I del Título II de la presente Ley.”

“Artículo 22.- De la sanción en las relaciones no 
reguladas por el derecho laboral

22.1  Si el acto de hostigamiento sexual se presenta 
en una relación no regulada por el Derecho Laboral, la 
víctima tiene el derecho al pago de una indemnización 
por el daño sufrido, la cual se tramita en la vía civil en 
proceso sumarísimo, salvo el caso de los beneficiarios de 
modalidades formativas, supuesto en el que se tramita 
bajo la Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo.

22.2  El empleador del hostigador, en cuyo centro o 
marco laboral se haya producido el acto de hostigamiento, 
debe adoptar las medidas de sanción correspondientes, 
las cuales pueden ser las dispuestas en el numeral 8.3 del 
artículo 8 de la presente Ley.”

“TÍTULO II

DE LA INVESTIGACIÓN Y SANCIÓN DEL 
HOSTIGAMIENTO SEXUAL

Capítulo I

En los regímenes laborales en el sector privado”

Segunda. Modificación del literal k) del artículo 85 
de la Ley N° 30057 

Modifícase el literal k) del artículo 85 de la Ley Nº 
30057, Ley del Servicio Civil, el cual queda redactado de 
la siguiente manera:

“Artículo 85.- Faltas de carácter disciplinario
Son faltas de carácter disciplinario que, según su 

gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión 
temporal o con destitución, previo proceso administrativo:

(…)
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k) El hostigamiento sexual cometido por quien ejerza 
autoridad sobre el servidor civil, así como el cometido 
por un servidor civil, cualquiera sea la ubicación de la 
víctima del hostigamiento en la estructura jerárquica de 
la entidad pública, o cuando la víctima sea un beneficiario 
de modalidad formativa, preste servicios independientes 
a la entidad pública, sea un usuario de esta o, en 
general, cuando el hostigamiento se haya dado en el 
marco o a raíz de la función que desempeña el servidor, 
independientemente de la categoría de la víctima.”

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogación del artículo 5 de la Ley N° 27942
Derógase el artículo 5 de la Ley Nº 27942, Ley de 

Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ANA MARÍA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción Del Empleo

1690482-3

decreto legislativo 
Nº 1411

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
 
POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley                       
N° 30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el plazo 
de sesenta (60) días calendario, la facultad de legislar en 
materia de prevención y protección de las personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad, con la finalidad 
de establecer medidas para optimizar los servicios a 
su favor, incluyendo aquellas personas en situación 
de pobreza o pobreza extrema, de conformidad con lo 
establecido en el literal a) del numeral 4 del artículo 2 de 
la referida Ley;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 
del Decreto Legislativo N° 1098, Ley de Organización 
y Funciones del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, esta entidad diseña, establece, promueve, 
ejecuta y supervisa políticas públicas a favor de las 
mujeres y de las poblaciones vulnerables consideradas 
como grupos de personas que sufren discriminación 
o situaciones de desprotección: niños, niñas, 
adolescentes, personas adultas mayores, personas 
con discapacidad, desplazados y migrantes internos, 
con el objeto de garantizar sus derechos, con visión 
intersectorial;

Que, las Sociedades de Beneficencia son 
instituciones que brindan asistencia y apoyo a distintos 
sectores de la población en situación de vulnerabilidad, 
dando atención en salud, facilitando los entierros, 
o atendiendo a niños y niñas sin familias y personas 
en situación de abandono material y moral, creando 
y administrando hospicios, hospitales y cementerios, 
acciones que se realizan desde una perspectiva 
caritativa, solidaria y filantrópica;

Que, mediante Ley N° 29477, Ley que inicia el 
proceso de consolidación del espectro normativo 
peruano, fue derogado el Decreto Legislativo N° 356, que 
regulaba el Consejo Nacional de Beneficencia y Juntas 
de Participación Social; quedando un vacío legal respecto 
al funcionamiento homogéneo a nivel nacional de las 
Sociedades de Beneficencia así sobre los principios, 
enfoques y criterios que deben primar en la atención de 
las personas en condición de vulnerabilidad;

Que, resulta necesario aprobar el marco normativo 
que regule el funcionamiento y las actividades que 
brindan las Sociedades de Beneficencia, y que permita 
su fortalecimiento como instituciones orientadas 
al cierre de brechas de servicios en favor de las 
personas en situación de vulnerabilidad, de manera 
complementaria a los servicios que presta el Estado, 
bajo los enfoques de derechos, género, intercultural e 
intergeneracional;

De conformidad con lo establecido en el literal a) del 
numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:
 

decreto legislativo QUe regUla 
la NatUraleZa JUrÍdica, FUNcioNes, 

estrUctUra orgÁNica Y otras actividades 
de las sociedades de BeNeFiceNcia

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene como objeto 

establecer el marco normativo que regula la naturaleza 
jurídica, el funcionamiento, la estructura orgánica y las 
actividades de las Sociedades de Beneficencia, con la 
finalidad de garantizar servicios adecuados a la población 
en condición de vulnerabilidad en el ámbito donde 
funcionan, con criterios homogéneos y estándares de 
calidad.

CAPÍTULO II

FINALIDAD, NATURALEZA Y 
FUNCIONES GENERALES

Artículo 2.- Finalidad de las Sociedades de 
Beneficencia 

Las Sociedades de Beneficencia tienen por finalidad 
prestar servicios de protección social de interés público en 
su ámbito local provincial, a las niñas, niños, adolescentes, 
mujeres, personas con discapacidad y personas adultas 
mayores que se encuentren en situación de riesgo o 
vulnerabilidad, de manera complementaria a los servicios 
que presta el Estado, bajo los enfoques de derechos, 
género, intercultural e intergeneracional.

Artículo 3.- Naturaleza jurídica

3.1 Las Sociedades de Beneficencia son personas 
jurídicas de derecho público interno, de ámbito local 
provincial. Cuentan con autonomía administrativa, 
económica y financiera. 

3.2 Las Sociedades de Beneficencia son creadas por 
Ley, previo informe favorable del Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables y se encuentran bajo su rectoría.

Artículo 4.- Funcionamiento
Las Sociedades de Beneficencia, no se constituyen 

como entidades públicas, se rigen por lo establecido en 
la presente norma y para su adecuado control, por las 
normas de los sistemas administrativos de defensa judicial 
del Estado y control; así como por las normas que regulan 
los bienes estatales en lo que respecta a la disposición de 
bienes inmuebles de las Sociedades de Beneficencia; y 
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mediante Decreto Supremo N° 006-2017-JUS. El Tribunal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
resuelve dicho recurso en el plazo máximo de diez (10) 
días hábiles, bajo responsabilidad.

(…)”.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-5

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1417

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley                    
N° 30823 ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
plazo de sesenta (60) días calendario, la facultad 
de legislar en materia de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad, 
con la finalidad de establecer medidas para optimizar 
los servicios a su favor, incluyendo a quienes se 
encuentren en situación de pobreza o pobreza 
extrema; así como establecer medidas para promover 
la inclusión de las personas con discapacidad, 
garantizando el derecho al ejercicio de su capacidad 
jurídica en condiciones de igualdad, de conformidad 
con lo establecido en los literales a) y c) del numeral 4 
del artículo 2 de la referida Ley;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 del 
Decreto Legislativo N° 1098, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, las personas con 
discapacidad son consideradas población vulnerable, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 
N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
que las define como personas que presentan deficiencias 
físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de 
carácter permanente que al interactuar con las barreras 
actitudinales y del entorno tienen dificultades o 
impedimentos en el ejercicio de sus derechos en igualdad 
de condiciones que las demás;

Que, el artículo 7 de la Constitución Política del Perú 
establece que las personas con discapacidad tienen 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal 
de protección, atención, readaptación y seguridad, 
convirtiéndose en obligación del Estado garantizar su 
cumplimiento, promoviendo las condiciones necesarias 
para su inclusión en la sociedad;

Que, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad obliga al Estado peruano 
a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad, sin discriminación 
alguna, debiendo adoptar todas las medidas legislativas, 
administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en la referida 
Convención;

Que, la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, establece una serie de beneficios tales 
como el acceso preferente a los programas públicos de 
vivienda, la reserva de las vacantes en los procesos de 
admisión a las instituciones de educación superior, la 

bonificación en los concursos públicos de méritos y la 
cuota de empleo, enfatizando los medios que permitan 
progresivamente su inserción laboral y la implementación 
de los ajustes razonables que requieran; sin embargo, 
estos solo se aplican a aquellas personas con discapacidad 
que presentan restricciones en la participación en un 
grado mayor o igual al 33%, de acuerdo a lo indicado en 
el certificado de discapacidad; siendo necesario eliminar 
esta restricción para garantizar su derecho a la igualdad; 

Que, asimismo, es necesario garantizar el derecho 
de las personas con discapacidad de recibir el apoyo y 
soporte del padre, madre, tutor o apoyo en las atenciones 
médicas y terapias de rehabilitación que requieran, 
sin afectar los derechos laborales de sus familiares o 
personas a cargo de su cuidado;

Que, resulta necesario regular la figura del apoyo 
para las personas adultas mayores con discapacidad 
que no puedan manifestar su voluntad, a efecto de 
facilitar el cobro de sus pensiones, devolución de aportes 
económicos, o subvenciones de programas nacionales 
de asistencia no contributivo, preservando el respeto de 
su capacidad jurídica, en condiciones de igualdad y no 
discriminación;

De conformidad con lo establecido en los literales a) 
y c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE PROMUEVE 
LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

establecer disposiciones para promover y fortalecer la 
inclusión de las personas con discapacidad en condiciones 
de igualdad, a través de medidas específicas que 
garanticen el ejercicio de sus derechos fundamentales.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 50 y 76 
de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad 

Modifícanse los artículos 50 y 76 de la Ley N° 29973, 
Ley General de la Persona con Discapacidad, conforme 
al siguiente texto:

«Artículo 50. Ajustes razonables para personas 
con discapacidad

50.1 La persona con discapacidad tiene derecho a 
ajustes razonables en el proceso de selección de recursos 
humanos y en el lugar de trabajo. 

50.2 Los ajustes razonables en el proceso de 
selección comprenden la adecuación de las metodologías, 
procedimientos, instrumentos de evaluación y métodos 
de entrevista. En el lugar de empleo de las personas 
con discapacidad, los ajustes razonables comprenden 
la adaptación de las herramientas de trabajo, las 
maquinarias y el entorno de trabajo, incluyendo la 
provisión de ayudas técnicas y servicios de apoyo; así 
como la introducción de ajustes en la organización del 
trabajo y los horarios, en función de las necesidades del 
trabajador con discapacidad.

50.3 El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
y los gobiernos regionales prestan asesoramiento y 
orientación a los empleadores para la realización de 
ajustes razonables para personas con discapacidad en 
el lugar de trabajo. Los empleadores públicos y privados 
generadores de rentas de tercera categoría tienen una 
deducción adicional en el pago del impuesto a la renta 
sobre los gastos por ajustes razonables para personas 
con discapacidad, en un porcentaje que es fijado por 
decreto supremo del Ministerio de Economía y Finanzas.

50.4 Los empleadores del sector público y privado están 
obligados a realizar los ajustes razonables, salvo cuando 
demuestren que suponen una carga desproporcionada 
o indebida, de conformidad con los criterios fijados por 
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el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, que se 
aplican en el sector público y en el privado.»

«Artículo 76. Certificado de la discapacidad 

76.1 El certificado de discapacidad acredita la 
condición de persona con discapacidad y es otorgado por 
médicos certificadores registrados de las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud-IPRESS, públicas, 
privadas y mixtas a nivel nacional. 

La evaluación es financiada por la Institución 
Administradora de Fondos de Aseguramiento en Salud - 
IAFAS a la que esté afiliado o adscrito el/la solicitante. La 
calificación y certificación son gratuitas.

En caso la persona no se encuentre afiliada, el 
Ministerio de Salud promueve su afiliación a la IAFA 
correspondiente; de no lograr su afiliación, la evaluación, 
calificación y certificación son gratuitas.

76.2 La certificación es inmediata en los casos de 
deficiencia evidente o congénita, una vez constatada la 
discapacidad.

76.3 En la calificación que realiza el médico 
certificador registrado de Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud-IPRESS públicas, privadas y mixtas, 
se considera la limitación en la actividad y la restricción en 
la participación de las personas con discapacidad.

76.4 Las Brigadas Itinerantes Calificadoras de 
Discapacidad (BICAD) están a cargo del Ministerio de 
Salud y deben atender la demanda de certificación a 
solicitud de la Dirección Regional de Salud, Gerencia 
Regional de Salud, Dirección de Redes Integradas de 
Salud o quien haga sus veces, una vez realizada la 
evaluación de las necesidades de las personas con 
discapacidad que no puedan ser atendidas por sus 
dependencias por limitaciones en la disponibilidad de 
especialistas necesarios para tal fin.

76.5 El Ministerio de Salud brinda información sobre la 
emisión de los certificados de discapacidad a las entidades 
que lo soliciten, a fin de verificar su autenticidad, con 
estricta observancia de lo dispuesto en la Ley N° 29733, 
Ley de protección de datos personales.”

Artículo 3.- Modificación de los artículos 1, 2 y 
3 de la Ley N° 30119, Ley que concede el Derecho 
de Licencia al Trabajador de la Actividad Pública y 
Privada para la Asistencia Médica y la Terapia de 
Rehabilitación de Personas con Discapacidad

Modifícanse los artículos 1, 2 y el literal d) del artículo 
3 de la Ley N° 30119, Ley que concede el Derecho de 
Licencia al Trabajador de la Actividad Pública y Privada 
para la Asistencia Médica y la Terapia de Rehabilitación 
de Personas con Discapacidad, conforme al siguiente 
texto:

«Artículo 1. Objeto de la Ley
La presente Ley tiene por objeto establecer el derecho 

de los trabajadores y trabajadoras de la actividad pública 
y privada a gozar de licencia para la asistencia médica y 
la terapia de rehabilitación que requieran sus hijos o hijas 
menores con discapacidad y menores con discapacidad 
sujetos a su tutela. 

Dicha licencia es otorgada también a los trabajadores 
y trabajadoras designados/as como apoyo de una persona 
mayor de edad con discapacidad, conforme al Código 
Civil, y que se encuentran en condición de dependencia.»

«Artículo 2.- Otorgamiento de la Licencia
La licencia a que se refiere el artículo 1 es otorgada 

con goce haber por el/la empleador/a al padre, madre, 
tutor/a o apoyo de la persona con discapacidad que 
requiera asistencia médica o terapia de rehabilitación, 
hasta por cincuenta y seis horas consecutivas o alternas 
anualmente.

En caso se requieran horas adicionales, las licencias 
se compensan con horas extraordinarias de labores, 
previo acuerdo con el/la empleador/a.» 

«Artículo 3. Requisitos para obtener la licencia

(…)
d) Mayores con apoyo designado, la resolución o 

escritura pública que establezca o modifique la designación 

de apoyos, el Documento Nacional de Identidad (DNI) y el 
certificado de discapacidad o la resolución de inscripción 
emitida por el Consejo Nacional para la Integración de la 
Persona con Discapacidad (CONADIS). »

Artículo 4.- Modificación del artículo 4 del Decreto 
Legislativo N° 1310, Decreto Legislativo que aprueba 
medidas adicionales de simplificación administrativa

Modifícase el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1310, 
Decreto Legislativo que aprueba medidas adicionales de 
simplificación administrativa, conforme al siguiente texto: 

«Artículo 4.- Designación de apoyos para 
las personas adultas mayores para el cobro de 
pensiones, devolución de aportes económicos, o 
subvenciones de programas nacionales de asistencia 
no contributivos

4.1 Procedencia del apoyo: Procede la designación 
de apoyo en la vía notarial o judicial para las personas 
adultas mayores, definidas en el artículo 2 de la Ley N° 
30490, Ley de la Persona Adulta Mayor, y que tengan 
calidad de pensionistas o beneficiarias de la Ley N° 
29625, Ley de Devolución de Dinero del FONAVI a los 
Trabajadores que Contribuyeron al mismo, o beneficiarias 
o usuarias de programas nacionales de asistencia no 
contributivos; con el objeto de percibir su pensión o 
beneficios derivados de estas, devolución de aportes 
económicos o subvenciones económicas. 

Para el caso de las personas adultas mayores con 
discapacidad que pueden manifestar su voluntad, el 
trámite para la designación de apoyos se realiza conforme 
a las disposiciones previstas en el Código Civil y el Código 
Procesal Civil.

4.2 Definición de apoyo: El apoyo es aquella persona 
natural que facilita el cobro de la pensión, devolución 
de aportes económicos o subvenciones económicas 
referidas en el numeral 4.1. Dicha persona presta su 
apoyo en la manifestación de la voluntad de la persona 
adulta mayor, que incluye la comunicación, comprensión 
de actos jurídicos y sus consecuencias, la manifestación 
e interpretación de la voluntad de quien requiere el apoyo; 
y la administración del dinero recibido.

4.3 Persona adulta mayor que no pueda manifestar 
su voluntad:

4.3.1 Cuando la persona adulta mayor no pueda 
manifestar su voluntad, aún después de haber realizado 
esfuerzos reales, considerables y pertinentes; y prestado 
las medidas de accesibilidad y ajustes razonables, la 
solicitud de designación de apoyo se realiza en vía 
notarial de acuerdo al siguiente orden: 

a) El apoyo previamente designado por la persona 
adulta mayor, antes de encontrarse imposibilitada de 
manifestar su voluntad.

b) El/La cónyuge no separado judicial o notarialmente, 
siempre que cumpla lo establecido en el artículo 289 del 
Código Civil. 

c) El/La conviviente, siempre que cumpla lo dispuesto 
en los artículos 289 y 326 del Código Civil. 

d) Los/Las descendientes, prefiriéndose el más 
próximo.

e) Los/Las hermanos/as. 
f) La persona que preste asistencia o tenga bajo su 

cuidado a la persona adulta mayor.
g) El/La Director/a del Centro de Atención a Personas 

Adultas Mayores del sector público.

Las personas comprendidas en los literales 
precedentes se encuentran legitimadas para solicitar la 
designación de apoyos.

4.3.2 La designación de apoyo para la persona adulta 
mayor que no pueda manifestar su voluntad se tramita 
presentando los siguientes documentos:

a) Solicitud del tercero, indicando los nombres y 
apellidos completos, número de documento de identidad 
y dirección domiciliaria de la persona adulta mayor y de la 
persona que será designada como apoyo. 
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b) Certificado médico emitido por un neurólogo o 
psiquiatra que acredite la imposibilidad de manifestar la 
voluntad de la persona adulta mayor. 

En las zonas rurales donde no haya neurólogo o 
psiquiatra, el médico general está facultado a emitir el 
certificado que acredita la imposibilidad de manifestar la 
voluntad de la persona adulta mayor. 

c) Declaración de dos testigos mayores de edad 
que conozcan a la persona adulta mayor y den fe de la 
imposibilidad que tiene de manifestar su voluntad. 

d) Declaración jurada de la persona que va a ser 
designada como apoyo de no tener antecedentes penales, 
policiales y judiciales.

e) Declaración jurada de la persona que va a ser 
designada como apoyo de no ser deudor alimentario. 

f) Documento que acredite la condición de apoyo 
previamente designado, o cónyuge, o conviviente, 
o descendiente, o hermano/a, o persona que venga 
prestando apoyo, asistencia o tenga bajo su cuidado a la 
persona adulta mayor, o Director/a del Centro de Atención 
a Personas Adultas Mayores del sector público, donde 
reside la persona.

Para el caso de el/la Director/a de un Centro de 
Atención a Personas Adultas Mayores del sector público 
se debe presentar la autorización expresa a través 
de Resolución Directoral de la Dirección de Personas 
Adultas Mayores del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables. 

4.3.3 Una vez presentada la solicitud, el Notario 
Público dispone la publicación de un extracto de esta de 
conformidad con el artículo 13 de la Ley N° 26662, Ley 
de Competencia Notarial en Asuntos No Contenciosos. 
Transcurridos quince (15) días hábiles desde la publicación 
del aviso, y al no haberse formulado oposición, se extiende 
la escritura pública nombrando al apoyo, señalando sus 
facultades y obligaciones, conforme a lo establecido en el 
numeral 4.2 del presente artículo.

4.3.4 Cumplido este trámite, el Notario Público remite 
los partes al registro personal de los Registros Públicos. 
En caso de oposición, se procede conforme a lo dispuesto 
en el artículo 6 de la Ley N° 26662, Ley de Competencia 
Notarial en Asuntos No Contenciosos. 

4.3.5 El/La solicitante o el médico que proporciona 
información falsa para sustentar el pedido ante el Notario 
Público es pasible de responsabilidad penal, civil y 
administrativa, según corresponda, conforme a la ley de 
la materia.

4.3.6 El Notario Público designa el apoyo, previa 
verificación de la presentación y autenticidad de los 
documentos exigidos. 

4.4 Apoyo en vía judicial: En caso de controversia 
respecto de la designación, el Juez del Juzgado de Paz 
Letrado, a través del proceso no contencioso, designa 
el apoyo realizando la mejor interpretación posible de 
la voluntad y preferencias de la persona adulta mayor, 
considerando su interés superior. Para ello, evalúa 
los documentos referidos en el párrafo anterior y, de 
considerarlo necesario, otros que requieran para su mejor 
decisión.

4.5 Salvaguardias: Las salvaguardias son 
mecanismos que garantizan el respeto de la voluntad y 
preferencias de la persona adulta mayor para asegurar el 
cobro y uso adecuado en su beneficio. El procedimiento 
para la ejecución de la salvaguardia se establece mediante 
Decreto Supremo a propuesta del Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables, con el refrendo del Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social.

El Centro Integral de Atención al Adulto Mayor 
de la municipalidad distrital, o quien haga sus veces, 
implementa las salvaguardias que comprenden la 
rendición de cuentas y supervisión periódica. En caso se 
conozca de presuntas irregularidades en el desempeño 
de los apoyos, el/la Director/a del Centro Integral de 
Atención al Adulto Mayor de la municipalidad distrital, o 
quien haga sus veces, tiene la obligación de:

a) Informar a las entidades que otorgan las pensiones, 
devolución de aportes económicos o subvenciones 
económicas de carácter no contributivo, para que evalúen 

la suspensión del cobro, conforme a sus procedimientos 
establecidos.

b) Informar a las instancias señaladas en la Ley 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar, para el 
inicio de las acciones judiciales correspondientes, y al 
Ministerio Público cuando el presunto maltrato o agresión 
es atribuido a el/la Director/a del Centro de Atención 
a Personas Adultas Mayores, a la persona que preste 
asistencia o a quien la tenga bajo su cuidado.

c) Solicitar al Juez de Paz Letrado competente 
la designación de un nuevo apoyo, considerando lo 
establecido en los numerales 4.3 y 4.4 del artículo 4 del 
presente Decreto Legislativo.”

Artículo 5.- Financiamiento
La aplicación del presente Decreto Legislativo se 

financia con cargo al presupuesto institucional de los 
pliegos involucrados, sin demandar recursos adicionales 
al Tesoro Público.

Artículo 6.- Refrendo 
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Trabajo y Promoción del Empleo, la Ministra de Salud, 
la Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y la 
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Adecuación del Reglamento de la Ley N° 
29973

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
adecúa el Reglamento de la Ley N° 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad, en el plazo de sesenta 
(60) días hábiles contados a partir de la vigencia del 
presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Adecuación del Reglamento de la Ley 
N° 30119

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
adecúa el Reglamento de la Ley N° 30119, Ley que 
concede el derecho de licencia al trabajador de la 
actividad pública y privada para la asistencia médica y la 
terapia de rehabilitación de personas con discapacidad, 
en el plazo de sesenta (60) días hábiles contados a partir 
de la vigencia del presente Decreto Legislativo.

Tercera.- Emisión de Lineamientos para el 
otorgamiento de ajustes razonables 

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
emite los Lineamientos para el otorgamiento de ajustes 
razonables a las personas con discapacidad, en el 
proceso de selección en el sector privado; así como 
en el lugar de trabajo para el sector público y privado. 
Asimismo, establece los criterios para determinar una 
carga desproporcionada o indebida, en el plazo de 
noventa (90) días hábiles contados a partir de la vigencia 
del presente Decreto Legislativo.

La Autoridad Nacional del Servicio Civil emite los 
Lineamientos para el otorgamiento de ajustes razonables 
a las personas con discapacidad en el proceso de 
selección que realicen las entidades del sector público, en 
el plazo de ciento ochenta (180) días calendario contados 
a partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo. 

Cuarta.- Regulación de las salvaguardias y 
procedimiento para su ejecución

Mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y el 
Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, se regula las 
salvaguardias establecidas en el artículo 4 del Decreto 
Legislativo N° 1310, y el procedimiento para su ejecución, 
en un plazo de noventa (90) días hábiles contados a partir 
de la vigencia del presente Decreto Legislativo.

Quinta.- Adecuación de la Norma Técnica de Salud 
para la evaluación, calificación y certificación de la 
persona con discapacidad

El Ministerio de Salud adecúa la Norma Técnica de 
Salud para la evaluación, calificación y certificación de la 
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persona con discapacidad para la mejora y celeridad del 
procedimiento, conforme a la modificación del artículo 
76 de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, en un plazo de sesenta (60) días hábiles, 
sin perjuicio de continuar con la certificación.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Única.- Licencia para trabajadores y trabajadoras 
que son curadores/as de una persona con 
discapacidad hasta que culmine la transición al 
sistema de apoyos.

La licencia a la que se refiere el artículo 1 de la 
Ley N° 30119, Ley que concede el derecho de licencia 
al trabajador de la actividad pública y privada para 
la asistencia médica y la terapia de rehabilitación de 
personas con discapacidad, se otorga a los trabajadores 
y trabajadoras que tengan la condición de curador/a de 
una persona con discapacidad, hasta que culmine la 
transición al sistema de apoyos. 

Para tal efecto deben presentar los siguientes 
documentos:

a) Sentencia judicial o resolución judicial que designa 
curador/a a el/la solicitante.

b) Documento Nacional de Identidad (DNI) de la 
persona con discapacidad.

c) Certificado de discapacidad o resolución de 
inscripción emitida por el Consejo Nacional para la 
Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS).

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modificación del numeral 11 del artículo 
1 de la Ley N° 26662

Modifícase el numeral 11 del artículo 1 de la Ley 
N° 26662, Ley de Competencia Notarial en Asuntos No 
Contenciosos, el cual queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 1.- Asuntos No Contenciosos.- Los 
interesados pueden recurrir indistintamente ante 
autoridad judicial o ante Notario para tramitar según 
corresponda los siguientes asuntos:

(…)
11. Designación de apoyo para personas adultas 

mayores que tengan calidad de pensionistas o 
beneficiarios de la Ley N° 29625, Ley de devolución 
de dinero del Fondo Nacional de Vivienda (FONAVI) a 
los trabajadores que contribuyeron al mismo, o para los 
beneficiarios o usuarios de programas nacionales de 
asistencia no contributivos.»

Segunda.- Modificación del numeral 11.1 del 
artículo 11 de la Ley N° 30490, Ley de la Persona 
Adulta Mayor

Modifícase el numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley 
N° 30490, Ley de la Persona Adulta Mayor, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 11. Funciones

11.1 Las funciones que cumplen los Centros 
Integrales de Atención al Adulto Mayor (CIAM) son:

(…)
j) Implementar salvaguardias destinadas a asegurar 

que la actuación de los apoyos para las personas adultas 
mayores para el cobro de pensiones o devolución de 
aportes económicos del FONAVI respete su voluntad 
y preferencias; así como supervisar que el dinero 
procedente del cobro de las pensiones o devolución 
de dinero del FONAVI, sea utilizado en su beneficio, 
conforme a lo establecido por el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables.

k) Otras que señale el reglamento de la presente 
ley.»

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación de la Sétima Disposición 
Complementaria Final de la Ley N° 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad

Derógase la Sétima Disposición Complementaria 
Final de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

LILIANA DEL CARMEN LA ROSA HUERTAS
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social

ANA MARÍA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY
Ministra de Salud

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1691026-6

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1418

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de 60 días calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del numeral 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establecen que el 
Poder Ejecutivo está facultado para legislar en materia 
tributaria y financiera a fin promover la inversión;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal b) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE 
PROMUEVE LA INVERSIÓN

Artículo 1. Objeto
Inafectar del impuesto a la renta a las rentas derivadas 

de las transferencias de los derechos de cobro que 
derivan de los contratos de asociaciones público privadas.

Artículo 2. Definición
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 
Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF.

Artículo 3. Incorporación del  inciso i) al tercer 
párrafo del artículo 18 de la Ley

Incorpórese el inciso i) al tercer párrafo del artículo 18 
de la Ley, conforme al texto siguiente:
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persona con discapacidad para la mejora y celeridad del 
procedimiento, conforme a la modificación del artículo 
76 de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, en un plazo de sesenta (60) días hábiles, 
sin perjuicio de continuar con la certificación.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Única.- Licencia para trabajadores y trabajadoras 
que son curadores/as de una persona con 
discapacidad hasta que culmine la transición al 
sistema de apoyos.

La licencia a la que se refiere el artículo 1 de la 
Ley N° 30119, Ley que concede el derecho de licencia 
al trabajador de la actividad pública y privada para 
la asistencia médica y la terapia de rehabilitación de 
personas con discapacidad, se otorga a los trabajadores 
y trabajadoras que tengan la condición de curador/a de 
una persona con discapacidad, hasta que culmine la 
transición al sistema de apoyos. 

Para tal efecto deben presentar los siguientes 
documentos:

a) Sentencia judicial o resolución judicial que designa 
curador/a a el/la solicitante.

b) Documento Nacional de Identidad (DNI) de la 
persona con discapacidad.

c) Certificado de discapacidad o resolución de 
inscripción emitida por el Consejo Nacional para la 
Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS).

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modificación del numeral 11 del artículo 
1 de la Ley N° 26662

Modifícase el numeral 11 del artículo 1 de la Ley 
N° 26662, Ley de Competencia Notarial en Asuntos No 
Contenciosos, el cual queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 1.- Asuntos No Contenciosos.- Los 
interesados pueden recurrir indistintamente ante 
autoridad judicial o ante Notario para tramitar según 
corresponda los siguientes asuntos:

(…)
11. Designación de apoyo para personas adultas 

mayores que tengan calidad de pensionistas o 
beneficiarios de la Ley N° 29625, Ley de devolución 
de dinero del Fondo Nacional de Vivienda (FONAVI) a 
los trabajadores que contribuyeron al mismo, o para los 
beneficiarios o usuarios de programas nacionales de 
asistencia no contributivos.»

Segunda.- Modificación del numeral 11.1 del 
artículo 11 de la Ley N° 30490, Ley de la Persona 
Adulta Mayor

Modifícase el numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley 
N° 30490, Ley de la Persona Adulta Mayor, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 11. Funciones

11.1 Las funciones que cumplen los Centros 
Integrales de Atención al Adulto Mayor (CIAM) son:

(…)
j) Implementar salvaguardias destinadas a asegurar 

que la actuación de los apoyos para las personas adultas 
mayores para el cobro de pensiones o devolución de 
aportes económicos del FONAVI respete su voluntad 
y preferencias; así como supervisar que el dinero 
procedente del cobro de las pensiones o devolución 
de dinero del FONAVI, sea utilizado en su beneficio, 
conforme a lo establecido por el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables.

k) Otras que señale el reglamento de la presente 
ley.»

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación de la Sétima Disposición 
Complementaria Final de la Ley N° 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad

Derógase la Sétima Disposición Complementaria 
Final de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

LILIANA DEL CARMEN LA ROSA HUERTAS
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social

ANA MARÍA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY
Ministra de Salud

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1691026-6

Decreto LegisLativo
Nº 1418

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo, la facultad 
de legislar por el plazo de 60 días calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del numeral 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establecen que el 
Poder Ejecutivo está facultado para legislar en materia 
tributaria y financiera a fin promover la inversión;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal b) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el decreto legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo que 
promueve La iNversióN

Artículo 1. Objeto
Inafectar del impuesto a la renta a las rentas derivadas 

de las transferencias de los derechos de cobro que 
derivan de los contratos de asociaciones público privadas.

Artículo 2. Definición
Para efecto del Decreto Legislativo se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 
Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF.

Artículo 3. Incorporación del  inciso i) al tercer 
párrafo del artículo 18 de la Ley

Incorpórese el inciso i) al tercer párrafo del artículo 18 
de la Ley, conforme al texto siguiente:
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“Artículo 18.- (…)
Constituyen ingresos inafectos al impuesto:

(…)

i) Los ingresos por servicios obtenidos por las 
transferencias de los derechos de cobro del inversionista 
que derivan de los contratos de asociaciones público 
privadas suscritos por el Estado, cuando el adquiriente 
de los derechos de cobro asume el riesgo crediticio, en 
los términos señalados en los respectivos contratos de 
asociaciones público privada.

(…)”

Artículo 4. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1691026-7

Decreto LegisLativo
Nº 1419

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar, entre otros, en materia tributaria y financiera 
por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal d) del inciso 1) del artículo 2 del citado 
dispositivo legal establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia tributaria y financiera, a fin 
de modificar el Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto 
General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, 
aprobado mediante el Decreto Supremo N° 055-99-EF, a 
fin de incorporar sus alcances para los juegos de casino, 
máquinas de tragamonedas y apuestas on-line en el ámbito 
de aplicación del impuesto selectivo al consumo (ISC), 
tomando en cuenta los parámetros de constitucionalidad 
establecidos por el Tribunal Constitucional; sin que ello 
implique la modificación de la tasa del impuesto general a 
las ventas o del impuesto de promoción municipal;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal d)  del 
inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente;

Decreto LegisLativo que moDifica La
Ley DeL impuesto geNeraL a Las veNtas

e impuesto seLectivo aL coNsumo

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto incorporar 

dentro del ámbito de aplicación del Impuesto Selectivo al 
Consumo a los juegos de casino y máquinas tragamonedas, 
teniendo en cuenta que el consumo de estos servicios de 
la industria del juego genera externalidades negativas. 
De este modo, además, se coadyuva a la coherencia y 
homogeneización de la tributación sectorial del juego.

Artículo 2. Definición
Para efectos de este Decreto Legislativo se entiende 

por Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo al Texto Único Ordenado aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 055-99-EF.

Artículo 3. Modificación del inciso c) del artículo 
50, de los incisos a) y b) del artículo 55, del numeral 
3 del inciso a) del artículo 56, del segundo párrafo del 
artículo 59 y del segundo párrafo del artículo 61 de 
la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto 
Selectivo al Consumo

Modifícase el inciso c) del artículo 50, los incisos a) y 
b) del artículo 55, el numeral 3 del inciso a) del artículo 56, 
el segundo párrafo del artículo 59 y el segundo párrafo 
del artículo 61 de la Ley del Impuesto General a las 
Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, en los términos 
siguientes:

“Artículo 50. OPERACIONES GRAVADAS
(…)

c) Los juegos de azar y apuestas, tales como juegos 
de casino, máquinas tragamonedas, loterías, bingos, 
rifas, sorteos y eventos hípicos.”

“Artículo 55. SISTEMAS DE APLICACIÓN DEL 
IMPUESTO

(…)

a) Al Valor, para los bienes contenidos en el Literal 
A del Apéndice IV y los juegos de azar y apuestas, 
con excepción de los juegos de casino y máquinas 
tragamonedas.

b) Específico, para los bienes contenidos en el 
Apéndice III, el Literal B del Apéndice IV, y los juegos de 
casino y máquinas tragamonedas.

(…).”

“Artículo 56. CONCEPTOS COMPRENDIDOS EN 
LA BASE IMPONIBLE

(…)

a) (…)

(…)

3. Para el caso de las loterías, bingos, rifas, sorteos 
y eventos hípicos, el Impuesto se aplicará sobre la 
diferencia resultante entre el ingreso total percibido en 
un mes por los juegos y apuestas, y el total de premios 
concedidos en dicho mes.

(…).”

“Artículo 59. SISTEMA AL VALOR Y SISTEMA AL 
VALOR SEGÚN PRECIO DE VENTA AL PÚBLICO – 
DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO

(…)

Tratándose de juegos de azar y apuestas, con 
excepción de los juegos de casino y máquinas 
tragamonedas, el Impuesto se aplicará sobre el monto 
determinado de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 3 
del inciso a) del artículo 56.”
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PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

decreto legislativo
nº 1412

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30823, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por el plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal d) numeral 5 del artículo 2, de la citada 
Ley faculta al Poder Ejecutivo para legislar en materia de 
modernización del Estado, a fin de implementar servicios y 
espacios compartidos por parte de las entidades públicas, 
así como establecer disposiciones para el gobierno 
digital y las plataformas multiservicios y de trámites 
que faculten a las entidades públicas para delegar la 
gestión y resolución de actos administrativos a otras 
entidades públicas bajo criterios que prioricen eficiencia, 
productividad, oportunidad y mejora de servicios para 
el ciudadano y la empresa; o a terceros, en las etapas 
previas a la emisión de la resolución que contenga la 
decisión final de la entidad;

Que, el ítem d.3) del literal d) del numeral 5 del artículo 
2 de la citada norma establece la facultad de legislar 
para establecer el marco normativo para promover el 
despliegue transversal de las tecnologías digitales en 
las entidades del Estado; a fin de mejorar el alcance, 
condiciones, la prestación y el acceso de los ciudadanos 
a los servicios que presta el Estado;

Que, la Política 35 del Acuerdo Nacional, sobre 
Sociedad de la Información y Sociedad del Conocimiento, 
señala en el literal e) que el Estado fomentará la 
modernización del Estado, mediante el uso de las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), 
con un enfoque descentralista, planificador e integral;

Que, mediante el Decreto Supremo N° 086-2015-
PCM, se declara de interés nacional las acciones, 
actividades e iniciativas desarrolladas en el marco del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) e 
implementación del Programa País, y crea la Comisión 
Multisectorial de naturaleza permanente para promover 
las acciones de seguimiento del referido proceso, y 
comprende la participación del Estado peruano en las 
actividades previstas en el Acuerdo y Memorando de 
Entendimiento suscritos entre la OCDE y el Gobierno del 
Perú, así como todas las demás actividades relacionadas 
con la organización, promoción, impulso y apoyo al 
referido proceso;

Que, las tecnologías digitales y el gobierno digital 
son conceptos integrados en las actividades, lenguaje 
y estructuras de la sociedad actual, y hacen parte del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), organización que entiende su uso estratégico 
como parte integral del diseño de políticas y estrategias 
de modernización del gobierno, con la finalidad de 
crear servicios digitales de valor, seguros, confiables y 
accesibles para los ciudadanos y sociedad en general, lo 
cual se sustenta en un ecosistema compuesto por actores 
del sector público, sector privado, academia y otros 
interesados, quienes apoyan en la implementación de 
iniciativas y acciones para diseño, creación, producción 
de datos, servicios y contenidos, asegurando el pleno 
respeto los derechos de las personas en el entorno digital;

Que mediante Decreto Legislativo N° 604, se aprueba 
la Ley de Organización y Funciones del Instituto Nacional 
de Estadística e Informática - INEI, que crea el Sistema 

Nacional de Informática el cual tiene como objetivos 
normar las actividades de informática; coordinar, integrar 
y racionalizar las actividades de informática; y promover la 
capacitación, investigación y desarrollo de las actividades 
de informática;

Que, conforme lo establecido en el artículo 47 del 
Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 022-2017-PCM, la Secretaría de Gobierno 
Digital - SEGDI es el órgano de línea, con autoridad 
técnico normativa a nivel nacional, responsable de formular 
y proponer políticas nacionales y sectoriales, planes 
nacionales, normas, lineamientos y estrategias en materia 
de informática y de Gobierno Electrónico. Asimismo, es el 
órgano rector del Sistema Nacional de Informática; 

Que, dentro de este contexto, es necesario adecuar 
la gobernanza y gestión del gobierno digital en el Estado 
Peruano y mejorar la articulación en los tres niveles de 
gobierno, para lo cual resulta indispensable establecer 
el marco normativo que regule y habilite a las entidades 
del Estado integrar de manera intensiva las tecnologías 
digitales para la prestación de servicios digitales 
en condiciones seguras, confiables, transparentes, 
interoperables en un entorno de gobierno digital;

De conformidad con lo establecido en el literal d) del 
numeral 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

decreto legislativo QUe aPrUeBa la leY de 

goBierno digital

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto 
La presente Ley tiene por objeto establecer el marco 

de gobernanza del gobierno digital para la adecuada 
gestión de la identidad digital, servicios digitales, 
arquitectura digital, interoperabilidad, seguridad digital 
y datos, así como el régimen jurídico aplicable al uso 
transversal de tecnologías digitales en la digitalización 
de procesos y prestación de servicios digitales por parte 
de las entidades de la Administración Pública en los tres 
niveles de gobierno.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación

2.1. La presente Ley es de aplicación a toda entidad 
que forma parte de la Administración Pública a que se 
refiere el artículo I del Título Preliminar del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General. Sus regulaciones también 
alcanzan a las personas jurídicas o naturales que, por 
mandato legal, encargo o relación contractual ejercen 
potestades administrativas, y por tanto su accionar se 
encuentra sujeto a normas de derecho público, en los 
términos dispuestos por la Presidencia del Consejo de 
Ministros.

2.2. En el caso de las empresas que conforman la 
actividad empresarial del Estado, su aplicación se da en 
todo aquello que le resulte aplicable.

Artículo 3.- Definiciones
Para efectos de la presente Ley, se adoptan las 

siguientes definiciones:

1. Tecnologías Digitales.- Se refieren a las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación - TIC, 
incluidos Internet, las tecnologías y dispositivos móviles, 
así como la analítica de datos utilizados para mejorar 
la generación, recopilación, intercambio, agregación, 
combinación, análisis, acceso, búsqueda y presentación 
de contenido digital, incluido el desarrollo de servicios y 
aplicaciones aplicables a la materia de gobierno digital.

2. Entorno Digital.- Es el dominio o ámbito 
habilitado por las tecnologías y dispositivos digitales, 
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generalmente interconectados a través de redes de datos 
o comunicación, incluyendo el Internet, que soportan los 
procesos, servicios, infraestructuras y la interacción entre 
personas.

3. Servicio Digital.- Es aquel provisto de forma total 
o parcial a través de Internet u otra red equivalente, que 
se caracteriza por ser automático, no presencial y utilizar 
de manera intensiva las tecnologías digitales, para la 
producción y acceso a datos y contenidos que generen 
valor público para los ciudadanos y personas en general.

4. Canal Digital.- Es el medio de contacto digital que 
disponen las entidades de la Administración Pública a los 
ciudadanos y personas en general para facilitar el acceso 
a toda la información institucional y de trámites, realizar 
y hacer seguimiento a servicios digitales, entre otros. 
Este canal puede comprender páginas y sitios web, redes 
sociales, mensajería electrónica, aplicaciones móviles u 
otros.

5. Ciudadano Digital.- Es aquel que hace uso de las 
tecnologías digitales y ejerce sus deberes y derechos en 
un entorno digital seguro.

6. Gobernanza Digital.- Es el conjunto de procesos, 
estructuras, herramientas y normas que nos permiten 
dirigir, evaluar y supervisar el uso y adopción de las 
tecnologías digitales en la organización.

7. Arquitectura Digital.- Es el conjunto de 
componentes, lineamientos y estándares, que desde una 
perspectiva integral de la organización permiten alinear los 
sistemas de información, datos, seguridad e infraestructura 
tecnológica con la misión y objetivos estratégicos de la 
entidad, de tal manera que se promuevan la colaboración, 
interoperabilidad, escalabilidad, seguridad y el uso 
optimizado de las tecnologías digitales en un entorno de 
gobierno digital.

Artículo 4.- Finalidad
La presente Ley tiene por finalidad:

4.1 Mejorar la prestación y acceso de servicios 
digitales en condiciones interoperables, seguras, 
disponibles, escalables, ágiles, accesibles, y que faciliten 
la transparencia para el ciudadano y personas en general.

4.2 Promover la colaboración entre las entidades de 
la Administración Pública, así como la participación de 
ciudadanos y otros interesados para el desarrollo del 
gobierno digital y sociedad del conocimiento.

Artículo 5.- Principios rectores 
Las disposiciones contenidas en la presente Ley, así 

como su aplicación se rigen por los siguientes principios 
rectores:

5.1 Especialidad.- La presente norma es aplicable 
a los servicios digitales prestados por las entidades de la 
Administración Pública en un entorno de gobierno digital, sin 
perjuicio de lo regulado para los procedimientos administrativos 
u otros que se rigen por su propia normatividad.

5.2 Equivalencia Funcional.- El ejercicio de la 
identidad digital para el uso y prestación de servicios 
digitales confiere y reconoce a las personas las mismas 
garantías que otorgan los modos tradicionales de 
relacionarse entre privados y/o en la relación con las 
entidades de la Administración Pública.

5.3 Privacidad desde el Diseño.- En el diseño y 
configuración de los servicios digitales se adoptan las 
medidas preventivas de tipo tecnológico, organizacional, 
humano y procedimental.

5.4 Igualdad de Responsabilidades.- Las entidades 
de la Administración Pública responden por los actos 
realizados a través de canales digitales de la misma 
manera y con iguales responsabilidades que por los 
realizados a través de medios presenciales. 

5.5 Usabilidad.- En el diseño y configuración de los 
servicios digitales se propenderá a que su uso resulte de 
fácil manejo para los ciudadanos y personas en general.

5.6 Cooperación Digital.- Prima el intercambio de 
datos e información, la interoperabilidad de los sistemas 
y soluciones para la prestación conjunta de servicios 
digitales.

5.7 Digital desde el Diseño.- Los servicios, de 
manera preferente, progresiva y cuando corresponda, se 

diseñan y modelan para que sean digitales de principio 
a fin.

5.8 Proporcionalidad.- Los requerimientos de 
seguridad y autenticación de los servicios digitales 
prestados por las entidades de la Administración Pública 
deben ser proporcionales al nivel de riesgo asumido en la 
prestación del mismo. 

5.9 Datos Abiertos por Defecto.- Los datos se 
encuentran abiertos y disponibles de manera inmediata, 
sin comprometer el derecho a la protección de los datos 
personales de los ciudadanos. Ante la duda corresponde 
a la Autoridad de Transparencia definirlo.

5.10 Nivel de protección adecuado para los datos 
personales.- El tratamiento de los datos personales 
debe realizarse conforme a lo establecido en la Ley de 
Protección de Datos Personales y su Reglamento.

TÍTULO II

GOBIERNO DIGITAL

CAPÍTULO I

GOBIERNO DIGITAL

Artículo 6.- Gobierno Digital

6.1. El gobierno digital es el uso estratégico de las 
tecnologías digitales y datos en la Administración Pública 
para la creación de valor público. Se sustenta en un 
ecosistema compuesto por actores del sector público, 
ciudadanos y otros interesados, quienes apoyan en la 
implementación de iniciativas y acciones de diseño, 
creación de servicios digitales y contenidos, asegurando 
el pleno respeto de los derechos de los ciudadanos y 
personas en general en el entorno digital.

6.2. Comprende el conjunto de principios, políticas, 
normas, procedimientos, técnicas e instrumentos utilizados 
por las entidades de la Administración Pública en la 
gobernanza, gestión e implementación de tecnologías 
digitales para la digitalización de procesos, datos, contenidos 
y servicios digitales de valor para los ciudadanos.

Artículo 7.- Objetivos del Gobierno Digital
Los objetivos del gobierno digital son:

7.1 Normar las actividades de gobernanza, gestión 
e implementación en materia de tecnologías digitales, 
identidad digital, servicios digitales, arquitectura digital, 
interoperabilidad, seguridad digital y datos.

7.2 Coordinar, integrar y promover la colaboración 
entre las entidades de la Administración Pública.

7.3 Promover la investigación y desarrollo en la 
implementación de tecnologías digitales, identidad digital, 
servicios digitales, interoperabilidad, seguridad digital y datos.

7.4 Promover y orientar la formación y capacitación 
en materia de gobierno digital y tecnologías digitales en 
todos los niveles de gobierno.

Artículo 8.- Ente Rector en materia de Gobierno 
Digital

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, es el ente rector en 
materia de gobierno digital que comprende tecnologías 
digitales, identidad digital, interoperabilidad, servicio 
digital, datos, seguridad digital y arquitectura digital. Dicta 
las normas y establece los procedimientos en materia 
de gobierno digital y, es responsable de su operación y 
correcto funcionamiento.

Artículo 9.- Funciones del ente rector en materia 
de gobierno digital 

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, en su calidad de ente 
rector tiene las siguientes atribuciones:

9.1 Programar, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar 
la aplicación de la materia de gobierno digital.

9.2 Elaborar y proponer normas reglamentarias y 
complementarias que regulan la materia de gobierno 
digital.
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9.3 Elaborar lineamientos, procedimientos, 
metodologías, modelos, directivas u otros estándares de 
obligatorio cumplimiento para la implementación de las 
materias de gobierno digital.

9.4 Emitir opinión vinculante sobre el alcance, 
interpretación e integración de normas que regulan la 
materia de gobierno digital.

9.5 Emitir opinión previa a fin de validar técnicamente 
proyectos de tecnologías digitales de carácter transversal 
en materia de interoperabilidad, seguridad digital, 
identidad digital, datos, arquitectura digital o aquellos 
destinados a mejorar la prestación de servicios digitales.

9.6 Brindar apoyo técnico a las entidades públicas en 
la gestión e implementación de tecnologías digitales.

9.7 Definir los alcances del marco normativo en 
materia de gobierno digital.

9.8 Supervisar y fiscalizar, cuando corresponda, el 
cumplimiento del marco normativo en materia de gobierno 
digital.

9.9 Promover mecanismos que aseguren la identidad 
digital como pilar fundamental para la inclusión digital y la 
ciudadanía digital.

9.10 Promover y gestionar la implementación de 
proyectos de implementación de tecnologías digitales 
u otros mecanismos destinados a mejorar la prestación 
de servicios digitales, en coordinación con las entidades 
públicas, según corresponda.

9.11 Promover la digitalización de los procesos y 
servicios a partir del uso e implementación de tecnologías 
digitales.

9.12 Realizar acciones de coordinación y articulación 
con representantes de la administración pública, 
ciudadanos u otros interesados con la finalidad de 
optimizar el uso de tecnologías digitales para el desarrollo 
del gobierno digital y tecnologías digitales. 

CAPÍTULO II

IDENTIDAD DIGITAL

Artículo 10.- De la Identidad Digital

10.1 La identidad digital es aquel conjunto de atributos 
que individualiza y permite identificar a una persona en 
entornos digitales. 

10.2 Los atributos de la identidad digital son otorgados 
por distintas entidades de la Administración Pública que, 
en su conjunto, caracterizan al individuo.

Artículo 11.- Marco de Identidad Digital del Estado 
Peruano

El Marco de Identidad Digital del Estado Peruano está 
constituido por lineamientos, especificaciones, guías, 
directivas, estándares e infraestructura de tecnologías 
digitales, que permiten de manera efectiva la identificación 
y autenticación de los ciudadanos y personas en general 
cuando acceden a los servicios digitales. 

Artículo 12.- Credencial de Identidad Digital 
Es la representación de una identidad digital que 

comprende los atributos inherentes a la persona definidos 
en el Marco de Identidad Digital del Estado Peruano, a fin 
de facilitar la autenticación digital.

Artículo 13.- Identificación Digital
La identificación digital es el procedimiento de 

reconocimiento de una persona como distinta de otras, 
en el entorno digital. Las entidades de la Administración 
Pública deben establecer los procedimientos para 
identificar a las personas que accedan a los servicios 
digitales.

Artículo 14.- Autenticación Digital 
La autenticación digital es el procedimiento de 

verificación de la identidad digital de una persona, 
mediante el cual se puede afirmar que es quien dice ser. 

Para el acceso a un servicio digital las entidades de 
la Administración Pública deben adoptar los mecanismos 
o procedimientos de autenticación digital, considerando 
los niveles de seguridad a establecerse en la norma 
reglamentaria. 

Artículo 15.- Inclusión digital
La inclusión digital es el acceso y uso de los servicios 

digitales por parte de los ciudadanos a través de su 
identidad digital, promoviendo la ciudadanía digital. 
Para tal fin las entidades de la Administración Pública 
adoptan las disposiciones que emite el ente rector para la 
prestación de dichos servicios.

Artículo 16.- Documento Nacional de Identidad 
electrónico (DNIe)

El Documento Nacional de Identidad Electrónico 
(DNIe) es una credencial de identidad digital, emitida 
por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil - 
RENIEC, que acredita presencial y no presencialmente la 
identidad de las personas.

Artículo 17.- Uso del Documento Nacional de 
Identidad electrónico

Los funcionarios y servidores públicos al servicio de 
las entidades de la Administración Pública pueden hacer 
uso del Documento Nacional de Identidad Electrónico 
(DNIe) para el ejercicio de sus funciones en los actos 
de administración, actos administrativos, procedimientos 
administrativos y servicios digitales.

El DNIe sólo otorga garantía sobre la identificación de 
la persona natural, mas no en el cargo, rol, atribuciones o 
facultades que ostenta un funcionario o servidor de una 
entidad de la Administración Pública; dicho funcionario 
o servidor público es el responsable de gestionar en 
su entidad las autorizaciones de acceso y asignación 
de roles, atribuciones o facultades para hacer uso del 
indicado DNIe en los sistemas de información que hagan 
uso del mismo.

CAPÍTULO III

PRESTACIÓN DE SERVICIOS DIGITALES

Artículo 18.- Garantías para la prestación de 
servicios digitales 

Las entidades de la Administración Pública, de manera 
progresiva y cuando corresponda, deben garantizar a las 
personas el establecimiento y la prestación de los servicios 
digitales, comprendidos en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley, debiendo para tal efecto:

18.1 Reconocer y aceptar el uso de la identidad digital 
de todas las personas según lo regulado en la presente 
Ley.

18.2 Garantizar la disponibilidad, integridad y 
confidencialidad de la información de los servicios 
digitales con la aplicación de los controles de seguridad 
que correspondan en la prestación de dichos servicios 
conforme a las disposiciones contenidas en la presente 
Ley y en la normatividad vigente sobre la materia.

18.3 Capacitar en temas en materia de firmas 
electrónicas, firmas y certificados digitales, protección de 
datos personales, interoperabilidad, arquitectura digital, 
seguridad digital, datos abiertos y gobierno digital.

18.4 Facilitar el acceso a la información requerida por 
otra entidad de la Administración Pública, sobre los datos 
de las personas que obren en su poder y se encuentren 
en soporte electrónico, únicamente para el ejercicio 
de sus funciones en el ámbito de sus competencias. 
Queda excluida del intercambio la información que pueda 
afectar la seguridad nacional o aquella relacionada con la 
legislación sobre Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, o la que expresamente sea excluida por Ley.

18.5 Implementar servicios digitales haciendo un 
análisis de la arquitectura digital y rediseño funcional.

18.6 Considerar la implementación de pagos a través 
de canales digitales. 

18.7 Facilitar a las personas información detallada, 
concisa y entendible sobre las condiciones de tratamiento 
de sus datos personales.

18.8 Garantizar la conservación de las comunicaciones 
y documentos generados a través de canales digitales en 
las mismas o mejores condiciones que aquellas utilizadas 
por los medios tradicionales.

18.9 Garantizar que en el diseño y configuración de 
los servicios digitales se adoptan las medidas técnicas, 
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organizativas y legales para la debida protección de datos 
personales y la confidencialidad de las comunicaciones.

Artículo 19.- Conservación de los documentos 
electrónicos firmados digitalmente

Para conservar documentos electrónicos y garantizar 
la perdurabilidad en el tiempo de la firma digital 
incorporada en aquellos se emplean sellos de tiempo y 
mecanismos basados en estándares internacionalmente 
aceptados que permitan verificar el estado del certificado 
digital asociado.

Cuando dicho tipo de documentos electrónicos, y sus 
respectivos formatos que aseguran la característica de 
perdurabilidad de la firma digital, deban ser conservados 
de modo permanente, éstos se archivarán observando 
las disposiciones legales sobre la materia.

Artículo 20.- Sede Digital
La sede digital es un tipo de canal digital, a través 

del cual pueden acceder los ciudadanos y personas 
en general a un catálogo de servicios digitales, realizar 
trámites, hacer seguimiento de los mismos, recepcionar 
y enviar documentos electrónicos, y cuya titularidad, 
gestión y administración corresponde a cada entidad de 
la Administración Pública en los tres niveles de gobierno.

Artículo 21.- Registro Digital
Las sedes digitales de las entidades de la 

Administración Pública cuentan con un registro 
digital para recibir documentos, solicitudes, escritos y 
comunicaciones electrónicas dirigidas a dicha entidad. 

Artículo 22.- Domicilio Digital
Es uno de los atributos de la identidad digital que se 

constituye en el domicilio habitual de un ciudadano en el 
entorno digital, el cual es utilizado por las entidades de 
la Administración Pública para efectuar comunicaciones 
o notificaciones.

CAPÍTULO IV

GOBERNANZA DE DATOS

Artículo 23.- Datos

23.1 Los datos son la representación dimensionada 
y descifrable de hechos, información o concepto, 
expresada en cualquier forma apropiada para su 
procesamiento, almacenamiento, comunicación e 
interpretación.

23.2 Las entidades de la Administración Pública 
administran sus datos como un activo estratégico, 
garantizando que estos se recopilen, procesen, 
publiquen, almacenen y pongan a disposición durante 
el tiempo que sea necesario y cuando sea apropiado, 
considerando las necesidades de información, riesgos y 
la normatividad vigente en materia de gobierno digital, 
seguridad digital, transparencia, protección de datos 
personales y cualquier otra vinculante.

Artículo 24.- Infraestructura Nacional de Datos 
La Infraestructura Nacional de Datos se define como 

el conjunto articulado de políticas, normas, medidas, 
procesos, tecnologías digitales, repositorios y bases de 
datos destinadas a promover la adecuada recopilación, 
procesamiento, publicación, almacenamiento y puesta a 
disposición de los datos que gestionan las entidades de 
la Administración Pública.

Artículo 25.- Marco de Gobernanza y Gestión de 
Datos del Estado Peruano

El Marco de Gobernanza y Gestión de Datos del 
Estado Peruano está constituido por instrumentos 
técnicos y normativos que establecen los requisitos 
mínimos que las entidades de la Administración 
Pública deben implementar conforme a su contexto 
legal, tecnológico y estratégico para asegurar un nivel 
básico y aceptable para la recopilación, procesamiento, 
publicación, almacenamiento y apertura de los datos que 
administre.

CAPÍTULO V

INTEROPERABILIDAD 

Artículo 26.- Interoperabilidad 
La Interoperabilidad es la capacidad de interactuar 

que tienen las organizaciones diversas y dispares para 
alcanzar objetivos que hayan acordado conjuntamente, 
recurriendo a la puesta en común de información y 
conocimientos, a través de los procesos y el intercambio 
de datos entre sus respectivos sistemas de información.

Artículo 27.- Marco de Interoperabilidad del Estado 
Peruano

El Marco de Interoperabilidad del Estado Peruano está 
constituido por políticas, lineamientos, especificaciones, 
estándares e infraestructura de tecnologías digitales, 
que permiten de manera efectiva la colaboración entre 
entidades de la Administración Pública para el intercambio 
de información y conocimiento, para el ejercicio de 
sus funciones en el ámbito de sus competencias, en la 
prestación de servicios digitales inter-administrativos 
de valor para el ciudadano provisto a través de canales 
digitales.

Artículo 28.- Gestión del Marco de Interoperabilidad 
del Estado Peruano

El Marco de Interoperabilidad del Estado Peruano se 
gestiona a través de los siguientes niveles:

28.1. Interoperabilidad a nivel organizacional: 
Se ocupa del alineamiento de objetivos, procesos, 
responsabilidades y relaciones entre las entidades de 
la Administración Pública para intercambiar datos e 
información para el ejercicio de sus funciones en el ámbito 
de sus competencias.

28.2 Interoperabilidad a nivel semántico: Se ocupa 
del uso de los datos y la información de una entidad 
garantizando que el formato y significado preciso de 
dichos datos e información a ser intercambiada pueda 
ser entendido por cualquier aplicación de otra entidad 
de la Administración Pública. Dichas entidades deben 
adoptar los estándares definidos por el ente rector para el 
intercambio de datos e información. 

28.3. Interoperabilidad a nivel técnico: Se ocupa 
de los aspectos técnicos relacionados con las interfaces, 
la interconexión, integración, intercambio y presentación 
de datos e información, así como definir los protocolos 
de comunicación y seguridad. Es ejecutado por personal 
de las Oficinas de Informática o las que hagan sus veces 
de las entidades de la Administración Pública, de acuerdo 
con los estándares definidos por el ente rector.

28.4. Interoperabilidad a nivel legal: Se ocupa de 
la adecuada observancia de la legislación y lineamientos 
técnicos con la finalidad de facilitar el intercambio de 
datos e información entre las diferentes entidades de la 
Administración Pública, así como el cumplimiento de los 
temas concernientes con el tratamiento de la información 
que se intercambia. 

Artículo 29.- Reutilización de Software 
Las entidades de la Administración Pública titulares 

de Software Público Peruano, desarrollado mediante la 
contratación de terceros o por personal de la entidad para 
soportar sus procesos o servicios, adoptan las medidas 
necesarias a fin de obtener la titularidad exclusiva sobre 
los derechos patrimoniales del referido Software Público 
Peruano.

Todas las entidades de la Administración Pública 
deben compartir Software Público Peruano bajo licencias 
libres o abiertas que permitan (i) usarlo o ejecutarlo, (ii) 
copiarlo o reproducirlo, (iii) acceder al código fuente, 
código objeto, documentación técnica y manuales de uso, 
(iv) modificarlo o transformarlo en forma colaborativa, y (v) 
distribuirlo, en beneficio del Estado Peruano.

CAPÍTULO VI

SEGURIDAD DIGITAL

Artículo 30.- De la Seguridad Digital 
La seguridad digital es el estado de confianza en el 

entorno digital que resulta de la gestión y aplicación de 
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un conjunto de medidas proactivas y reactivas frente a 
los riesgos que afectan la seguridad de las personas, la 
prosperidad económica y social, la seguridad nacional y 
los objetivos nacionales en dicho entorno. Se sustenta 
en la articulación con actores del sector público, sector 
privado y otros quienes apoyan en la implementación de 
controles, acciones y medidas.

Artículo 31.- Marco de Seguridad Digital del Estado 
Peruano

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano se 
constituye en el conjunto de principios, modelos, políticas, 
normas, procesos, roles, tecnología y estándares 
mínimos que permitan preservar la confidencialidad, 
integridad, disponibilidad de la información en el entorno 
digital administrado por las entidades de la Administración 
Pública.

Artículo 32.- Gestión del Marco de Seguridad 
Digital del Estado Peruano

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano 
tiene los siguientes ámbitos:

a. Defensa: El Ministerio de Defensa (MINDEF) en el 
marco de sus funciones y competencias dirige, supervisa 
y evalúa las normas en materia de ciberdefensa.

b. Inteligencia: La Dirección Nacional de Inteligencia 
(DINI) como autoridad técnica normativa en el marco de 
sus funciones emite, supervisa y evalúa las normas en 
materia de inteligencia, contrainteligencia y seguridad 
digital en el ámbito de esta competencia.

c. Justicia: El Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos (MINJUS), el Ministerio del Interior (MININTER), 
la Policía Nacional del Perú (PNP), el Ministerio Público 
y el Poder Judicial (PJ) en el marco de sus funciones y 
competencias dirigen, supervisan y evalúan las normas 
en materia de ciberdelincuencia.

d. Institucional: Las entidades de la Administración 
Pública deben establecer, mantener y documentar un 
Sistema de Gestión de la Seguridad de la Información 
(SGSI).

Artículo 33.- Articulación de la Seguridad Digital 
con la Seguridad de la Información

El Marco de Seguridad Digital del Estado Peruano 
se articula y sustenta en las normas, procesos, 
roles, responsabilidades y mecanismos regulados e 
implementados a nivel nacional en materia de Seguridad 
de la Información.

La Seguridad de la Información se enfoca en la 
información, de manera independiente de su formato y 
soporte. La seguridad digital se ocupa de las medidas 
de la seguridad de la información procesada, transmitida, 
almacenada o contenida en el entorno digital, procurando 
generar confianza, gestionando los riesgos que afecten la 
seguridad de las personas y la prosperidad económica y 
social en dicho entorno.

Artículo 34.- Financiamiento
La implementación de lo establecido en el presente 

Decreto Legislativo se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades involucradas, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

Artículo 35.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Reglamentación
La Presidencia del Consejo de Ministros, mediante 

Decreto Supremo, aprueba el Reglamento del presente 
Decreto Legislativo en un plazo máximo de ciento ochenta 
(180) días, contados a partir del día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial El Peruano.

Segunda.- Normas sobre Identidad Digital Nacional
El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 

(RENIEC) en el ámbito de sus funciones y competencias 
emitirá las normas que resulten pertinentes para el 
otorgamiento, registro y acreditación de la identidad 
digital nacional. La Identidad Digital Nacional proporciona 
el mismo valor legal que el Documento Nacional de 
Identidad. 

Tercera.- Fortalecimiento de capacidades
La Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR) 

en el ámbito de sus funciones y competencias, en 
coordinación con la Secretaría de Gobierno Digital, 
promueve el fortalecimiento de capacidades en 
materia de gobierno digital y tecnologías digitales a 
los funcionarios y servidores de las entidades de la 
Administración Pública.

Cuarta.- Registro de Centros de Acceso Público
Las entidades de la Administración Pública que 

implementan progresivamente, en función a sus 
recursos y capacidades, espacios o centros de acceso 
público, previstos en la Ley de Promoción de Banda 
Ancha y Construcción de la Red Dorsal Nacional de 
Fibra Óptica, con miras a fortalecer capacidades y 
facilitar el proceso de inclusión digital de los ciudadanos 
y personas en general el acceso a los servicios digitales 
deben comunicarlo a la Secretaría de Gobierno Digital 
para el registro respectivo.

Entiéndase que toda referencia a los Centros de 
Acceso Ciudadano previstos en el Reglamento de la Ley 
de Firmas y Certificados Digitales se entenderá hecha al 
Centro de Acceso Público previsto en la presente norma.

Quinta.- Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia a 

partir del día siguiente de su publicación, con excepción 
de lo previsto en los artículos 11, 12, 14, 15, 19, 20, 
21, 22, 25, 27, 31 y numerales 18.1, 18.5, 18.6 y 18.8 
del artículo 18, que entrarán en vigor con la norma 
reglamentaria correspondiente. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Credencial de Identidad Digital
Las entidades de la Administración Pública pueden 

hacer uso de los mecanismos existentes para la 
autenticación de las personas en entornos digitales 
dentro de un contexto determinado, conforme a los 
lineamientos, progresividad y plazos a establecerse en 
el reglamento del presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Servicios Digitales
Las entidades de la Administración Pública que a 

la fecha de entrada en vigencia del presente Decreto 
Legislativo hayan implementado y brinden servicios 
digitales adoptan y adecuan las disposiciones de los 
mismos de manera progresiva conforme a sus recursos, 
capacidades, lineamientos y plazos a establecerse en 
el reglamento de la presente Ley, sin perjuicio de lo 
establecido en el numeral 5.1 del artículo 5 del presente 
Decreto Legislativo.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-1
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Decreto LegisLativo
Nº 1413

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, por el plazo de 
sesenta (60) días calendario, en los términos a que hace 
referencia el artículo 104 de la Constitución Política del 
Perú y el artículo 90 del Reglamento del Congreso de la 
República;

Que, el literal h) del inciso 2) del artículo 2 de la citada 
Ley N° 30823, establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia de gestión económica y 
competitividad a fin de, entre otros, optimizar la regulación 
del transporte en todas sus modalidades facilitando el 
cabotaje nacional e internacional de carga y pasajeros 
mediante la aprobación de una norma que regule 
íntegramente el fomento del cabotaje;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas en el literal h) del inciso 2) del 
artículo 2 de la Ley N° 30823; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo Para 
ProMover Y FaciLitar eL 

traNsPorte MaritiMo eN trÁFico De 
caBotaJe De PasaJeros Y De carga 

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

promover y facilitar el transporte marítimo en tráfico de 
cabotaje a fin de generar una alternativa competitiva de 
transporte de pasajeros y carga en la costa peruana.

Artículo 2. Ámbito de aplicación 

2.1. El presente Decreto Legislativo se aplica a todas 
las personas naturales o jurídicas, de derecho público 
o privado y entidades de la Administración Pública 
vinculadas al transporte marítimo de pasajeros y de carga 
en la costa peruana.

2.2. Se excluye de los efectos de este Decreto 
Legislativo al transporte marítimo de líquidos a granel, 
distintos al gas natural licuefactado. 

Artículo 3. Declaración de necesidad e interés 
público 

3.1. Declárese de necesidad e interés público el 
transporte marítimo regular de pasajeros y carga general, 
así como el transporte de gas natural licuefactado 
en naves metaneras en la costa marítima peruana y 
autorícese al Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
y al Ministerio de Energía y Minas, a promover dichos 
transportes en el ámbito de sus competencias.

3.2. Declárese de necesidad e interés público el uso de 
Unidades Flotantes de Almacenamiento (UFA) y Unidades 
Flotantes de Almacenamiento y Regasificación (UFAR) 
en puertos marítimos nacionales, para la recepción y 
regasificación de GNL y posterior entrega de Gas Natural 
a los usuarios. 

Artículo 4. Acceso al cabotaje marítimo de 
pasajeros y de carga

El tráfico de cabotaje marítimo de pasajeros y de 
carga es realizado por persona natural o persona jurídica 
constituida en el Perú, con capital social de origen nacional 

o extranjero y que haya obtenido el correspondiente 
Permiso de Operación de la Dirección General de 
Transporte Acuático del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, exceptuándosele de lo dispuesto en 
el numeral 1 del artículo 4, en los numerales 7.1, 7.2 y 
7.3 del artículo 7, en el numeral 13.6 del artículo 13 y 
en la Segunda Disposición Transitoria y Final de la Ley                             
Nº 28583, Ley de Reactivación y Promoción de la Marina 
Mercante Nacional.

Artículo 5. Naves para el cabotaje marítimo y 
prestación del servicio

5.1. Para realizar el cabotaje marítimo las naves 
deben contar con la certificación de clase otorgada 
por una clasificadora, miembro de la Asociación 
Internacional de Sociedades de Clasificación (IACS), y 
contar con coberturas de protección e indemnización o 
responsabilidad civil. 

5.2. Asimismo, las naves y la prestación del servicio 
cumplen con las disposiciones de seguridad, protección y 
de conservación del medio ambiente acuático, de acuerdo 
a la normativa nacional y los convenios internacionales.

Artículo 6. Infraestructura portuaria
Los operadores de infraestructura portuaria de 

uso público podrán considerar un espacio para sus 
actividades logísticas complementarias para la carga 
de cabotaje, diferenciado de la carga internacional; así 
como las facilidades necesarias para el embarque y 
desembarque de pasajeros, cuando las condiciones 
económicas lo ameriten y/o se alcance el mutuo acuerdo 
con el concesionario, según corresponda, de acuerdo a 
la Ley N° 30809, Ley que modifica la Ley 28977, Ley de 
Facilitación del Comercio Exterior, y la Ley N° 30264, Ley 
que Establece Medidas para Promover el Crecimiento 
Económico, Decreto Legislativo N° 1224, Decreto 
Legislativo del Marco de Promoción de la Inversión Privada 
mediante Asociaciones Público Privadas y Proyectos en 
Activos, así como cualquier otra normativa de la materia.

 
Artículo 7. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones y el Ministro de Energía 
y Minas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
FINALES

PRIMERA. Reglamentación
El presente Decreto Legislativo es reglamentado 

mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones, el Ministro de Energía 
y Minas y el Ministro de Defensa, en un plazo máximo 
de ciento veinte (120) días calendario contados a partir 
del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial El 
Peruano.

SEGUNDA. Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia a 

partir del día siguiente de la publicación de su Reglamento.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
TRANSITORIA

ÚNICA. Excepción temporal para las empresas 
navieras nacionales y extranjeras 

Exceptúese a la persona natural o persona jurídica, 
con capital social de origen nacional o extranjero 
vinculada al transporte marítimo de pasajeros y de carga 
en la costa peruana, por un plazo de tres (3) años a 
partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo, de 
la obligación de contar con el requisito de constitución 
en el país y de obtener el correspondiente permiso 
de operación de la Dirección General de Transporte 
Acuático del Ministerio de Transporte y Comunicaciones, 
con el propósito de generar una mayor oferta de naves 
para cubrir las necesidades del transporte marítimo por 
tráfico de cabotaje, en beneficio de los usuarios y la 
competitividad del país. 
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El Ministerio de Transportes y Comunicaciones debe 
evaluar la continuidad de esta disposición según los 
beneficios que se registren luego de transcurrido el plazo 
de tres (3) años contados a partir de la vigencia de la 
presente norma. 

De corresponder, la ampliación del plazo es 
establecida mediante decreto supremo refrendado por el 
Ministro de Transportes y Comunicaciones.

POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1691026-2

Decreto LegisLativo
Nº 1414

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que mediante Ley N° 30823, Ley que delega en el 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de gestión 
económica y competitividad, de integridad y lucha contra 
la corrupción, de prevención y protección de personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad y de modernización 
de la gestión del Estado, el Congreso de la República ha 
delegado en el Poder Ejecutivo, por el término de sesenta 
(60) días calendario, la facultad de legislar para, entre 
otros, impulsar el desarrollo productivo y empresarial de 
las Micro, Pequeña y Mediana Empresas – MIPYME, 
estableciendo una nueva regulación, entre otras materias, 
del régimen de contrataciones, en el marco de lo previsto 
en el literal c) del numeral 2 del artículo 2 de la citada Ley; 

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal c) del 
numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo QUe aUtoriZa aL 
MiNisterio De La ProDUcciÓN a coNForMar 

NÚcLeos eJecUtores De coMPras 
Para ProMover Y FaciLitar eL acceso De 

Las Micro Y PeQUeÑas eMPresas a Las 
coMPras PÚBLicas

Artículo 1.- Objeto
La norma tiene por objeto impulsar el desarrollo 

productivo y empresarial de las micro y pequeñas 
empresas (MYPE) mediante la conformación de núcleos 
ejecutores de compras que se desarrolla en el presente 
Decreto Legislativo, a través del cual se canalizarán los 
procesos de adquisición de los bienes manufacturados 
especializados detallados en el artículo 4, por parte de 
las entidades demandantes, garantizando en los referidos 
procesos los principios establecidos en la Ley N° 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado.

Artículo 2.- Finalidad

2.1 La finalidad es promover la participación de 
las MYPE en las compras públicas, buscando generar 
condiciones que posibiliten el incremento sostenible de 
sus niveles de productividad, calidad, gestión comercial 
y formalización empresarial; y con ello su mejor acceso 
a los mercados y un escalonamiento productivo 
progresivo. 

2.2 El Reglamento del presente Decreto Legislativo 
define las condiciones de transitabilidad, compromisos y 
demás condiciones de participación de las MYPE en el 
régimen que se establece en la presente norma. 

Artículo 3.- Núcleos ejecutores de compras

3.1 Los núcleos ejecutores de compras son entes 
colectivos constituidos que gozan de capacidad 
jurídica para contratar e intervenir en procedimientos 
administrativos y judiciales. Se sujetan al presente 
Decreto Legislativo, su Reglamento, demás disposiciones 
que emita el Ministerio de la Producción y supletoriamente 
a las normas que regulan las actividades del ámbito del 
derecho privado.

3.2 Los núcleos ejecutores están conformados por un 
Directorio, que adopta acuerdos de forma colegiada y por 
una Secretaría Ejecutiva que conduce la gestión técnica, 
operacional y administrativa. 

3.3 Los núcleos ejecutores de compras son 
permanentes y tienen a su cargo el proceso de adquisición 
de los bienes de los sectores que se indican en el 
numeral 4.1 del artículo 4, solicitados por las entidades 
demandantes y producidos por las MYPE. El proceso de 
adquisición debe cumplir con los principios que rigen las 
contrataciones establecidos en el artículo 2 de la Ley N° 
30225, Ley de Contrataciones del Estado, así como con 
las demás normas que regulen su actuación. 

3.4 Los núcleos ejecutores de compras no forman 
parte de la estructura orgánica del Ministerio de la 
Producción ni son entidades públicas. 

Artículo 4.- Bienes manufacturados especializados 
y entidades demandantes

4.1. Bienes manufacturados especializados
Son bienes manufacturados especializados a ser 

adquiridos a través de núcleos ejecutores de compras, 
aquellos que corresponden a las actividades económicas 
de la Cuarta Revisión de la Clasificación Industrial 
Internacional Uniforme - CIIU, aprobada por Resolución 
Jefatural N° 024-2010-INEI, en uno o más de los 
siguientes Sectores:

a) Sector Textil-confecciones: Actividades económicas 
de las Clases que conforman las Divisiones 13 y 14.

b) Sector Muebles, bienes de madera, bienes de 
materias primas no maderables y/o bienes de plástico: 
Actividades económicas de las Clases que conforman las 
Divisiones 16, 17, 22 y 31.

c) Sector Cuero y calzado: Actividades económicas de 
las Clases que conforman la División 15.

d) Sector Metalmecánica: Actividades económicas de 
las Clases que conforman las Divisiones 25, 28, 29 y 30.

Mediante Decreto Supremo con refrendo del Ministro 
de la Producción y del Ministro de Economía y Finanzas 
se actualizan o incluyen otros sectores o actividades 
similares a las contempladas en los literales precedentes. 

4.2. Entidades Demandantes

4.2.1 Pueden ser entidades demandantes aquellas 
entidades del Gobierno Nacional que cuenten con 
recursos programados o asignados en su presupuesto 
institucional, según corresponda, para la adquisición de 
los bienes a que se refiere el numeral precedente. 

4.2.2 Los Gobiernos Regionales pueden ser entidades 
demandantes siempre que opten por comunicar al 
Ministerio de la Producción su requerimiento de bienes 
manufacturados especializados, de acuerdo a lo 
estipulado en el numeral 9.1. 
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El Ministerio de Transportes y Comunicaciones debe 
evaluar la continuidad de esta disposición según los 
beneficios que se registren luego de transcurrido el plazo 
de tres (3) años contados a partir de la vigencia de la 
presente norma. 

De corresponder, la ampliación del plazo es 
establecida mediante decreto supremo refrendado por el 
Ministro de Transportes y Comunicaciones.

POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CésAR VILLANuEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

EDMER TRuJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

FRANCIsCO IsMODEs MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1691026-2

decreto legislativo
nº 1414

EL PREsIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CuANTO:

Que mediante Ley N° 30823, Ley que delega en el 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de gestión 
económica y competitividad, de integridad y lucha contra 
la corrupción, de prevención y protección de personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad y de modernización 
de la gestión del Estado, el Congreso de la República ha 
delegado en el Poder Ejecutivo, por el término de sesenta 
(60) días calendario, la facultad de legislar para, entre 
otros, impulsar el desarrollo productivo y empresarial de 
las Micro, Pequeña y Mediana Empresas – MIPYME, 
estableciendo una nueva regulación, entre otras materias, 
del régimen de contrataciones, en el marco de lo previsto 
en el literal c) del numeral 2 del artículo 2 de la citada Ley; 

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal c) del 
numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

decreto legislativo QUe aUtoriZa al 
Ministerio de la ProdUcciÓn a conForMar 

nÚcleos eJecUtores de coMPras 
Para ProMover Y Facilitar el acceso de 

las Micro Y PeQUeÑas eMPresas a las 
coMPras PÚBlicas

Artículo 1.- Objeto
La norma tiene por objeto impulsar el desarrollo 

productivo y empresarial de las micro y pequeñas 
empresas (MYPE) mediante la conformación de núcleos 
ejecutores de compras que se desarrolla en el presente 
Decreto Legislativo, a través del cual se canalizarán los 
procesos de adquisición de los bienes manufacturados 
especializados detallados en el artículo 4, por parte de 
las entidades demandantes, garantizando en los referidos 
procesos los principios establecidos en la Ley N° 30225, 
Ley de Contrataciones del Estado.

Artículo 2.- Finalidad

2.1 La finalidad es promover la participación de 
las MYPE en las compras públicas, buscando generar 
condiciones que posibiliten el incremento sostenible de 
sus niveles de productividad, calidad, gestión comercial 
y formalización empresarial; y con ello su mejor acceso 
a los mercados y un escalonamiento productivo 
progresivo. 

2.2 El Reglamento del presente Decreto Legislativo 
define las condiciones de transitabilidad, compromisos y 
demás condiciones de participación de las MYPE en el 
régimen que se establece en la presente norma. 

Artículo 3.- Núcleos ejecutores de compras

3.1 Los núcleos ejecutores de compras son entes 
colectivos constituidos que gozan de capacidad 
jurídica para contratar e intervenir en procedimientos 
administrativos y judiciales. se sujetan al presente 
Decreto Legislativo, su Reglamento, demás disposiciones 
que emita el Ministerio de la Producción y supletoriamente 
a las normas que regulan las actividades del ámbito del 
derecho privado.

3.2 Los núcleos ejecutores están conformados por un 
Directorio, que adopta acuerdos de forma colegiada y por 
una Secretaría Ejecutiva que conduce la gestión técnica, 
operacional y administrativa. 

3.3 Los núcleos ejecutores de compras son 
permanentes y tienen a su cargo el proceso de adquisición 
de los bienes de los sectores que se indican en el 
numeral 4.1 del artículo 4, solicitados por las entidades 
demandantes y producidos por las MYPE. El proceso de 
adquisición debe cumplir con los principios que rigen las 
contrataciones establecidos en el artículo 2 de la Ley N° 
30225, Ley de Contrataciones del Estado, así como con 
las demás normas que regulen su actuación. 

3.4 Los núcleos ejecutores de compras no forman 
parte de la estructura orgánica del Ministerio de la 
Producción ni son entidades públicas. 

Artículo 4.- Bienes manufacturados especializados 
y entidades demandantes

4.1. Bienes manufacturados especializados
Son bienes manufacturados especializados a ser 

adquiridos a través de núcleos ejecutores de compras, 
aquellos que corresponden a las actividades económicas 
de la Cuarta Revisión de la Clasificación Industrial 
Internacional uniforme - CIIu, aprobada por Resolución 
Jefatural N° 024-2010-INEI, en uno o más de los 
siguientes sectores:

a) sector Textil-confecciones: Actividades económicas 
de las Clases que conforman las Divisiones 13 y 14.

b) sector Muebles, bienes de madera, bienes de 
materias primas no maderables y/o bienes de plástico: 
Actividades económicas de las Clases que conforman las 
Divisiones 16, 17, 22 y 31.

c) Sector Cuero y calzado: Actividades económicas de 
las Clases que conforman la División 15.

d) Sector Metalmecánica: Actividades económicas de 
las Clases que conforman las Divisiones 25, 28, 29 y 30.

Mediante Decreto supremo con refrendo del Ministro 
de la Producción y del Ministro de Economía y Finanzas 
se actualizan o incluyen otros sectores o actividades 
similares a las contempladas en los literales precedentes. 

4.2. Entidades Demandantes

4.2.1 Pueden ser entidades demandantes aquellas 
entidades del Gobierno Nacional que cuenten con 
recursos programados o asignados en su presupuesto 
institucional, según corresponda, para la adquisición de 
los bienes a que se refiere el numeral precedente. 

4.2.2 Los Gobiernos Regionales pueden ser entidades 
demandantes siempre que opten por comunicar al 
Ministerio de la Producción su requerimiento de bienes 
manufacturados especializados, de acuerdo a lo 
estipulado en el numeral 9.1. 
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4.2.3 Las entidades demandantes son autónomas 
en la determinación de las especificaciones técnicas, 
cantidad, oportunidad de entrega y demás características 
de los bienes manufacturados especializados que serán 
objeto de adquisición.

Artículo 5.- Constitución y funcionamiento del 
núcleo ejecutor de compras

5.1. El Ministerio de la Producción, a través de sus 
órganos de línea, programas o proyectos, constituye un 
núcleo ejecutor de compras por cada uno de los sectores 
que se indican en el numeral 4.1 del artículo 4, cuyo 
Directorio está integrado por los siguientes miembros:

a) un/una (1) representante del Ministerio de la 
Producción.; 

b) un/una (1) representante del Instituto Nacional de 
Calidad (INACAL);

c) Dos (2) representantes de los gremios de MYPE 
vinculados con el sector productivo de los bienes materia 
de la adquisición; y,

d) un/una (1) representante de la entidad demandante.

5.2 Los miembros indicados en los literales a), b) y c) del 
numeral 5.1 precedente participan en todos los procesos 
de adquisiciones a cargo del respectivo núcleo ejecutor de 
compras. El miembro indicado en el literal d) solo participa 
durante el proceso específico de adquisición de los bienes 
manufacturados especializados requeridos por la entidad 
demandante a la que representa, integrándose al núcleo 
respectivo en la oportunidad que la entidad solicite al 
Ministerio de la Producción el inicio de la elaboración del 
expediente de adquisición definitivo acompañando a su 
solicitud la acreditación de la transferencia de recursos. 

5.3 Los representantes de los gremios de MYPE 
participan de las decisiones del núcleo ejecutor de 
compras con voz, pero sin voto.

5.4 El Reglamento define el procedimiento y el plazo 
para la designación de los miembros del Directorio de cada 
núcleo ejecutor de compras, así como los mecanismos 
para la toma de acuerdos, su estructura orgánica, los 
mecanismos de control y supervisión y demás aspectos 
relevantes para su adecuado funcionamiento. 

Artículo 6.- Funciones de los Núcleos Ejecutores 
de Compras

6.1 Las funciones de los núcleos ejecutores de 
compras son las siguientes:

a) Realizar procesos de selección, contratación y 
adquisición de bienes manufacturados especializados por 
las MYPE, conforme a las especificaciones previamente 
recogidas en el expediente de adquisición definitivo.

b) Realizar el acompañamiento técnico-productivo a 
las MYPE adjudicadas en los procesos de adquisición.

c) Liquidar los procesos de adquisición de dichos 
bienes y emitir el informe de cierre correspondiente.

d) suscribir convenios y contratos distintos a los 
previstos en el literal a), que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus fines. 

e) Realizar la distribución y/o eventual instalación de 
los bienes adquiridos, cuando sea requerida.

f) Otras funciones que se establezcan en el 
Reglamento.

6.2 Las funciones específicas del Directorio y la 
secretaría Ejecutiva de los núcleos ejecutores de compras 
son definidas en el Reglamento. 

Para el cumplimiento de las funciones señaladas 
en el presente artículo el Ministerio de la Producción 
asigna al núcleo ejecutor de compras personal técnico 
y administrativo, cuyo costo es financiado con su 
presupuesto institucional sin demandar mayores recursos 
del Tesoro Público.

Artículo 7.- Obligaciones del Ministerio de la 
Producción

En el marco del presente Decreto Legislativo, el 
Ministerio de la Producción, a través de sus órganos 

de línea, programas o proyectos, tiene las siguientes 
obligaciones:

a) Identificar y coordinar la demanda potencial de 
bienes manufacturados especializados requeridos por las 
diversas entidades demandantes.

b) Elaborar los expedientes de adquisición de los 
bienes demandados, sobre la base de las especificaciones 
técnicas, estructura de costos y demás condiciones 
requeridas por la entidad demandante.

c) Conducir las actividades necesarias para la 
conformación y funcionamiento de los núcleos ejecutores 
de compras.

d) Supervisar los procesos de adquisición y ejecución 
contractual a cargo de los referidos núcleos, incluida la 
supervisión de la calidad de los productos que adquieren 
a las MYPE. 

e) Establecer el régimen de penalidades por 
incumplimiento contractual por parte de las MYPE, que 
los núcleos ejecutores de compras incorporan en sus 
procesos de adquisición. 

f) Transferir recursos a los núcleos ejecutores de 
compra y realizar el monitoreo de dichos recursos.

g) Publicar, en su Portal Institucional, información 
sobre el avance en la ejecución de los procesos de 
adquisición a cargo de los núcleos ejecutores de compras.

h) Publicar en el sistema Electrónico de Contrataciones 
del Estado (SEACE) las contrataciones que se realicen. 

i) supervisar a los núcleos ejecutores de compras 
y evaluar los impactos de la implementación de este 
modelo. 

j) Elaborar y publicar trimestralmente en su Portal 
Institucional (www.produce.gob.pe), un informe sobre las 
acciones realizadas con cargo a los recursos transferidos 
a favor de los núcleos ejecutores de compras, lo que 
incluye el avance en el cronograma de actividades. 
La copia de este informe es remitida al Ministerio de 
Economía y Finanzas.

k) Dar cuenta a la Contraloría General de la República 
sobre los convenios celebrados con los núcleos ejecutores 
de compras. 

l) Implementar otros mecanismos que garanticen la 
transparencia y la rendición de cuentas en la ejecución 
de los respectivos procesos de adquisición, distribución 
y liquidación.

Artículo 8.- Responsabilidades 

8.1 Todos los contratos que celebren los núcleos 
ejecutores de compras al amparo del presente Decreto 
Legislativo y sus normas de desarrollo, contienen una 
cláusula anticorrupción cuyo incumplimiento conlleva 
a la imposibilidad permanente de la MYPE y, de los 
administradores y personas naturales que sean socios de 
aquélla, para participar en los procesos a cargo de los 
núcleos ejecutores de compras.

8.2 La presentación de información falsa por parte de 
la MYPE en el procedimiento de selección de postores 
que lleva a cabo un núcleo ejecutor de compras, entre 
otras conductas que se establezcan en el Reglamento, 
ocasionan la imposibilidad temporal de la MYPE y, en su 
caso, de sus administradores y personas naturales que 
sean socios de aquélla, para participar en los procesos a 
cargo de los núcleos ejecutores de compras. La referida 
imposibilidad será por el tiempo que se determine 
reglamentariamente. 

8.3 Las limitaciones a la participación de las MYPE, 
sus administradores y de las personas naturales que 
sean socios de aquélla, se inscriben en el registro interno 
que para tales efectos implementa el Ministerio de la 
Producción.

8.4 Los miembros del Directorio y demás actores 
intervinientes en las compras a cargo del núcleo ejecutor 
de compras son responsables civil y penalmente, según 
corresponda, por la gestión de los recursos transferidos 
por el Ministerio de la Producción. 

Los miembros del Directorio y de la secretaría 
Ejecutiva del núcleo ejecutor de compras que 
sean servidores públicos asumen responsabilidad 
administrativa, adicionalmente a las responsabilidades 
civil y penal señaladas en párrafo precedente.
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Artículo 9.- Evaluación de demandas de 
adquisición 

9.1 La evaluación de la demanda de adquisición de 
bienes manufacturados es realizada por el Ministerio de 
la Producción, para lo cual las entidades demandantes 
pondrán a su disposición la información sobre sus 
requerimientos. El Ministerio de la Producción identifica la 
oferta productiva de las MYPE para atender la demanda. 

9.2 Los procedimientos y plazos para el desarrollo 
de los actos preparatorios serán establecidos en el 
reglamento.

9.3 La gestión realizada en la fase de evaluación de 
la demanda concluye en cada caso, con la elaboración 
de un expediente de adquisición preliminar a cargo del 
Ministerio de la Producción, el cual las características y 
condiciones esenciales de los bienes y la validación por 
parte de la entidad demandante.

Artículo 10.- Inicio del proceso de compra a través 
de los núcleos ejecutores de compras

10.1 Sobre la base de las condiciones definidas en la 
fase de evaluación de demandas descrita en el artículo 9 
y realizada la transferencia de recursos por las entidades 
demandantes al Ministerio de la Producción para la 
adquisición de los respectivos bienes, este último elabora 
el expediente de adquisición definitiva y lo entrega al 
núcleo ejecutor de compra respectivo para que dé inicio al 
procedimiento especial de adquisición.

10.2 El reglamento desarrollará el procedimiento 
especial de adquisición que regirá los procesos de compra 
de bienes manufacturados especializados, en armonía 
con los principios contenidos en la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado. 

Artículo 11.- Transferencias de recursos para 
las acciones a cargo de los núcleos ejecutores de 
compras 

11.1 Las entidades demandantes indicadas en el 
numeral 10.1, se encuentran autorizadas a efectuar las 
transferencias de recursos a favor del Ministerio de la 
Producción.

11.2 El proceso de transferencia de recursos se inicia 
a requerimiento del Ministerio de la Producción. 

11.3 Para el caso de las entidades del Gobierno 
Nacional dichas transferencias se realizan bajo la 
modalidad de modificaciones presupuestarias en el nivel 
institucional, las que se aprueban mediante decreto 
supremo refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas, el Ministro de la Producción y el Ministro del 
sector correspondiente. 

11.4 Para el caso de los Gobiernos Regionales, las 
transferencias de recursos se efectúan a través de 
transferencias financieras, las que se aprueban mediante 
acuerdo de Consejo Regional. El acuerdo del Consejo 
Regional se publica en el Diario Oficial El Peruano.

11.5 La transferencia de recursos señalada en 
el presente artículo debe considerar la demanda de 
unidades del bien manufacturado especializado requerido 
por el pliego habilitador, así como el total del presupuesto 
destinado en el año fiscal respectivo.

11.6 El Ministerio de la Producción transfiere 
financieramente los recursos a favor de los núcleos 
ejecutores de compras para las adquisiciones de los 
bienes requeridos por las entidades demandantes, 
así como para la gestión administrativa de los núcleos 
ejecutores de compras de corresponder. Las referidas 
transferencias financieras se aprueban mediante 
resolución del titular del Ministerio de la Producción o del 
funcionario a quien dicho titular delegue, y se publican en 
el Diario Oficial El Peruano.

11.7 Para las transferencias de recursos a los núcleos 
ejecutores de compras, se requiere la suscripción de un 
convenio entre éstos y el Ministerio de la Producción, a 
través de sus órganos de línea, programas o proyectos, 
en el cual se establecen los términos y condiciones para 
la entrega de los citados recursos en una cuenta bancaria 
del Banco de la Nación, a ser abierta por el Ministerio de 
la Producción a nombre del núcleo ejecutor de compras, 

así como para las correspondientes rendiciones de 
cuentas, sin perjuicio de la posterior presentación del 
cronograma de actividades, que incluye el desarrollo del 
proceso de producción de los bienes requeridos por la 
entidad demandante.

Artículo 12.- Saldos no utilizados
El convenio a que se refiere el numeral 11.7 del 

artículo 11 debe contener la obligación del núcleo ejecutor 
de compras de devolver los saldos no utilizados a 
consecuencia de la resolución o culminación del convenio, 
según sea el caso, conforme a los procedimientos 
establecidos por el sistema Nacional de Tesorería.

Artículo 13.- Financiamiento 
La implementación del presente Decreto Legislativo 

se financia con cargo al presupuesto institucional de 
las entidades involucradas, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

Artículo 14.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros, el Ministro de la Producción y el 
Ministro de Economía y Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Publicación del Reglamento
El Reglamento se aprueba mediante decreto supremo 

refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, 
el Ministro de la Producción y el Ministro de Economía 
y Finanzas, y se publica en el plazo de hasta noventa 
(90) días hábiles contados a partir de la publicación del 
presente Decreto Legislativo.

Segunda.- Disposiciones aplicables a los Núcleos 
Ejecutores de Compras

El Ministerio de la Producción emite las disposiciones 
normativas a las que se refiere el numeral 3.1 del artículo 3, 
a efectos de regular la actividad de los núcleos ejecutores 
de compras, dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles 
contados a partir de la publicación del Reglamento.

Tercera.- Evaluación de impacto
El Ministerio de la Producción evalúa los resultados y/o 

impacto de la implementación de la medida aprobada en el 
presente Decreto Legislativo, los cuales serán publicados 
en cumplimiento de lo dispuesto en el literal j) del artículo 
7. Para tal efecto, establece la estrategia metodológica 
e instrumentos para el diseño e implementación de la 
referida evaluación, incluyendo el levantamiento de 
información de línea de base, y considerando el marco de 
generación de evidencias del presupuesto por resultados. 

Cuarta.- Contribución a la formalización laboral
Mediante Decreto supremo refrendado por el Ministro 

de la Producción y el Ministro de Trabajo y Promoción del 
Empleo, se determina gradualmente las condiciones que 
acrediten la contribución de las MYPE participantes en el 
régimen establecido en el presente Decreto Legislativo a 
la formalización laboral. 

Quinta.- Vigencia 
El presente Decreto Legislativo rige a partir de la fecha 

de entrada en vigencia de su Reglamento.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- Continuidad de los núcleos ejecutores de 
compras en ejecución, en el marco del Capítulo I del 
Decreto de Urgencia N° 058-2011

Los núcleos ejecutores de compras constituidos o por 
constituirse en el marco de lo dispuesto en el Capítulo I del 
Decreto de urgencia N° 058-2011; continúan cumpliendo 
sus funciones de acuerdo con las disposiciones del citado 
Decreto de urgencia y sus normas complementarias, 
hasta su liquidación y cierre. 

A partir de la conformación de los núcleos ejecutores 
de compras que se establecen en el presente Decreto 
Legislativo, no se conforman nuevos núcleos ejecutores 
de compras en el marco del Capítulo I del Decreto de 
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Urgencia N° 058-2011, sin perjuicio de que los procesos 
de compras iniciados al amparo de esta última disposición 
y que eventualmente requieran ejecutarse en más de 
un ejercicio anual, continúen desarrollándose hasta su 
culminación.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CésAR VILLANuEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

RAÚL PÉREZ-REYES ESPEJO
Ministro de la Producción

1691026-3

decreto legislativo
nº 1415

EL PREsIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CuANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad y 
de modernización de la gestión del Estado”, el Congreso 
de la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de integridad y lucha 
contra la corrupción, por el término de sesenta (60) días 
calendario;

Que, en ese sentido, el literal b) del inciso 3 del artículo 
2 del citado dispositivo legal autoriza al Poder Ejecutivo 
a “modificar la legislación vigente sobre la gestión de 
intereses en el Estado, relacionada con los registros 
preventivos, las agendas oficiales de funcionarios y los 
registros de visitas”;

Que, la gestión de intereses es una actividad legítima 
que puede ser ejercida por cualquier persona natural o 
jurídica en ejercicio de sus derechos fundamentales, con 
la finalidad de exponer sus puntos de vista en el marco 
del proceso de definición de una decisión pública, a fin 
de orientar dicha decisión en el sentido deseado por 
ellas;

Que, sin perjuicio de ser la gestión de intereses 
una actividad legítima, esta requiere ser regulada para 
asegurar la equidad y transparencia en una cultura de 
integridad, convirtiéndose en un instrumento de prevención 
orientado a asegurar la probidad en la administración 
pública conforme a las disposiciones contenidas en la 
Convención de las Naciones unidas contra la Corrupción 
y la Convención Interamericana contra la Corrupción de 
las cuales Perú es parte obligada;

Que, en esa línea, adquiere relevancia contar con 
registros de datos abiertos que permitan el fácil acceso y 
la búsqueda de información por parte de la ciudadanía, de 
modo que las actividades de visitas, gestión de intereses 
y agendas oficiales de los funcionarios y servidores 
públicos respondan a principios de máxima transparencia 
y publicidad, fundamentales para fortalecer una cultura de 
integridad pública;

De acuerdo con ello, en concordancia con la Política 
General de Gobierno, la Política y el Plan Nacional de 
Integridad y Lucha contra la Corrupción 2018-2021, el 
presente decreto legislativo busca fortalecer una cultura 
de integridad en aras de recuperar la confianza ciudadana 
en la administración pública;

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

decreto legislativo QUe ModiFica la
leY nº 28024, leY QUe regUla la 

gestiÓn de intereses en la 
adMinistraciÓn PÚBlica

Artículo 1.- Objeto.
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

modificar la Ley N° 28024, Ley que Regula la Gestión 
de Intereses en la Administración Pública, respecto 
a los registros preventivos, las agendas oficiales de 
funcionarios y los registros de visitas a fin de facilitar su 
acceso, y mejorar el contenido y publicidad de los mismos.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 5 y 16 de 
la Ley N° 28024, Ley que regula la Gestión de Intereses 
en la Administración Pública.

Modifícanse los artículos 5 y 16 de la Ley N° 28024, Ley 
que regula la Gestión de Intereses en la Administración 
Pública, en los siguientes términos: 

“Artículo 5.- De los funcionarios y servidores con 
capacidad de decisión  

5.1. Los funcionarios de la administración pública con 
capacidad de decisión pública en el ámbito de la presente 
Ley son los siguientes:

a) Presidente de la República;
b) Primer y segundo Vicepresidentes de la República, 

cuando se encargan del Despacho Presidencial;
c) Congresistas de la República;
d) Ministros, viceministros, secretarios generales, 

directores nacionales y directores generales, prefectos y 
subprefectos, consejeros, asesores y demás funcionarios 
de rango equivalente;

e) Presidente y miembros del Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial, incluyendo su gerente general;

f) Gobernadores regionales y vicegobernadores 
cuando asumen el Gobierno Regional, así como los 
miembros de los Consejos Regionales y gerentes 
regionales;

g) Alcaldes, regidores y directores de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima y de municipalidades provinciales 
y distritales de toda la República;

h) Presidente y miembros de los directorios de las 
empresas comprendidas en la actividad empresarial del 
Estado, así como los gerentes generales de las mismas;

i) Los titulares de los pliegos presupuestarios de las 
entidades comprendidas en el artículo 1 de la presente 
Ley, así como cualquier funcionario o servidor público 
que preste servicios en un cargo de confianza, cuando 
corresponda;

j) Los que determine cada organismo de la 
administración pública, por el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos respectivo; y

k) En general los funcionarios con capacidad de 
decisión pública, de acuerdo a lo que establezca el 
reglamento de la presente Ley.

5.2. Corresponde a la más alta autoridad administrativa 
de cada entidad, con apoyo de las Oficinas de Recursos 
Humanos, identificar a los funcionarios o servidores 
públicos a los que hacen referencia los literales d), j) y k) 
del presente artículo, dicha relación es pública.   

Asimismo, es responsable de mantener actualizada la 
información que se consigna en el registro de visitas al que 
se refiere el artículo 16 de la presente Ley, garantizando 
su seguridad, publicidad y acceso en formato de datos 
abiertos, en sus respectivos portales web institucionales.

5.3. Las Oficinas de Integridad Institucional o quien 
haga sus veces, tienen la responsabilidad de velar por la 
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implementación, ejecución y el cumplimiento de la política 
referida a gestión de intereses.”

“Artículo 16.- Registro de Visitas en línea y 
Agendas Oficiales

16.1. Las entidades públicas previstas en el artículo 1 
de esta Ley cuentan con un Registro de Visitas en Línea 
en formato electrónico en el que se consigna información 
sobre el nombre de la(s) persona(s) que realiza(n) la 
visita, su identificación, persona natural o jurídica a la que 
pertenece o representa, funcionario o servidor público a 
quien visita, cargo que este ocupa dentro de la entidad, 
motivo de la reunión, y hora de ingreso y salida.

La información que brinde el visitante a la entidad 
pública para el Registro de Visitas tiene carácter de 
Declaración Jurada.

La información contenida en el Registro de Visitas y 
en la Agenda Oficial de cada funcionario público previsto 
en el artículo 5 de la presente Ley, deberá publicarse 
en el portal web de cada entidad y en la Plataforma de 
Integridad.pe (http://www.peru.gob.pe/integridad), y se 
actualiza diariamente.

Los funcionarios o servidores públicos, a que se 
refiere el artículo 5 de la Ley, que detecten una acción 
de gestión de intereses por parte de una persona que 
no haya consignado dicho asunto en el Registro de 
Visitas, tienen el deber de registrar dicha omisión en 
el Registro.

16.2. Los funcionarios mencionados en el artículo 
5, cuando tengan comunicación con los gestores de 
intereses, deben dejar constancia del hecho y el detalle 
de este en el registro respectivo conforme se establezca 
en el reglamento de la presente Ley. Los funcionarios 
pueden contar con asistencia administrativa para cumplir 
con el registro, lo que no implica el traslado de esta 
responsabilidad, la cual es personal e indelegable.

16.3. Los Funcionarios y Servidores Públicos 
mencionados en el artículo 5 de la presente ley, están 
prohibidos de atender actos de gestión de intereses fuera 
de la sede institucional. Excepcionalmente, los actos de 
gestión pueden realizarse fuera de la sede institucional 
siempre que sean programados previamente en la 
agenda oficial, en cuyo caso debe dejarse constancia del 
hecho y registrar la gestión conforme al reglamento de la 
presente ley.”

Artículo 3.- Incorporación del artículo 16-A a la Ley 
N° 28024

Incorpórese el artículo 16-A a la Ley N° 28024, Ley de 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en los 
siguientes términos:

“Artículo 16-A.-: De los Registros Preventivos
La Presidencia del Consejo de Ministros establece 

criterios y lineamientos para la implementación de 
registros preventivos.”

Artículo 4 - Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia de la norma 
Las modificaciones normativas contenidas en la 

presente ley entran en vigencia a los treinta (30) días 
naturales posteriores a la emisión del reglamento al que se 
hace mención en la Tercera Disposición Complementaria 
Final de esta norma. La implementación del registro al 
que se hace referencia en el artículo 16 de la Ley, es 
progresiva en las entidades públicas que, por cuestiones 
de accesibilidad y limitación de medios, no cuenten con 
herramientas para su uso inmediato.

Segunda. Plataformas electrónicas
La Presidencia del Consejo de Ministros implementa, 

facilita y actualiza el funcionamiento de las plataformas 
electrónicas que sean necesarias para la publicidad de los 
registros previstos en la Ley.

Tercera. Reglamentación
Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros, se aprueba el nuevo 
Reglamento de la Ley Nº 28024, Ley que Regula la 
Gestión de Intereses en la Administración Pública, en un 
plazo no mayor de sesenta (60) días hábiles a partir de la 
publicación de la presente norma. 

Cuarta. Comprobación de datos identificación de 
personas naturales o jurídicas

Para la comprobación de datos de identificación de 
personas naturales o jurídicas en el Registro de Visitas 
en línea y Agendas Oficiales utilizarán la Plataforma de 
Interoperabilidad del Estado – PIDE, administrada por 
la Presidencia del Consejo de Ministros a través de la 
Secretaría de Gobierno Digital.

Quinta.  Integración en el Portal Nacional de Datos 
Abiertos

Los Registros de Visitas en línea y Agendas Oficiales 
en formatos abiertos, a que se hace alusión en el 
numeral 5.2 del presente Decreto Legislativo, de manera 
progresiva y en función de las capacidades y recursos 
de las entidades se integran al Portal Nacional de Datos 
Abiertos.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANuEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-4

Decreto LegisLativo
Nº 1416

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CuANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la Gestión del 
Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, asimismo, el segundo párrafo del literal g) del 
numeral 5) del artículo 2 de la Ley Nº 30823, faculta al 
Poder Ejecutivo a legislar con el fin de actualizar el 
marco normativo y fortalecer la gestión institucional de 
los Tribunales Administrativos y órganos colegiados de 
los organismos públicos con el fin de aligerar la carga 
procesal y/o procedimientos a su cargo y mejorar su 
eficiencia en el marco del proceso de modernización.

Que, el presente Decreto Legislativo tiene por 
finalidad fortalecer el Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, el cual fue creado por Decreto 
Legislativo Nº 1353, con el objeto de actualizar el marco 
normativo, fortalecer la gestión institucional y adecuar 
procedimientos administrativos del Tribunal con la 
finalidad de aligerar la carga procesal y/o procedimientos 
para mejorar la eficiencia respecto a su función resolutiva, 
logrando garantizar el derecho de acceso a la información 
que tienen las personas;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y la Ley Nº 30823, Ley 
que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar 
en materia de gestión económica y competitividad, de 
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integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la gestión del 
Estado;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo QUe FortaLece
eL triBUNaL De traNsPareNcia Y 

acceso a La iNForMaciÓN PÚBLica

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

fortalecer el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública e implementar progresivamente 
el procedimiento administrativo electrónico en última 
instancia administrativa.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación
Las normas contenidas en el presente Decreto 

Legislativo son aplicables a todas las entidades señaladas 
en el Artículo I del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General, así como a las 
empresas del Estado, personas naturales y jurídicas de 
derecho privado, en lo que corresponda; y a las personas 
comprendidas en la Ley Nº 29733, Ley de Protección de 
Datos Personales.

Artículo 3.- Modificación del artículo 11 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea 
la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, fortalece el régimen de 
protección de datos personales y la regulación de la 
gestión de intereses

Modifícase el artículo 11 del Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
fortalece el régimen de protección de datos personales y 
la regulación de la gestión de intereses, en los siguientes 
términos:

“Artículo 11.- Conformación del Tribunal

11.1 El Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública está constituido por dos (2) salas, 
cada una de ellas está conformada por tres (03) vocales 
designados mediante Resolución Suprema por un periodo 
de cuatro (4) años, previo concurso público realizado 
conforme a lo establecido por el Reglamento. Al menos 
un vocal debe ser abogado. 

11.2 El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
a través de Decreto Supremo, crea salas adicionales a 
propuesta del Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública.

11.3 El Presidente del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública es elegido de acuerdo 
a lo dispuesto en el Reglamento del Decreto Legislativo 
N° 1353. 

11.4 El Tribunal cuenta con una Secretaría Técnica 
encargada de brindar apoyo técnico y administrativo 
permanente.

11.5 El procedimiento correspondiente en caso de 
abstención, recusación o ausencia justificada por parte de 
alguno de los vocales del Tribunal se rige de acuerdo al 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353.”

Artículo 4.- Incorporación del artículo 15 al Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea 
la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, fortalece el régimen de 
protección de datos personales y la regulación de la 
gestión de intereses.

Incorpórese el artículo 15 al Decreto Legislativo N° 
1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
fortalece el régimen de protección de datos personales y 
la regulación de la gestión de intereses y en los siguientes 
términos: 

“Artículo 15.- Publicidad de las resoluciones
El Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, a través del portal institucional 
publica las resoluciones que expida como última instancia 
administrativa, la misma que interopera con la Plataforma 
de Interoperabilidad del Estado Peruano.”

Artículo 5.- Financiamiento 
La aplicación del presente Decreto Legislativo se 

financia con cargo al pliego institucional del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público. 

Artículo 6.- Refrendo 
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Implementación progresiva del sistema 
de información para el procedimiento administrativo 
electrónico

El Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública implementa de manera progresiva el sistema 
de información para el procedimiento administrativo 
electrónico en última instancia administrativa haciendo 
uso de tecnologías digitales. 

Segunda.- Lineamientos en materia de Gobierno 
Digital

La adopción e implementación de Tecnologías Digitales, 
Identidad Digital, Servicio Digital, Datos, Seguridad Digital 
y Arquitectura Digital, uso de datos georreferenciados, 
portales de uso ciudadano e interoperabilidad entre 
entidades de la administración pública, entre otros, se 
realiza en coordinación y siguiendo los lineamientos que 
emita la Secretaría de Gobierno Digital de la Presidencia 
del Consejo de Ministros.

Tercera.- Implementación de la Segunda Sala
La implementación de la segunda sala del Tribunal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública se 
realiza hasta el término del primer semestre del año 2019.

Cuarta.- Modificación del Reglamento del Decreto 
Legislativo N° 1353

Mediante Decreto Supremo, con voto aprobatorio 
del Consejo de Ministros, se aprueba la modificación del 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353, aprobado 
por Decreto Supremo N° 019-2017-JuS; en un plazo 
máximo de sesenta (60) días calendario contados a partir 
del día siguiente de la publicación en el Diario Oficial El 
Peruano del presente Decreto Legislativo.

Quinta.- Vigencia
El presente Decreto Legislativo entra en vigencia al 

día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que 
modifica el Reglamento del Decreto Legislativo N° 1353.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

Única. - Modificación de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
conforme a su Texto Único Ordenado, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM

Modifícase el literal e) del artículo 11 de la Ley N° 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, conforme a su Texto Único Ordenado, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM, en los siguientes 
términos:

“Artículo 11.- Procedimiento
(…)
e) En los casos señalados en los literales c) y d) del 

presente artículo, el solicitante en un plazo no mayor de 
quince (15) días calendario puede interponer el recurso 
de apelación ante el Tribunal, asimismo en caso se haya 
presentado ante la entidad que emitió el acto impugnado, 
ésta debe elevarlo al Tribunal conforme lo establecido en 
el Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, aprobado 
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mediante Decreto Supremo N° 006-2017-JuS. El Tribunal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
resuelve dicho recurso en el plazo máximo de diez (10) 
días hábiles, bajo responsabilidad.

(…)”.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los doce 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANuEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1691026-5

Decreto LegisLativo 
Nº 1417

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CuANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley                    
N° 30823 ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
plazo de sesenta (60) días calendario, la facultad 
de legislar en materia de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad, 
con la finalidad de establecer medidas para optimizar 
los servicios a su favor, incluyendo a quienes se 
encuentren en situación de pobreza o pobreza 
extrema; así como establecer medidas para promover 
la inclusión de las personas con discapacidad, 
garantizando el derecho al ejercicio de su capacidad 
jurídica en condiciones de igualdad, de conformidad 
con lo establecido en los literales a) y c) del numeral 4 
del artículo 2 de la referida Ley;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 del 
Decreto Legislativo N° 1098, Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, las personas con 
discapacidad son consideradas población vulnerable, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 
N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
que las define como personas que presentan deficiencias 
físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de 
carácter permanente que al interactuar con las barreras 
actitudinales y del entorno tienen dificultades o 
impedimentos en el ejercicio de sus derechos en igualdad 
de condiciones que las demás;

Que, el artículo 7 de la Constitución Política del Perú 
establece que las personas con discapacidad tienen 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal 
de protección, atención, readaptación y seguridad, 
convirtiéndose en obligación del Estado garantizar su 
cumplimiento, promoviendo las condiciones necesarias 
para su inclusión en la sociedad;

Que, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad obliga al Estado peruano 
a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad, sin discriminación 
alguna, debiendo adoptar todas las medidas legislativas, 
administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en la referida 
Convención;

Que, la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad, establece una serie de beneficios tales 
como el acceso preferente a los programas públicos de 
vivienda, la reserva de las vacantes en los procesos de 
admisión a las instituciones de educación superior, la 

bonificación en los concursos públicos de méritos y la 
cuota de empleo, enfatizando los medios que permitan 
progresivamente su inserción laboral y la implementación 
de los ajustes razonables que requieran; sin embargo, 
estos solo se aplican a aquellas personas con discapacidad 
que presentan restricciones en la participación en un 
grado mayor o igual al 33%, de acuerdo a lo indicado en 
el certificado de discapacidad; siendo necesario eliminar 
esta restricción para garantizar su derecho a la igualdad; 

Que, asimismo, es necesario garantizar el derecho 
de las personas con discapacidad de recibir el apoyo y 
soporte del padre, madre, tutor o apoyo en las atenciones 
médicas y terapias de rehabilitación que requieran, 
sin afectar los derechos laborales de sus familiares o 
personas a cargo de su cuidado;

Que, resulta necesario regular la figura del apoyo 
para las personas adultas mayores con discapacidad 
que no puedan manifestar su voluntad, a efecto de 
facilitar el cobro de sus pensiones, devolución de aportes 
económicos, o subvenciones de programas nacionales 
de asistencia no contributivo, preservando el respeto de 
su capacidad jurídica, en condiciones de igualdad y no 
discriminación;

De conformidad con lo establecido en los literales a) 
y c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto LegisLativo QUe ProMUeve 
La iNcLUsiÓN De Las PersoNas coN 

DiscaPaciDaD

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

establecer disposiciones para promover y fortalecer la 
inclusión de las personas con discapacidad en condiciones 
de igualdad, a través de medidas específicas que 
garanticen el ejercicio de sus derechos fundamentales.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 50 y 76 
de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con 
Discapacidad 

Modifícanse los artículos 50 y 76 de la Ley N° 29973, 
Ley General de la Persona con Discapacidad, conforme 
al siguiente texto:

«Artículo 50. Ajustes razonables para personas 
con discapacidad

50.1 La persona con discapacidad tiene derecho a 
ajustes razonables en el proceso de selección de recursos 
humanos y en el lugar de trabajo. 

50.2 Los ajustes razonables en el proceso de 
selección comprenden la adecuación de las metodologías, 
procedimientos, instrumentos de evaluación y métodos 
de entrevista. En el lugar de empleo de las personas 
con discapacidad, los ajustes razonables comprenden 
la adaptación de las herramientas de trabajo, las 
maquinarias y el entorno de trabajo, incluyendo la 
provisión de ayudas técnicas y servicios de apoyo; así 
como la introducción de ajustes en la organización del 
trabajo y los horarios, en función de las necesidades del 
trabajador con discapacidad.

50.3 El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
y los gobiernos regionales prestan asesoramiento y 
orientación a los empleadores para la realización de 
ajustes razonables para personas con discapacidad en 
el lugar de trabajo. Los empleadores públicos y privados 
generadores de rentas de tercera categoría tienen una 
deducción adicional en el pago del impuesto a la renta 
sobre los gastos por ajustes razonables para personas 
con discapacidad, en un porcentaje que es fijado por 
decreto supremo del Ministerio de Economía y Finanzas.

50.4 Los empleadores del sector público y privado están 
obligados a realizar los ajustes razonables, salvo cuando 
demuestren que suponen una carga desproporcionada 
o indebida, de conformidad con los criterios fijados por 
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10.2 Para el cumplimiento de sus funciones de 
supervisión se apoyarán en los siguientes agentes:

10.2.1 Oficial de Cumplimiento

(…)
i. Para que la UIF – Perú proceda al registro del 

Oficial de Cumplimiento designado por el sujeto obligado, 
este debe presentar la constancia de haber efectuado la 
declaración de beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del Código Tributario, aprobado 
mediante Decreto Legislativo N° 816 cuyo Texto Único 
Ordenado ha sido aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 133-2013-EF y normas modificatorias.

j. Los componentes que conforman el sistema de 
prevención del lavado de activos y del financiamiento 
del terrorismo son compatibles con los del modelo de 
prevención al que hace referencia la Ley N° 30424, Ley que 
regula la responsabilidad administrativa de las personas 
jurídicas por el delito de cohecho activo transnacional. En 
estos casos, la función de encargado de prevención y de 
oficial de cumplimiento a dedicación exclusiva o no exclusiva 
de las personas jurídicas que son sujetos obligados puede 
ser asumida por la misma persona, siempre que cumpla 
con los requisitos establecidos en la presente Ley y la 
normativa aplicable sobre prevención de lavado de activos 
y de financiamiento del terrorismo para su designación. La 
única función adicional que puede desempeñar un Oficial de 
Cumplimiento de una persona jurídica que es sujeto obligado 
a dedicación exclusiva es la de encargado de prevención.

(…).”

Cuarta.- Modificación de la Ley del Notariado 
Modifícase los literales d) y p) del artículo 16, y el 

literal e) del artículo 54 del Decreto Legislativo N° 1049, 
Ley de Notariado en los siguientes términos:

“Artículo 16.- Obligaciones del Notario
El notario está obligado a:

(…)
d) Requerir a los intervinientes la presentación 

del documento nacional de identidad - D.N.I. y los 
documentos de identidad o de viaje determinados para 
la identificación de extranjeros en el territorio nacional, 
además de la respectiva calidad migratoria vigente 
conforme a la normativa sobre la materia, la constancia de 
presentación de la declaración jurada informativa sobre 
beneficiario final ante la SUNAT; documento que acredite 
que el beneficiario final ha cumplido con proporcionar 
información sobre su identidad a la persona jurídica o ente 
jurídico, cuando corresponda; así como los documentos 
exigibles para la extensión o autorización de instrumentos 
públicos notariales protocolares y extraprotocolares.”

(…)
p) Cumplir con todas las normas pertinentes en materia 

de prevención del lavado de activos y del financiamiento del 
terrorismo, conforme a la legislación de la materia; entre estas 
la identificación del beneficiario final en los documentos que 
le presenten para la extensión o autorización de instrumentos 
públicos notariales protocolares y extraprotocolares”.

“Artículo 54.- Contenido de la Introducción
La introducción expresará:

(…)
e) La circunstancia de intervenir en el instrumento 

una persona en representación de otra, con indicación 
del documento que lo autoriza; así como, los datos 
de identificación del beneficiario final, conforme a la 
legislación de la materia.

(…)”.

Quinta.- Modificación del primer párrafo del 
numeral 29 del inciso 3.1 del artículo 3 de la Ley N° 
29038, Ley que incorpora a la Unidad de Inteligencia 
Financiera del Perú (UIF-PERÚ) a la Superintendencia 
de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de 
Fondos de Pensiones.

Modificase el primer párrafo del numeral 29 del inciso 
3.1 del artículo 3 de la Ley N° 29038, Ley que incorpora 

a la Unidad de Inteligencia Financiera del Perú (UIF-
PERÚ) a la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, en 
los siguientes términos:

“Artículo 3.- De los sujetos obligados a informar

3.1. Son sujetos obligados a informar y, como tal, están 
obligados a proporcionar la información a que se refiere el 
artículo 3 de la Ley Nº 27693, Ley que crea la Unidad de 
Inteligencia Financiera – Perú e implementar el sistema de 
prevención de lavado de activos y de financiamiento del 
terrorismo, las personas naturales y jurídicas siguientes:

(…) 
29) Los abogados y contadores públicos colegiados, 

que de manera independiente, y las personas jurídicas, 
cuyo objeto social es la prestación de servicios jurídicos, 
legales y/o contables, que realizan o se disponen a 
realizar en nombre de su cliente o por cuenta de este, de 
manera habitual, las siguientes actividades: 

(…)”.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1676524-5

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Decreto Supremo que dispone la 
presentación de la Declaración Jurada de 
Intereses de los funcionarios y servidores 
públicos del Poder Ejecutivo

DECREtO SUPREMO
Nº 080-2018-PCM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO:
Que, el artículo 39 de la Constitución Política del 

Perú establece que todos los funcionarios y trabajadores 
públicos están al servicio de la Nación;

Que, la Ley N° 29158 - Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo, señala los principios y normas básicas de 
organización, competencias y funciones del Poder 
Ejecutivo, como parte del Gobierno Nacional; así como 
las funciones, atribuciones y facultades legales del 
Presidente de la República y del Consejo de Ministros; 

Que, asimismo, la citada norma señala que en virtud 
al Principio de Legalidad, las autoridades, funcionarios 
y servidores del Poder Ejecutivo están sometidos a la 
Constitución Política del Perú, a las leyes y a las demás 
normas del ordenamiento jurídico; y, desarrollan sus 
funciones dentro de las facultades que les estén conferidas;

Que, la referida ley resalta el Principio de Servicio 
al Ciudadano, estableciendo que las entidades del 
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Poder Ejecutivo están al servicio de las personas y de 
la sociedad; actúan en función de sus necesidades, así 
como del interés general de la Nación;

Que, por su parte, la Ley N° 27815 - Ley del 
Código de Ética de la Función Pública, establece los 
principios, deberes y prohibiciones éticas que rigen 
para los servidores públicos de las entidades de la 
Administración Pública, estableciendo el deber de la 
probidad, el cual implica actuar con rectitud, honradez 
y honestidad en aras de satisfacer el interés general y 
desechando todo provecho o ventaja personal, obtenido 
por sí o por interpósita persona. En esa misma línea, el 
Código prohíbe a todo funcionario mantener relaciones 
o de aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses 
personales, laborales, económicos o financieros pudieran 
estar en conflicto con el cumplimiento de los deberes y 
funciones a su cargo;

Que, por su parte, el numeral 6 del Artículo IV del 
Título Preliminar de la Ley N° 28175 - Ley Marco del 
Empleo Público, señala que son principios que rigen el 
empleo público, entre otros, el Principio de Probidad y 
Ética Pública, que prescriben que el empleado público 
actuará de acuerdo a los principios y valores éticos 
establecidos en la Constitución y las leyes, que requiera 
la función pública;

Que, en ese mismo sentido, el literal i) del Artículo III 
del Título Preliminar de la Ley N° 30057 - Ley del Servicio 
Civil, señala que son principios de la Ley del Servicio Civil, 
la probidad y ética pública, señalando que el servicio civil 
promueve una actuación transparente, ética y objetiva 
de los servidores civiles quienes, por demás, actúan de 
acuerdo con los principios y valores éticos establecidos 
en la Constitución y las leyes que requieran la función 
pública;

Que, el artículo 97 del Texto Único Ordenado de la 
Ley N° 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado mediante el Decreto Supremo N° 006-
2017-JUS, establece los casos en los cuales la autoridad 
que tenga facultad resolutiva o cuyas opiniones sobre el 
fondo del procedimiento puedan influir en el sentido de la 
resolución; debe abstenerse de participar en los asuntos 
cuya competencia le esté atribuida; 

Que, en ese sentido, es necesario promover medidas 
que consagren una cultura de integridad y respeto a 
los principios éticos de la función pública, a través de 
una debida regulación de la gestión de intereses y de 
prevención de los conflictos de intereses; 

Que, en consecuencia, deben aprobarse disposiciones 
que permitan a los funcionarios y servidores públicos del 
Poder Ejecutivo, transparentar sus vínculos a través de 
la presentación de una Declaración Jurada de Intereses 
que contenga información relevante de los vínculos 
societarios, comerciales, gremiales, empresariales, 
profesionales y laborales anteriores al ejercicio del 
cargo, entre otros, para la construcción de una cultura de 
integridad y transparencia en el sector público;

De conformidad con lo establecido en la Constitución 
Política del Perú; la Ley N° 29158 - Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo; la Ley N° 27815 - Ley del Código de Ética de la 

Función Pública; la Ley N° 28175 - Ley Marco del Empleo 
Público; y, la Ley N° 30057 - Ley del Servicio Civil; 

DECRETA:

Artículo 1.- Presentación de la Declaración Jurada 
de Intereses

Dispóngase la presentación obligatoria de la 
Declaración Jurada de Intereses por parte de los 
funcionarios y servidores públicos del Poder Ejecutivo, que 
en la presente norma se indiquen, independientemente 
del régimen laboral o contractual en el que se encuentren, 
mantengan vínculo laboral o contractual de cualquier 
naturaleza con entidades u organismos públicos, incluidas 
las empresas del Estado o sociedades de economía mixta 
comprendidas en la actividad empresarial del Estado.

Artículo 2.- Finalidad
La presentación de la Declaración Jurada de Intereses 

tiene por finalidad transparentar las funciones de los 
funcionarios y servidores públicos en las entidades del 
Poder Ejecutivo, así como detectar y prevenir conflictos 
de interés.

Artículo 3.- Funcionarios y servidores públicos 
obligados

Se encuentran comprendidos dentro del ámbito de la 
presente norma, los funcionarios y servidores públicos 
que prestan servicios en las entidades del Poder Ejecutivo 
y que ocupen los puestos que se detallan a continuación:

a. Presidente/a y Vicepresidentes/as de la República.
b. Ministros/as y Viceministros/as de Estado.
c. Secretarios/as Generales o quien haga sus veces 

en la entidad pública.
d. Titulares de Organismos Públicos.
e. Titulares de Programas y Proyectos Especiales.
f. Los funcionarios del servicio diplomático y quienes 

no siéndolo se desempeñan como embajadores y/o jefes 
de misiones diplomáticas en el exterior, los representantes 
permanentes ante organismos internacionales, los 
encargados de negocios con carta de gabinete, los 
cónsules generales y los cónsules que ejerzan la jefatura 
de la oficina consular, los jefes de cancillería, los jefes 
de administración de las dependencias que asuman 
la representación del país en el exterior, los agregados 
militares, navales, aéreos y policiales. 

g. Asesores/as, consejeros/as, consultores/as y 
funcionarios/as de alta dirección.

h. Directores/as Generales, Gerentes/as Generales, 
Jefes/as de Unidades y Jefes/as de Oficinas.

i. Titulares o encargados/as de los sistemas de gestión 
de recursos humanos, endeudamiento, planeamiento, 
tesorería, presupuesto, contabilidad, logística y 
abastecimiento.

j. Aquellos/as que, en el ejercicio de su cargo o labor 
o función sean responsables de la preparación de bases 
de procesos de contratación pública, los integrantes de 
los comités especiales de selección de dichos procesos.

REQUISITO PARA PUBLICACIÓN DE 
NORMAS LEGALES Y SENTENCIAS

Se comunica a las entidades que conforman el Poder Legislativo, Poder Ejecutivo, Poder 
Judicial, Organismos constitucionales autónomos, Organismos Públicos, Gobiernos Regionales 
y Gobiernos Locales, que para efectos de la publicación de sus disposiciones en general 
(normas legales, reglamentos jurídicos o administrativos, resoluciones administrativas, actos de 
administración, actos administrativos, etc) con o sin anexos, que contengan más de una página, 
se adjuntará un CD o USB en formato Word con su contenido o éste podrá ser remitido al correo 
electrónico normaslegales@editoraperu.com.pe.

GERENCIA DE PUBLICACIONES OFICIALES
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k. Aquellos/as que administran, manejan o disponen 
de fondos o bienes del Estado.

l. Todo/a servidor/a cuyo cargo se encuentre clasificado 
a partir del Nivel F5, o su equivalente.

Las entidades públicas del Poder Ejecutivo, en un 
plazo no mayor a 15 días hábiles posteriores a la emisión 
del presente Decreto Supremo, deberán remitir a la 
Secretaría de Integridad Pública de la Presidencia del 
Consejo de Ministros, la lista completa de funcionarios 
y servidores públicos sujetos al ámbito de aplicación 
de la presente norma. Asimismo, deberán comunicar 
semestralmente la actualización de dicha lista bajo los 
canales establecidos por la Secretaría de Integridad 
Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros.

La Oficina General de Administración de la entidad, o 
la dependencia que haga sus veces, con el apoyo de la 
Oficina de Integridad Institucional de la Entidad o quien 
haga de sus veces, se encargarán del cumplimiento de lo 
expresado en los párrafo anterior. 

Artículo 4.- Contenido de la Declaración Jurada de 
Intereses

La Declaración Jurada de Intereses contiene información 
relevante del funcionario o servidor público referida a:

a) Información de empresas, sociedades u otras 
entidades en las que posea alguna clase de participación 
patrimonial o similar.

b) Participación en directorios, consejos de 
administración y vigilancia, consejos consultivos, consejos 
directivos o cualquier cuerpo colegiado semejante, sea 
remunerado o no.

c) Empleos, asesorías, consultorías y similares, en los 
sectores público y privado, sea remunerado o no.

d) Participación en organizaciones privadas 
(asociaciones, gremios y organismos no gubernamentales).

e) Personas que integran el grupo familiar (padre, 
madre, suegro, suegra, cónyuge, conviviente, hijos/as, 
hermano/s y hermana/s), incluyendo sus actividades, 
ocupaciones y centros o lugares de trabajo actuales. La 
información respecto de los hijos/as menores de edad es 
protegida y excluida para efectos de la publicación. 

La información señalada en los literales a), b), c) y d) 
que se presente al inicio, comprende el periodo previo 
de cinco (05) años anteriores a la presentación de la 
Declaración Jurada de Intereses. 

La información señalada en el literal e) corresponde a 
aquella que el declarante tenga conocimiento al momento 
de la declaración. En caso de falta de certeza deberá 
hacerse la precisión en la sección 6 otra información 
relevante que considere necesario declarar. 

La Declaración Jurada de Intereses es un documento 
de carácter público cuya presentación constituye requisito 
indispensable para el ejercicio del cargo. 

Artículo 5.- Presentación de la Declaración Jurada 
de Intereses

Para la presentación de la Declaración Jurada de 
Intereses, la Secretaría de Integridad Pública, con 
apoyo de la Oficina de Tecnologías de la Información y 
de la Secretaría de Gobierno Digital de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, habilitarán una herramienta 
informática que facilite el ingreso, almacenamiento y 
publicación de la Declaración Jurada de Intereses. 

La Declaración Jurada de Intereses deberá ser firmada 
digitalmente haciendo uso del respectivo Documento 
Nacional de Identidad Electrónico. La herramienta 
informática contará con una opción para realizar el 
procedimiento de firma digital. 

Las Oficinas de Integridad Institucional de cada entidad, 
o la que haga sus veces, efectuarán el seguimiento y 
requerimiento, de corresponder, para el cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente norma, para dicho efecto podrán 
contar con el apoyo de las Oficinas de Tecnologías de la 
Información, o la que haga sus veces en cada entidad.

Artículo 6.- Plazo y periodicidad para la 
Presentación de la Declaración Jurada de Intereses

La Declaración Jurada de Intereses se presenta en las 
siguientes ocasiones: 

a. Al inicio: dentro de los quince (15) días hábiles de 
haber sido designado/a y/o contratado/a. 

b. De actualización: durante el ejercicio, con una 
periodicidad anual. 

c. Al cese: dentro de los quince (15) días hábiles de 
haber cesado en el puesto.

Artículo 7.- Publicación de la Declaración Jurada 
de Intereses 

Las Declaraciones Juradas de Intereses de 
los funcionarios y servidores públicos deberán ser 
publicadas en el Portal Institucional y en el Portal de 
Transparencia de la entidad en la que presta servicios, 
en un plazo máximo de tres (03) días hábiles de 
presentada dicha declaración. 

En el caso de la publicación en el Portal de 
Transparencia Estándar, la responsabilidad de su 
debida publicación recae en el funcionario responsable 
designado.

Artículo 8.- Seguimiento e informe
La Secretaria de Integridad Pública emite un informe 

anual al Presidente del Consejo de Ministros sobre 
el cumplimiento de la presente norma y establece 
las directivas necesarias para su implementación, 
absolviendo las consultas que las entidades formulen 
sobre la materia.

Artículo 9.- Custodia Digital 
El Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
asume la custodia digital de las declaraciones juradas de 
intereses, para ello, la Secretaría de Integridad Pública de 
la Presidencia del Consejo de Ministros otorgará acceso 
a la herramienta informática señalada en el artículo 5, la 
cual estará disponible y en línea permanentemente.

Artículo 10.- Refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros.

DISPOSICIONES COMPLEMENtARIAS 
tRANSItORIAS

Primera.- Plazo para la presentación de la 
Declaración Jurada de Intereses 

Los funcionarios y servidores públicos comprendidos 
bajo el ámbito de la presente norma que a la fecha de 
implementación de la herramienta informática a la que se 
refiere el artículo 5, se encuentran ejerciendo funciones; 
cuentan con un plazo de quince (15) días hábiles para 
presentar la Declaración Jurada de Intereses conforme 
al procedimiento establecido por el presente Decreto 
Supremo.

En el caso de los funcionarios y servidores 
públicos que presentaron su Declaración Jurada de 
Intereses antes de la implementación de la herramienta 
informática a la que se refiere el artículo 5; deberán 
presentarla nuevamente bajo las consideraciones 
mencionadas en el presente Decreto Supremo, dentro 
del plazo de quince (15) días hábiles de implementada 
la herramienta informática.

Segunda.- Implementación de la herramienta 
informática

La Secretaría de Integridad Pública con apoyo de la 
Oficina de Tecnologías de la Información y de la Secretaría 
de Gobierno Digital de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, implementa la herramienta informática a la que 
se refiere el artículo 5 del presente Decreto Supremo, en 
un plazo de 30 días hábiles desde publicada la presente 
norma.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros
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ANEXO  

 

FORMATO DE DECLARACION JURADA DE INTERESES 

 

I – INFORMACION GENERAL: 

 

NOMBRE Y APELLIDOS: 

ENTIDAD: 

CARGO: 

FECHA DE PRESENTACION: 

PERIODICIDAD:     Inicio:                           Actualización:                                 Cese:      

 

II – INFORMACION DETALLADA: 

 

1.- Información de empresas, sociedades u otras entidades en las que posea alguna clase de 

participación patrimonial o similar. 

 

RAZON SOCIAL RUC NATURALEZA DE 

LOS DERECHOS 

PORCENTAJE DE 

PARTICIPACION 

PERIODO 

     

 

2.- Participación en directorios, consejos de administración y vigilancia, consejos consultivos, consejos 

directivos o cualquier cuerpo colegiado semejante, sea remunerado o no. 

 

INSTITUCION, EMPRESA O 

ENTIDAD 

CARGO PERIODO 

   

 

3.- Empleos, asesorías, consultorías y similares, en los sectores público y privado, sea remunerado o no. 

 

INSTITUCION, EMPRESA O 

ENTIDAD 

CARGO O POSICION PERIODO 

   

 

4.- Participación en organizaciones privadas (asociaciones, gremios y organismos no gubernamentales). 

 

ORGANIZACION TIPO DE PARTICIPACION PERIODO 

   

 

5.- Personas que integran el grupo familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo grado 

de afinidad, incluyendo sus actividades y ocupaciones actuales. Se considera a los convivientes y 

uniones de hecho. 

 

NOMBRE DNI PARENTESCO ACTIVIDADES U 

OCUPACIONES ACTUALES 

CENTRO O LUGAR 

DE TRABAJO 

     

 

6.- Otra información relevante que considere necesario declarar. 

 

 

Declaro expresamente que toda la información contenida en la presente declaración contiene todos los 

datos relevantes, es veraz y exacta. 

                                                                                                                                  (FIRMA) 

             NOMBRES Y APELLIDOS 

                DNI 

1676524-6
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PODER EJECUTIVO

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Aprueban el Reglamento del Procedimiento 
de Contratación Pública Especial para la 
Reconstrucción con Cambios

Decreto Supremo
Nº 071-2018-pcm

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO:

Que, mediante la Ley N° 30556, se aprobaron 
disposiciones de carácter extraordinario para las 
intervenciones del Gobierno Nacional frente a desastres, 
disponiendo la creación de la Autoridad para la 
Reconstrucción con Cambios;

Que, a través de la Ley Nº 30776, se delegó en el 
Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
reconstrucción y cierre de brechas en infraestructura 
y servicios; estableciendo como una de las medidas a 
aprobar en el marco de la reconstrucción, la de  crear 
únicamente para las intervenciones en el marco del Plan 
Integral para la  Reconstrucción con Cambios, un proceso 
especial abreviado de contratación pública; 

Que, al amparo de la norma invocada, se dicta el 
Decreto Legislativo Nº 1354, Decreto Legislativo que 
modifica la Ley N° 30556, Ley que aprueba disposiciones 
de  carácter extraordinario para las intervenciones del 
Gobierno Nacional frente a Desastres y que dispone la 
creación de la Autoridad para la Reconstrucción con 
Cambios; con el objeto de establecer medidas necesarias 
y complementarias para la eficiente ejecución e  
implementación del Plan Integral para la Reconstrucción 
con Cambios; 

Que, el articulo 1 de la Ley Nº 30556, modificado por 
el Decreto Legislativo Nº 1354  declara prioritaria, de 
interés nacional y de necesidad pública la implementación 
del Plan Integral para la Reconstrucción con Cambios, 
en adelante El Plan, con enfoque de gestión  del riesgo 
de desastres, para la reconstrucción y construcción 
de la infraestructura pública  y viviendas afectadas por 
desastres naturales con un nivel de emergencia 4 y 5, así 
como para la implementación de soluciones integrales de 
prevención;

Que, el artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 1354 
incorpora el artículo 7-A en la Ley  Nº 30556, mediante 
el cual se crea el Procedimiento de Contratación Pública 
Especial para  la Reconstrucción con Cambios, para la 
contratación de bienes, servicios y obras por las  entidades 
de los tres niveles de Gobierno para la implementación de 
El Plan; 

Que, asimismo, el numeral 1 de la Décimo Quinta 
Disposición Complementaria Final  del Decreto Legislativo 
antes citado, establece que mediante Decreto Supremo, 
a propuesta  de la Autoridad para la Reconstrucción con 
Cambios, se aprueba en un plazo máximo de  treinta 
(30) días calendario contados a partir de la vigencia de 
la referida norma, el  Reglamento del Procedimiento de 
Contratación Pública Especial para la Reconstrucción  
con Cambios; 

Que, en el marco de lo establecido en la precitada 
norma, mediante Oficio Nº 467-2018-RCC/DE, el Director 
Ejecutivo de la Autoridad para la Reconstrucción con 
Cambios,  remite la propuesta del Reglamento del 
Procedimiento de Contratación Pública Especial  para la 
Reconstrucción con Cambios, y el Informe N° 190 -2018-
RCC/GL, en el cual se  sustenta la propuesta; 

De conformidad con lo dispuesto en el numeral 8) 
del artículo 118 de la Constitución  Política del Perú; 
la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; 
y, la Ley N° 30556,  Ley que aprueba disposiciones 

de carácter extraordinario para las intervenciones del  
Gobierno Nacional frente a desastres y que dispone la 
creación de la Autoridad para la  Reconstrucción con 
Cambios, modificada mediante Decreto Legislativo Nº 
1354; 

DECRETA: 

Artículo 1.- Aprobación del reglamento 
Apruébese el Reglamento del Procedimiento de 

Contratación Pública Especial para  la Reconstrucción 
con Cambios, que consta de seis (06) Capítulos, 
ciento nueve (109)  artículos, cuatro (04) Disposiciones 
Complementarias Finales y tres (03) Disposiciones  
Complementarias Transitorias, que forma parte integrante 
del presente Decreto Supremo.

Artículo 2.- Vigencia 
El presente Decreto Supremo y el Reglamento del 

Procedimiento de Contratación  Pública Especial para la 
Reconstrucción con Cambios, aprobado en el articulo 1, 
entran en  vigencia a los cinco (05) días hábiles contados 
a partir de la publicación de la presente norma en el Diario 
Oficial El Peruano.

Artículo 3.- refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cinco 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

reGLAmeNto DeL proceDImIeNto De 
coNtrAtAcIÓN pÚBLIcA eSpecIAL pArA LA 

recoNStruccIÓN coN cAmBIoS

cApÍtuLo I

DISpoSIcIoNeS GeNerALeS

Artículo 1.- Finalidad
El presente Reglamento tiene por finalidad desarrollar 

el procedimiento de contratación previsto en la Ley 
N° 30556, Ley que aprueba disposiciones de carácter 
extraordinario para las intervenciones del gobierno 
nacional frente a desastres y que dispone la creación 
de la Autoridad para la Reconstrucción con Cambios, 
con eficiencia, eficacia, y simplificación de procedimientos 
y reducción de plazos para el cumplimiento de la finalidad 
pública vinculada al desarrollo de las intervenciones del Plan 
Integral de Reconstrucción con Cambios. 

Artículo 2.- referencias
Cuando en el presente Reglamento se mencione la 

palabra «la Ley», se está haciendo referencia a la Ley 
N° 30556, modificada por el Decreto Legislativo N° 1354; 
«la Entidad» a las entidades encargadas de realizar el 
procedimiento de selección; «el Tribunal» al Tribunal 
de Contrataciones del Estado; «SEACE» al Sistema 
Electrónico de Contrataciones del Estado; «RNP» al 
Registro Nacional de Proveedores; OEC al Órgano 
Encargado de las Contrataciones de cada entidad; “PLAN” 
al Plan Integral de Reconstrucción con Cambios; «Ley de 
Contrataciones» a la Ley N° 30225 y sus modificaciones; 
«Reglamento de la Ley de Contrataciones» al 
Reglamento de la Ley de Contrataciones, aprobado con 
Decreto Supremo N° 350-2015-EF y sus modificatorias; y 
«OSCE» al Organismo Supervisor de las Contrataciones 
del Estado.

Artículo 3.- requisitos para convocar
Para convocar un procedimiento de selección, en el 

marco de la implementación del PLAN, se debe haber 
realizado la expresión de interés, estar incluido en el Plan 
Anual de Contrataciones, contar con el expediente de 
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contratación aprobado, haber designado al órgano a cargo 
del procedimiento y contar con las bases aprobadas.

Tratándose de procedimientos de selección para la 
ejecución de obras se requiere contar adicionalmente con 
el expediente técnico y la disponibilidad física del terreno, 
salvo que, por las características de la obra, se permitan 
entregas parciales del terreno. En este caso, la Entidad 
debe adoptar las medidas necesarias para asegurar 
la disponibilidad oportuna del terreno, a efecto de no 
generar mayores gastos por demoras en la entrega, bajo 
responsabilidad.

Artículo 4.- De los actos públicos
Los actos públicos a los que hace referencia el 

presente Reglamento se realizan en presencia de notario 
público o juez de paz.

Artículo 5.- Fiscalización y control
Las contrataciones de bienes, servicios y obras, que 

se ejecuten en el marco del presente Reglamento se 
someten a procedimientos de control gubernamental, 
a cargo de la Contraloría General de la República, en 
el marco del Sistema Nacional de Control, con el fin de 
garantizar un control eficaz sin afectar el dinamismo de 
la ejecución. 

Durante la realización del procedimiento de 
contratación pública especial se puede contar con un 
representante del Sistema Nacional de Control. A través 
del SEACE, la Contraloría General de la República toma 
conocimiento de la realización de los procedimientos de 
selección convocados en el marco de la reconstrucción.

Artículo 6.- Fases del procedimiento de 
contratación pública especial

Las fases del procedimiento de contratación pública 
especial son:

a) Expresión de Interés.
b) Actos preparatorios.
c) Procedimiento de selección.
d) Ejecución contractual.

Los proveedores que participen en el procedimiento 
de contratación pública especial deben contar con 
inscripción en el RNP. 

Las empresas extranjeras no domiciliadas en el país 
para participar en las fases de expresión de interés, 
actos preparatorios y procedimiento de selección, deben 
obtener un usuario de habilitación otorgado por el OSCE. 

cApÍtuLo II

eXpreSIÓN De INterÉS

Artículo 7.- expresión de interés
A través de la expresión de interés la Entidad difunde 

sus necesidades de contratación a los proveedores, con 
la finalidad de determinar el requerimiento. La expresión 
de interés contiene las características técnicas con la 
descripción objetiva y precisa de los requisitos funcionales 
del objeto a contratarse, así como las condiciones en 
las que debe ejecutarse la contratación. El área usuaria 
determina la expresión de interés, la cual indica, además, 
la relación de personal y equipamiento que es requerido 
para la ejecución de las prestaciones.

Se entiende por características técnicas:

- Para bienes, a las especificaciones técnicas. 
- Para servicios generales y de consultoría, a los 

términos de referencia. 
- Para obras, el expediente técnico o documento 

equivalente.

Para el caso de Concurso Oferta a precios unitarios 
y a suma alzada, los términos de referencia incluyen el 
Estudio de Ingeniería Básica u otro estudio. 

La expresión de interés constituye la fase previa a la 
formulación del requerimiento, no siendo necesario para 
su realización que las necesidades de contratación se 
encuentren incluidas en el Plan Anual de Contrataciones, 
ni cuenten con asignación presupuestal. 

El OEC y el área usuaria de la Entidad deben adoptar 
las acciones necesarias para optimizar la gestión de 
la fase de expresión de interés. El área usuaria es 
responsable de recibir y absolver las consultas técnicas.

En el SEACE se difunde la expresión de interés, a 
fin que los proveedores realicen consultas de carácter 
técnico. Las Entidades pueden utilizar, adicionalmente, 
otros medios a fin de que los proveedores tengan 
conocimiento de la expresión de interés.

Artículo 8.- Formulación y presentación de 
consultas técnicas

8.1 Las consultas técnicas son solicitudes de 
aclaración respecto al contenido de la expresión de 
interés, constituyen la única instancia del proceso de 
contratación especial donde se permite efectuarlas. La 
formulación, presentación y absolución de consultas 
técnicas se realiza a través del SEACE. 

El proveedor debe formular sus consultas de manera 
motivada, concreta, clara y sin ambigüedades, a fin de ser 
absueltas con claridad. 

8.2 Para formular y presentar consultas técnicas, los 
proveedores deben estar inscritos en el RNP. Sólo se 
admiten las consultas técnicas de proveedores cuyo giro 
de negocio, según el RNP, esté vinculado al objeto del 
requerimiento. 

Las empresas extranjeras no domiciliadas en el país 
que no se encuentran registradas en el RNP deberán 
solicitar un usuario de habilitación a la Autoridad, la cual 
debe gestionarlo ante el OSCE. 

8.3 Dentro de los cuatro (4) días hábiles siguientes a 
la publicación de la expresión de interés, los proveedores 
y las empresas extranjeras no domiciliadas en el 
país registradas en el SEACE formulan y presentan: 
(i) Consultas técnicas, (ii) Declaración jurada de no 
encontrarse impedido para contratar con el Estado, 
conforme a la Ley de Contrataciones y sus modificatorias, 
(iii) Compromiso de cotizar, para lo cual indican el correo 
electrónico para su comunicación y (iv) Designación de 
hasta dos (2) representantes para concurrir a la absolución 
presencial de consultas técnicas. 

8.4 Vencido el plazo para la formulación y presentación 
de consultas técnicas, el área usuaria, en un plazo máximo 
de tres (3) días hábiles, evalúa, formula y remite al OEC, 
para su publicación, el pliego absolutorio preliminar de 
las consultas y el cronograma de reuniones, por temas, 
para la absolución presencial de las consultas técnicas 
formuladas.

8.5 Entre la publicación del cronograma de reuniones y 
el inicio de la absolución presencial de consultas técnicas 
debe mediar un (1) día hábil.

La absolución de consultas se realiza mediante 
pliego motivado, indicando expresamente si se acepta, 
se acepta parcialmente, o no se acepta. El área usuaria 
elabora un informe respecto de la absolución de consultas 
técnicas, el cual pone en conocimiento del Órgano de 
Control Institucional, al día siguiente de la publicación en 
el SEACE del Acta de Absolución Presencial.

Artículo 9.- Absolución presencial de consultas 
técnicas

La absolución presencial de consultas técnicas tiene 
por finalidad la ampliación y absolución de la consulta 
técnica presentada, así como la validación del Pliego 
de Absolución de Consultas Preliminar. La absolución 
presencial de las consultas técnicas se realiza en un plazo 
no mayor de tres (3) días hábiles. 

Las reuniones con los representantes acreditados 
de los proveedores para la absolución presencial se 
realizan en acto público y se desarrollan por temas. 
El OEC conduce el acto público de absolución 
presencial de consultas técnicas y establece el orden 
de participación de los proveedores. El área usuaria 
absuelve las consultas técnicas y, de ser necesario, 
amplía el sustento técnico o acepta la ampliación de 
las consultas técnicas formuladas, las cuales tendrán 
carácter vinculante, no siendo cuestionables en ninguna 
vía. Concluido el acto público de absolución presencial, 
el área usuaria y el OEC suscriben el Acta de Absolución 
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Presencial, siendo facultativa su suscripción para los 
proveedores asistentes. 

El Acta de Absolución Presencial, es publicada en 
el SEACE al día hábil siguiente de la última sesión 
desarrollada.

cApÍtuLo III

ActoS prepArAtorIoS

Artículo 10.- organización de la entidad para las 
contrataciones

El OEC, tiene como función la gestión administrativa 
del contrato y otras actividades de índole administrativo. 
La supervisión de la ejecución del contrato compete al 
área usuaria o al órgano al que se le haya asignado tal 
función. Los servidores del OEC que, en razón de sus 
funciones intervienen directamente en alguna de las fases 
de la contratación, deben ser profesionales y/o técnicos 
certificados por OSCE.

Artículo 11.- Modificación del Plan Anual de 
contrataciones

El Plan Anual de Contrataciones de cada Entidad 
ejecutora puede ser modificado en para incluir o excluir 
contrataciones destinadas a la implementación del 
PLAN.

Artículo 12.- Seguimiento
El Titular de la Entidad es responsable de supervisar 

y efectuar el seguimiento al proceso de planificación, 
formulación, aprobación y ejecución oportuna del Plan 
Anual de Contrataciones.

Artículo 13.- requerimiento
El área usuaria es responsable de la adecuada 

formulación del requerimiento, debiendo asegurar su 
calidad técnica. El requerimiento incorpora la absolución 
de las consultas técnicas presentadas por los proveedores. 

El requerimiento no debe incluir exigencias 
desproporcionadas al objeto de la contratación, 
irrazonables, e innecesarias que limiten o impidan la 
concurrencia de los postores u orienten la contratación 
hacia uno de ellos.

Con el requerimiento, el OEC realiza el estudio de 
mercado para determinar el valor referencial, solicita la 
certificación o previsión presupuestal y remite al órgano 
competente el expediente de contratación para su 
aprobación. 

Artículo 14.- estudio de mercado
El OEC realiza el estudio de mercado para determinar 

el valor referencial de bienes y servicios sobre la base del 
requerimiento, tomando en cuenta las especificaciones 
técnicas o términos de referencia. El estudio de mercado 
verifica la existencia de pluralidad de marcas o postores. 
En ejecución de obras no se requiere estudio de mercado, 
debido a que el valor referencial corresponde al monto del 
presupuesto de obra establecido en el expediente técnico 
de obra aprobado por la Entidad.

Se encuentra proscrita toda práctica que oriente la 
contratación hacia un proveedor o que incida de manera 
negativa o distorsione la competencia en el proceso de 
contratación.

Artículo 15.- Valor referencial
Tratándose de bienes y servicios, la antigüedad del 

valor referencial no puede ser mayor a seis (6) meses 
contados a partir de la aprobación del expediente 
de contratación, pudiendo actualizarse antes de la 
convocatoria. En el caso de ejecución y consultoría de 
obras, el valor referencial para convocar el procedimiento 
de selección no puede tener una antigüedad mayor a seis 
(6) meses, contados a partir de la fecha de determinación 
del presupuesto de obra o del presupuesto de consultoría 
de obra, según corresponda, pudiendo actualizarse antes 
de la convocatoria.

Artículo 16.- Sistema de contratación
Las contrataciones pueden contemplar alguno de los 

siguientes sistemas de contratación:

16.1 A suma alzada, aplicable cuando las cantidades, 
magnitudes y calidades de la prestación estén definidas en 
las especificaciones técnicas, en los términos de referencia 
o, en el caso de obras, en los planos, especificaciones 
técnicas, memoria descriptiva y presupuesto de obra, 
respectivas. El postor formula su oferta por un monto fijo 
integral y por un determinado plazo de ejecución, para 
cumplir con el requerimiento.

Tratándose de obras, el postor formula dicha oferta 
considerando los trabajos que resulten necesarios 
para el cumplimiento de la prestación requerida 
según los planos, especificaciones técnicas, memoria 
descriptiva, presupuesto de obra que forman parte 
del expediente técnico, en ese orden de prelación; 
debiendo presentar para la suscripción del contrato 
el desagregado de partidas que da origen a la oferta. 
El mismo orden de prelación se aplica durante la 
ejecución de la obra.

Tratándose de consultoría de obras, el postor formula 
su oferta considerando los trabajos necesarios para 
el cumplimiento de la prestación requerida, según los 
términos de referencia y el valor referencial, en ese orden 
de prelación.

No puede emplearse el sistema de contratación a 
suma alzada en obras de saneamiento y viales.

16.2 A precios unitarios, aplicable en las contrataciones 
de bienes, servicios en general, consultorías y obras, 
cuando no puede conocerse con exactitud o precisión las 
cantidades o magnitudes requeridas.

En el caso de bienes, servicios en general y 
consultorías, el postor formula su oferta proponiendo 
precios unitarios en función de las cantidades referenciales 
contenidas en los documentos del procedimiento de 
selección y que se valorizan en relación a su ejecución 
real, durante un determinado plazo de ejecución.

En el caso de obras, el postor formula su oferta 
proponiendo precios unitarios considerando las partidas 
contenidas en los documentos del procedimiento, las 
condiciones previstas en los planos y especificaciones 
técnicas y las cantidades referenciales, que se valorizan 
en relación a su ejecución real y por un determinado plazo 
de ejecución.

16.3 Esquema mixto de suma alzada y precios 
unitarios, aplicable para la contratación de servicios en 
general y obras.

Tratándose de servicios, cuando las prestaciones 
comprendan magnitudes o cantidades que pueden 
conocerse con exactitud y precisión, se contratan bajo el 
sistema de suma alzada; los elementos cuyas magnitudes 
o cantidades no puedan conocerse, se contratan bajo el 
sistema de precios unitarios.

En el caso de obras, cuando en el expediente técnico 
uno o varios componentes técnicos corresponden a 
magnitudes y cantidades no definidas con precisión, se 
contratan bajo el sistema de precios unitarios, en tanto 
los componentes, cuyas cantidades y magnitudes estén 
definidas en el expediente técnico, se contratan bajo el 
sistema de suma alzada.

16.4 Tarifas, aplicable para las contrataciones 
de consultoría en general y de supervisión de obra, 
cuando no puede conocerse con precisión el tiempo 
de prestación de servicio. En este caso, el postor 
formula su oferta proponiendo tarifas en base al 
tiempo estimado o referencial para la ejecución 
de la prestación contenido en los documentos del 
procedimiento y que se valoriza en relación a su 
ejecución real. Los pagos se basan en tarifas. Las 
tarifas incluyen costos directos, cargas sociales, 
tributos, gastos generales y utilidades.

16.5 En base a porcentajes, aplicable en la contratación 
de servicios de cobranzas, recuperaciones o prestaciones 
de naturaleza similar. Dicho porcentaje incluye todos los 
conceptos que comprende la contraprestación que le 
corresponde al contratista.

16.6 En base a un honorario fijo y una comisión de 
éxito, aplicable en las contrataciones de servicios. En 
ese caso el postor formula su oferta contemplando un 
monto fijo y un monto adicional como incentivo que debe 
pagarse al alcanzarse el resultado esperado. El honorario 
fijo y la comisión de éxito pueden calcularse en base a 
porcentajes.
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Artículo 17.- contrataciones por paquete
La Entidad puede efectuar contrataciones por 

paquete, agrupando en el objeto de la contratación, varios 
bienes, servicios en general o consultorías distintos pero 
vinculados entre sí, considerando que la contratación 
conjunta es más eficiente que efectuar contrataciones 
separadas.

También puede contratar por paquete la ejecución 
de obras de similar naturaleza cuya contratación en 
conjunto resulte más eficiente para el Estado en términos 
de calidad, precio y tiempo frente a la contratación 
independiente. En este caso, las Entidades suscriben un 
contrato por cada obra incluida en el paquete.

Para las intervenciones de construcción requeridas 
para la implementación del PLAN, puede convocarse 
procedimientos de selección por paquete para la 
elaboración de los estudios de preinversión de proyectos 
de inversión pública, así como la elaboración de dichos 
estudios y del expediente técnico y/o estudio definitivo, 
debiendo preverse en los términos de referencia que los 
resultados de cada nivel de estudio sean considerados en 
los niveles siguientes.

Artículo 18.- relación de ítems, lotes o tramos
La Entidad puede realizar un procedimiento de 

selección según relación de ítems para contratar bienes, 
servicios en general, consultorías u obras distintas pero 
vinculadas entre sí con montos individuales superiores a 
ocho Unidades Impositivas Tributarias (8 UIT), siempre 
que el OEC determine la viabilidad económica, técnica 
y/o administrativa de dicha posibilidad. Cada ítem 
constituye un procedimiento independiente dentro de 
un procedimiento principal al que se le aplica las reglas 
correspondientes al principal.

La Entidad puede efectuar contrataciones por lotes o 
tramos.

Artículo 19.- Fórmulas de reajuste

19.1 En los casos de contratos de ejecución periódica 
o continuada de bienes servicios en general, consultorías 
en general, pactados en moneda nacional, los documentos 
del procedimiento de selección pueden considerar 
fórmulas de reajuste de los pagos que corresponden 
al contratista, así como la oportunidad en la cual se 
debe hacer efectivo el pago, conforme a la variación 
del Índice de Precios al Consumidor que establece el 
Instituto Nacional de Estadística e Informática - INEI, 
correspondiente al mes en que debe efectuarse el pago.

Cuando se trate de bienes sujetos a cotización 
internacional o cuyo precio esté influido por esta, no se 
aplica la limitación del Índice de Precios al Consumidor a 
que se refiere el párrafo precedente.

19.2 En el caso de contratos de obra pactados en 
moneda nacional, los documentos del procedimiento 
de selección establecen las fórmulas de reajuste. Las 
valorizaciones que se efectúen a precios originales del 
contrato y sus ampliaciones son ajustadas multiplicándolas 
por el respectivo coeficiente de reajuste “K” que se 
obtenga de aplicar en la fórmula o fórmulas polinómicas, 
los Índices Unificados de Precios de la Construcción 
que publica el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática - INEI, correspondiente al mes en que debe 
ser pagada la valorización. Una vez publicados los índices 
correspondientes al mes en que debió efectuarse el pago, 
se realizan las regularizaciones necesarias.

Tanto la elaboración como la aplicación de las fórmulas 
polinómicas se sujetan a lo dispuesto en el Decreto 
Supremo Nº 011-79-VC y sus modificatorias, ampliatorias 
y complementarias.

19.3 En el caso de contratos de consultoría de obras 
pactados en moneda nacional, los pagos se sujetan 
a reajuste por aplicación de fórmulas monómicas o 
polinómicas, según corresponda, las cuales deben 
estar previstas en los documentos del procedimiento de 
selección. Para tal efecto, el consultor calcula y consigna 
en sus facturas el monto resultante de la aplicación de 
dichas fórmulas, cuyas variaciones son mensuales, 
hasta la fecha de pago prevista en el contrato respectivo, 
utilizando los Índices de Precios al Consumidor publicados 
por el Instituto Nacional de Estadística e Informática - INEI 

a la fecha de facturación. Una vez publicados los índices 
correspondientes al mes en que debió efectuarse el pago, 
se realizan las regularizaciones necesarias.

19.4 No son de aplicación las fórmulas de reajuste 
cuando los documentos del procedimiento de selección 
establezcan que las ofertas se expresen en moneda 
extranjera, salvo el caso de los bienes sujetos a cotización 
internacional o cuyo precio esté influido por esta.

19.5 En el caso de contratos bajo modalidad mixta, 
pactados en moneda nacional, los documentos del 
procedimiento de selección podrán considerar más de 
una fórmula de reajuste de los pagos que corresponden 
al contratista, así como la oportunidad en la cual debe 
hacerse efectivo el pago.

19.6 En el caso de los servicios a los que hace 
referencia el Decreto Supremo N° 034-2008-MTC, 
Reglamento Nacional de Gestión de Infraestructura Vial y 
sus modificatorias, necesarias para las intervenciones del 
PLAN, se sujetan a las fórmulas de reajustes conforme 
lo dispone el Decreto Supremo Nº 011-79-VC y sus 
modificatorias, ampliatorias y complementarias.

Artículo 20.- prohibición de fraccionamiento
El área usuaria, el OEC, el responsable de 

presupuesto y/u otras dependencias de la Entidad cuya 
función esté relacionada con la correcta planificación de 
los recursos, son responsables por el incumplimiento de 
la prohibición de fraccionar, debiendo efectuarse en cada 
caso el deslinde de responsabilidad, cuando corresponda.

No se incurre en prohibición de fraccionamiento 
cuando se contraten bienes o servicios idénticos a los 
contratados anteriormente durante el mismo ejercicio 
fiscal, cuando la contratación completa no se pudo 
realizar en su oportunidad, debido a que no se contaba 
con los recursos disponibles suficientes para realizar 
dicha contratación completa, o surge una necesidad 
imprevisible adicional a la programada.

Artículo 21.- modalidades de ejecución contractual
Para la implementación del PLAN, la Entidad se 

encuentra facultada a emplear, indistintamente, la 
modalidad de ejecución contractual Concurso Oferta bajo 
los Sistemas de Precios Unitarios o Suma Alzada.

En la contratación de obras bajo esta modalidad, 
tratándose de intervenciones de construcción previstas 
en el PLAN, conjuntamente con el requerimiento se 
adjunta el estudio de pre inversión y el informe técnico 
que sustentó la declaratoria de viabilidad, conforme 
al Sistema Nacional de Programación Multianual y 
Gestión de Inversiones. Tratándose de intervenciones 
de reconstrucción previstas en el PLAN, conjuntamente 
con el requerimiento se adjunta el Estudio de Ingeniería 
Básica u otro estudio.

Cada Entidad, en un acto de gestión interna evalúa la 
modalidad de ejecución contractual, tomando en cuenta 
sus necesidades de contratación.

Artículo 22.- modalidad de ejecución concurso 
oferta a Suma Alzada

Para la realización de la modalidad de ejecución 
contractual Concurso Oferta a Suma Alzada, la Entidad 
debe observar los requisitos previstos por el Reglamento 
de la Ley de Contrataciones.

Artículo 23.- modalidad de ejecución concurso 
oferta a precios unitarios

Mediante esta modalidad, el postor oferta la 
elaboración del expediente técnico, la ejecución de la 
obra y, de ser el caso, incluye el equipamiento y la puesta 
en funcionamiento.

Cuando resulte técnicamente viable y siempre que 
se cuente con la conformidad expresa del área usuaria, 
se podrán realizar aprobaciones parciales del expediente 
técnico, por tramos, etapas, componentes o sectores, 
quedando facultada la Entidad, previa conformidad 
del área usuaria, para disponer la ejecución de los 
expedientes técnicos parciales. Para estos efectos, el 
pago de las valorizaciones se efectúa con los precios 
unitarios contenidos en el presupuesto detallado de la 
oferta, en tanto se apruebe el presupuesto definitivo de 
obra.
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En ejecución de obra se encuentra prohibida la 
aprobación de prestaciones adicionales por errores 
o deficiencias en el expediente técnico; asimismo, no 
procede el reconocimiento de mayores metrados. En 
ambos supuestos, el contratista asume la responsabilidad 
y costo por la ejecución de las referidas prestaciones 
adicionales y los mayores metrados. 

Toda modificación al contrato debe efectuarse vía 
adenda. Cuando la modificación del contrato se origina 
por variación del monto del contrato original, la adenda se 
suscribe dentro de los siete (7) días calendarios siguientes 
a la aprobación del expediente técnico y su presupuesto; 
para tal efecto, el contratista amplía en dicho plazo la 
garantía de fiel cumplimiento, de ser el caso.

Artículo 24.- expediente técnico en concurso 
oferta a precios unitarios 

24.1 Las bases del procedimiento establecerán las 
condiciones bajo las cuales se presentan las ofertas, 
debiendo incluir como requisito indispensable la 
presentación de un Estudio de Ingeniería Básica y la 
Propuesta Económica, en la cual las partidas título estén 
desagregadas en partidas específicas, hasta un tercer 
nivel, según corresponda, y conforme al Estudio de 
Ingeniería Básica u otro estudio aprobado por la Entidad 
para la convocatoria, constituyendo el presupuesto 
detallado de la oferta, la que a su vez contiene sus 
correspondientes análisis de precios unitarios que 
identifiquen los insumos necesarios para su ejecución.

24.2 El expediente técnico aprobado por la Entidad 
podrá contener partidas con mayores metrados que las 
contempladas en el presupuesto detallado de la oferta, 
siendo el precio unitario el contenido en el presupuesto 
detallado de la oferta. 

Cuando las partidas del expediente técnico contemplen 
mayores metrados en más del quince por ciento (15%) 
en relación al presupuesto detallado de la oferta, el 
contratista debe reducir el precio unitario propuesto para 
esa partida en su oferta económica. 

En caso se necesiten partidas nuevas no 
consideradas en el presupuesto detallado de la 
oferta propuesta y siempre que sean indispensables 
para conseguir la finalidad del contrato, éstas serán 
autorizadas por la Entidad, previa conformidad del 
supervisor y el área usuaria; en el mismo sentido, 
cuando se requiera prescindir de partidas que no 
resulten necesarias para cumplir con la finalidad del 
contrato, éstas serán autorizadas por la Entidad, previa 
conformidad del supervisor y del área usuaria. 

Lo señalado precedentemente no constituye 
prestaciones adicionales de obra. 

24.3 Cuando el presupuesto del expediente técnico se 
incrementa en más del quince por ciento (15%) respecto 
del presupuesto detallado de la oferta, la Entidad comunica 
ese hecho a la Contraloría General de la República, en un 
plazo no mayor a cinco (5) días hábiles contados desde 
el día siguiente a la aprobación del referido expediente 
técnico.

24.4 La Entidad ejecutora, para la elaboración del 
expediente técnico y la ejecución de la obra, debe 
contar con un supervisor, para garantizar el adecuado 
cumplimiento de las prestaciones contractuales. 

Artículo 25.- Órgano a cargo del procedimiento de 
selección

El órgano a cargo de la selección organiza, 
conduce y realiza el procedimiento de selección hasta 
el consentimiento de la buena pro. La contratación de 
bienes y servicios puede estar a cargo de un comité de 
selección o del OEC. En caso de obras y consultoría de 
obras, la Entidad debe designar a un comité de selección.

El comité de selección está conformado por tres (3) 
miembros titulares y sus correspondientes miembros 
suplentes, debiendo uno (1) pertenecer al OEC, y los 
otros dos (2) miembros tener conocimiento técnico en el 
objeto de la convocatoria. 

La designación de los miembros del comité de 
selección y la aprobación del expediente de contratación 
se realiza en el mismo instrumento, documento o acto, 
aprobado por el Titular o a quien éste delegue. 

Artículo 26.- Suplencia y remoción de los 
integrantes del comité de selección

Los integrantes suplentes solo actúan ante la 
ausencia del titular. En dicho caso, la Entidad evalúa el 
motivo de la ausencia del titular a efectos de determinar 
su responsabilidad, si la hubiere, sin que ello impida la 
participación del suplente. Éste, una vez que participe, se 
mantiene como titular para todos los efectos. 

Los integrantes del comité de selección solo pueden 
ser removidos por cese en el servicio, conflicto de intereses 
u otra situación justificada. En el mismo documento se 
designa al nuevo integrante. 

Se entiende por situación justificada la demora, 
negligencia o indicios sustentados de desviación en la 
conducción de los procedimientos de selección, entre 
otros, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa a 
la que hubiera lugar. 

Artículo 27.- Impedimentos para integrar un comité 
de selección

Se encuentran impedidos de integrar un comité de 
selección:

1. El Titular de la Entidad.
2. Todos los servidores públicos que tengan 

atribuciones de control o fiscalización tales como 
regidores, consejeros regionales, directores de empresas, 
auditores, entre otros, salvo cuando el servidor del Órgano 
de Control Institucional de la Entidad sea el miembro con 
conocimiento técnico en el objeto de la contratación.

3. Los servidores que por disposición normativa o por 
delegación hayan aprobado el expediente de contratación, 
designado el comité de selección, aprobado las bases o 
tengan facultades para resolver el recurso de apelación. 
Este impedimento se circunscribe al proceso de contratación 
a que se refieren las delegaciones antes señaladas.

Artículo 28.- Quórum, acuerdo y responsabilidad
El comité de selección actúa en forma colegiada y sus 

miembros gozan de las mismas facultades, no existiendo 
jerarquía entre ellos. Sus integrantes son solidariamente 
responsables por su actuación, salvo en relación a los 
actos por los cuales aquellos hayan señalado en el acta 
correspondiente su voto discrepante.

Para sesionar y adoptar acuerdos válidos, el comité de 
selección se sujeta a las siguientes reglas:

a) El quórum para el funcionamiento del comité 
de selección se da con la presencia del número total 
de integrantes. En caso de ausencia de alguno de los 
titulares, se procede a su reemplazo con el respectivo 
suplente.

b) Los acuerdos se adoptan por unanimidad o por 
mayoría. No cabe la abstención por parte de ninguno de 
los integrantes.

Los acuerdos que adopte el comité de selección y los 
votos discrepantes, con su respectiva fundamentación, 
constan en actas que deben ser suscritas por estos, que 
se incorporan al expediente de contratación. A solicitud 
del miembro respectivo, si en la fundamentación de 
su voto este ha hecho uso de material documental, el 
mismo deberá quedar incorporado en el expediente de 
contratación.

Durante el desempeño de su encargo, el comité de 
selección está facultado para solicitar el apoyo que 
requiera de las dependencias o áreas pertinentes de 
la Entidad, las que están obligadas a brindarlo bajo 
responsabilidad.

Los integrantes del comité de selección se encuentran 
obligados a actuar con honestidad, probidad, transparencia 
e imparcialidad en el ejercicio de sus funciones, debiendo 
informar con oportunidad sobre la existencia de cualquier 
conflicto de intereses y de comunicar a la autoridad 
competente sobre cualquier acto de corrupción de la 
función pública del que tuvieran conocimiento durante el 
desempeño de su encargo, bajo responsabilidad.

Artículo 29.- contenido mínimo de las bases 
Las bases se aprueban dentro de un plazo máximo 

de dos (2) días hábiles siguientes a la designación de 
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los miembros a cargo del procedimiento de selección, de 
acuerdo al formato estándar publicado por la Autoridad 
para la Reconstrucción con Cambios en su portal 
institucional (www.rcc.gob.pe) y el portal institucional del 
OSCE (www.osce.gob).

Las bases contienen:

a) La denominación del objeto de la contratación.
b) El requerimiento.
c) El valor referencial, el cual se calcula considerando 

dos decimales. 
d) La moneda en que se expresa la oferta económica.
e) El sistema de contratación y la modalidad de 

ejecución cuando corresponda.
f) El costo de reproducción del expediente técnico, en 

físico o digital, o documento análogo según lo establecido 
en las bases, de ser el caso.

g) Los requisitos de admisibilidad de oferta y los 
factores de evaluación.

h) Las instrucciones para formular ofertas.
i) Las garantías aplicables.
j) En el caso de ejecución de obras, cuando se hubiese 

previsto las entregas parciales del terreno, la precisión de 
que cualquier demora justificada en dicha entrega, no 
genera mayores pagos.

k) Los mecanismos para asegurar la terminación de 
la obra, en caso de nulidad o resolución del contrato por 
causas imputables al contratista, a fin de continuar con 
las prestaciones no ejecutadas, atendiendo a los fines 
públicos de la contratación.

l) La proforma del contrato
m) Los reajustes
n) Las demás condiciones contractuales.

cApÍtuLo IV

proceDImIeNto De SeLeccIÓN

Artículo 30.- etapas del procedimiento de selección
El procedimiento de selección tendrá las siguientes 

etapas:

a) Convocatoria y publicación de bases.
b) Registro de participantes.
c) Formulación de consultas y observaciones 

administrativas. 
d) Absolución de consultas y observaciones 

administrativas e Integración de bases.
e) Presentación, admisibilidad, evaluación de ofertas y 

otorgamiento de la buena pro.

Artículo 31.- cómputo de plazos 
Los plazos en los procedimientos de selección, 

desde su convocatoria hasta el perfeccionamiento del 
contrato, se computan por días hábiles. No son hábiles 
los días sábado, domingo y feriados no laborables, y los 
declarados no laborables para el sector público. El plazo 
excluye el día inicial e incluye el día de vencimiento, 
salvo disposición distinta establecida en el presente 
Reglamento.

Artículo 32.- plazos para el procedimiento de 
selección

El plazo entre la convocatoria y la presentación de 
ofertas es de ocho (8) días hábiles, contados a partir del 
día siguiente a la publicación de la convocatoria en el 
SEACE. 

En el caso de concurso oferta a precios unitarios, el 
plazo entre la convocatoria y la presentación de ofertas es 
de diez (10) días hábiles. 

El otorgamiento de la buena pro en todos los casos 
se efectúa el mismo día de la presentación de las ofertas, 
salvo que por razones debidamente justificadas, previa 
autorización del funcionario que aprobó las bases, se 
postergue hasta por un plazo máximo de dos (2) hábiles. 

Artículo 33.- convocatoria
La convocatoria de los procedimientos de selección se 

realiza a través de su publicación en el SEACE, y debe 
incluir la siguiente información:

a) La identificación, domicilio y RUC de la Entidad que 
convoca;

b) La identificación del procedimiento de selección;
c) La descripción básica del objeto del procedimiento;
d) El valor referencial;
e) El costo de reproducción de los documentos del 

procedimiento de selección que se registren con la 
convocatoria, conforme al TUPA de cada Entidad;

f) El calendario del procedimiento de selección; y
g) El plazo para el cumplimiento de las prestaciones.

Las Entidades pueden utilizar, adicionalmente, otros 
medios a fin de que los proveedores tengan conocimiento 
de la convocatoria del procedimiento de selección.

Artículo 34.- registro de participantes 
El registro de participantes es gratuito y electrónico, a 

través del SEACE, el cual se efectúa desde el día siguiente 
de la convocatoria hasta un día antes de la presentación 
de ofertas. El proveedor que se registra como participante 
se adhiere al procedimiento de selección en el estado en 
que se encuentre.

Artículo 35.- Formulación, absolución e integración 
de bases

Las consultas y observaciones administrativas de los 
participantes se formulan a través del SEACE, dentro de 
los dos (2) días hábiles siguientes a la convocatoria. La 
absolución se notifica, a través del SEACE, al día siguiente 
del vencimiento del plazo previsto para la formulación de 
consultas y observaciones administrativas. 

En esta etapa sólo proceden las consultas y 
observaciones administrativas, toda vez que las consultas 
técnicas sobre las características técnicas fueron 
absueltas en la fase de expresión de interés.

No procede la elevación al OSCE de los 
cuestionamientos al pliego de absolución de consultas y 
observaciones administrativas.

Absueltas las consultas y las observaciones 
administrativas, o si las mismas no se han presentado, 
se integran las bases como reglas definitivas del 
procedimiento de selección. La integración y publicación 
de las bases se realiza el mismo día de la absolución 
de consultas y observaciones administrativas, según el 
calendario establecido. 

Las bases integradas no pueden ser modificadas ni 
cuestionadas en ninguna vía.

Las consultas y observaciones administrativas 
son aclaraciones respecto al contenido de las bases 
y a la vulneración de la normativa de contrataciones 
y otra normativa que tenga relación con el objeto de la 
contratación, respectivamente, con excepción de las 
características técnicas.

Artículo 36.- Acto de presentación y admisibilidad 
de ofertas 

La presentación de ofertas se realiza en acto público, 
con la participación de un notario o juez de paz, en el lugar 
indicado en las bases, en la fecha y hora establecidas en 
la convocatoria. Las ofertas se presentan por escrito, 
rubricadas, foliadas y en un (1) sobre cerrado. La 
presentación puede realizarse por el mismo proveedor o 
a través de un tercero. Las bases señalan los documentos 
de la oferta que deben ser presentados con firma 
legalizada.

El acto público se inicia cuando el comité de selección 
empieza a llamar a los participantes en el orden en que se 
registraron en el procedimiento, para que entreguen sus 
ofertas. Si al momento de ser llamado el participante no 
se encuentra presente, se le tiene por desistido.

En la apertura del sobre que contiene la oferta, el 
órgano encargado del procedimiento debe anunciar 
el nombre de cada participante y el precio de la oferta 
económica y sus componentes, de corresponder; 
asimismo, verifica la presentación y contenido de los 
documentos de admisibilidad. El notario o juez de paz 
procede a sellar y firmar cada hoja de los documentos 
de la oferta.

Cuando la oferta no cumpla con los requisitos de 
admisibilidad o la oferta económica no se encuentre 
dentro de los límites del valor referencial, el órgano 
encargado del procedimiento la devuelve, teniéndose 
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esta por no admitida. El postor, de no estar conforme 
con la devolución, puede solicitar al notario o juez de 
paz que anote tal circunstancia en el acta, quedando su 
oferta en custodia del órgano encargado de la selección, 
hasta la presentación del recurso de apelación, en caso 
corresponda.

En el acto de presentación de ofertas se puede contar 
con un representante del Sistema Nacional de Control, 
quien participa como veedor y puede suscribir el acta 
correspondiente.

En concurso oferta a precios unitarios, el postor 
presenta la oferta económica que contiene el monto 
desagregado por partidas con sus respectivos precios 
unitarios, según lo señalado en las bases; adicionalmente 
incluye en medio magnético el desagregado de dichas 
partidas.

Artículo 37.- requisitos de admisibilidad de ofertas
Para la admisibilidad de las ofertas se requiere: 

37.1 Carta de presentación de oferta con firma 
legalizada. En caso de consorcio, se requiere la firma 
legalizada de todos los integrantes del consorcio.

37.2 Declaración jurada señalando que:

a) No tiene impedimento para ser participante, postor 
y contratista. 

b) Conoce, acepta y se somete a las bases y 
documentos del procedimiento.

c) Es responsable de la veracidad de los documentos 
e información que presenta.

d) No ha incurrido y se obliga a no incurrir en actos de 
corrupción, así como a respetar el principio de integridad.

e) Se compromete a mantener su oferta y/o 
perfeccionar el contrato en caso de resultar favorecido 
con la buena pro.

37.3 Declaración jurada de datos del postor con 
indicación del correo electrónico al que se le notifican las 
actuaciones del procedimiento de selección y la ejecución 
contractual.

37.4 Declaración jurada que acredite el cumplimiento 
del requerimiento.

37.5 Carta de Compromiso de presentación y 
acreditación del personal especialista y del equipamiento 
conforme lo señalado en el requerimiento y en la 
oportunidad requerida por las bases, según corresponda. 

37.6 Contrato de consorcio con firmas legalizadas, 
detallando el porcentaje de obligaciones de cada 
consorciado respecto del objeto del contrato. 

37.7 Carta de Línea de Crédito, equivalente a una 
(1) vez el valor referencial, emitida por una empresa que 
está bajo supervisión directa de la Superintendencia 
de Banca y Seguros, o estar considerada en la última 
lista de bancos extranjeros de primera categoría que 
periódicamente publica el Banco Central de Reserva, 
conforme a los montos y condiciones señalados en las 
bases. En procedimientos de selección cuyos valores 
referenciales sean inferiores a S/ 1 800 000.00 en caso 
de obras y S/ 450 000.00 en caso de bienes y servicios, 
se presenta una declaración jurada acreditando que 
cuenta con solvencia económica para la ejecución del 
contrato.

37.8 Oferta económica con firma legalizada. El detalle 
mínimo exigido será: Costo Directo, Gastos Generales 
Fijos, Gastos Generales Variables, Utilidad e Impuesto 
General a las Ventas. El monto total de la oferta y de los 
subtotales que lo componen debe ser expresado con dos 
decimales. En caso de consorcio, se requiere la firma 
legalizada de todos los integrantes del consorcio.

Artículo 38.- Subsanación de ofertas
Durante el desarrollo del procedimiento de selección, 

se puede solicitar a cualquier postor que subsane o 
corrija algún error material o formal de los documentos 
presentados, siempre que no alteren el contenido esencial 
de la oferta.

Son subsanables, entre otros errores materiales o 
formales, la no consignación de determinada información 
en formatos y declaraciones juradas; los referidos a las 
fechas de emisión o denominaciones de la liquidación del 

contrato emitidos por entidades públicas; falta de firma o 
foliatura; siempre que tales circunstancias existieran al 
momento de la presentación de la oferta y hubieren sido 
referenciadas en la oferta.

Las omisiones de los documentos que forman parte 
de la oferta pueden ser subsanadas siempre que hayan 
sido emitidos por Entidad Pública o un privado ejerciendo 
función pública, con anterioridad a la fecha establecida 
para la presentación de ofertas, tales como autorizaciones, 
permisos, títulos, constancias y/o certificaciones que 
acrediten estar inscrito o integrar un registro y otros de 
naturaleza análoga. 

En el documento que contiene el precio ofertado 
u oferta económica puede subsanarse o corregirse 
algún error material o formal de los documentos 
presentados, siempre que no alteren el contenido 
esencial de la oferta. En caso de divergencia entre el 
precio cotizado en números y letras, prevalece este 
último. En el sistema de contratación a precios unitarios 
cuando se advierta errores aritméticos, corresponde su 
corrección al órgano encargado del procedimiento de 
selección, debiendo constar dicha rectificación en el 
acta respectiva.

Cuando se requiera subsanación, la oferta continúa 
vigente para todo efecto, a condición de la efectiva 
subsanación dentro del plazo otorgado, el que no puede 
exceder de dos (2) días hábiles. La presentación de las 
subsanaciones se realiza a través de la Unidad de Trámite 
Documentario de la Entidad. La subsanación corresponde 
realizarla al mismo postor, su representante legal o 
apoderado acreditado.

Artículo 39.- rechazo de oferta
En la contratación de bienes y servicios se rechaza 

toda oferta por debajo del 80% del valor referencial. 
Tratándose de consultoría de obras y ejecución de obras, 
se rechazan las ofertas que estén por debajo del 90% 
del valor referencial. A su vez, las ofertas que excedan el 
valor referencial serán rechazadas.

Artículo 40.- evaluación de ofertas
La evaluación de las ofertas es integral y se realiza 

en el mismo acto público de presentación de ofertas, 
realizándose en dos (2) etapas. La primera es la técnica y 
la segunda es la económica. 

En el caso de bienes, servicios, y obras, la experiencia 
del postor y el precio son los únicos factores de evaluación. 
Las bases estándar establecen la forma de acreditación, 
metodología y el puntaje que se asignará a cada factor.

Las ofertas técnica y económica se evalúan 
asignándoles puntajes de acuerdo a los criterios y 
metodología que se establezcan en las bases estándar del 
procedimiento de selección, así como a la documentación 
que se haya presentado para acreditarlos. 

Artículo 41.- otorgamiento de la buena pro
En el mismo acto público de presentación de ofertas 

el órgano a cargo del procedimiento de selección otorga 
la buena pro al postor que hubiera obtenido el mayor 
puntaje. 

El otorgamiento de la buena pro se presume 
notificado a todos los postores en la fecha del acto, 
oportunidad en la que se entrega a los postores copia 
del acta de otorgamiento y el cuadro comparativo, 
detallando los resultados de la calificación y evaluación. 
Dicha presunción no admite prueba en contrario. Esta 
información se publica el mismo día en el SEACE.

Las Entidades en el mismo día de otorgada la 
buena pro, publican en el SEACE la totalidad de las 
ofertas presentadas y documentos que sirvieron para la 
evaluación de las ofertas y el expediente de contratación, 
bajo responsabilidad del Titular de la Entidad. Asimismo, 
el día de vencimiento del plazo para el perfeccionamiento 
del contrato, las entidades publican los documentos 
presentados para tal fin.

En el portal institucional de la Autoridad para la 
Reconstrucción con Cambios y/o en el portal institucional 
de la Entidad se publica a través de un repositorio la 
información señalada en el párrafo precedente, cuya 
dirección URL debe ser consignada en las bases del 
procedimiento de selección.
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Artículo 42.- consentimiento del otorgamiento de 
la buena pro 

Cuando se hayan presentado dos (2) o más ofertas, 
el consentimiento de la buena pro se produce a los cinco 
(5) días hábiles de la notificación de su otorgamiento, sin 
que los postores hayan ejercido el derecho de interponer 
el recurso de apelación. En caso se haya presentado una 
sola oferta, el consentimiento de la buena pro se produce 
el mismo día de la notificación de su otorgamiento. El 
consentimiento de la buena pro se publica en el SEACE el 
mismo día de producido.

Al día hábil siguiente de consentido el otorgamiento 
de la buena pro o de haber quedado administrativamente 
firme, el órgano a cargo del procedimiento de selección, 
bajo responsabilidad, elabora y remite un informe al 
Órgano de Control Institucional de la Entidad, sustentando 
la admisión de ofertas, la evaluación y el otorgamiento 
de puntaje. En el caso de Entidades que no cuenten con 
Órgano de Control Institucional, el informe se remite al 
órgano correspondiente del Sistema Nacional de Control. 
Dicho informe se publica, el mismo día de su remisión, en 
el SEACE. 

Artículo 43.- Declaratoria de desierto
El procedimiento queda desierto cuando no se 

recibieron ofertas o cuando no exista ninguna oferta 
válida.

Cuando un procedimiento de selección es 
declarado desierto total o parcialmente, el OEC o el 
comité de selección, según corresponda, debe emitir 
un informe al funcionario que aprobó el expediente de 
contratación en el que justifique y evalúe las causas 
que no permitieron la conclusión del procedimiento, 
debiéndose adoptar las medidas correctivas antes de 
convocar nuevamente.

La publicación de la declaratoria de desierto de un 
procedimiento de selección debe registrarse en el SEACE, 
el mismo día de producida.

Cuando se declare desierto el procedimiento de 
selección, la siguiente convocatoria se realiza de forma 
inmediata, siguiendo el mismo procedimiento establecido 
en el presente Reglamento, salvo que el valor referencial 
supere la antigüedad de seis (6) meses, en cuyo caso se 
realiza la actualización del valor referencial..

Artículo 44.- cancelación del procedimiento de 
selección

Cuando la Entidad decida cancelar total o 
parcialmente un procedimiento de selección, por 
causal debidamente motivada, debe comunicar su 
decisión dentro del día siguiente y por escrito al órgano 
encargado del procedimiento de selección, debiendo 
registrarse en el SEACE la resolución o acuerdo 
cancelatorio al día siguiente de esta comunicación y, 
de ser el caso, al correo electrónico señalado por los 
participantes. La cancelación implica la imposibilidad 
de convocar el mismo objeto contractual durante 
el ejercicio presupuestal, salvo que la causal de la 
cancelación sea la falta de presupuesto.

La resolución o acuerdo que formaliza la cancelación 
debe estar debidamente motivada y ser emitida por el 
funcionario que aprobó el expediente de contratación u 
otro de igual o superior nivel.

Artículo 45.- culminación de los procedimientos 
de selección

Los procedimientos de selección culminan cuando se 
produce alguno de los siguientes eventos:

a) Se perfecciona el contrato.
b) Se cancela el procedimiento.
c) Se deja sin efecto el otorgamiento de la buena pro 

por causa imputable a la Entidad.
d) No se suscriba el contrato por causales debidamente 

justificadas.

Artículo 46.- recurso de apelación 
Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

notificación del otorgamiento de la buena pro, se pueden 
impugnar los actos dictados desde la convocatoria hasta 
antes de la suscripción del contrato mediante recurso 

de apelación, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 7-A de la Ley. El plazo para resolver y notificar 
la resolución que resuelve el recurso de apelación es de 
diez (10) días hábiles, contados desde el día siguiente de 
su interposición o de la subsanación del recurso.

Si la Entidad o el Tribunal, según sea el caso, advierte 
que el recurso de apelación no contiene alguno de los 
requisitos de admisibilidad y que esta omisión no fue 
advertida en el momento de la presentación del recurso, 
la autoridad competente para resolver en la Entidad o el 
Tribunal, concede un plazo máximo de dos (2) días hábiles 
contados desde el día siguiente de la notificación de las 
observaciones para la subsanación respectiva, dicho 
plazo se computa dentro de los diez (10) días hábiles que 
tiene para resolver la apelación. Transcurrido el plazo sin 
que se realice la subsanación, el recurso se tiene por no 
presentado.

Artículo 47.- Actos no impugnables
No son impugnables:

a) Las actuaciones materiales relativas a la 
planificación de las contrataciones.

b) Las actuaciones preparatorias de la Entidad 
convocante, destinadas a organizar la realización de 
procedimientos de selección.

c) Los documentos del procedimiento de selección y/o 
su integración.

d) Las actuaciones materiales referidas al registro de 
participantes.

e) Las contrataciones directas.

Artículo 48.- efectos de la Interposición
La interposición del recurso de apelación suspende 

el procedimiento de selección. Si el procedimiento de 
selección fue convocado según relación de ítems, la 
suspensión afecta únicamente al ítem impugnado.

Son nulos los actos expedidos con infracción de lo 
establecido en el párrafo precedente. Tanto la Entidad 
como el Tribunal, según corresponda, deben informar de 
la interposición del recurso de apelación a través de su 
registro en la ficha del procedimiento de selección obrante 
en el SEACE, el mismo día de su interposición.

Artículo 49.- ejecución de la garantía
Cuando el recurso de apelación sea declarado 

infundado o improcedente o el impugnante se desista, se 
procede a ejecutar el íntegro de la garantía.

Procede la devolución de la garantía cuando:

a) El recurso sea declarado fundado en todo o en 
parte.

b) Se declare la nulidad y/o que carece de objeto 
pronunciarse sobre el fondo del asunto.

c) Con posterioridad a la interposición del recurso de 
apelación sobrevenga un impedimento para contratar con 
el Estado.

d) Opere la denegatoria ficta por no resolver y notificar 
la resolución dentro del plazo legal.

El plazo para la devolución de la garantía es de cinco 
(5) días hábiles de solicitada.

Artículo 50.- Denegatoria ficta
Vencido el plazo para que el Tribunal o la Entidad 

resuelva y notifique la resolución que se pronuncia sobre 
el recurso de apelación, el impugnante debe asumir que 
el mismo fue desestimado, operando la denegatoria ficta, 
a efectos de la interposición de la demanda contencioso 
administrativa.

La omisión de resolver y notificar el recurso de apelación 
dentro del plazo establecido genera responsabilidad 
funcional, debiendo procederse al deslinde respectivo al 
interior del Tribunal o de la Entidad, según corresponda.

Artículo 51.- Agotamiento de la vía administrativa
La resolución del Tribunal o de la Entidad que resuelve 

el recurso de apelación o la denegatoria ficta, por no emitir 
y notificar su decisión dentro del plazo respectivo, agotan 
la vía administrativa, por lo que no cabe interponer recurso 
administrativo alguno.
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Artículo 52.- Acción contencioso administrativa
La interposición de la acción contencioso 

administrativa cabe únicamente contra la resolución o 
denegatoria ficta que agotan la vía administrativa, y no 
suspende lo resuelto por la Entidad o por el Tribunal, 
según corresponda. Dicha acción se interpone dentro del 
plazo de la ley de la materia.

cApÍtuLo V

eJecucIÓN coNtrActuAL

Artículo 53.- obligación de contratar

53.1 Una vez que la buena pro ha quedado consentida 
o administrativamente firme, tanto la Entidad como el o los 
postores ganadores, están obligados a contratar.

La Entidad no puede negarse a contratar, salvo 
por razones de recorte presupuestal correspondiente 
al objeto materia del procedimiento de selección, por 
norma expresa o porque desaparezca la necesidad, 
debidamente acreditada. La negativa a hacerlo basada 
en otros motivos, genera responsabilidad funcional en el 
Titular de la Entidad y el servidor al que se le hubieran 
delegado las facultades para perfeccionar el contrato, 
según corresponda. Esta situación implica la imposibilidad 
de convocar el mismo objeto contractual durante el 
ejercicio presupuestal, salvo que la causal sea la falta de 
presupuesto.

En caso que el o los postores ganadores de la buena 
pro se nieguen a suscribir el contrato, son pasibles de 
sanción, salvo imposibilidad física o jurídica sobrevenida 
al otorgamiento de la buena pro que no le sea atribuible, 
declarada por el Tribunal.

53.2 El perfeccionamiento de la relación contractual 
derivado de las contrataciones del procedimiento especial 
de contratación, se materializa con la suscripción del 
contrato. 

53.3 Es nulo el contrato en cuyo procedimiento 
de selección se ha incurrido en prácticas corruptas, 
fraudulentas, colusorias o ilícitas, en concordancia con lo 
previsto en el numeral 40.5 del artículo 40 de la Ley de 
Contrataciones.

Artículo 54.- requisitos para la suscripción del 
contrato 

Para perfeccionar el contrato, el postor ganador de la 
buena pro debe presentar:

1. Garantías, salvo casos de excepción.
2. Código de cuenta interbancaria (CCI).
3. Documento que acredite que cuenta con facultades 

para perfeccionar el contrato.
4. Documento que acredite al personal señalado en 

las bases.
5. En el caso de obra, la constancia de Capacidad 

Libre de Contratación expedida por el RNP.
6. Otros que las bases establezcan.

La Entidad, previo a la suscripción del contrato, verifica 
los documentos presentados por el ganador de la buena 
pro, así como la inscripción correspondiente en el RNP. 

Artículo 55.- contenido del contrato
El contrato está conformado por el documento que lo 

contiene, los documentos del procedimiento de selección 
que establezcan reglas definitivas y la oferta ganadora, 
así como los documentos derivados del procedimiento de 
selección que establezcan obligaciones para las partes.

El contrato debe incluir, bajo responsabilidad, cláusulas 
referidas a: (i) Garantías, (ii) Anticorrupción, (iii) Solución 
de controversias y (iv) Resolución por incumplimiento.

Conforme a lo establecido en la Ley de Contrataciones, 
todos los contratos deben incorporar cláusulas 
anticorrupción, bajo sanción de nulidad. Dichas cláusulas 
deben tener el siguiente contenido mínimo:

a) La declaración y garantía del contratista de no 
haber, directa o indirectamente, o tratándose de una 
persona jurídica a través de sus socios, integrantes de los 

órganos de administración, apoderados, representantes 
legales, funcionarios, asesores o personas vinculadas, 
ofrecido, negociado o efectuado, cualquier pago o, en 
general, cualquier beneficio o incentivo ilegal en relación 
al contrato.

b) La obligación del contratista de conducirse en 
todo momento, durante la ejecución del contrato, con 
honestidad, probidad, veracidad e integridad y de 
no cometer actos ilegales o de corrupción, directa o 
indirectamente o a través de sus socios, accionistas, 
participacionistas, integrantes de los órganos de 
administración, apoderados, representantes legales, 
funcionarios, asesores y personas vinculadas.

c) El compromiso del contratista de: (i) comunicar a las 
autoridades competentes, de manera directa y oportuna, 
cualquier acto o conducta ilícita o corrupta de la que 
tuviera conocimiento; y (ii) adoptar medidas técnicas, 
organizativas y/o de personal apropiadas para evitar los 
referidos actos o prácticas.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en estas cláusulas, durante la ejecución contractual, 
da el derecho a la Entidad correspondiente a resolver 
automáticamente y de pleno derecho el contrato, bastando 
para tal efecto que la Entidad remita una comunicación 
informando que se ha producido dicha resolución, sin 
perjuicio de las acciones civiles, penales y administrativas 
a que hubiera lugar.

Artículo 56.- Del plazo para la suscripción de 
contrato

56.1 Consentido o administrativamente firme el 
otorgamiento de la Buena Pro, el postor debe presentar 
a la entidad la documentación para la suscripción del 
contrato prevista en las bases, dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes. Este plazo comprende cuatro 
(4) días hábiles para la presentación de documentos y 
un (1) día hábil para la subsanación de observaciones 
y suscripción del contrato. La observación a la 
presentación de documentos para suscribir el 
contrato se realiza vía correo electrónico, dentro del 
vencimiento del plazo para la presentación de dichos 
documentos.

El ganador de la buena pro para suscribir el contrato 
debe acreditar la experiencia del personal requerido 
conforme al requerimiento indicado en las bases, según 
el objeto contractual que corresponda. En la ejecución 
de obras, la evaluación del desagregado de los precios 
unitarios por partida será realizada por el área usuaria 
como parte de la documentación requerida para la 
suscripción del contrato. 

56.2 Cuando la Entidad no cumpla con perfeccionar 
el contrato dentro de los plazos establecidos en el 
numeral 56.1, el postor ganador de la buena pro puede 
requerirla para ello, dándole un plazo de tres (3) días 
hábiles. Vencido el plazo otorgado, sin que la Entidad 
haya perfeccionado el contrato, el postor ganador 
tiene la facultad de dejar sin efecto el otorgamiento de 
la buena pro, con lo cual deja de estar obligado a la 
suscripción del mismo.

En este supuesto la Entidad no puede convocar 
el mismo objeto contractual en el ejercicio, bajo 
responsabilidad.

56.3 Cuando no se perfeccione el contrato, por causa 
imputable al postor, éste pierde automáticamente la 
buena pro.

En tal supuesto, el órgano encargado de las 
contrataciones, en un plazo máximo de tres (3) días 
hábiles, requiere al postor que ocupó el segundo lugar 
en el orden de prelación que presente los documentos 
para perfeccionar el contrato en el plazo previsto en el 
numeral 56.1. Si el postor no perfecciona el contrato, el 
órgano encargado de las contrataciones llamará al postor 
que le suceda en el orden de prelación, efectuando 
dicha acción de forma consecutiva hasta perfeccionar el 
contrato. En caso no queden postores declara desierto el 
procedimiento de selección.

56.4 Para el inicio de las prestaciones contractuales, 
el contratista debe presentar a la entidad una declaración 
jurada en la que manifieste: 
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a) Si sus representantes legales, accionistas, 
gerentes, directores y la misma contratista, tienen 
sentencia condenatoria, consentida o ejecutoriada, o 
sanción administrativa, por la comisión de delitos contra 
la administración pública o infracción a las normas sobre 
contrataciones públicas, y;

b) Si a la fecha de suscripción del contrato, cuenta 
con algún proceso penal o procedimiento administrativo 
sancionador en trámite, por la comisión de delitos e 
infracciones.

Artículo 57.- plazo de ejecución contractual

57.1 El plazo de ejecución contractual se inicia el día 
siguiente del perfeccionamiento del contrato, desde la 
fecha que se establezca en el contrato o desde la fecha en 
que se cumplan las condiciones previstas en el contrato, 
según sea el caso.

57.2 Los documentos del procedimiento de selección 
establecen el plazo de ejecución contractual de acuerdo 
a la implementación del PLAN, siempre y cuando se 
adopten las previsiones presupuestarias necesarias para 
garantizar el pago de las obligaciones, según las reglas 
previstas en la normatividad del Sistema Nacional de 
Presupuesto Público.

57.3 El plazo de ejecución contractual de los contratos 
de supervisión de obra debe estar vinculado a la duración 
de la obra supervisada.

57.4 Cuando se haya previsto en el contrato de 
supervisión que las actividades comprenden la liquidación 
del contrato de obra: (i) el contrato de supervisión culmina 
en caso la liquidación sea sometida a arbitraje; (ii) el pago 
por las labores hasta el momento en que se efectúa la 
recepción de la obra, debe ser realizado bajo el sistema 
de tarifas mientras que la participación del supervisor en el 
procedimiento de liquidación debe ser pagada empleando 
el sistema a suma alzada.

57.5 Tratándose de contratos de supervisión de 
servicios, el plazo de ejecución debe estar vinculado a la 
duración del servicio.

57.6 Cuando se trate del arrendamiento de bienes 
inmuebles, el plazo puede ser hasta por un máximo de 
un (1) año prorrogable en forma sucesiva de acuerdo a 
la implementación del PLAN; reservándose la Entidad el 
derecho de resolver unilateralmente el contrato antes del 
vencimiento previsto, sin reconocimiento de lucro cesante 
ni daño emergente, sujetándose los reajustes que 
pudieran acordarse al Índice de Precios al Consumidor 
que establece el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática - INEI.

57.7 Durante la ejecución contractual los plazos se 
computan en días calendario, excepto en los casos en 
los que el presente Reglamento indique lo contrario, 
aplicándose supletoriamente lo dispuesto por los artículos 
183 y 184 del Código Civil.

Artículo 58.- Nulidad del contrato

58.1 Cuando la Entidad decida declarar la nulidad de 
oficio del contrato por alguna de las causales previstas en 
el artículo 44 de la Ley de Contrataciones, debe cursar 
carta notarial al contratista adjuntando copia fedateada 
del documento que declara la nulidad. Dentro de los 
treinta (30) días hábiles siguientes el contratista que no 
esté de acuerdo con esta decisión, puede someter la 
controversia a arbitraje.

58.2 Cuando la nulidad se sustente en las causales 
previstas en los literales a) y b) del numeral 44.2 del 
artículo 44 de la Ley de Contrataciones, la Entidad puede 
realizar el procedimiento previsto en el numeral 63.5 del 
artículo 63 del Reglamento.

58.3 La acreditación a la que hace referencia el 
literal f) del numeral 44.2 del artículo 44 de la Ley 
de Contrataciones se efectúa mediante sentencia 
judicial consentida o ejecutoriada o cuando se hubiera 
admitido y/o reconocido expresamente cualquiera de las 
circunstancias referidas en dicho literal.

Artículo 59.- Subcontratación
Se puede subcontratar por un máximo del cuarenta 

por ciento (40%) del monto del contrato original, salvo 

prohibición expresa contenida en los documentos 
del procedimiento de selección o cuando se trate de 
prestaciones esenciales del contrato vinculadas a los 
aspectos que determinaron la selección del contratista.

La Entidad debe aprobar la subcontratación por escrito 
y de manera previa, dentro de los cinco (5) días hábiles de 
formulado el pedido. Si transcurrido dicho plazo la Entidad 
no comunica su respuesta, se considera que el pedido ha 
sido rechazado.

Artículo 60.- Garantía

60.1 Las bases establecen el tipo de garantía que 
debe otorgar el postor y/o contratista, pudiendo ser carta 
fianza y/o póliza de caución.

60.2 Como requisito indispensable para perfeccionar 
el contrato, el postor ganador debe entregar a la Entidad 
la garantía de fiel cumplimiento del mismo por una 
suma equivalente al diez por ciento (10%) del monto del 
contrato original. Esta debe mantenerse vigente hasta la 
conformidad de la recepción de la prestación a cargo del 
contratista, en el caso de bienes, servicios en general y 
consultorías en general, o hasta el consentimiento de la 
liquidación final, en el caso de ejecución y consultoría de 
obras.

En caso se haya practicado la liquidación final y se 
determine un saldo a favor del contratista y este someta 
a controversia la cuantía de ese saldo a favor, la Entidad 
debe devolverle la garantía de fiel cumplimiento.

En los contratos periódicos de suministro de bienes 
o de prestación de servicios en general, así como en 
los contratos de consultoría en general, de ejecución 
y consultoría de obras que celebren las Entidades con 
las micro y pequeñas empresas, estas últimas pueden 
otorgar como garantía de fiel cumplimiento el diez por 
ciento (10%) del monto del contrato original, porcentaje 
que es retenido por la Entidad. En el caso de los 
contratos para la ejecución de obras, tal beneficio solo 
procede cuando:

a) El valor referencial del procedimiento de selección 
sea inferior a S/ 1 800 000.00;

b) El plazo de ejecución de la obra sea igual o mayor 
a sesenta (60) días calendario; y,

c) El pago a favor del contratista considere, al menos, 
dos (2) valorizaciones periódicas, en función del avance 
de obra.

La retención se efectúa durante la primera mitad del 
número total de pagos a realizarse, de forma prorrateada 
en cada pago, con cargo a ser devuelto a la finalización 
del mismo.

60.3 En las contrataciones de bienes, servicios en 
general, consultorías o de obras que conllevan la ejecución 
de prestaciones accesorias, tales como mantenimiento, 
reparación o actividades afines, se debe otorgar una 
garantía adicional por este concepto, la misma que debe 
ser renovada periódicamente hasta el cumplimiento total 
de las obligaciones garantizadas, no pudiendo eximirse 
su presentación en ningún caso. El OSCE mediante 
Directiva establece las disposiciones complementarias 
para la aplicación de esta garantía.

60.4 No se otorga garantía de fiel cumplimiento del 
contrato ni garantía de fiel cumplimiento por prestaciones 
accesorias en los siguientes casos:

a) En los contratos de bienes y servicios, distintos 
a la consultoría de obras, cuyos montos sean iguales 
o menores a cien mil Soles (S/ 100 000,00). Dicha 
excepción también aplica a los contratos derivados 
de procedimientos de selección por relación de ítems, 
cuando el monto del ítem adjudicado o la sumatoria de 
los montos de los ítems adjudicados no supere el monto 
señalado. 

b) Adquisición de bienes inmuebles.
c) Contratos de arrendamiento de bienes muebles e 

inmuebles.
d) Las contrataciones complementarias celebradas 

bajo los alcances del artículo 72 del presente Reglamento, 
cuyos montos se encuentren dentro del supuesto 
contemplado en el literal a) del presente numeral.
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Artículo 61.- otras Garantías y ejecución

61.1 La Entidad solo puede entregar los adelantos 
directos y por materiales contra la presentación de una 
garantía emitida por idéntico monto. La presentación de 
esta garantía es exceptuada únicamente para el caso 
de obras cuando la entidad establece la constitución de 
fideicomisos. 

La garantía debe tener un plazo mínimo de vigencia 
de tres (3) meses, renovable por un plazo idéntico hasta la 
amortización total del adelanto otorgado. Dicha garantía 
puede reducirse a solicitud del contratista hasta el monto 
pendiente de amortizar

Cuando el plazo de ejecución contractual sea menor a 
tres (3) meses, las garantías pueden ser emitidas con una 
vigencia menor, siempre que cubra la fecha prevista para 
la amortización total del adelanto otorgado.

Tratándose de los adelantos de materiales, la garantía 
se mantiene vigente hasta la utilización de los materiales o 
insumos a satisfacción de la Entidad, pudiendo reducirse 
de manera proporcional de acuerdo con el desarrollo 
respectivo.

61.2 Las garantías se ejecutan en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando el contratista no la hubiere renovado antes 
de la fecha de su vencimiento. Una vez que se cuente con 
la conformidad de la recepción de la prestación o haya 
quedado consentida la liquidación, según corresponda, y 
siempre que no existan deudas a cargo del contratista o 
de haber saldo a favor, se le devuelve el monto ejecutado 
sin dar lugar al pago de intereses. Tratándose de las 
garantías por adelantos, no corresponde devolución 
alguna por el adelanto pendiente de amortización.

b) La garantía de fiel cumplimiento se ejecuta, en 
su totalidad, cuando la resolución por la cual la Entidad 
resuelve el contrato por causa imputable al contratista 
haya quedado consentida o cuando por laudo arbitral se 
declare procedente la decisión de resolver el contrato. 
En estos supuestos, el monto de la garantía corresponde 
íntegramente a la Entidad, independientemente de la 
cuantificación del daño efectivamente irrogado.

c) Igualmente, la garantía de fiel cumplimiento se 
ejecuta cuando transcurridos tres (3) días hábiles de haber 
sido requerido por la Entidad, el contratista no hubiera 
cumplido con pagar el saldo a su cargo establecido en 
el acta de conformidad de la recepción de la prestación 
a cargo del contratista, en el caso de bienes, servicios 
en general y consultorías en general, o en la liquidación 
final del contrato, en el caso de consultoría de obras y 
ejecución de obras. Esta ejecución es solicitada por un 
monto equivalente al citado saldo a cargo del contratista.

d) La garantía por adelantos se ejecuta cuando 
resuelto o declarado nulo el contrato exista riesgo 
sustentado de imposibilidad de amortización o pago, aun 
cuando este evento haya sido sometido a un medio de 
solución de controversias.

En cualquiera de los supuestos antes contemplados, 
la Entidad en forma previa a la ejecución de la garantía 
por adelantos, requiere notarialmente al contratista, 
otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles para 
que devuelva el monto pendiente de amortizar, bajo 
apercibimiento de ejecutar la garantía por adelantos por 
dicho monto.

Los supuestos previstos en los literales anteriores 
están referidos exclusivamente a la actuación de la 
Entidad, siendo de su única y exclusiva responsabilidad 
evaluar en qué supuesto habilitador se encuentra para la 
ejecución de la garantía, por lo que no afectan de modo 
alguno al carácter automático de tal ejecución y por tanto, 
de la obligación de pago a cargo de las empresas emisoras, 
quienes se encuentran obligadas a honrarlas conforme a 
lo previsto en el artículo 33 de la Ley de Contrataciones, 
al solo y primer requerimiento de la respectiva Entidad, 
sin poder solicitar que se acredite el supuesto habilitador, 
sin oponer excusión alguna y sin solicitar sustento ni 
documentación alguna y en el plazo perentorio de tres (3) 
días hábiles. Cualquier pacto en contrario contenido en la 
garantía emitida es nulo de pleno derecho y se considera 
no puesto, sin afectar la eficacia de la garantía extendida.

Aquellas empresas que no cumplan con honrar 
la garantía otorgada son sancionadas por la 
Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras 
Privadas de Fondos de Pensiones - SBS.

61.3 En los contratos de arrendamiento de bienes 
muebles e inmuebles, la garantía es entregada por la 
Entidad al arrendador en los términos previstos en el 
contrato. Dicha garantía cubre las obligaciones derivadas 
del contrato, con excepción de la indemnización por lucro 
cesante y daño emergente.

Artículo 62.- penalidades

62.1 El contrato establece las penalidades aplicables 
al contratista ante el incumplimiento injustificado de sus 
obligaciones contractuales, las mismas que deben ser 
objetivas, razonables y congruentes con el objeto de la 
convocatoria.

La Entidad debe prever en las bases la aplicación 
de la penalidad por mora; asimismo, puede prever otras 
penalidades. Estos dos tipos de penalidades pueden 
alcanzar cada una un monto máximo equivalente al diez 
por ciento (10%) del monto del contrato vigente, o de ser 
el caso, del ítem que debió ejecutarse.

Estas penalidades se deducen de los pagos a cuenta, 
de las valorizaciones, del pago final o en la liquidación 
final, según corresponda; o si fuera necesario, se cobra 
del monto resultante de la ejecución de la garantía de fiel 
cumplimiento.

62.2 En caso de retraso injustificado del contratista 
en la ejecución de las prestaciones objeto del contrato, 
la Entidad le aplica automáticamente una penalidad por 
mora por cada día de atraso. La penalidad se aplica 
automáticamente y se calcula de acuerdo a la siguiente 
fórmula:

Penalidad diaria = 0.10 x monto
  F x plazo en días

Donde F tiene los siguientes valores:

a) Para plazos menores o iguales a sesenta (60) días, 
para bienes, servicios en general, consultorías y ejecución 
de obras: F = 0.40.

b) Para plazos mayores a sesenta (60) días:

b.1) Para bienes, servicios en general y consultorías: 
F = 0.25.

b.2) Para obras: F = 0.15.

Tanto el monto como el plazo se refieren, según 
corresponda, al contrato o ítem que debió ejecutarse o, 
en caso que estos involucraran obligaciones de ejecución 
periódica, a la prestación parcial que fuera materia de 
retraso.

Para efectos del cálculo de la penalidad diaria se 
considera el monto del contrato vigente. Se considera 
justificado el retraso, cuando el contratista acredite, de 
modo objetivamente sustentado, que el mayor tiempo 
transcurrido no le resulta imputable. Esta calificación del 
retraso como justificado no da lugar al pago de gastos 
generales de ningún tipo.

62.3 Las bases del procedimiento de selección 
pueden establecer penalidades distintas a la mencionada 
en el numeral anterior, siempre y cuando sean objetivas, 
razonables, congruentes y proporcionales con el objeto 
de la contratación. Para estos efectos, deben incluir los 
supuestos de aplicación de penalidad, distintas al retraso 
o mora, la forma de cálculo de la penalidad para cada 
supuesto y el procedimiento mediante el cual se verifica 
el supuesto a penalizar. Estas penalidades se calculan de 
forma independiente a la penalidad por mora.

Artículo 63.- procedimiento y efectos de la 
resolución de contrato

63.1 Cualquiera de las partes puede resolver el 
contrato, por caso fortuito o fuerza mayor que imposibilite 
de manera definitiva la continuación del contrato, por 
incumplimiento de sus obligaciones contractuales, o por 
hecho sobreviniente al perfeccionamiento del contrato 
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que no sea imputable a alguna de las partes. Cuando 
se resuelva el contrato por causas imputables a alguna 
de las partes, se debe resarcir los daños y perjuicios 
ocasionados. No corresponde el pago de daños y 
perjuicios en los casos de corrupción de funcionarios o 
servidores propiciada por parte del contratista.

En caso que la resolución sea por incumplimiento del 
contratista, en la liquidación se consignan y se hacen 
efectivas las penalidades que correspondan. 

63.2 La Entidad puede resolver el contrato, de 
conformidad con el numeral anterior, en los casos en que 
el contratista:

a) Incumpla injustificadamente obligaciones 
contractuales, legales o reglamentarias a su cargo, pese 
a haber sido requerido para ello.

b) Haya llegado a acumular el monto máximo de 
la penalidad por mora o el monto máximo para otras 
penalidades, en la ejecución de la prestación a su cargo.

c) Paralice o reduzca injustificadamente la ejecución 
de la prestación, pese a haber sido requerido para corregir 
tal situación.

d) De verificarse la falsedad de la información 
consignada en la declaración jurada a la que hace 
referencia el numeral 56.4 del artículo 56 del presente 
Reglamento.

63.3 Tratándose de bienes y servicios, si alguna de las 
partes falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte 
perjudicada debe requerir mediante correo electrónico 
señalado en el contrato, no siendo necesario acuse de 
recibo, que las ejecute en un plazo no mayor a tres (3) 
días, bajo apercibimiento de resolver el contrato. En 
obras, la Entidad puede establecer plazos mayores, pero 
en ningún caso mayor a diez (10) días. Si vencido dicho 
plazo el incumplimiento continúa, la parte perjudicada 
puede resolver el contrato, comunicándolo mediante carta 
notarial.

Si la parte perjudicada es el contratista, el requerimiento 
y la resolución serán mediante carta notarial.

63.4 Si la parte perjudicada es la Entidad, se ejecutan 
las garantías que el contratista hubiera otorgado sin 
perjuicio de la indemnización por los mayores daños 
irrogados. Si la parte perjudicada es el contratista, la 
Entidad debe reconocerle la respectiva indemnización por 
los daños irrogados. 

63.5 Cuando se resuelva un contrato y exista la 
necesidad urgente de culminar con la ejecución de las 
prestaciones derivadas de este, sin perjuicio de que 
dicha resolución se encuentre sometida a alguno de los 
medios de solución de controversias, la Entidad puede 
contratar a alguno de los postores que participaron en 
el procedimiento de selección. Para estos efectos, la 
Entidad debe determinar el precio de dichas prestaciones, 
incluyendo todos los costos necesarios para su ejecución, 
debidamente sustentados.

Una vez determinado el precio y las condiciones 
de ejecución, y de existir disponibilidad presupuestal, 
la Entidad invita a los postores que participaron en el 
procedimiento de selección para que, en un plazo máximo 
de cinco (5) días, manifiesten su intención de ejecutar 
las prestaciones pendientes de ejecución por el precio y 
condiciones señalados en el documento de invitación. 

De presentarse más de una aceptación a la invitación, 
la Entidad contrata con aquel postor que ocupó una mejor 
posición en el orden de prelación en el procedimiento de 
selección correspondiente. 

Artículo 64.- Adicionales y reducciones en bienes 
y servicios

Mediante Resolución previa, el Titular de la Entidad 
puede disponer la ejecución de prestaciones adicionales 
hasta por el límite del veinticinco por ciento (25%) del 
monto del contrato original, siempre que estas sean 
necesarias para alcanzar la finalidad del contrato, para lo 
cual debe contar con la asignación presupuestal necesaria. 
El costo de los adicionales se determina sobre la base 
de las especificaciones técnicas del bien o términos de 
referencia del servicio en general o de consultoría y de 
las condiciones y precios pactados en el contrato; en 
defecto de estos se determina por acuerdo entre las 

partes. Igualmente, puede disponerse la reducción de 
las prestaciones hasta el límite del veinticinco por ciento 
(25%) del monto del contrato original.

En caso de adicionales, el contratista debe aumentar 
de forma proporcional las garantías que hubiese otorgado. 
En caso de reducciones puede solicitar la disminución en 
la misma proporción.

Excepcionalmente, en el caso de prestaciones 
adicionales en contratos de servicios dentro de los 
alcances del Decreto Supremo N° 034-2008-MTC, 
Reglamento Nacional de Gestión de Infraestructura 
Vial y sus modificatorias, necesarias para las 
intervenciones del PLAN, cuya falta de ejecución 
ponga en peligro a las personas o afecte la integridad 
de la infraestructura pública o la continuidad del 
servicio público, se puede autorizar la ejecución de 
dichas prestaciones mediante comunicación escrita 
al contratista, sin perjuicio de la verificación que debe 
efectuar la Entidad, previamente a la emisión de la 
resolución correspondiente, sin la cual no puede 
efectuarse pago alguno, bajo responsabilidad del 
Titular de la Entidad.

Artículo 65.- Ampliación del plazo contractual en 
bienes y servicios

Procede la ampliación del plazo en los siguientes 
casos:

1. Cuando se aprueba el adicional, siempre y cuando 
afecte el plazo. En este caso, el contratista amplía el plazo 
de las garantías que hubiere otorgado.

2. Por atrasos y/o paralizaciones no imputables al 
contratista.

El contratista debe solicitar la ampliación dentro 
de los siete (7) días hábiles siguientes a la notificación 
de la aprobación del adicional o de finalizado el hecho 
generador del atraso o paralización.

La Entidad debe resolver dicha solicitud y notificar 
su decisión al contratista en el plazo de quince (15) 
días hábiles, computado desde el día siguiente de su 
presentación. De no existir pronunciamiento expreso, 
se tiene por aprobada la solicitud del contratista, bajo 
responsabilidad del Titular de la Entidad.

En virtud de la ampliación otorgada, la Entidad 
amplía el plazo de los contratos directamente 
vinculados al contrato principal. Las ampliaciones 
de plazo en contratos de bienes o para la prestación 
de servicios en general y consultoría en general dan 
lugar al pago de los gastos generales debidamente 
acreditados. En el caso de la consultoría de obras, 
debe pagarse al contratista el gasto general variable 
y el costo directo, este último debidamente acreditado, 
además de la utilidad.

Cualquier controversia relacionada con la ampliación 
del plazo podrá ser sometida a conciliación y/o arbitraje 
dentro de los treinta (30) días hábiles posteriores a la 
notificación de esta decisión.

Artículo 66.- cesión de posición contractual
Solo procede la cesión de posición contractual del 

contratista en los casos de transferencia de propiedad de 
bienes que se encuentren arrendados a las Entidades, 
cuando se produzcan fusiones o escisiones o que exista 
norma legal que lo permita expresamente.

Artículo 67.- Modificaciones convencionales al 
contrato

Para que operen las modificaciones al contrato, debe 
cumplirse con los siguientes requisitos y formalidades:

1. Informe técnico legal que sustente: (i) la necesidad 
de la modificación a fin de cumplir con el objeto del contrato 
de manera oportuna y eficiente, (ii) que no se cambian 
los elementos esenciales del objeto de la contratación y 
(iii) que sustente que la modificación deriva de hechos 
sobrevinientes al perfeccionamiento del contrato que no 
son imputables a las partes. 

2. En el caso de contratos sujetos a supervisión de 
terceros, se deberá contar con la opinión favorable del 
supervisor.
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3. Informe del área de presupuesto con la certificación 
correspondiente, en caso la modificación implique la 
variación del precio.

4. La aprobación por resolución del Titular de la 
Entidad. Dicha facultad es indelegable.

5. El registro de la adenda en el SEACE.

Artículo 68.- recepción y conformidad en bienes 
y servicios

La recepción y conformidad es responsabilidad 
del área usuaria. En el caso de bienes, la recepción es 
responsabilidad del área de almacén y la conformidad es 
responsabilidad de quien se indique en los documentos 
del procedimiento de selección. La conformidad requiere 
del informe del funcionario responsable del área usuaria, 
quien debe verificar, dependiendo de la naturaleza de 
la prestación, la calidad, cantidad y cumplimiento de las 
condiciones contractuales, debiendo realizar las pruebas 
que fueran necesarias. Tratándose de órdenes de compra 
o de servicio, la conformidad puede consignarse en dicho 
documento.

La conformidad se emite en un plazo máximo de diez 
(10) días de producida la recepción, salvo en el caso de 
consultorías, donde la conformidad se emite en un plazo 
máximo de veinte (20) días.

De existir observaciones, la Entidad debe comunicarlas 
al contratista, indicando claramente el sentido de estas, 
otorgándole un plazo para subsanar no menor de dos (2) 
ni mayor de diez (10) días, dependiendo de la complejidad. 
Tratándose de consultorías y de contratos bajo modalidad 
mixta el plazo para subsanar no puede ser menor de 
cinco (5) ni mayor de veinte (20) días, dependiendo de 
la complejidad. Si pese al plazo otorgado, el contratista 
no cumpliese a cabalidad con la subsanación, la Entidad 
puede resolver el contrato, sin perjuicio de aplicar las 
penalidades que correspondan, desde el vencimiento del 
plazo para subsanar.

Este procedimiento no resulta aplicable cuando 
los bienes, servicios en general y/o consultorías 
manifiestamente no cumplan con las características 
y condiciones ofrecidas, en cuyo caso la Entidad no 
efectúa la recepción o no otorga la conformidad, según 
corresponda, debiendo considerarse como no ejecutada 
la prestación, aplicándose las penalidades respectivas.

Artículo 69.- Liquidación del contrato de 
consultoría de obra

El contratista presenta a la Entidad la liquidación del 
contrato de consultoría de obra, dentro de los quince (15) 
días siguientes de haberse otorgado la conformidad de la 
última prestación o de haberse consentido la resolución 
del contrato. La Entidad debe pronunciarse respecto de 
dicha liquidación y notificar su pronunciamiento dentro de 
los treinta (30) días siguientes de recibida; de no hacerlo, 
se tiene por aprobada la liquidación presentada por el 
contratista.

Si la Entidad observa la liquidación presentada 
por el contratista, este debe pronunciarse y notificar 
su pronunciamiento por escrito en el plazo de cinco (5) 
días de haber recibido la observación; de no hacerlo, se 
tiene por consentida la liquidación con las observaciones 
formuladas por la Entidad.

Cuando el contratista no presente la liquidación 
en el plazo indicado, la Entidad debe efectuarla y 
notificarla dentro de los quince (15) días siguientes, a 
costo del contratista; si este no se pronuncia dentro de 
los cinco (5) días de notificado, dicha liquidación queda 
consentida.

Si el contratista observa la liquidación practicada 
por la Entidad, esta debe pronunciarse y notificar su 
pronunciamiento dentro de los quince (15) días siguientes; 
de no hacerlo, se tiene por aprobada la liquidación con las 
observaciones formuladas por el contratista. En el caso 
de que la Entidad no acoja las observaciones formuladas 
por el contratista, debe manifestarlo por escrito dentro del 
plazo previsto en el párrafo anterior.

Culminado el procedimiento descrito en los párrafos 
anteriores, según corresponda, la parte que no acoge las 
observaciones debe solicitar, dentro del plazo previsto en 
la Ley, el sometimiento de esta controversia a conciliación 
y/o arbitraje, vencido el plazo se considera consentida 

o aprobada, según corresponda, la liquidación con las 
observaciones formuladas.

Una vez que la liquidación haya quedado consentida 
o aprobada, según corresponda, no procede someterla a 
los medios de solución de controversias.

Artículo 70.- Vicios ocultos
La recepción conforme de la Entidad no enerva su 

derecho a reclamar posteriormente por defectos o vicios 
ocultos.

Artículo 71.- Adelanto directo de bienes y servicios 
y el pago

71.1 Las bases pueden establecer adelantos directos 
al contratista en bienes y servicios, los que en ningún 
caso exceden en conjunto del treinta por ciento (30%) del 
monto del contrato original. En tal caso, los documentos 
del procedimiento de selección, además, deben prever el 
plazo en el cual el contratista debe solicitar el adelanto, 
así como el plazo de entrega del mismo.

Al momento de solicitar el adelanto, el contratista 
debe entregar la garantía acompañada del comprobante 
de pago.

La amortización del adelanto se realiza mediante 
descuentos proporcionales en cada uno de los pagos 
parciales que se efectúen al contratista por la ejecución 
de la o las prestaciones a su cargo. Cualquier diferencia 
que se produzca respecto de la amortización parcial de 
los adelantos se toma en cuenta al momento de efectuar 
el siguiente pago que le corresponda al contratista o 
al momento de la conformidad de la recepción de la 
prestación.

71.2 La Entidad debe pagar las contraprestaciones 
pactadas a favor del contratista dentro de los quince 
(15) días calendario siguientes a la conformidad de los 
bienes, servicios en general y consultorías, siempre que 
se verifiquen las condiciones establecidas en el contrato 
para ello. En caso de retraso en el pago, el contratista 
tiene derecho al pago de intereses legales, los que se 
computan desde la oportunidad en que el pago debió 
efectuarse.

Artículo 72.- contrataciones complementarias
Dentro de los tres (3) meses posteriores a la 

culminación del plazo de ejecución del contrato, la Entidad 
puede contratar complementariamente bienes y servicios 
en general con el mismo contratista, por única vez y en 
tanto culmine el procedimiento de selección convocado, 
hasta por un máximo del treinta por ciento (30%) del monto 
del contrato original, siempre que se trate del mismo bien 
o servicio y que el contratista preserve las condiciones 
que dieron lugar a la adquisición o contratación.

En aquellos casos en los que con la contratación 
complementaria se agota la necesidad, la condición 
de convocar un procedimiento de selección no resulta 
necesaria; aspecto que debe ser sustentado por el área 
usuaria al formular su requerimiento.

No caben contrataciones complementarias en los 
contratos que tengan por objeto la ejecución de obras ni 
de consultorías, ni en las contrataciones directas.

Artículo 73.- Inicio del plazo de ejecución de obra

73.1 El inicio del plazo de ejecución de obra comienza 
a regir desde el día siguiente de que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) Que la Entidad notifique al contratista quien es el 
inspector o el supervisor, según corresponda;

b) Que la Entidad haya hecho entrega total o parcial 
del terreno o lugar donde se ejecuta la obra, según 
corresponda;

c) Que la Entidad provea el calendario de entrega de 
los materiales e insumos que, de acuerdo con las bases, 
hubiera asumido como obligación;

d) Que la Entidad haya hecho entrega del Expediente 
Técnico de Obra completo, en caso este haya sido 
modificado; 

e) Que la Entidad haya otorgado al contratista el 
adelanto directo, o se haya constituido el fideicomiso.
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Las condiciones a que se refieren los literales 
precedentes, deben ser cumplidas dentro de los quince 
(15) días contados a partir del día siguiente de la 
suscripción del contrato. En caso no se haya solicitado 
la entrega del adelanto directo, el plazo se inicia con el 
cumplimiento de las demás condiciones.

Si la Entidad no cumple con las condiciones señaladas 
en los literales precedentes, el contratista puede iniciar el 
procedimiento de resolución del contrato dentro del plazo 
de quince (15) días de vencido el plazo previsto en el párrafo 
anterior. Asimismo, en el mismo plazo tiene derecho a 
solicitar resarcimiento de daños y perjuicios debidamente 
acreditados, hasta por un monto equivalente al cinco por 
diez mil (5/10 000) del monto del contrato por día y hasta 
por un tope de setenta y cinco por diez mil (75/10 000). 
La Entidad debe pronunciarse sobre dicha solicitud en el 
plazo de diez (10) días hábiles de presentada. Respecto 
al derecho de resarcimiento, el contratista puede iniciar 
un procedimiento de conciliación y/o arbitraje dentro de 
los treinta (30) días hábiles de vencido el plazo con el que 
cuenta la Entidad para pronunciarse sobre la solicitud.

73.2 La Entidad puede acordar con el contratista diferir 
la fecha de inicio del plazo de ejecución de la obra en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la estacionalidad climática no permite el 
inicio de la ejecución de la obra, hasta la culminación de 
dicho evento.

b) En caso la Entidad se encuentre imposibilitada 
de cumplir con las condiciones previstas en los literales 
a) o b) del numeral 73.1 del presente artículo, hasta el 
cumplimiento de las mismas.

En ambos supuestos, no resulta aplicable el 
resarcimiento indicado en el último párrafo del numeral 
73.1 del artículo 73, y se suspende el trámite de la solicitud 
y entrega del adelanto directo, debiendo reiniciarse quince 
(15) días antes de la nueva fecha de inicio del plazo de 
ejecución.

En los supuestos previstos en el párrafo anterior, las 
circunstancias invocadas se sustentan en un informe 
técnico que forma parte del expediente de contratación, 
debiéndose suscribir la adenda correspondiente.

Artículo 74.- Suspensión del plazo de ejecución

74.1 Cuando se produzcan eventos no atribuibles a 
las partes que originen la paralización de la obra, estas 
pueden acordar la suspensión del plazo de ejecución de la 
misma, hasta la culminación de dicho evento, sin que ello 
suponga el reconocimiento de mayores gastos generales 
y costos, salvo aquellos que resulten necesarios para 
viabilizar la suspensión.

74.2 Reiniciado el plazo de ejecución de la obra 
corresponde a la Entidad comunicar al contratista la 
modificación de las fechas de ejecución de la obra, 
respetando los términos en los que se acordó la 
suspensión.

74.3 Asimismo, el contratista puede suspender la 
ejecución de la prestación en caso la Entidad no cumpla 
con el pago de tres (3) valorizaciones consecutivas; 
para tal efecto, el contratista debe requerir mediante 
comunicación escrita que la Entidad pague por lo 
menos una (1) de las valorizaciones pendientes en un 
plazo no mayor de diez (10) días. Si vencido el plazo 
el incumplimiento continúa el residente debe anotar en 
el cuaderno de obra la decisión de suspensión, que se 
produce al día siguiente de la referida anotación.

74.4 La suspensión del plazo da lugar al pago de 
mayores gastos generales variables, directamente 
vinculados, debidamente acreditados. En este caso 
también corresponde la suspensión del contrato de 
supervisión, aplicándose la regla contenida en el presente 
párrafo.

74.5 Cuando se produzca la suspensión del contrato 
de obra según lo previsto en el numeral 74.1 precedente, 
corresponde también la suspensión del contrato de 
supervisión sin que ello suponga el reconocimiento de 
mayores gastos generales y costos, salvo aquellos que 
resulten necesarios para viabilizar la suspensión. Esta 
disposición también se aplica en caso la suspensión de 

la ejecución de la obra se produzca como consecuencia 
del sometimiento a arbitraje de una controversia. Lo 
dispuesto en este numeral resulta aplicable a los contratos 
de supervisión de servicios

Artículo 75.- residente de obra

75.1 Durante la ejecución de la obra debe contarse, de 
modo permanente y directo, con un profesional colegiado, 
habilitado y especializado designado por el contratista, 
previa conformidad de la Entidad, como residente de 
la obra, el cual puede ser ingeniero o arquitecto, según 
corresponda a la naturaleza de los trabajos, con no 
menos de dos (2) años de experiencia en la especialidad, 
en función de la naturaleza, envergadura y complejidad 
de la obra.

75.2 Por su sola designación, el residente representa 
al contratista como responsable técnico de la obra, no 
estando facultado a pactar modificaciones al contrato.

75.3 El residente de obra no podrá prestar servicios en 
más de una obra a la vez, salvo lo previsto en el siguiente 
numeral.

75.4 En el caso de obras convocadas por paquete, la 
participación permanente, directa y exclusiva del residente 
son definidos en los documentos del procedimiento de 
selección por la Entidad, bajo responsabilidad, teniendo 
en consideración la complejidad y magnitud de las obras 
a ejecutar.

Artículo 76.- clases de Adelantos de obra
Las bases, para el caso de obras, pueden establecer 

los siguientes adelantos:

1. Directos, los que en ningún caso exceden en 
conjunto el diez por ciento (10%) del monto del contrato 
original.

2. Para materiales o insumos, los que en conjunto no 
deben superar el veinte por ciento (20%) del monto del 
contrato original.

Artículo 77.- entrega de adelantos en obra y 
amortización

77.1 En el caso que en las bases se haya establecido el 
otorgamiento de adelanto directo, el contratista dentro de 
los ocho (8) días siguientes a la suscripción del contrato, 
puede solicitar formalmente la entrega del mismo, 
adjuntando a su solicitud la garantía y el comprobante de 
pago correspondiente, vencido dicho plazo no procede la 
solicitud.

La Entidad debe entregar el monto solicitado dentro 
de los siete (7) días contados a partir del día siguiente de 
recibida la mencionada documentación.

77.2 La Entidad debe establecer en las bases el 
plazo en el cual el contratista solicita el adelanto de 
materiales o insumos, así como el plazo en el cual se 
entregue el adelanto, con la finalidad que el contratista 
pueda disponer de los materiales o insumos en la 
oportunidad prevista en el calendario de adquisición de 
materiales o insumos.

Las solicitudes de adelantos para materiales o insumos 
deben realizarse una vez iniciado el plazo de ejecución 
contractual, teniendo en consideración el calendario de 
adquisición de materiales o insumos presentado por el 
contratista y los plazos establecidos en los documentos 
del procedimiento de selección para entregar dichos 
adelantos.

No procede el otorgamiento del adelanto para 
materiales e insumos en los casos en que las solicitudes 
correspondientes sean realizadas con posterioridad a 
las fechas señaladas en el calendario de adquisición de 
materiales e insumos.

Para el otorgamiento del adelanto para materiales, 
insumos equipamiento o mobiliarios debe tenerse 
en cuenta lo dispuesto en el Decreto Supremo Nº 
011-79-VC y sus modificatorias, ampliatorias y 
complementarias.

Es responsabilidad del inspector o supervisor, según 
corresponda, verificar la oportunidad de la solicitud de 
los adelantos para materiales e insumos, de acuerdo al 
calendario correspondiente.
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77.3 La amortización del adelanto directo se realiza 
mediante descuentos proporcionales en cada una de las 
valorizaciones de obra.

La amortización del adelanto para materiales e 
insumos se realiza de acuerdo con lo dispuesto en el 
Decreto Supremo No 011-79-VC y sus modificatorias, 
ampliatorias y complementarias.

Cualquier diferencia que se produzca respecto de la 
amortización del adelanto se toma en cuenta al momento 
de efectuar el pago siguiente que le corresponda al 
contratista y/o en la liquidación del contrato.

Artículo 78.- Adelanto directos y adelantos para 
materiales o insumos por fideicomiso

Las bases pueden establecer el otorgamiento de los 
adelantos directos y por materiales o insumos a través 
de la constitución de fideicomisos, para lo cual no resulta 
necesario la presentación de la garantía correspondiente. 

Para tal efecto se observa lo siguiente: (i) La Entidad 
determina en su requerimiento la constitución de 
fideicomisos para el otorgamiento de los adelantos; (ii) 
El valor referencial del procedimiento de selección debe 
ser igual o mayor a S/ 20 000 000.00; y (iii) La Entidad 
convocante debe ser del Gobierno Nacional.

Artículo 79.- Inspector o supervisor de obra

79.1 Durante la ejecución de la obra, debe contarse, 
de modo permanente y directo, con un inspector o con 
un supervisor, según corresponda. Queda prohibida la 
existencia de ambos en una misma obra. El inspector 
es un profesional, funcionario o servidor de la Entidad, 
expresamente designado por esta, mientras que el 
supervisor es una persona natural o jurídica especialmente 
contratada para dicho fin. En el caso de ser una persona 
jurídica, esta designa a una persona natural como 
supervisor permanente en la obra.

79.2 El inspector o supervisor, según corresponda, 
debe cumplir con la misma experiencia y calificaciones 
profesionales establecidas para el residente de obra. 

79.3 El supervisor de obra, cuando es persona natural, 
o el jefe de supervisión, en caso el supervisor sea persona 
jurídica, no podrá prestar servicios en más de una obra a 
la vez, salvo el caso de obras convocadas por paquete, 
donde la participación permanente, directa y exclusiva 
del supervisor de obra son definidos en los documentos 
del procedimiento de selección por la Entidad, bajo 
responsabilidad, teniendo en consideración la complejidad 
y magnitud de las obras a ejecutar.

79.4 Para el inicio de ejecución física de obra que 
requiera supervisión, el Titular de la Entidad, bajo 
responsabilidad, está facultado por única vez para 
designar un inspector de obra o un equipo de inspectores, 
en tanto no se cuente con el supervisor de obra y siempre 
que la suma de las valorizaciones acumulada de la obra no 
supere el límite establecido por la Ley de Presupuesto del 
Sector Público para el año correspondiente. Esta facultad 
se aplica mientras culmine el procedimiento de selección 
convocado para la contratación de la supervisión y no es 
delegable.

Artículo 80.- Funciones del Inspector o Supervisor

80.1 La Entidad controla los trabajos efectuados por 
el contratista a través del inspector o supervisor, según 
corresponda, quien es el responsable de: (i) Velar directa 
y permanentemente por la correcta ejecución técnica, 
económica y administrativa de la obra y del cumplimiento 
del contrato; (ii) La debida y oportuna administración de 
riesgos durante todo el plazo de la obra; (iii) Absolver las 
consultas que formule el contratista. 

En una misma obra el supervisor no puede ser ejecutor 
ni integrante de su plantel técnico.

80.2 El inspector o el supervisor, según corresponda, 
está facultado para ordenar el retiro de cualquier 
subcontratista o trabajador por incapacidad o 
incorrecciones que, a su juicio, perjudiquen la buena 
marcha de la obra; para rechazar y ordenar el retiro 
de materiales o equipos por mala calidad o por el 
incumplimiento de las especificaciones técnicas y para 
disponer cualquier medida generada por una emergencia. 

No obstante lo señalado, su actuación debe ajustarse al 
contrato, no teniendo autoridad para modificarlo.

80.3 El contratista debe brindar al inspector o 
supervisor las facilidades necesarias para el cumplimiento 
de su función, las cuales están estrictamente relacionadas 
con esta.

El incumplimiento de las obligaciones antes señaladas 
podrá generar la aplicación de otras penalidades previstas 
en las bases.

Artículo 81.- obligaciones del contratista de obra 

81.1 En caso de atrasos en la ejecución de la obra por 
causas imputables al contratista, con respecto a la fecha 
consignada en el calendario de avance de obra vigente, 
y considerando que dicho atraso puede producir una 
extensión de los servicios de inspección o supervisión, lo 
que genera un mayor costo, el contratista ejecutor de la 
obra asume el pago del monto correspondiente por los 
servicios indicados, el que se hace efectivo deduciendo 
dicho monto de la liquidación del contrato de ejecución 
de obra. Durante la ejecución de la obra dicho costo es 
asumido por la Entidad

81.2 Es responsabilidad del contratista ejecutar su 
prestación con el plantel profesional acreditado.

Excepcionalmente y de manera justificada el 
contratista puede solicitar a la Entidad le autorice la 
sustitución del profesional acreditado, en cuyo caso el 
reemplazante debe reunir experiencia y calificaciones 
profesionales iguales o superiores a las del profesional 
reemplazado.

La sustitución del personal acreditado debe 
solicitarse a la Entidad quince (15) días antes que se 
culmine la relación contractual entre el contratista y el 
personal a ser sustituido; si dentro de los ocho (8) días 
siguientes de presentada la solicitud la Entidad no emite 
pronunciamiento se considera aprobada la sustitución.

En caso culmine la relación contractual entre el 
contratista y el personal ofertado y la Entidad no haya 
aprobado la sustitución del personal por no cumplir 
con las experiencias y calificaciones del profesional a 
ser reemplazado, la Entidad le aplica al contratista una 
penalidad no menor a la mitad de una Unidad Impositiva 
Tributaria (0.5 UIT) ni mayor a una (1) UIT por cada día de 
ausencia del personal en la obra.

En caso el contratista considere necesaria la 
participación de profesionales adicionales al plantel 
técnico ofertado, debe anotarse tal ocurrencia en el 
cuaderno de obra e informarse por escrito a la Entidad 
el alcance de sus funciones, a efectos que esta pueda 
supervisar la efectiva participación de tales profesionales. 
La inclusión de mayores profesionales por parte del 
contratista no genera mayores costos ni gastos para la 
Entidad.

El presente artículo también resulta aplicable para los 
contratos de consultoría.

Artículo 82.- cuaderno de obra, anotaciones y 
consultas

82.1 En la fecha de entrega del terreno, el contratista 
entrega y abre el cuaderno de obra, el mismo que debe 
encontrarse legalizado y es firmado en todas sus páginas 
por el inspector o supervisor, según corresponda, y 
por el residente, a fin de evitar su adulteración. Dichos 
profesionales son los únicos autorizados para hacer 
anotaciones en el cuaderno de obra, salvo en los casos 
de ausencias excepcionales debidamente autorizadas 
por la Entidad, en los que puede autorizarse la firma del 
cuaderno de obra a otro profesional, el cual ejercerá esta 
labor de forma exclusiva e indelegable.

El cuaderno de obra consta de una hoja original 
con tres (3) copias desglosables, correspondiendo una 
de estas a la Entidad, otra al contratista y la tercera al 
inspector o supervisor. El original de dicho cuaderno debe 
permanecer en la obra, bajo custodia del residente no 
pudiendo impedirse el acceso al mismo.

Si el contratista o su personal, no permite el acceso al 
cuaderno de obra al inspector o supervisor, impidiéndole 
anotar las ocurrencias, constituye causal de aplicación de 
una penalidad equivalente al cinco por mil (5/1 000) del 
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monto de la valorización del periodo por cada día de dicho 
impedimento.

Concluida la ejecución y recibida la obra, el original 
queda en poder de la Entidad.

82.2 En el cuaderno de obra se anotan, en asientos 
correlativos, los hechos relevantes que ocurran durante 
la ejecución de esta, firmando al pie de cada anotación 
el inspector o supervisor o el residente, según sea el que 
efectúe la anotación. Las solicitudes que se requieran 
como consecuencia de las ocurrencias anotadas en el 
cuaderno de obra, se presentan directamente a la Entidad 
o al inspector o supervisor, según corresponda, por el 
contratista o su representante, por medio de comunicación 
escrita.

Los profesionales autorizados para anotar en el 
cuaderno de obra deben evaluar permanentemente el 
desarrollo de la administración de riesgos, debiendo 
anotar los resultados, cuando menos, con periodicidad 
semanal, precisando sus efectos y los hitos afectados o 
no cumplidos de ser el caso.

El cuaderno de obra es cerrado por el inspector 
o supervisor cuando la obra haya sido recibida 
definitivamente por la Entidad.

82.3 Las consultas se formulan en el cuaderno de obra 
y se dirigen al inspector o supervisor, según corresponda.

Las consultas cuando por su naturaleza, en opinión 
del inspector o supervisor, no requieran de la opinión 
del proyectista, son absueltas por estos dentro del plazo 
máximo de tres (3) días siguientes de anotadas las 
mismas. Vencido el plazo anterior y de no ser absueltas, el 
contratista dentro de los dos (2) días siguientes tiene que 
acudir a la Entidad, la cual debe resolverlas en un plazo 
máximo de cinco (5) días, contados desde el día siguiente 
de la recepción de la comunicación del contratista.

Las consultas cuando por su naturaleza, en opinión 
del inspector o supervisor, requieran de la opinión del 
proyectista son elevadas por estos a la Entidad dentro 
del plazo máximo de tres (3) días siguientes de anotadas, 
correspondiendo a esta en coordinación con el proyectista 
absolver la consulta dentro del plazo máximo de diez 
(10) días siguientes de la comunicación del inspector o 
supervisor.

Para este efecto, la Entidad debe considerar en 
el contrato celebrado con el proyectista cláusulas de 
responsabilidad y la obligación de atender las consultas 
que les remita la Entidad dentro del plazo que señale 
dicha cláusula. En caso no hubiese respuesta del 
proyectista en el plazo indicado en el párrafo anterior, la 
Entidad debe absolver la consulta y dar instrucciones al 
contratista a través del inspector o supervisor, sin perjuicio 
de las acciones que se adopten contra el proyectista, por 
la falta de absolución de la misma.

Si en ambos casos, vencidos los plazos, no se 
absuelve la consulta, el contratista tiene el derecho a 
solicitar ampliación de plazo contractual por el tiempo 
correspondiente a la demora. Esta demora se computa 
sólo a partir de la fecha en que la no ejecución de los 
trabajos materia de la consulta empiece a afectar la ruta 
crítica del programa de ejecución de la obra.

Artículo 83.- Valorizaciones y metrados

83.1 Las valorizaciones tienen el carácter de pagos 
a cuenta y son elaboradas el último día de cada período 
previsto en las Bases, por el inspector o supervisor y el 
contratista.

83.2 En el caso de las obras contratadas bajo el 
sistema de precios unitarios, durante la ejecución de la 
obra, las valorizaciones se formulan en función de los 
metrados ejecutados con los precios unitarios ofertados, 
agregando separadamente los montos proporcionales de 
gastos generales y utilidad ofertados por el contratista; 
a este monto se agrega, de ser el caso, el porcentaje 
correspondiente al Impuesto General a las Ventas.

83.3 En el caso de las obras contratadas bajo el 
sistema a suma alzada, durante la ejecución de la obra, 
las valorizaciones se formulan en función de los metrados 
ejecutados contratados con los precios unitarios del 
valor referencial, agregando separadamente los montos 
proporcionales de gastos generales y utilidad del valor 
referencial. El subtotal así obtenido se multiplica por el 

factor de relación, calculado hasta la quinta cifra decimal; 
a este monto se agrega, de ser el caso, el porcentaje 
correspondiente al Impuesto General a las Ventas.

83.4 En las obras contratadas bajo el sistema a 
precios unitarios se valoriza hasta el total de los metrados 
realmente ejecutados, mientras que en el caso de las 
obras bajo el sistema de suma alzada se valoriza hasta el 
total de los metrados del presupuesto de obra.

83.5 Los metrados de obra ejecutados se formulan y 
valorizan conjuntamente por el contratista y el inspector 
o supervisor, y son presentados a la Entidad dentro de 
los plazos que establezca el contrato. Si el inspector o 
supervisor no se presenta para la valorización conjunta 
con el contratista, este la efectúa. El inspector o 
supervisor debe revisar los metrados durante el periodo 
de aprobación de la valorización.

83.6 El plazo máximo de aprobación por el inspector 
o el supervisor de las valorizaciones y su remisión a la 
Entidad para periodos mensuales es de cinco (5) días, 
contados a partir del primer día hábil del mes siguiente al 
de la valorización respectiva, y es cancelada por la Entidad 
en fecha no posterior al último día de tal mes. Cuando 
las valorizaciones se refieran a periodos distintos a los 
previstos en este párrafo, las Bases deben establecer el 
tratamiento correspondiente de acuerdo con lo dispuesto 
en el presente artículo.

83.7 A partir del vencimiento del plazo establecido para 
el pago de estas valorizaciones, por razones imputables a 
la Entidad, el contratista tiene derecho al reconocimiento 
de los intereses legales efectivos, de conformidad con los 
artículos 1244, 1245 y 1246 del Código Civil.

Artículo 84.- Discrepancias respecto de 
valorizaciones o metrados

Si surgieran discrepancias respecto de la formulación, 
aprobación o valorización de los metrados entre el 
contratista y el inspector o supervisor o la Entidad, 
según sea el caso, estas se resuelven en la liquidación 
del contrato, sin perjuicio del cobro de la parte no 
controvertida.

Si la valorización de la parte en discusión representa 
un monto igual o superior al cinco por ciento (5%) del 
contrato actualizado, la parte interesada puede someter 
dicha controversia a conciliación y/o arbitraje, o a la Junta 
de Resolución de Disputas, según corresponda; dentro de 
los treinta (30) días hábiles siguientes de haber tomado 
conocimiento de la discrepancia.

El inicio del respectivo medio de solución de 
controversias no implica la suspensión del contrato ni el 
incumplimiento de las obligaciones de las partes.

Artículo 85.- causales de ampliación de plazo y 
procedimiento

85.1 El contratista puede solicitar la ampliación de 
plazo pactado por cualquiera de las siguientes causales 
ajenas a su voluntad, siempre que modifiquen la ruta 
crítica del programa de ejecución de obra vigente al 
momento de la solicitud de ampliación:

a) Atrasos y/o paralizaciones por causas no atribuibles 
al contratista.

b) Cuando es necesario un plazo adicional para la 
ejecución de la prestación adicional de obra. En este 
caso, el contratista amplía el plazo de las garantías que 
hubiere otorgado.

c) Cuando es necesario un plazo adicional para la 
ejecución de los mayores metrados que no provengan de 
variaciones del expediente técnico de obra, en contratos 
a precios unitarios.

85.2 Para que proceda una ampliación de plazo de 
conformidad con lo establecido en el numeral precedente, 
el contratista, por intermedio de su residente debe 
anotar en el cuaderno de obra, el inicio y el final de las 
circunstancias que a su criterio determinen ampliación de 
plazo y de ser el caso, el detalle del riesgo no previsto, 
señalando su efecto y los hitos afectados o no cumplidos. 
Dentro de los quince (15) días siguientes de concluida la 
circunstancia invocada, el contratista o su representante 
legal solicita, cuantifica y sustenta su solicitud de 
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ampliación de plazo ante el inspector o supervisor, según 
corresponda, siempre que la demora afecte la ruta crítica 
del programa de ejecución de obra vigente.

El inspector o supervisor emite un informe que 
sustenta técnicamente su opinión sobre la solicitud 
de ampliación de plazo y lo remite a la Entidad y al 
contratista en un plazo no mayor de cinco (5) días 
hábiles, contados desde el día siguiente de presentada 
la solicitud. La Entidad resuelve sobre dicha ampliación 
y notifica su decisión al contratista en un plazo 
máximo de diez (10) días hábiles, contados desde el 
día siguiente de la recepción del indicado informe o 
del vencimiento del plazo, bajo responsabilidad. De 
no emitirse pronunciamiento alguno dentro del plazo 
señalado, se tiene por aprobado lo indicado por el 
inspector o supervisor en su informe.

Si dentro del plazo de quince (15) días hábiles de 
presentada la solicitud, la entidad no se pronuncia y no 
existe opinión del supervisor o inspector, se considera 
ampliado el plazo solicitado por el contratista.

Cuando las ampliaciones se sustenten en causales 
que no correspondan a un mismo periodo de tiempo, sea 
este parcial o total, cada solicitud de ampliación de plazo 
debe tramitarse y resolverse independientemente.

En tanto se trate de circunstancias que no tengan 
fecha prevista de conclusión, hecho que debe ser 
debidamente acreditado y sustentado por el contratista 
de obra, y no se haya suspendido el plazo de ejecución 
contractual, el contratista puede solicitar y la Entidad 
otorgar ampliaciones de plazo parciales, a fin de permitir 
que el contratista valorice los gastos generales por 
dicha ampliación parcial, para cuyo efecto se sigue el 
procedimiento antes señalado.

La ampliación de plazo obliga al contratista, como 
condición para el pago de los mayores gastos generales, 
a presentar al inspector o supervisor un calendario de 
avance de obra valorizado actualizado y la programación 
CPM correspondiente, la lista de hitos no cumplidos, el 
detalle del riesgo acaecido, su asignación así como su 
impacto considerando para ello solo las partidas que se 
han visto afectadas y en armonía con la ampliación de 
plazo concedida, en un plazo que no puede exceder de 
siete (7) días contados a partir del día siguiente de la 
fecha de notificación al contratista de la aprobación de 
la ampliación de plazo. El inspector o supervisor debe 
elevarlos a la Entidad, con los reajustes que puedan 
concordarse con el contratista, en un plazo máximo de siete 
(7) días, contados a partir del día siguiente de la recepción 
del nuevo calendario presentado por el contratista. En un 
plazo no mayor de siete (7) días, contados a partir del 
día siguiente de la recepción del informe del inspector 
o supervisor, la Entidad debe pronunciarse sobre dicho 
calendario, el mismo que, una vez aprobado, reemplaza 
en todos sus efectos al anterior. De no pronunciarse la 
Entidad en el plazo señalado, se tiene por aprobado el 
calendario elevado por el inspector o supervisor.

Cualquier controversia relacionada con las solicitudes 
de ampliación de plazo puede ser sometida al respectivo 
medio de solución de controversias dentro de los treinta 
(30) días hábiles posteriores a la fecha en que la Entidad 
debió notificar su decisión o de la notificación de la 
denegatoria, total o parcial, de la solicitud formulada.

Las ampliaciones de plazo que se aprueben durante 
la ejecución de proyectos de inversión pública deben ser 
comunicadas por la Entidad a la autoridad competente del 
Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión 
de Inversiones.

Artículo 86.- Efectos de la modificación del plazo 
contractual

86.1 Las ampliaciones de plazo en los contratos de 
obra dan lugar al pago de mayores costos directos y 
los gastos generales variables, ambos directamente 
vinculados con dichas ampliaciones.

Los costos directos deben encontrase debidamente 
acreditados y formar parte de aquellos conceptos que 
integren la estructura de costos de la oferta económica 
del contratista o del valor referencial, según el caso.

Los gastos generales variables se determinan en 
función al número de días correspondientes a la ampliación 

multiplicado por el gasto general variable diario, salvo en 
los casos de prestaciones adicionales de obra.

Solo cuando la ampliación de plazo sea generada 
por la paralización total de la obra por causas ajenas a 
la voluntad del contratista, dará lugar al pago de mayores 
gastos generales variables debidamente acreditados, de 
aquellos conceptos que forman parte de la estructura de 
gastos generales variables de la oferta económica del 
contratista o del valor referencial, según el caso.

Como parte de los sustentos se requiere detallar los 
riesgos que dieron lugar a la ampliación de plazo.

86.2 En el supuesto que la reducción de prestaciones 
genere la reducción del plazo de ejecución contractual, los 
menores gastos generales se deducen de la liquidación 
final del contrato.

86.3 En virtud de la ampliación otorgada, la Entidad 
debe ampliar el plazo de los otros contratos que hubiera 
celebrado que se encuentren vinculados directamente al 
contrato principal.

Artículo 87.- cálculo y pago del Gasto General 
Diario

87.1 En los contratos de obra a precios unitarios, el 
gasto general diario se calcula dividiendo los gastos 
generales variables ofertados entre el número de días del 
plazo contractual, ajustado por el coeficiente “Ip/Io”, en 
donde “Ip” es el Índice General de Precios al Consumidor 
(Código 39) aprobado por el Instituto Nacional de 
Estadística e Informática-INEI correspondiente al mes 
calendario en que ocurre la causal de ampliación del 
plazo contractual, e “Io” es el mismo índice de precios 
correspondiente al mes del valor referencial.

En los contratos de obra a suma alzada, el gasto 
general diario se calcula dividiendo los gastos generales 
variables del presupuesto que sustenta el valor referencial 
entre el número de días del plazo contractual, ajustado por 
el factor de relación y por el coeficiente “Ip/Io”, en donde 
“Ip” es el Índice General de Precios al Consumidor (Código 
39) aprobado por el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática - INEI correspondiente al mes calendario en 
que ocurre la causal de ampliación del plazo contractual, 
e “Io” es el mismo índice de precios correspondiente al 
mes del valor referencial.

En el caso de obras adicionales y prestaciones 
adicionales de servicios de supervisión de obras, 
los gastos generales se determinan considerando lo 
necesario para su ejecución.

87.2 Una vez que se haya aprobado la ampliación 
de plazo se formula una valorización de costos y gastos 
generales variables para su pago, la cual debe ser 
presentada por el residente al inspector o supervisor; 
dicho profesional, en un plazo máximo de quince (15) 
días contados a partir del día siguiente de recibida la 
mencionada valorización, la eleva a la Entidad con 
las correcciones a que hubiere lugar para su revisión 
y aprobación. En caso la Entidad apruebe la referida 
valorización, debe pagarla en un plazo máximo de treinta 
(30) días contados a partir del día siguiente de recibida la 
valorización por parte del inspector o supervisor.

Si surgen discrepancias respecto de la formulación de 
una valorización de mayores costos y gastos generales, 
se someten a la Junta de Resolución de Disputa, cuando 
corresponda, o se resuelven en la liquidación del contrato, 
sin perjuicio del pago de la parte no controvertida.

A partir del vencimiento del plazo establecido para el 
pago de esta valorización, el contratista tiene derecho al 
reconocimiento de los intereses legales, de conformidad 
con los artículos 1244, 1245 y 1246 del Código Civil. 
Para el pago de intereses se formula una valorización de 
intereses y se efectuará en las valorizaciones siguientes.

Artículo 88.- Demoras injustificadas en la ejecución 
de la obra

Durante la ejecución de la obra, el contratista está 
obligado a cumplir los avances parciales establecidos 
en el calendario de avance de obra vigente. En caso de 
retraso injustificado, cuando el monto de la valorización 
acumulada ejecutada a una fecha determinada sea menor 
al ochenta por ciento (80%) del monto de la valorización 
acumulada programada a dicha fecha, el inspector o 
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supervisor ordena al contratista que presente, dentro de 
los siete (7) días siguientes, un nuevo calendario que 
contemple la aceleración de los trabajos, de modo que 
se garantice el cumplimiento de la obra dentro del plazo 
previsto, anotando tal hecho en el cuaderno de obra.

La falta de presentación de este calendario dentro 
del plazo señalado en el párrafo precedente puede ser 
causal para que opere la intervención económica de la 
obra o la resolución del contrato. El nuevo calendario no 
exime al contratista de la responsabilidad por demoras 
injustificadas, ni es aplicable para el cálculo y control de 
reajustes.

Cuando el monto de la valorización acumulada 
ejecutada es menor al ochenta por ciento (80%) del monto 
acumulado programado del nuevo calendario, el inspector 
o el supervisor debe anotar el hecho en el cuaderno de 
obra e informar a la Entidad. Dicho retraso puede ser 
considerado como causal de resolución del contrato o de 
intervención económica de la obra, no siendo necesario 
apercibimiento alguno al contratista de obra.

Artículo 89.- Intervención económica de la obra
La Entidad puede, de oficio o a solicitud de parte, 

intervenir económicamente la obra en caso fortuito, 
fuerza mayor o por incumplimiento de las estipulaciones 
contractuales que a su juicio no permitan la terminación 
de los trabajos. La intervención económica de la obra 
es una medida que se adopta por consideraciones de 
orden técnico y económico con la finalidad de culminar la 
ejecución de los trabajos, sin llegar a resolver el contrato. 

La intervención económica no deja al contratista al 
margen de su participación contractual, y sus obligaciones 
correspondientes, perdiendo el derecho al reconocimiento 
de mayores gastos generales, indemnización o cualquier 
otro reclamo, cuando la intervención sea consecuencia 
del incumplimiento del contratista.

Si el contratista rechaza la intervención económica, el 
contrato es resuelto por incumplimiento. Para la aplicación 
de lo establecido en el presente artículo debe tenerse en 
cuenta lo dispuesto en la Directiva y demás disposiciones 
que dicte el OSCE sobre la materia.

Artículo 90.- prestaciones adicionales de obras 
menores o iguales al quince por ciento (15%)

90.1 Solo procede la ejecución de prestaciones 
adicionales de obra cuando previamente se cuente con 
la certificación de crédito presupuestario o previsión 
presupuestal, según las reglas previstas en la normatividad 
del Sistema Nacional de Presupuesto Público y con 
la resolución del Titular de la Entidad o del servidor del 
siguiente nivel de decisión a quien se hubiera delegado 
esta atribución y en los casos en que sus montos, 
restándole los presupuestos deductivos vinculados, no 
excedan el quince por ciento (15%) del monto del contrato 
original.

90.2 La necesidad de ejecutar una prestación adicional 
de obra debe ser anotada en el cuaderno de obra, sea por 
el contratista, a través de su residente, o por el inspector 
o supervisor, según corresponda. En un plazo máximo 
de cinco (5) días contados a partir del día siguiente de 
realizada la anotación, el inspector o supervisor, según 
corresponda, debe comunicar a la Entidad la anotación 
realizada, adjuntando un informe técnico que sustente su 
posición respecto a la necesidad de ejecutar la prestación 
adicional. Además, se requiere el detalle o sustento de la 
deficiencia del expediente técnico o del riesgo que haya 
generado la necesidad de ejecutar la prestación adicional.

90.3 En el caso de obras convocadas por paquete que, 
por su naturaleza, no cuenten con inspector o supervisor 
a tiempo completo, el plazo al que se refiere el numeral 
anterior se computa a partir del primer día posterior a la 
fecha de la anotación, en que, según la programación, 
corresponda al inspector o supervisor estar en la obra.

90.4 La Entidad debe definir si la elaboración del 
expediente técnico de la prestación adicional de obra 
está a su cargo, a cargo del inspector o supervisor, este 
último en calidad de prestación adicional, aprobada 
conforme al procedimiento previsto en el artículo 64 del 
Reglamento. Para dicha definición, la Entidad debe tener 
en consideración la naturaleza, magnitud, complejidad, 

entre otros aspectos relevantes de la obra principal, 
así como la capacidad técnica y/o especialización del 
inspector o supervisor, cuando considere encargarle a 
este la elaboración del expediente técnico.

90.5 Concluida la elaboración del expediente técnico, 
el inspector o supervisor lo eleva a la Entidad. En caso de 
existir partidas cuyos precios unitarios no están previstas 
en el presupuesto de obra, se adjunta al expediente 
técnico el documento del precio unitario pactado con el 
contratista ejecutor de la obra.

90.6 Recibida la comunicación del inspector o 
supervisor, la Entidad cuenta con doce (12) días hábiles 
para emitir y notificar al contratista la resolución mediante 
la que se pronuncia sobre la procedencia de la ejecución 
de la prestación adicional de obra. La demora de la 
Entidad en emitir y notificar esta resolución, puede ser 
causal de ampliación de plazo.

90.7 Excepcionalmente, en el caso de prestaciones 
adicionales de obra de carácter de emergencia, cuya falta 
de ejecución pueda afectar el ambiente o poner en peligro 
a la población, a los trabajadores o a la integridad de la 
misma obra, la autorización previa de la Entidad se realiza 
mediante comunicación escrita al inspector o supervisor 
a fin de que pueda autorizar la ejecución de tales 
prestaciones adicionales, sin perjuicio de la verificación 
que debe efectuar la Entidad, previamente a la emisión 
de la resolución correspondiente, sin la cual no puede 
efectuarse pago alguno.

90.8 La aprobación de prestaciones adicionales de 
obra por causas no previsibles en el expediente técnico, 
no enerva la responsabilidad del contratista de revisar la 
información que la Entidad pone a su disposición y de 
formular las consultas y observaciones correspondientes, 
de modo que se complete, de ser el caso, la información 
necesaria para cumplir con la finalidad pública de la 
contratación; en consecuencia, la ejecución de las 
actividades que comprende la prestación adicional de obra 
procede respecto de aquello que no pudo ser advertido de 
la revisión diligente del expediente técnico.

90.9 En los contratos de obra a precios unitarios, los 
presupuestos adicionales de obra se formulan con los 
precios del contrato y/o precios pactados y los gastos 
generales fijos y variables propios de la prestación 
adicional para lo cual debe realizarse el análisis 
correspondiente teniendo como base o referencia el 
análisis de los gastos generales del presupuesto original 
contratado. Asimismo, debe incluirse la utilidad del 
presupuesto ofertado y el Impuesto General a las Ventas 
correspondiente.

90.10 Cuando en los contratos previstos en el párrafo 
anterior se requiera ejecutar mayores metrados no se 
requiere autorización previa para su ejecución, pero sí 
para su pago; el encargado de autorizar el pago es el 
Titular de la Entidad o a quien se le delegue dicha función. 
Para la aplicación de lo establecido en el presente 
párrafo el monto acumulado de los mayores metrados 
y las prestaciones adicionales de obras, restándole los 
presupuestos deductivos vinculados, no puede superar el 
quince por ciento (15%) del monto del contrato original. 
El monto a pagarse por la ejecución de estos mayores 
metrados se computa para el cálculo del límite para 
la aprobación de adicionales, previsto en el segundo 
párrafo del numeral 34.3 del artículo 34 de la Ley de 
Contrataciones.

90.11 En los contratos de obra a suma alzada, los 
presupuestos adicionales de obra se formulan con 
los precios del presupuesto referencial ajustados por 
el factor de relación y/o los precios pactados, con los 
gastos generales fijos y variables propios de la prestación 
adicional para lo cual debe realizarse el análisis 
correspondiente teniendo como base o referencia los 
montos asignados en el valor referencial multiplicado por 
el factor de relación. Asimismo, debe incluirse la utilidad 
del valor referencial multiplicado por el factor de relación y 
el Impuesto General a las Ventas correspondiente.

90.12 De no existir precios unitarios de una 
determinada partida requerida en la prestación adicional, 
se pactarán nuevos precios unitarios, considerando los 
precios de los insumos, tarifas o jornales del presupuesto 
de obra y, de no existir, se sustenta en precios del mercado 
debidamente sustentados.
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90.13 El pago de los presupuestos adicionales 
aprobados se realiza mediante valorizaciones adicionales.

90.14 Cuando se apruebe la prestación adicional 
de obra, el contratista está obligado a ampliar el monto 
de la garantía de fiel cumplimiento. Igualmente, cuando 
se apruebe la reducción de prestaciones, el contratista 
puede reducir el monto de dicha garantía.

90.15 Los adicionales, reducciones y los mayores o 
menores metrados que se produzcan durante la ejecución 
de proyectos de inversión pública deben ser comunicados 
por la Entidad a la autoridad competente del Sistema 
Nacional de Programación Multianual y Gestión de 
Inversiones.

Artículo 91.- prestaciones adicionales de obras 
mayores al quince por ciento (15%)

91.1 Las prestaciones adicionales de obras cuyos 
montos, restándole los presupuestos deductivos 
vinculados, superen el quince por ciento (15%) del 
monto del contrato original, luego de ser aprobadas 
por el Titular de la Entidad, requieren previamente, 
para su ejecución y pago, la autorización expresa de la 
Contraloría General de la República. La determinación 
del referido porcentaje incluye los montos acumulados 
de los mayores metrados que no provengan de una 
variación del expediente técnico, en contratos a 
precios unitarios.

En el caso de adicionales con carácter de emergencia 
la autorización de la Contraloría General de la República 
se emite previa al pago.

91.2 La Contraloría General de la República cuenta 
con un plazo máximo de siete (7) días hábiles, bajo 
responsabilidad, para emitir su pronunciamiento, el cual 
debe ser motivado en todos los casos. El referido plazo se 
computa a partir del día siguiente que la Entidad presenta 
la documentación sustentatoria correspondiente.

Transcurrido este plazo, sin que medie pronunciamiento 
de la Contraloría General de la República, la Entidad 
está autorizada para disponer la ejecución y/o pago de 
prestaciones adicionales de obra por los montos que 
hubiere solicitado, sin perjuicio del control posterior.

De requerirse información complementaria, la 
Contraloría General de la República comunica a la 
Entidad este requerimiento, en una sola oportunidad, 
a más tardar al quinto día hábil contado desde el inicio 
del plazo a que se refiere el párrafo precedente, más el 
término de la distancia.

La Entidad cuenta con cinco (5) días hábiles para 
cumplir con el requerimiento.

En estos casos el plazo se interrumpe y se reinicia 
al día siguiente de la fecha de presentación de la 
documentación complementaria por parte de la Entidad a 
la Contraloría General de la República.

91.3 El pago de los presupuestos adicionales 
aprobados se realiza mediante valorizaciones adicionales.

91.4 Cuando se apruebe la prestación adicional de 
obras, el contratista está obligado a ampliar el monto de la 
garantía de fiel cumplimiento.

91.5 Las prestaciones adicionales de obra y los 
mayores metrados que no provengan de una variación del 
expediente técnico, en contratos a precios unitarios, en 
conjunto, no pueden superar el cincuenta por ciento (50%) 
del monto del contrato original. En caso que superen este 
límite, se procede a la resolución del contrato, no siendo 
aplicable el artículo 138 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones; para continuar con la ejecución de la obra 
debe convocarse a un nuevo procedimiento por el saldo 
de obra por ejecutar, sin perjuicio de las responsabilidades 
que pudieran corresponder al proyectista.

91.6 Los adicionales, reducciones y los menores o 
mayores metrados que se produzcan durante la ejecución 
de proyectos de inversión pública deben ser comunicados 
por la Entidad a la autoridad competente del Sistema 
Nacional de Programación Multianual y Gestión de 
Inversiones.

Artículo 92.- resolución del contrato de obras
La resolución del contrato de obra determina la 

inmediata paralización de la misma, salvo los casos 
en que, estrictamente por razones de seguridad o 

disposiciones reglamentarias de construcción, no sea 
posible.

La parte que resuelve debe indicar en su carta de 
resolución, la fecha y hora para efectuar la constatación 
física e inventario en el lugar de la obra, con una 
anticipación no menor de dos (2) días. En esta fecha, las 
partes y el supervisor o inspector, según corresponda, 
se reúnen en presencia de notario o juez de paz, y se 
debe levantar un acta donde se detallan los avances de 
obra realmente ejecutados, así como realizar el inventario 
de materiales, insumos, equipamientos o mobiliarios 
respectivos en el almacén de obra. Si alguna de las partes 
no se presenta, la otra lleva adelante la constatación e 
inventario y levanta el acta, documento que tiene pleno 
efecto legal.

Culminado este acto, la obra queda bajo 
responsabilidad de la Entidad y se procede a su 
liquidación.

En caso que la resolución sea por incumplimiento del 
contratista, en la liquidación se consignan y se hacen 
efectivas las penalidades que correspondan.

En caso que la resolución sea por causa atribuible a la 
Entidad, esta reconoce al contratista, en la liquidación que 
se practique, el cincuenta por ciento (50%) de la utilidad 
prevista, calculada sobre el saldo de obra que se deja de 
ejecutar, actualizado mediante las fórmulas de reajustes 
hasta la fecha en que se efectúa la resolución del contrato.

Los gastos incurridos en la tramitación de la resolución 
del contrato, como los notariales, de inventario y otros, 
son de cargo de la parte que incurrió en la causal de 
resolución.

En caso surgiese alguna controversia sobre la 
resolución del contrato, cualquiera de las partes puede 
recurrir a los medios de solución establecidos en el 
Reglamento, la Ley de Contrataciones, el Reglamento de 
la Ley de Contrataciones o en el contrato, dentro del plazo 
de treinta (30) días hábiles siguientes de la notificación 
de la resolución, vencido el cual la resolución del contrato 
queda consentida.

Artículo 93.- recepción de la obra y plazos

93.1 En la fecha de la culminación de la obra, el 
residente anota tal hecho en el cuaderno de obras y 
solicita la recepción de la misma. El inspector o supervisor, 
en un plazo no mayor de cinco (5) días posteriores a la 
anotación señalada, lo informa a la Entidad, ratificando 
o no lo indicado por el residente, previa anotación en el 
cuaderno de obra de los alcances de su informe.

En caso que el inspector o supervisor informe a 
la Entidad que la obra ha culminado, la Entidad debe 
designar un comité de recepción dentro de los siete (7) 
días siguientes a la recepción de la comunicación del 
inspector o supervisor.

El comité está integrado, cuando menos, por un 
representante de la Entidad, necesariamente ingeniero 
o arquitecto, según corresponda a la naturaleza de los 
trabajos siendo el inspector o supervisor solo asesor 
técnico de dicho Comité.

El Colegio de Ingenieros, el Colegio de Arquitectos, 
el representante del Órgano de Control Institucional de 
la Entidad puede participar, en calidad de veedor, en la 
recepción de la obra, la ausencia del veedor no vicia el 
acto.

En un plazo no mayor de veinte (20) días siguientes 
de realizada su designación, el comité de recepción inicia, 
junto al contratista, el procedimiento de recepción de 
obra, en un plazo que no debe exceder un décimo (1/10) 
del plazo de ejecución vigente de la obra. Para tal efecto 
procede a verificar el fiel cumplimiento de lo establecido 
en los planos y especificaciones técnicas y a efectuar 
las pruebas que sean necesarias para comprobar el 
funcionamiento de las instalaciones y equipos.

Culminada la verificación, y de no existir 
observaciones, se procede a la recepción de la obra, y se 
considera concluida en la fecha anotada por el contratista 
en el cuaderno de obra. El Acta de Recepción debe ser 
suscrita por los miembros del comité y el contratista.

93.2 De existir observaciones, estas se consignan en un 
Acta o Pliego de Observaciones y no se recibe la obra. El 
contratista dispone de un décimo (1/10) del plazo de ejecución 
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vigente de la obra para subsanar las observaciones, plazo 
que se computa a partir del quinto día de suscrito el Acta o 
Pliego. Las obras que se ejecuten en dicho periodo como 
consecuencia de observaciones no dan derecho al pago de 
ningún concepto a favor del contratista, supervisor o inspector 
ni a la aplicación de penalidad alguna.

Subsanadas las observaciones, el contratista solicita 
nuevamente la recepción de la obra en el cuaderno de 
obra, lo cual es verificado por el inspector o supervisor e 
informado a la Entidad, según corresponda, en el plazo 
de tres (3) días siguientes de la anotación. El comité de 
recepción junto con el contratista se constituyen en la 
obra dentro de los siete (7) días siguientes de recibido 
el informe del inspector o supervisor. La comprobación 
que realiza se sujeta a verificar la subsanación de las 
observaciones formuladas en el Pliego, no pudiendo 
formular nuevas observaciones.

De haberse subsanado las observaciones a 
conformidad del comité de recepción, se suscribe el Acta 
de Recepción de Obra.

93.3 En caso el contratista o el comité de recepción 
no estuviese conforme con las observaciones o la 
subsanación, según corresponda, anota la discrepancia 
en el acta respectiva. El comité de recepción eleva 
al Titular de la Entidad todo lo actuado con un informe 
sustentado de sus observaciones en un plazo máximo de 
cinco (5) días. La Entidad debe pronunciarse sobre dichas 
observaciones en igual plazo.

De persistir la discrepancia, esta puede ser sometida 
a Junta de Resolución de Disputas, conciliación y/o 
arbitraje, según corresponda, dentro de los treinta (30) 
días hábiles posteriores al pronunciamiento de la Entidad 
o al vencimiento del plazo en que este debió realizarse.

93.4 Si vencido el cincuenta por ciento (50%) del 
plazo establecido para la subsanación, el inspector o 
supervisor verifica que no se ha dado inicio a los trabajos 
correspondientes, salvo circunstancias justificadas 
debidamente acreditadas por el contratista, informa de 
inmediato a la Entidad quien da por vencido dicho plazo y 
notifica ello al Contratista. A partir del día siguiente de la 
mencionada notificación la Entidad asume la subsanación 
de las observaciones con cargo a las valorizaciones 
pendientes de pago o de acuerdo al procedimiento que 
se establece en la Directiva que se apruebe conforme 
a lo que dispone el tercer párrafo del artículo 174 del 
Reglamento de la Ley de Contrataciones.

93.5 Todo retraso en la subsanación de las 
observaciones que exceda del plazo otorgado, se 
considera como demora para efectos de las penalidades 
que correspondan y puede dar lugar a que la Entidad 
resuelva el contrato por incumplimiento. Las penalidades 
a que se refiere el presente numeral pueden ser aplicadas 
hasta el tope señalado en la Ley, el presente Reglamento 
o el contrato según corresponda.

93.6 Está permitida la recepción parcial de secciones 
terminadas de las obras, cuando ello se hubiera previsto 
expresamente en las Bases, en el contrato o las partes 
expresamente lo convengan. La recepción parcial 
no exime al contratista del cumplimiento del plazo de 
ejecución; en caso contrario, se le aplican las penalidades 
correspondientes.

93.7 Si por causas ajenas al contratista la recepción de 
la obra se retrasa, superando los plazos establecidos en 
el presente artículo para tal acto, el lapso de la demora se 
adiciona al plazo de ejecución de la misma y se reconoce 
al contratista los gastos generales debidamente acreditados, 
en que se hubiese incurrido durante la demora.

93.8 Si en el proceso de verificación de la subsanación 
de las observaciones, el comité de recepción constata la 
existencia de vicios o defectos distintos a las observaciones 
antes formuladas, sin perjuicio de suscribir el Acta de 
Recepción de Obra, informa a la Entidad para que ésta 
solicite por escrito al contratista las subsanaciones del 
caso, siempre que constituyan vicios ocultos.

Artículo 94.- Liquidación del contrato de obra y 
efectos

94.1 El contratista debe presentar la liquidación 
debidamente sustentada con la documentación y cálculos 
detallados, dentro de un plazo de sesenta (60) días o 

el equivalente a un décimo (1/10) del plazo vigente de 
ejecución de la obra, el que resulte mayor, contado desde 
el día siguiente de la recepción de la obra. Dentro del 
plazo máximo de sesenta (60) días de recibida, la Entidad 
debe pronunciarse con cálculos detallados, ya sea 
observando la liquidación presentada por el contratista 
o, de considerarlo pertinente, elaborando otra, y notificar 
al contratista para que éste se pronuncie dentro de los 
quince (15) días siguientes.

En caso el contratista no presente la liquidación en el 
plazo previsto, es responsabilidad de la Entidad elaborar 
la liquidación en idéntico plazo, siendo los gastos a 
cargo del contratista. La Entidad notifica la liquidación 
al contratista para que éste se pronuncie dentro de los 
quince (15) días siguientes.

La liquidación queda consentida o aprobada, según 
corresponda, cuando, practicada por una de las partes, 
no es observada por la otra dentro del plazo establecido.

Cuando una de las partes observe la liquidación 
presentada por la otra, ésta debe pronunciarse dentro de 
los quince (15) días de haber recibido la observación; de 
no hacerlo, se considera aprobada o consentida, según 
corresponda, la liquidación con las observaciones formuladas.

En el caso que una de las partes no acoja las 
observaciones formuladas por la otra, aquella debe 
manifestarlo por escrito dentro del plazo previsto en el 
párrafo anterior. En tal supuesto, la parte que no acoge 
las observaciones debe solicitar, dentro del plazo previsto 
en la Ley de Contrataciones, el sometimiento de esta 
controversia a conciliación y/o arbitraje, vencido el plazo 
se considera consentida o aprobada, según corresponda, 
la liquidación con las observaciones formuladas.

Toda discrepancia respecto a la liquidación, incluso 
las controversias relativas a su consentimiento o al 
incumplimiento de los pagos que resulten de la misma, se 
resuelve según las disposiciones previstas para la solución 
de controversias establecidas en la Ley de Contrataciones 
y en el Reglamento de la Ley de Contrataciones, sin 
perjuicio del cobro de la parte no controvertida.

En el caso de obras contratadas bajo el sistema de 
precios unitarios, la liquidación final se practica con los 
precios unitarios, gastos generales y utilidad ofertados; 
mientras que en las obras contratadas bajo el sistema 
a suma alzada la liquidación se practica con los precios, 
gastos generales y utilidad del valor referencial, afectados 
por el factor de relación.

No se procede a la liquidación mientras existan 
controversias pendientes de resolver.

94.2 Luego de consentida la liquidación y efectuado 
el pago que corresponda, culmina definitivamente el 
contrato y se cierra el expediente respectivo.

Las discrepancias en relación a defectos o vicios 
ocultos, deben ser sometidas a conciliación y/o arbitraje. 
En dicho caso el plazo de caducidad se computa a partir 
de la recepción de la obra por la Entidad hasta treinta 
(30) días hábiles posteriores al vencimiento del plazo de 
responsabilidad del contratista previsto en el contrato.

Artículo 95.- Declaratoria de fábrica o memoria 
descriptiva valorizada

Con la liquidación, el contratista debe entregar a 
la entidad los planos post construcción y la minuta de 
declaratoria de fábrica o memoria descriptiva valorizada, 
según sea el caso. La entrega de dichos documentos 
constituye, además de una condición para el pago 
del monto de la liquidación a favor del contratista, una 
obligación contractual a su cargo.

La Declaratoria de Fábrica se otorga conforme a lo 
dispuesto en la Ley de la materia. La presentación de la 
Declaratoria de Fábrica mediante escritura pública, es 
opcional.

cApÍtuLo VI

reSoLucIÓN De coNtroVerSIAS 
eN eJecucIÓN coNtrActuAL

Artículo 96.- Disposiciones generales

96.1 Las controversias que surjan entre las partes 
sobre la ejecución, interpretación, resolución, inexistencia, 
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ineficacia o invalidez del contrato se resuelven mediante 
conciliación, junta de resolución de disputas o arbitraje 
institucional, según el acuerdo de las partes. De manera 
excepcional, las partes podrán resolver sus controversias 
mediante arbitraje ad hoc solo en los supuestos previstos 
en el Reglamento.

96.2 Las controversias referidas al incumplimiento del 
pago final también son resueltas mediante conciliación y/o 
arbitraje.

Artículo 97.- conciliación

97.1 Las partes pueden pactar la conciliación como 
mecanismo previo al inicio de un arbitraje. La conciliación 
deberá solicitarse ante un centro de conciliación 
acreditado por el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos dentro del plazo de caducidad correspondiente 
y deberá ser llevada a cabo por un conciliador certificado 
por dicho Ministerio.

97.2 Bajo responsabilidad, el Titular de la Entidad o el 
servidor en quien este haya delegado tal función evalúa 
la decisión de conciliar o de rechazar la propuesta de 
acuerdo conciliatorio considerando criterios de costo 
beneficio y ponderando los costos en tiempo y recursos 
del proceso arbitral, la expectativa de éxito de seguir el 
arbitraje y la conveniencia de resolver la controversia a 
través de la conciliación. Asimismo, se podrán considerar 
los riesgos que representa la controversia en el normal 
desarrollo de la ejecución contractual, incluyendo el de no 
poder alcanzar la finalidad del contrato al no adoptarse 
un acuerdo conciliatorio. Dicha evaluación debe estar 
contenida en un informe técnico legal previo debidamente 
sustentado.

97.3 De ser necesario contar con una Resolución 
Autoritativa para arribar a un acuerdo conciliatorio, el 
procedimiento conciliatorio se puede suspender hasta por 
un plazo de treinta (30) días hábiles. Si ambas partes lo 
acuerdan, dicho plazo puede ser ampliado por treinta (30) 
días hábiles adicionales. Si vencidos los plazos señalados 
la Entidad no presenta la Resolución Autoritativa ante 
el Centro de Conciliación, se entenderá que no existe 
acuerdo y se concluirá el procedimiento conciliatorio.

97.4 Las Entidades deberán registrar las actas de 
conciliación con acuerdo total o parcial en el SEACE, 
dentro del plazo de diez (10) días hábiles de suscritas, 
bajo responsabilidad.

97.5 En caso el procedimiento conciliatorio concluya 
por acuerdo parcial o sin acuerdo, las partes podrán 
resolver la controversia en la vía arbitral. En caso de 
acuerdo parcial, el arbitraje solo podrá versar sobre la 
parte controvertida.

Artículo 98.- Arbitraje

98.1 Cualquiera de las partes tiene el derecho a iniciar 
el arbitraje dentro del plazo de caducidad correspondiente. 
El arbitraje es nacional y de derecho.

98.2 La responsabilidad funcional prevista en el tercer 
párrafo del numeral 45.5. del artículo 45 de la Ley de 
Contrataciones, se aplica a la decisión de: (i) no impulsar 
o proseguir con la vía arbitral cuando en el informe técnico 
legal se recomienda acudir a dicha sede; o, (ii) impulsar 
o proseguir la vía arbitral cuando el informe técnico legal 
determine que la posición de la Entidad no será acogida 
en el arbitraje.

98.3 Las partes pueden recurrir al arbitraje ad hoc solo 
cuando las controversias deriven de contratos de bienes, 
servicios y consultoría en general, cuyo monto contractual 
original sea menor o igual a veinticinco (25) UIT.

98.4 De haberse pactado en el convenio arbitral la 
realización de un arbitraje institucional, la institución 
arbitral debe encontrarse debidamente acreditada ante el 
OSCE, correspondiendo a la parte interesada recurrir a 
la institución arbitral elegida en aplicación del respectivo 
Reglamento arbitral institucional. De haberse pactado el 
arbitraje ad hoc, la parte interesada debe remitir a la otra 
la solicitud de inicio de arbitraje por escrito.

98.5 En caso haberse seguido previamente un 
procedimiento de conciliación, sin acuerdo o con 
acuerdo parcial, el arbitraje respecto de las materias no 
conciliadas deberá iniciarse dentro del plazo de caducidad 

contemplado en el numeral 45.2 del artículo 45 de la Ley 
de Contrataciones.

Artículo 99.- convenio arbitral

99.1 Cuando corresponda el arbitraje institucional, 
en el convenio arbitral las partes deben encomendar 
la organización y administración del arbitraje a una 
institución arbitral debidamente acreditada ante el OSCE, 
a cuyo efecto el correspondiente convenio arbitral tipo 
puede ser incorporado en el contrato. La acreditación de 
la institución arbitral debe ser verificada por el funcionario 
que suscribe el contrato.

Las partes pueden establecer estipulaciones 
adicionales o modificatorias del convenio arbitral, en 
la medida que no contravengan las disposiciones de la 
normativa de contrataciones del Estado.

99.2 Solo cuando se cumplan las condiciones 
establecidas en el numeral 98.3 del artículo 98 del 
Reglamento, la Entidad incorpora en la cláusula de solución 
de controversias de la proforma de contrato contenida 
en los documentos del procedimiento de selección, la 
propuesta sobre si el arbitraje será institucional o ad 
hoc. La propuesta del arbitraje institucional se sujeta 
a lo establecido en el numeral 99.3 del artículo 99 del 
Reglamento. El postor podrá elegir entre el arbitraje 
institucional o el ad hoc con la presentación de su oferta. 
Si el postor no cumple con realizar la elección, el arbitraje 
es institucional.

99.3 En caso corresponda que el arbitraje sea 
institucional, la Entidad incorpora en la cláusula de 
solución de controversias de la proforma de contrato 
contenida en los documentos del procedimiento de 
selección, una lista de dos (2) instituciones arbitrales 
registradas y acreditadas ante el OSCE, como mínimo, 
las mismas que preferentemente deberán encontrarse 
ubicadas en el lugar del perfeccionamiento del contrato. 
El postor elegirá a una de esas instituciones, señalando 
un orden de prelación con relación a las demás, de ser 
el caso, al momento de la presentación de su oferta. 
Si el postor no cumple con ello, la Entidad elegirá a la 
institución arbitral correspondiente y fijará el orden de 
prelación, de ser el caso. Dicho orden de prelación será 
respetado por las partes en caso se identifique que la 
institución arbitral elegida inicialmente no se encuentra 
registrada y acreditada ante el OSCE al momento del 
perfeccionamiento del contrato o haya perdido su registro 
y acreditación con posterioridad.

99.4 En los siguientes supuestos, el arbitraje deberá 
ser iniciado ante cualquier institución arbitral registrada 
y acreditada ante el OSCE ubicada en el lugar del 
perfeccionamiento del contrato o, en caso no exista una 
en dicho lugar, ante cualquier otra ubicada en un lugar 
distinto:

a) Cuando no se ha incorporado un convenio arbitral 
expreso en el contrato.

b) Cuando a pesar de haberse precisado en el 
convenio arbitral que el arbitraje es institucional no se ha 
designado a una institución arbitral determinada.

c) En caso la institución arbitral elegida pierda su 
acreditación con posterioridad al perfeccionamiento del 
contrato y antes del inicio del proceso arbitral.

d) Cuando a pesar de haberse precisado en el 
convenio arbitral que el arbitraje es institucional se ha 
designado a una institución arbitral no acreditada.

e) Cuando, a pesar de no cumplirse con las 
condiciones establecidas en el numeral 98.3 del artículo 
98 del Reglamento, en el convenio arbitral se señala 
expresamente que el arbitraje es ad hoc.

f) Cuando en el convenio arbitral no se haya precisado 
el tipo de arbitraje.

g) Cuando en el convenio arbitral se encargó el 
arbitraje al SNA-OSCE en contravención a lo establecido 
en el presente Reglamento y en el Reglamento del 
SNAOSCE.

99.5 El registro y acreditación de la institución 
arbitral elegida debe ser verificada por el funcionario 
que perfecciona el contrato, bajo responsabilidad. El 
OSCE publica en su portal institucional la relación de 
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instituciones arbitrales registradas y acreditadas, así 
como los convenios arbitrales tipo.

Artículo 100.- Solicitud y respuesta de Arbitraje 
Ad Hoc

100.1 El arbitraje ad hoc se inicia con la solicitud de 
arbitraje dirigida a la otra parte por escrito, con indicación 
del convenio arbitral, un resumen de la o las controversias 
a ser sometidas a arbitraje y su cuantía, incluyendo la 
designación del árbitro, cuando corresponda.

La solicitud a la Entidad o al contratista debe ser 
dirigida al último domicilio válidamente señalado para 
efectos de la ejecución contractual.

100.2 La parte que reciba una solicitud de arbitraje 
ad hoc de conformidad con el numeral precedente, debe 
responderla por escrito dentro del plazo de diez (10) días 
hábiles, contados a partir del día siguiente de la recepción 
de la respectiva solicitud, con indicación de la designación 
del árbitro, cuando corresponda y su posición o resumen 
referencial respecto de la controversia y su cuantía.

La falta de respuesta o toda oposición formulada en 
contra del arbitraje, no interrumpe el desarrollo del mismo 
ni de los respectivos procedimientos para que se lleve a 
cabo la conformación del tribunal arbitral o árbitro único y 
la tramitación del arbitraje.

Artículo 101.- Árbitros

101.1 El arbitraje es resuelto por árbitro único o 
por un tribunal arbitral conformado por tres (3) árbitros, 
según el acuerdo de las partes, salvo lo señalado en el 
artículo 102. La Entidad formula una propuesta sobre el 
número de árbitros que resuelven las controversias en la 
cláusula de solución de controversias de la proforma de 
contrato contenida en los documentos del procedimiento 
de selección. El postor puede consentir o no la propuesta 
de la Entidad al momento de la presentación de su oferta. 
Si el postor no está de acuerdo con la propuesta de la 
Entidad o no se pronuncia al respecto en su oferta o 
si la Entidad no cumple con proponer la fórmula en la 
proforma del contrato, el arbitraje es resuelto por árbitro 
único tratándose de un arbitraje ad hoc o se determina 
el número de árbitros correspondiente conforme a las 
disposiciones del reglamento respectivo en el caso del 
arbitraje institucional.

101.2 La designación del árbitro por parte de la 
Entidad debe ser aprobada por su Titular o por el servidor 
en quien este haya delegado tal función, tanto en el 
arbitraje institucional como en el ad hoc.

101.3 En los arbitrajes institucionales, la institución 
arbitral debe verificar que los árbitros cumplan con los 
requisitos establecidos en el numeral 45.6 del artículo 45 
de la Ley de Contrataciones.

101.4 Para desempeñarse como árbitro en los 
arbitrajes ad hoc, se requiere estar inscrito en el Registro 
Nacional de Árbitros (RNA) y cumplir con los demás 
requisitos establecidos en el numeral 45.6 del artículo 45 
de la Ley de Contrataciones. 

Artículo 102.- De la organización y Administración 
de Arbitrajes a cargo del SNA – oSce

102.1 El OSCE organiza y administra un régimen 
institucional de arbitraje en Contrataciones del Estado, en 
armonía con el principio de subsidiariedad, denominado 
Sistema Nacional de Arbitraje (SNA-OSCE), sujetándose 
a las reglas establecidas en el presente artículo y en el 
Reglamento del SNA-OSCE.

102.2 Pueden someterse a arbitraje institucional a 
cargo del SNA-OSCE las controversias que deriven de la 
ejecución de contratos de bienes y servicios en general, 
cuyos montos originales sean menores a diez (10) UIT, 
siempre que no existan instituciones arbitrales registradas 
y acreditadas en el lugar del perfeccionamiento 
del contrato o cuando, de existir, estas se nieguen 
expresamente a administrar el arbitraje o sus gastos 
arbitrales resulten desproporcionados con relación a la 
cuantía controvertida, de conformidad con los parámetros 
establecidos por el OSCE.

102.3 El arbitraje ante el SNA-OSCE deberá ser iniciado 
dentro del plazo de caducidad previsto en el artículo 

45 de la Ley de Contrataciones, no suspendiéndose en 
ningún momento por el tiempo que demore verificar las 
condiciones habilitantes del sistema.

102.4 Dichos arbitrajes están a cargo de Tribunales 
Arbitrales Permanentes.

Artículo 103.- Impedimentos para ser árbitro
Se encuentran impedidos para ejercer la función de 

árbitro:

1. El Presidente y los Vicepresidentes de la 
República, los Congresistas, los Ministros de Estado, los 
Viceministros, los Titulares miembros del órgano colegiado 
de los organismos constitucionalmente autónomos.

2. Los Magistrados, con excepción de los Jueces de 
Paz.

3. Los Fiscales y los Ejecutores Coactivos.
4. Los Procuradores Públicos y el personal que trabaje 

en las procuradurías, o de las unidades orgánicas que 
hagan sus veces, cualquiera sea el vínculo laboral.

5. El Contralor General de la República y el Vice 
Contralor.

6. Los Titulares de instituciones o de organismos 
públicos del poder ejecutivo.

7. Los gobernadores regionales y los alcaldes.
8. Los directores de las empresas del Estado.
9. El personal militar y policial en situación de actividad.
10. Los funcionarios y servidores públicos en los 

casos que tengan relación directa con la Entidad o Sector 
en que laboren y dentro de los márgenes establecidos por 
las normas de incompatibilidad vigentes.

11. Los funcionarios y servidores del OSCE hasta seis 
(06) meses después de haber dejado la institución.

12. Los sometidos a proceso concursal.
13. Los sancionados con inhabilitación o con 

suspensión de la función arbitral establecidas por 
el Consejo de Ética, en tanto estén vigentes dichas 
sanciones, sin perjuicio de la culminación de los casos en 
los que haya aceptado su designación previamente a la 
fecha de imposición de la sanción.

14. Los sancionados por los respectivos colegios 
profesionales o entes administrativos, en tanto estén 
vigentes dichas sanciones.

15. Los sancionados con condena que lleve aparejada 
la inhabilitación para ejercer la profesión, en tanto esté 
vigente dicha sanción.

16. Los sancionados por delito doloso, en tanto esté 
vigente dicha sanción.

17. Los que tengan sanción o suspensión vigente 
impuesta por el Tribunal de Contrataciones del Estado.

18. Las personas inscritas en el Registro de Deudores 
de Reparaciones Civiles (REDERECI), sea en nombre 
propio o a través de persona jurídica en la que sea 
accionista u otro similar, con excepción de las empresas 
que cotizan acciones en bolsa, así como en el Registro 
Nacional de Abogados Sancionados por mala práctica 
profesional, en el Registro de funcionarios y servidores 
sancionados con destitución por el tiempo que establezca 
la Ley de la materia y en todos los otros registros creados 
por Ley que impidan contratar con el Estado.

19. Las personas inscritas en el Registro de Deudores 
Alimentarios Morosos (REDAM).

20. Las personas sancionadas por el Consejo de Ética 
según lo dispuesto en este Reglamento.

21. Las personas a las que se refiere el literal m) del 
numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley de Contrataciones.

22. En los casos a que se refieren los numerales 8 y 
10, el impedimento se restringe al ámbito sectorial al que 
pertenecen esas personas.

Artículo 104.- Designación residual y recusación 
de Árbitros

104.1 En aquellos procesos arbitrales ad hoc en los 
cuales las partes no hayan pactado la forma en la que se 
designa a los árbitros o no se hayan puesto de acuerdo 
respecto a la designación del árbitro único o algún árbitro 
que integre el Tribunal Arbitral, o los árbitros no se hayan 
puesto de acuerdo sobre la designación del presidente del 
Tribunal Arbitral, cuando corresponda, cualquiera de las 
partes puede solicitar al OSCE la designación residual, 
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la que se efectuará a través de una asignación aleatoria 
por medios electrónicos, de acuerdo a los plazos y 
procedimiento previstos en la Directiva correspondiente.

Las designaciones residuales efectuadas por el OSCE 
se realizan de su Nómina de Profesionales Aptos para 
Designación Residual, y son definitivas e inimpugnables. 
Los procedimientos de inscripción y renovación de 
profesionales en dicha nómina se realizan conforme a lo 
establecido en la respectiva Directiva.

104.2 Los árbitros pueden ser recusados por las 
siguientes causas:

a) Cuando se encuentren impedidos conforme 
el artículo 103 del Reglamento o no cumplan con lo 
dispuesto por el artículo 105 del Reglamento.

b) Cuando no reúnan las calificaciones y exigencias 
para asumir el encargo establecidas en la legislación y el 
convenio arbitral.

c) Cuando existan circunstancias que generen dudas 
justificadas respecto de su imparcialidad o independencia, 
siempre que dichas circunstancias no hayan sido 
excusadas por las partes en forma oportuna.

En los arbitrajes ad hoc y en los administrados por el 
SNA-OSCE, la recusación es resuelta por el OSCE, en 
forma definitiva e inimpugnable, conforme al procedimiento 
establecido en la Directiva correspondiente, salvo que las 
partes hayan acordado que la recusación sea resuelta por 
una institución arbitral acreditada.

El trámite de recusación no suspende el arbitraje, salvo 
cuando se trate de árbitro único o hayan sido recusados 
dos (2) o tres (3) árbitros, o cuando lo disponga el Tribunal 
Arbitral. Esta norma es aplicable a los arbitrajes ad hoc y a 
los arbitrajes institucionales cuando no se haya regulado 
al respecto.

Artículo 105.- Independencia, imparcialidad y 
deber de información

105.1 Los árbitros deben ser y permanecer durante 
el desarrollo del arbitraje independientes e imparciales, 
sin mantener con las partes relaciones personales, 
profesionales o comerciales.

105.2 Todo árbitro, al momento de aceptar el cargo, 
debe informar sobre cualquier circunstancia acaecida 
dentro de los cinco (5) años anteriores a su nombramiento, 
que pudiera generar dudas justificadas sobre su 
imparcialidad e independencia. Este deber de información 
comprende, además, la obligación de dar a conocer 
a las partes la ocurrencia de cualquier circunstancia 
sobrevenida a su aceptación que pudiera generar dudas 
sobre su imparcialidad e independencia.

105.3 El árbitro designado debe presentar una 
declaración jurada expresa sobre su idoneidad para 
ejercer el cargo, señalando que cumple con los requisitos 
establecidos en el numeral 45.6 del artículo 45 de la 
Ley de Contrataciones, así como que cuenta con la 
disponibilidad de tiempo suficiente para llevar a cabo el 
arbitraje en forma satisfactoria.

105.4 En el caso del arbitraje ad hoc, el árbitro 
designado debe declarar, además, al momento de su 
aceptación, que se encuentra inscrito en el Registro 
Nacional de Árbitros (RNA).

Artículo 106.- Instalación y gastos

106.1 Salvo que las partes se hayan sometido a un 
arbitraje institucional, una vez que los árbitros hayan 
aceptado sus cargos, cualquiera de las partes debe 
solicitar al OSCE la instalación del árbitro único o del 
tribunal arbitral, dentro de los veinte (20) días siguientes 
de conocida la aceptación de estos, según corresponda. 
Para tales efectos, las instalaciones se pueden realizar en 
la Oficinas Desconcentradas de OSCE.

Dentro del plazo de diez (10) días de realizada la 
instalación del árbitro único o tribunal arbitral, se trate 
de un arbitraje ad hoc o institucional, las Entidades, 
bajo responsabilidad del Titular de la Entidad o de quien 
este haya delegado tal función, deben registrar en el 
SEACE los nombres y apellidos completos del árbitro 
único o de los árbitros que conforman el tribunal arbitral 

y del secretario arbitral, así como de aquellos que 
eventualmente sustituyan a estos.

106.2 En el arbitraje ad hoc, los árbitros deben fijar 
sus honorarios profesionales y de la secretaría arbitral 
o gastos administrativos aplicando la tabla de gastos 
arbitrales de cualquier institución arbitral acreditada.

En caso de renuncia, recusación de árbitro declarada 
fundada, anuencia de la contraparte en la recusación, 
remoción de árbitro y los demás supuestos regulados 
por el OSCE para tal efecto, y cuando no se trate de un 
arbitraje institucional, cualquier discrepancia que surja 
entre las partes y los árbitros, respecto de la devolución 
de honorarios, debe ser resuelta, a pedido de parte, por 
el OSCE. La decisión que tome el OSCE al respecto es 
definitiva e inimpugnable.

Cualquier pacto respecto de la no devolución de 
honorarios se tiene por no puesto, no pudiéndose acordar 
en contrario.

Artículo 107.- Laudo 

107.1 El laudo, así como sus integraciones, 
exclusiones, interpretaciones y rectificaciones, debe 
ser notificado personalmente a las partes y a través 
del SEACE. El laudo vincula a las partes del Arbitraje, 
no pudiendo afectar derechos ni facultades legales de 
personas ni autoridades ajenas al proceso. El laudo debe 
ser motivado, no pudiéndose pactar en contrario.

107.2 Es responsabilidad del árbitro único o del 
presidente del Tribunal Arbitral registrar correctamente 
el laudo en el SEACE, así como sus integraciones, 
exclusiones, interpretaciones y rectificaciones, conforme 
a lo dispuesto número 1) del numeral 216.3 del artículo 
216 del Reglamento de la Ley de Contrataciones. 
Asimismo, es responsable de la remisión que se requiera 
efectuar a la respectiva secretaría arbitral para efectos de 
su notificación personal.

107.3 El OSCE implementa, administra y opera el 
Banco de Laudos Arbitrales que contiene información 
relevante del laudo que los árbitros hayan registrado en 
el SEACE.

107.4 Dicha información se publica en el portal 
institucional del OSCE y es actualizada trimestralmente, 
bajo responsabilidad.

Artículo 108.- recurso de Anulación

108.1 Conforme a lo previsto en el numeral 45.8 
del artículo 45 de la Ley de Contrataciones del Estado, 
para la interposición del recurso de anulación del laudo, 
el contratista debe presentar una carta fianza bancaria, 
solidaria, incondicionada, irrevocable y de realización 
automática a primer requerimiento, con una vigencia no 
menor de seis (6) meses, debiendo ser renovada por todo 
el tiempo que dure el trámite del recurso.

Dicha carta fianza debe otorgarse a favor de la Entidad, 
por una cantidad equivalente al veinticinco por ciento (25%) 
del valor de la suma que ordene pagar el laudo.

108.2 Si el laudo, en todo o en parte, es puramente 
declarativo o no es valorizable en dinero o si requiere de 
liquidación o determinación que no sea únicamente una 
operación matemática, el valor de la carta fianza será 
equivalente al tres por ciento (3%) del monto del contrato 
original.

108.3 Si el recurso de anulación es desestimado, la 
carta fianza se entrega a la Entidad para que la ejecute. 
En caso contrario se le devuelve al contratista, bajo 
responsabilidad.

108.4 Las sentencias que resuelvan de manera 
definitiva el recurso de anulación deben ser remitidas por 
el procurador público o la Entidad, según corresponda, al 
OSCE en el plazo de diez (10) días hábiles de notificadas 
para su registro y publicación, bajo responsabilidad del 
procurador público o del Titular de la Entidad o del servidor 
en quien este haya delegado dicha función.

108.5 La autorización a que se refiere el punto 2 del 
numeral 45.8. del artículo 45 de la Ley de Contrataciones 
debe ser expedida por el Titular del sector que corresponda 
conforme a la naturaleza del proyecto, salvo tratándose 
de Ministerios en cuyo caso la referida autorización debe 
ser emitida por Consejo de Ministros.
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Artículo 109.- Información que debe remitirse al 
oSce y custodia del expediente

109.1 Las instituciones arbitrales y los centros que 
administren Juntas de Resolución de Disputas deben 
remitir al OSCE, en las condiciones, forma y oportunidad 
establecidas en la Directiva correspondiente, la siguiente 
información:

a) Copia de las resoluciones emitidas por sus 
respectivos órganos mediante las cuales se resuelven 
recusaciones planteadas contra los árbitros y miembros 
de las Juntas de Resolución de Disputas.

b) Laudos, rectificaciones, interpretaciones, 
integraciones y exclusiones de laudos, decisiones que 
ponen fin a los arbitrajes y decisiones emitidas por las 
Juntas de Resolución de Disputas.

c) Copia de los documentos en los que consten las 
decisiones o resoluciones que imponen sanciones a 
árbitros y miembros de las Juntas de Resolución de 
Disputas por infracción al Código de Ética de la institución 
arbitral respectiva.

d) Relación trimestral de solicitudes de arbitraje 
ingresadas y procesos arbitrales en trámite y concluidos, 
con indicación de la materia, nombre de las partes, 
representantes legales, asesores o abogados, así como 
el de los árbitros y del secretario a cargo del caso.

e) Nómina de Árbitros de la institución arbitral 
actualizada.

109.2 El presidente del Tribunal Arbitral o árbitro 
único, así como la respectiva institución arbitral, cuando 
corresponda, pueden encargar al OSCE, o a otra institución 
que esta autorice, la custodia del expediente luego de 
transcurrido el plazo mínimo de tres (3) años desde la 
fecha de culminación de las actuaciones arbitrales. Para 
estos efectos, el expediente debe ser micrograbado, con 
valor legal, bajo las condiciones previstas en el Decreto 
Legislativo Nº 681, sus normas complementarias, normas 
que la modifiquen o la sustituyan, y lo dispuesto en la 
Directiva correspondiente.

DISpoSIcIoNeS compLemeNtArIAS FINALeS

primera.- Aplicación supletoria 
De conformidad con el artículo 7-A.8 del Decreto 

Legislativo N° 1354, en todo lo no regulado y siempre 
que no contravenga la Ley y el presente Reglamento, 
es de aplicación supletoria la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado y su Reglamento aprobado por 
Decreto Supremo N° 350-2015-EF y sus modificatorias. 

Segunda.- Supervisión de la contratación 
El Procedimiento de Contratación Pública Especial 

se encuentra sujeto a supervisión del OSCE. En este 
sentido, las contrataciones de bienes y servicios menores 
a ocho (8) UIT se encuentran exceptuadas de realizar 
el procedimiento especial de selección, configurándose 
como un supuesto sujeto a supervisión conforme a la Ley 
de Contrataciones.

tercera.- operatividad del procedimiento de 
contratación especial

El OSCE adecua los aplicativos necesarios en 
la plataforma del SEACE a fin de implementar el 
procedimiento de contratación especial, así como lo 
dispuesto en la Ley y el presente Reglamento.

cuarta.- Disposiciones complementarias
La Autoridad para la Reconstrucción con Cambios 

emite las disposiciones complementarias necesarias para 
la adecuada implementación y aplicación del presente 
Reglamento. 

DISpoSIcIoNeS compLemeNtArIAS 
trANSItorIAS

primera.- Aplicación de la norma
Los procedimientos de adjudicación simplificada 

convocados durante la vigencia del artículo 7.1 de la Ley 
N° 30556 se rigen por las normas vigentes al momento 

de su convocatoria. Tratándose de procedimientos de 
selección convocados con anterioridad a la entrada en 
vigencia del presente Reglamento continúan su desarrollo 
hasta su culminación. Asimismo, la siguiente convocatoria 
de los procedimientos de selección declarados desiertos 
o nulos, se realiza conforme al procedimiento del presente 
Reglamento.

Los bienes y servicios comunes que requieran 
contratar las entidades de los tres niveles de Gobierno 
para la implementación del PLAN, que cuenten con 
ficha técnica de subasta inversa electrónica, así 
como los bienes que se encuentren en el catálogo 
electrónico de Acuerdo Marco, están exceptuadas 
del procedimiento de contratación pública especial 
para la Reconstrucción con Cambios establecido en 
el artículo 7-A de la Ley N° 30556, debiendo realizar 
la contratación conforme a los procedimientos de 
selección correspondiente.

Segunda.- proveedores extranjeros no 
domiciliados

El OSCE, de corresponder, emite las directivas y 
documentos de orientación que permitan la simplificación 
del procedimiento de inscripción de las empresas 
extranjeras no domiciliadas en el RNP, de conformidad 
con los literales f) y h) del artículo 52 de la Ley N° 30225.

tercera.- De la implementación del SeAce para la 
fase de expresión de interés

El OSCE implementa el registro de la fase de expresión 
de interés en la plataforma del SEACE. 

1666952-1

AGRICULTURA Y RIEGO

Aceptan renuncia de Asesor en Gestión 
Administrativa del Programa Subsectorial 
de Irrigaciones

proGrAmA SuBSectorIAL
De IrrIGAcIoNeS 

reSoLucIÓN DIrectorAL
Nº 225-2018-mINAGrI-pSI

Lima, 4 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante Resolución Directoral Nº 
145-2018-MINAGRI-PSI, de fecha 27 de abril de 2018, 
se designó al Ing. Juan Carlos Rojas Meléndez en el 
cargo de Asesor en Gestión Administrativa del Programa 
Subsectorial de Irrigaciones del Ministerio de Agricultura 
y Riego;

Que, el citado funcionario ha formulado renuncia al 
cargo que venía desempeñando, la misma que se ha visto 
pertinente aceptar;

De conformidad con lo establecido en la Ley Nº 
27594, Ley que regula la participación del Poder 
Ejecutivo en el Nombramiento y Designación de 
Funcionarios Públicos y en uso de las facultades 
conferidas en el Manual de Operaciones del Programa 
Subsectorial de Irrigaciones, aprobado por Resolución 
Ministerial Nº 01570-2006-AG;

SE RESUELVE:

Artículo primero.- Aceptar, con efectividad al 2 
de julio de 2018, la renuncia formulada por el Ing. Juan 
Carlos Rojas Meléndez al cargo de Asesor en Gestión 
Administrativa del Programa Subsectorial de Irrigaciones 
del Ministerio de Agricultura y Riego, dándosele las 
gracias por los servicios prestados.

Artículo Segundo.- Notificar copia de la presente 
resolución al Ing. Juan Carlos Rojas Meléndez, así como 
a la Oficina de Administración y Finanzas, para los fines 
de ley.
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Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los once días del mes de julio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1676524-1

PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

decreto legislativo
nº 1369

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
término de sesenta (60) días calendario;

Que, en ese sentido, el literal a) del numeral 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establece que el Poder 
Ejecutivo está facultado para legislar en materia tributaria 
y financiera a fin de modificar la Ley del Impuesto a la 
Renta respecto de las normas de precios de transferencia, 
obligación de pagar el monto equivalente a la retención 
en operaciones con sujetos no domiciliados y deducción 
de gastos empresariales a fin de que estos no se utilicen 
indebidamente para generar escudos fiscales;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal a) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

decreto legislativo que modifica la 

ley del impuesto a la renta

Artículo 1. Objeto
El presente decreto legislativo tiene por objeto modificar 

el tratamiento aplicable a los servicios en el ámbito de 
precios de transferencia, eliminar la obligación de abonar el 
monto equivalente a la retención en operaciones con sujetos 
no domiciliados y condicionar la deducción de los gastos por 
operaciones con sujetos no domiciliados. 

Artículo 2. Definición 
Para efecto del decreto legislativo se entenderá por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 

Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF y 
normas modificatorias.

Artículo 3. Modificación del primer y quinto 
párrafos del inciso i) del artículo 32°-A de la Ley

Modifícase el primer y quinto párrafos del inciso i) del 
artículo 32°-A de la Ley, conforme a los textos siguientes:

“Artículo 32-A.- (…)
(…)

i) Servicios

Sin perjuicio de los requisitos, limitaciones y prohibiciones 
dispuestos por esta Ley, tratándose de servicios prestados al 
contribuyente por sus partes vinculadas, aquel debe cumplir 
el test de beneficio y proporcionar la documentación e 
información solicitada, como condiciones necesarias para la 
deducción del costo o gasto.

(…) 
Tratándose de servicios de bajo valor añadido, la 

deducción del costo o gasto por el servicio recibido se 
determina sobre la base de la sumatoria de los costos y 
gastos incurridos por el prestador del servicio así como de 
su margen de ganancia, el cual no puede exceder el cinco 
por ciento (5%) de tales costos y gastos.

(…)”

Artículo 4. Incorporación del inciso a.4) al artículo 
37 de la Ley 

Incorporase el inciso a.4) al artículo 37 de la Ley, en 
los siguientes términos:

“Artículo 37.- (…)
(…)

a.4) Las regalías, y retribuciones por servicios, asistencia 
técnica, cesión en uso u otros de naturaleza similar a favor 
de beneficiarios no domiciliados, podrán deducirse como 
costo o gasto en el ejercicio gravable a que correspondan 
cuando hayan sido pagadas o acreditadas dentro del plazo 
establecido por el Reglamento para la presentación de la 
declaración jurada correspondiente a dicho ejercicio.

Los costos y gastos referidos en el párrafo anterior 
que no se deduzcan en el ejercicio al que correspondan 
serán deducibles en el ejercicio en que efectivamente 
se paguen, aun cuando se encuentren debidamente 
provisionados en un ejercicio anterior. 

Artículo 5. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente del 

Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y Finanzas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en este Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogatoria
Derógase el cuarto párrafo del inciso i) del artículo 

32°-A y el segundo párrafo del artículo 76 de la Ley.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1676524-2
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Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los once días del mes de julio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1676524-1

PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

decreto legislativo
nº 1369

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
término de sesenta (60) días calendario;

Que, en ese sentido, el literal a) del numeral 1 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal establece que el Poder 
Ejecutivo está facultado para legislar en materia tributaria 
y financiera a fin de modificar la Ley del Impuesto a la 
Renta respecto de las normas de precios de transferencia, 
obligación de pagar el monto equivalente a la retención 
en operaciones con sujetos no domiciliados y deducción 
de gastos empresariales a fin de que estos no se utilicen 
indebidamente para generar escudos fiscales;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal a) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

decreto legislativo que modifica la 

ley del impuesto a la renta

Artículo 1. Objeto
El presente decreto legislativo tiene por objeto modificar 

el tratamiento aplicable a los servicios en el ámbito de 
precios de transferencia, eliminar la obligación de abonar el 
monto equivalente a la retención en operaciones con sujetos 
no domiciliados y condicionar la deducción de los gastos por 
operaciones con sujetos no domiciliados. 

Artículo 2. Definición 
Para efecto del decreto legislativo se entenderá por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la 

Renta, aprobado por Decreto Supremo N° 179-2004-EF y 
normas modificatorias.

Artículo 3. Modificación del primer y quinto 
párrafos del inciso i) del artículo 32°-A de la Ley

Modifícase el primer y quinto párrafos del inciso i) del 
artículo 32°-A de la Ley, conforme a los textos siguientes:

“Artículo 32-A.- (…)
(…)

i) Servicios

Sin perjuicio de los requisitos, limitaciones y prohibiciones 
dispuestos por esta Ley, tratándose de servicios prestados al 
contribuyente por sus partes vinculadas, aquel debe cumplir 
el test de beneficio y proporcionar la documentación e 
información solicitada, como condiciones necesarias para la 
deducción del costo o gasto.

(…) 
Tratándose de servicios de bajo valor añadido, la 

deducción del costo o gasto por el servicio recibido se 
determina sobre la base de la sumatoria de los costos y 
gastos incurridos por el prestador del servicio así como de 
su margen de ganancia, el cual no puede exceder el cinco 
por ciento (5%) de tales costos y gastos.

(…)”

Artículo 4. Incorporación del inciso a.4) al artículo 
37 de la Ley 

Incorporase el inciso a.4) al artículo 37 de la Ley, en 
los siguientes términos:

“Artículo 37.- (…)
(…)

a.4) Las regalías, y retribuciones por servicios, asistencia 
técnica, cesión en uso u otros de naturaleza similar a favor 
de beneficiarios no domiciliados, podrán deducirse como 
costo o gasto en el ejercicio gravable a que correspondan 
cuando hayan sido pagadas o acreditadas dentro del plazo 
establecido por el Reglamento para la presentación de la 
declaración jurada correspondiente a dicho ejercicio.

Los costos y gastos referidos en el párrafo anterior 
que no se deduzcan en el ejercicio al que correspondan 
serán deducibles en el ejercicio en que efectivamente 
se paguen, aun cuando se encuentren debidamente 
provisionados en un ejercicio anterior. 

Artículo 5. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente del 

Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y Finanzas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en este Decreto Legislativo entra en 

vigencia el 1 de enero de 2019.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogatoria
Derógase el cuarto párrafo del inciso i) del artículo 

32°-A y el segundo párrafo del artículo 76 de la Ley.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1676524-2
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decreto legislativo 
nº 1370

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante la Ley Nº 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del estado, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el 
término de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal f) del numeral 1) del artículo 2 del citado 
dispositivo legal establece que el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia tributaria y financiera, a 
fin de modificar y uniformizar la legislación nacional a fin de 
promover y regular el uso generalizado de comprobantes 
de pago electrónicos y simplificar las obligaciones de 
los contribuyentes, incluyendo aquella relacionada con 
certificados digitales;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal f) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente;

decreto legislativo que modifica la ley 

nº 27269, ley de firmas y certificados 

digitales y el decreto ley nº 25632, ley 

marco de comprobantes de pago 

Artículo 1. Incorporación de la Cuarta Disposición 
Complementaria, Transitoria y Final de la Ley N° 
27269, Ley de Firmas y Certificados Digitales 

Incorpórase la Cuarta Disposición Complementaria, 
Transitoria y Final de la Ley N° 27269, Ley de Firmas y 
Certificados Digitales, en los términos siguientes: 

“Cuarta.- Se autoriza a la SUNAT, hasta el 30 de junio 
de 2020, para ejercer funciones de Entidad de Registro 
o Verificación para el Estado Peruano a que se refiere el 
artículo 13 de esta ley en tanto culmina su procedimiento 
de acreditación respectivo ante el INDECOPI, a fin de 
facilitar a los sujetos, personas naturales o jurídicas que 
generen ingresos netos anuales de hasta trescientas 
(300) UIT, la obtención de certificados digitales, emitidos 
al amparo de esta Ley, para el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias con dicha entidad, otorgándose la 
misma validez y eficacia jurídica señalada en el artículo 1 
de esta Ley.

Durante dicho plazo, la SUNAT podrá celebrar 
acuerdos con Entidades de Certificación para el Estado 
Peruano o con Entidades de Certificación Privadas para 
la emisión o cancelación de los respectivos certificados 
digitales, quienes podrán brindar sus servicios a dicha 
Entidad, sin encontrarse acreditada.

Asimismo, dentro de la Infraestructura Oficial de 
Firma Electrónica, la Entidad de Certificación Nacional 
para el Estado Peruano y las Entidades de Certificación 
quedan exceptuadas de proponer políticas y estándares 
a la Autoridad Administrativa Competente respecto de las 
funciones que realice la SUNAT en el rol señalado en el 
párrafo anterior. 

La SUNAT emitirá las normas que resulten pertinentes 
a fin de establecer, entre otros, el procedimiento que 
seguirá en su calidad de Entidad de Registro o Verificación 
para el Estado Peruano autorizada.

A partir del 1 de julio de 2020, la SUNAT podrá continuar 
con sus funciones de Entidad de Registro o Verificación 
siempre que haya cumplido con los procedimientos de 
acreditación respectivo ante el INDECOPI. Este último contará 
con un plazo máximo de 120 días hábiles para culminarlo, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 67 del Reglamento de 
la Ley N° 27269, aprobado mediante el Decreto Supremo 

N° 052-2008-PCM y sus modificatorias. Una vez acreditada, 
como Entidad de Registro para el Estado Peruano – EREP, 
podrá continuar celebrando los acuerdos a los que se refiere 
el párrafo anterior, al igual que toda EREP acreditada.

Los costos que demande la obtención de los 
certificados digitales a que se refiere esta disposición 
serán asumidos por la SUNAT.”

Artículo 2. Modificación de los artículos 2 y 3 del 
Decreto Ley N° 25632, Ley Marco de Comprobantes 
de Pago 

Modifícase el segundo párrafo del artículo 2 y el último 
párrafo del artículo 3 del Decreto Ley N° 25632, Ley Marco 
de Comprobantes de Pago, en los términos siguientes: 

“Artículo 2.- 
(…)
Cuando el comprobante de pago se emita de manera 

electrónica se considerará como representación impresa, 
digital u otra de este para todo efecto tributario al resumen 
en soporte de papel, digital u otro que se otorgue de 
acuerdo a la regulación que emita la SUNAT y siempre 
que el referido resumen cumpla con las características y 
requisitos mínimos que aquella establezca, sin perjuicio 
que se garantice que los sujetos de la operación puedan 
acceder por otro medio a la información completa.”

“Artículo 3.- 
(…)
Cuando los documentos que estén relacionados directa 

o indirectamente con los comprobantes de pago se emitan 
de manera electrónica, se considerará como representación 
impresa, digital u otra de estos para todo efecto tributario al 
resumen en soporte de papel, digital u otro que se otorgue 
de ellos de acuerdo a la regulación que emita la SUNAT y 
siempre que dicho resumen cumpla con las características y 
requisitos mínimos que aquella establezca, sin perjuicio que 
se garantice que los sujetos de la operación puedan acceder 
por otro medio a la información completa.”

Artículo 3. Refrendo 
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Vigencia
Lo dispuesto en el Decreto Legislativo entra en vigencia 

al día siguiente de su publicación, salvo lo regulado en el 
artículo 1 que entra en vigencia a los sesenta (60) días de 
su publicación.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CéSAR VILLANUEVA ARéVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1676524-3

decreto legislativo
nº 1371

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
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5.2 La retención a que se refiere el párrafo anterior 
será aplicable siempre que se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) El fondo de inversión tenga la condición de Fondo 
de Inversión en Renta de Bienes Inmuebles de acuerdo 
con la Cuarta Disposición Complementaria Final del 
Reglamento de Fondos de Inversión y sus Sociedades 
Administradoras aprobado por la Resolución de la 
Superintendencia de Mercado de Valores N° 029-2014-
SMV/01 y normas modificatorias.

b) Los partícipes y sus partes vinculadas tengan la 
propiedad de menos del veinte por ciento (20%) del total 
de certificados de participación emitidos por el Fondo de 
Inversión en Renta de Bienes Inmuebles. 

Cuando el partícipe y sus partes vinculadas tengan 
la propiedad de más del cinco por ciento (5%) del total 
de certificados de participación emitidos por el Fondo de 
Inversión en Renta de Bienes Inmuebles, la retención del 
5% aplicará únicamente si el contribuyente comunica a 
la sociedad administradora del Fondo de Inversión en 
Renta de Bienes Inmuebles el cumplimiento del requisito 
previsto en el primer párrafo de este inciso.

Para efectos del inciso b) del párrafo 5.2, es de 
aplicación los supuestos de vinculación previstos en el 
inciso b) del artículo 32-A de la Ley del Impuesto a la 
Renta y el artículo 24 de su reglamento en lo que resulte 
aplicable. También habrá vinculación entre cónyuges 
o concubinos y/o parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad.

5.3 Los requisitos señalados en el párrafo 5.2 deben 
cumplirse:

a) Tratándose de sujetos domiciliados: durante todo el 
ejercicio gravable. 

b) Tratándose de la empresa unipersonal constituida 
en el exterior: al momento en que las rentas por 
arrendamiento u otra forma onerosa de cesión en uso de 
bienes inmuebles sean pagadas o acreditadas.

5.4 La retención debe efectuarse teniendo en cuenta 
lo siguiente:

a) Tratándose de sujetos domiciliados la retención 
debe efectuarse aplicando la tasa del cinco por ciento 
(5%) sobre las rentas brutas por arrendamiento u otra 
forma onerosa de cesión en uso de bienes inmuebles 
devengadas en cada ejercicio.

En caso se efectúen redenciones o rescates con 
anterioridad al cierre del ejercicio la retención debe 
efectuarse sobre las rentas brutas por arrendamiento u 
otra forma onerosa de cesión en uso de bienes inmuebles 
devengadas a tal fecha. 

El pago del impuesto retenido que corresponde 
al ejercicio se efectuará hasta el vencimiento de las 
obligaciones tributarias correspondientes al mes de 
febrero del siguiente ejercicio. En el caso que se efectúen 
redenciones o rescates con anterioridad al cierre del 
ejercicio el pago de la retención deberá abonarse al fisco 
dentro de los plazos previstos por el Código Tributario 
para las obligaciones de periodicidad mensual.

b) Tratándose de una empresa unipersonal constituida 
en el exterior la retención se realizará aplicando la tasa de 
cinco por ciento (5%) sobre las rentas por arrendamiento u 
otra forma onerosa de cesión en uso de bienes inmuebles 
pagadas o acreditadas.

El pago del impuesto retenido debe abonarse al fisco 
dentro de los plazos previstos por el Código Tributario 
para las obligaciones de periodicidad mensual.

c) El incumplimiento del requisito previsto en el primer 
párrafo del inciso b) del párrafo 5.2 por algún partícipe 
no afectará la aplicación de la tasa de retención definitiva 
de cinco por ciento (5%) sobre las rentas brutas que 
se atribuyan a los demás partícipes siempre que estos 
cumplan con los requisitos señalados en el párrafo 5.2.

5.5 La comunicación a que se refiere el segundo 
párrafo del inciso b) del párrafo 5.2 tendrá carácter de 
declaración jurada y debe ser presentada en el plazo que 
establezca el reglamento.

5.6 Cuando los gastos incidan conjuntamente en 
rentas por arrendamiento u otra forma onerosa de cesión 
en uso de bienes inmuebles a que se refiere el párrafo 
5.1, otras rentas gravadas, rentas exoneradas o rentas 
inafectas que la sociedad administradora deba atribuir a 
los partícipes, y no sean imputables directamente a unas 
u otras, el gasto que haya incidido en la generación de 
cada renta se determinará en forma proporcional a cada 
una de estas.

En los casos en que no se pudiera establecer la 
proporcionalidad indicada, se considerará como gasto 
que ha incidido en la generación de cada renta, el importe 
que resulte de aplicar al total de los gastos comunes el 
porcentaje que se obtenga de dividir la renta bruta que 
corresponda a cada renta entre el total de rentas brutas 
gravadas por arrendamiento u otra forma onerosa de 
cesión en uso de bienes inmuebles a que se refiere el 
párrafo 5.1, las otras rentas brutas gravadas, rentas 
brutas exoneradas e inafectas.”

Artículo 6. Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros y el Ministro de Economía y 
Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en este Decreto Legislativo entra en 

vigencia a partir del 1 de enero de 2019.

Segunda. Aportes y transferencias fiduciarias 
de bienes inmuebles realizados al Fideicomiso de 
Titulización para Inversión en Renta de Bienes Raíces 
y al Fondo de Inversión en Renta de Bienes Inmuebles, 
respectivamente

Las disposiciones del artículo 3 de la Ley N° 30532 y 
el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1188, modificados 
por el presente Decreto Legislativo, aplicarán desde el 
1 de enero de 2019 incluso a los inmuebles trasferidos 
fiduciariamente o aportados hasta el 31 de diciembre de 
2018. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogatoria
Derógase el artículo 6 de la Ley N° 30532.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1676524-4

decreto legislativo
nº 1372

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, el Congreso de la 
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República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar por el plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, en este sentido, el literal k) del numeral 1) 
del artículo 2 del citado dispositivo legal, establece 
que el Poder Ejecutivo está facultado para adecuar la 
legislación nacional a los estándares y recomendaciones 
internacionales emitidas por la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) y el Grupo 
de Acción Financiera Internacional (GAFI) para la lucha 
contra la elusión y evasión fiscal, el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo; así como para garantizar la 
asistencia administrativa mutua con fines fiscales, como 
la adopción de estándares de acceso, disponibilidad e 
intercambio de información del beneficiario final de las 
personas jurídicas y entes jurídicos, previendo que los 
profesionales del derecho y de las ciencias contables 
y financieras deban proporcionar dicha información a 
la autoridad competente cuando accedan a ella en una 
condición o situación distinta al ejercicio profesional, 
respetándose los derechos y principios previstos en la 
Constitución Política del Perú;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal k) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,

Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

decreto legislativo que regula la 
obligación de las personas jurídicas 

y/o entes jurídicos de informar la 
identificación de los beneficiarios finales

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto 
El Decreto Legislativo regula la obligación de las 

personas jurídicas y/o entes jurídicos de informar sobre la 
identificación de sus beneficiarios finales.

Artículo 2.- Finalidad

2.1 La finalidad del presente Decreto Legislativo es 
otorgar a las autoridades competentes acceso oportuno a 
información precisa y actualizada sobre el beneficiario final 
de la persona jurídica y/o ente jurídico, a fin de fortalecer 
la lucha contra la evasión y elusión tributaria, garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones de asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria, así como la 
lucha contra el lavado de activos y el financiamiento del 
terrorismo.

2.2 Las obligaciones de identificar, obtener, actualizar, 
declarar, conservar y proporcionar la información sobre 
el beneficiario final a que se refiere el presente Decreto 
Legislativo son de obligatorio cumplimiento aun cuando 
la persona jurídica y/o ente jurídico se encuentre bajo 
un procedimiento o acuerdo de disolución, liquidación o 
quiebra; en cuyo caso, los liquidadores o interventores 
detentan tales obligaciones. 

Luego de la extinción o plazo de duración o culminación 
de la persona jurídica o ente jurídico, según corresponda, 
el plazo de conservación de la documentación que 
respalda la información sobre el beneficiario final será el 
previsto en el artículo 49 del Código de Comercio, salvo 
que sea de aplicación uno distinto establecido en una ley 
especial.

Artículo 3.- Definiciones y referencias
3.1 Se entiende por:

a) Beneficiario Final:

Se refiere a: 

a.1) la persona natural que efectiva y finalmente posee 
o controla personas jurídicas o entes jurídicos, conforme a 
lo previsto en el artículo 4; y/o,

a.2) la persona natural que finalmente posee o controla 
un cliente o en cuyo nombre se realiza una transacción. 

Para los efectos del literal a.2) entiéndase por “cliente” 
a la definición prevista en el numeral 19.1 del artículo 
19 del Reglamento de la Ley N° 27693, Ley que crea la 
Unidad de Inteligencia Financiera – Perú (UIF – Perú).

Las expresiones “finalmente posee o controla” o 
control efectivo final utilizadas en el presente Decreto 
Legislativo se refieren a situaciones en que la propiedad 
y/o control se ejerce a través de una cadena de propiedad 
o a través de cualquier otro medio de control que no es un 
control directo. 

Las acepciones de beneficiario final contenidas en el 
presente literal son aplicables, según corresponda, para 
los efectos del presente Decreto Legislativo, las normas 
complementarias aplicables y las referidas a la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria, así como las 
que regulan el Sistema de Prevención del Lavado de 
Activos y el Financiamiento del Terrorismo. 

b) Declaración de Beneficiario Final: 

Se refiere a la declaración jurada informativa prevista 
en el numeral 15.3 del artículo 87 del Código Tributario, 
que contiene la información del beneficiario final a que se 
refiere el literal a.1) precedente, que deban presentar los 
administrados ante la SUNAT, de acuerdo a las normas 
reglamentarias y en la forma, plazo y condiciones que esta 
establezca mediante Resolución de Superintendencia.

c) Obligados a presentar la declaración de beneficiario 
final: 

Son las personas jurídicas y los entes jurídicos 
obligados a identificar, obtener, actualizar, declarar, 
conservar y proporcionar la información sobre los 
beneficiarios finales a que se refiere el literal a.1) 
precedente, incluyendo la documentación sustentatoria.

d) Entes Jurídicos:

Se refiere a: 

i) los patrimonios autónomos gestionados por 
terceros que carecen de personalidad jurídica; o ii) los 
contratos y otros acuerdos permitidos por la normativa 
vigente en los que dos o más personas, que se asocian 
temporalmente, tienen un derecho o interés común 
para realizar una actividad determinada sin constituir 
una persona jurídica. Se consideran en esta categoría 
a los fondos de inversión, fondos mutuos de inversión 
en valores, patrimonios fideicometidos domiciliados en 
el Perú o patrimonios fideicometidos o trust constituidos 
o establecidos en el extranjero con administrador o 
protector domiciliado en el Perú, y consorcios, entre 
otros. 

Las acepciones de ente jurídico contenidas en el 
presente literal son aplicables, según corresponda, para 
los efectos del presente Decreto Legislativo, las normas 
complementarias aplicables y las referidas a la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria.

e) Autoridades Competentes: 

Se refiere a todos los organismos incluidos en el 
Decreto Legislativo, así como a los organismos de 
supervisión y control en materia de prevención del lavado 
de activos y del financiamiento del terrorismo a los que 
se refiere el numeral 9.A.2 del artículo 9.A de la Ley N° 
27693, respecto a la lucha contra la evasión y elusión 
tributaria y a la asistencia administrativa mutua en materia 
tributaria se entiende como autoridad competente a la 
SUNAT.

f) SBS:

A la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondo de Pensiones.
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g) SMV:

A la Superintendencia de Mercado de Valores.

h) SUNAT:

A la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria.

i) UIF:

A la Unidad de Inteligencia Financiera del Perú, unidad 
especializada de la SBS.

j) Código Tributario:

Al aprobado mediante Decreto Legislativo N° 816 
cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 133-2013-EF.

k) Ley N° 27693:

Ley que crea la Unidad de Inteligencia Financiera – 
Perú (UIF-Perú).

3.2 Cuando se haga referencia a un artículo sin 
mencionar la norma a la que pertenece, se entiende 
referido al presente Decreto Legislativo. Asimismo, 
cuando se señalen numerales o incisos o literales sin 
indicar el artículo al que pertenecen, se entienden 
referidos al artículo o párrafos o numeral en el que se 
mencionan respectivamente.

CAPÍTULO II

DE LOS CRITERIOS PARA DETERMINAR EL 
BENEFICIARIO FINAL DE LAS PERSONAS 

JURÍDICAS Y ENTES JURÍDICOS

Artículo 4.- Criterios para la determinación del 
beneficiario final de las personas jurídicas y entes 
jurídicos a que se refiere el literal a.1) del párrafo 3.1 
del artículo 3.

4.1 Los siguientes criterios determinan la condición de 
beneficiario final de las personas jurídicas a que se refiere 
el literal a.1) del párrafo 3.1 del artículo 3:

a) La persona natural que directa o indirectamente 
a través de cualquier modalidad de adquisición posee 
como mínimo el diez por ciento (10%) del capital de una 
persona jurídica. 

Las personas jurídicas deben informar sobre los 
beneficiarios finales indicando los porcentajes de 
participación en el capital de la persona jurídica.

Se incluye en el presente literal, la información 
relativa a la cadena de titularidad en los casos en que el 
beneficiario final lo sea indirectamente.

b) Una persona natural que, actuando individualmente 
o con otros como una unidad de decisión, o a través de 
otras personas naturales o jurídicas o entes jurídicos, 
ostente facultades, por medios distintos a la propiedad, 
para designar o remover a la mayor parte de los órganos 
de administración, dirección o supervisión, o tenga poder 
de decisión en los acuerdos financieros, operativos y/o 
comerciales que se adopten, o que ejerza otra forma de 
control de la persona jurídica.

Se incluye en el presente literal a la información 
relativa a la cadena de control en los casos en los que el 
beneficiario final lo sea por medios distintos a la propiedad. 

c) Cuando no se identifique a ninguna persona natural 
bajo los criterios señalados en los literales a) o b), se 
considerará como beneficiario final a la persona natural 
que ocupa el puesto administrativo superior.

4.2 Los siguientes criterios determinan la condición de 
beneficiario final de los entes jurídicos a los que se refiere 
el literal a.1) del párrafo 3.1 del artículo 3:

a) En el caso de fideicomisos o fondo de inversión, 
las personas naturales que ostenten la calidad de 
fideicomitente, fiduciario, fideicomisario o grupo de 

beneficiarios y cualquier otra persona natural que teniendo 
la calidad de partícipe o inversionista ejerza el control 
efectivo final del patrimonio, resultados o utilidades en un 
fideicomiso o fondo de inversión, según corresponda.

b) En otros tipos de entes jurídicos, beneficiario final 
es la persona natural que ostente una posición similar 
o equivalente a las mencionadas en a); y en el caso del 
trust constituido de acuerdo a las fuentes del derecho 
extranjero, además la persona natural que ostente la 
calidad de protector o administrador.

4.3 Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos 
anteriores sobre los alcances del término “beneficiario 
final” este debe interpretarse en consonancia con las 
recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFI) y sus notas interpretativas expedidas 
a la fecha de publicación del Decreto Legislativo.

Artículo 5.- Criterios para determinar al beneficiario 
final y procedimiento de debida diligencia en el 
sistema de prevención y lucha contra el lavado de 
activos y del financiamiento de terrorismo

Para los fines de lucha contra el lavado de activos 
y financiamiento de terrorismo, los sujetos obligados 
conforme a las normas sobre dichas materias aplican 
los criterios y el procedimiento de debida diligencia que 
permitan identificar al beneficiario final de acuerdo a lo 
dispuesto en la Ley N° 27693 y su reglamento, así como 
por las normas que emita la SBS y la SMV, en el ámbito 
de sus competencias.

CAPÍTULO III

DE LOS MECANISMOS PARA OBTENER Y 
CONSERVAR LA INFORMACIÓN DEL BENEFICIARIO 

FINAL Y SU UTILIZACIÓN 

Artículo 6.- Mecanismos que deben adoptar las 
personas jurídicas o entes jurídicos para obtener 
y conservar la información actualizada sobre el 
beneficiario final

6.1 Para asegurar el acceso y disponibilidad de la 
información adecuada y precisa sobre el beneficiario 
final a que se refiere el literal a.1) del párrafo 3.1 del 
artículo 3 y el artículo 4, las personas jurídicas o entes 
jurídicos deben implementar un procedimiento interno 
que comprenda mecanismos razonables para obtener 
y conservar información sobre la identificación de su(s) 
beneficiario(s) final(es).

Se entiende que la información es adecuada si 
es suficiente, relevante y válida para fundamentar la 
identificación; y precisa, si es concreta, inequívoca y 
desprovista de ambigüedades. 

6.2 Para los efectos previstos en el párrafo 6.1, las 
personas jurídicas o entes jurídicos deben adoptar los 
siguientes mecanismos:

a) Identificar y validar adecuadamente al beneficiario 
final de las personas jurídicas o entes jurídicos. A este 
efecto todas las personas que califican como beneficiarios 
finales, conforme a lo previsto en el literal a.1) del párrafo 
3.1 del artículo 3 se encuentran obligadas a revelar su 
identidad a las personas jurídicas o entes jurídicos, 
según corresponda, así como proporcionar sus nombres, 
apellidos, tipo y número de documento de identidad, lugar 
de residencia y los demás datos que se establezcan 
mediante Decreto Supremo. 

b) Acceder y mantener disponible la información 
adecuada, precisa y actualizada acerca de los datos de la 
identidad de los beneficiarios finales y demás datos que 
se establezcan mediante Decreto Supremo, para lo cual 
estos últimos proporcionan la información sustentatoria 
y actualizada de su condición como tal a las personas 
jurídicas o entes jurídicos, según corresponda; e informan 
cualquier cambio en su condición.

6.3 Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 6.2 las 
personas jurídicas o entes jurídicos deberán:

a) Verificar los datos de identidad del beneficiario final 
y demás datos que se establezcan mediante Decreto 
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Supremo, a través de documentos, datos e información 
adecuada y confiable de manera sustentada. 

b) Mantener actualizada la información del beneficiario 
final que establezca el Decreto Legislativo y normas 
reglamentarias.

c) Conservar la información del beneficiario final, de 
la cadena de titularidad y de la documentación que le 
sirva de sustento durante el plazo que señale la normativa 
específica. En caso de que la información del beneficiario 
final sea llevada por terceros, estos últimos seguirán 
siendo responsables de dicha conservación. 

Cuando luego de aplicados los criterios para la 
determinación del beneficiario final a que se refiere el 
artículo 4, según corresponda, no se pueda obtener la 
información sobre su identificación , las personas jurídicas 
o entes jurídicos están obligados a publicar este hecho en 
cualquier medio de comunicación idóneo que permita el 
conocimiento del público en general. 

d) Proporcionar y/o permitir el acceso oportuno de las 
autoridades competentes a la información del beneficiario 
final, incluyendo el acceso a la documentación que le 
sirve de sustento. 

Artículo 7.- Obligación de entregar la información 
por entidades de la administración pública

Las entidades de la Administración Pública a que 
se refiere el artículo I del Título Preliminar de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General, cuyo Texto Único 
Ordenado fue aprobado por Decreto Supremo N° 006-
2017-JUS, están obligadas a atender los requerimientos 
de información que realicen la SUNAT, la SBS y la SMV y 
otras autoridades competentes, a fin de que estas puedan 
identificar y/o corroborar la información proporcionada de 
los beneficiarios finales de las personas jurídicas o entes 
jurídicos, según corresponda. 

La SMV y la SBS, en cumplimiento de lo establecido en 
el artículo 62 y en la Octava Disposición Final del Código 
Tributario deben proporcionar a la SUNAT, la información 
que tengan disponible del beneficiario final a que se refiere 
el artículo 5 para que esta pueda cumplir con lo señalado 
en el párrafo 8.1 del artículo 8 no pudiendo oponerse 
reserva alguna a dicho deber de información.

Artículo 8.- De la utilización de la información 
sobre beneficiario final 

8.1 La información del beneficiario final puede ser 
utilizada por la SUNAT, la SBS y la SMV:

a) Para cumplir con la asistencia administrativa mutua 
en materia tributaria de acuerdo con lo establecido en los 
tratados internacionales, las decisiones de la Comisión 
de la Comunidad Andina y para intercambiar información 
entre las indicadas instituciones con la finalidad de cumplir 
con lo señalado en los literales b) al d).

b) Para el cumplimiento de las funciones de control del 
cumplimiento de obligaciones tributarias y lucha contra la 
evasión y elusión tributaria que corresponden a la SUNAT.

c) Para el cumplimiento de las funciones de supervisión 
y análisis financiero de la SBS.

d) Para el cumplimiento de las funciones de supervisión 
y control del mercado de valores de la SMV.

8.2 Para asegurar el cumplimiento de lo establecido 
en los artículos 5 y 6, la SBS, la SMV y la SUNAT, según 
corresponda, pueden exigir la información que resulte 
necesaria para corroborar la identificación del beneficiario 
final y los demás datos de éstos que se establezcan en las 
normas reglamentarias.

8.3 De comprobarse la falsedad sobre la información 
declarada respecto del beneficiario final se impondrán 
las sanciones previstas en la normativa sectorial, cuando 
corresponda; sin perjuicio de iniciarse las acciones penales 
a que hubiere lugar conforme a las normas penales. 

CAPÍTULO IV

MEDIDAS PARA ASEGURAR LA PRESENTACIÓN DE 
LA INFORMACIÓN DEL BENEFICIARIO FINAL

Artículo 9.- Verificación del cumplimiento de la 
obligación de presentación de la declaración del 
beneficiario final por los notarios públicos

La SUNAT pondrá a disposición de los notarios 
públicos un acceso virtual mediante el cual deben verificar 
la presentación de la declaración jurada del beneficiario 
final, presentada por las personas jurídicas o entes 
jurídicos.

Los Notarios Públicos que en el ejercicio de sus 
funciones tomen conocimiento del incumplimiento de la 
presentación de la declaración jurada del beneficiario 
final, deberán informarlo a la SUNAT en la forma, plazo y 
condiciones que esta establezca mediante resolución de 
superintendencia.

Artículo 10.- Refrendo
El Decreto Legislativo es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros, el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro de Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Reglamentación
El Poder Ejecutivo, mediante decreto supremo, 

reglamenta el presente Decreto Legislativo, en un plazo 
no mayor a ciento veinte (120) días, a fin de regular el 
detalle de la información que se debe recolectar y declarar 
sobre el beneficiario final; así como, las acciones que 
deberán realizar e implementar las personas jurídicas y 
entes jurídicos obligados a presentar la declaración de 
beneficiario final para que puedan acceder, proporcionar y 
conservar dicha información. 

Segunda.- Sobre la definición del beneficiario final 
y del procedimiento de debida diligencia que deberán 
aplicar las instituciones financieras

Mediante el Decreto Supremo a que se refiere 
el artículo 143-A de la Ley N° 26702, Ley General 
del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y 
Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, 
se establece la definición del beneficiario final para 
efectos del intercambio automático de información, así 
como, el procedimiento de debida diligencia que deberán 
aplicar las instituciones financieras, considerando las 
recomendaciones y estándares internacionales existentes 
aprobados, como aquellas establecidas en los convenios 
internacionales.

Tercera.- Suministro de información de los 
beneficiarios finales por los profesionales de derecho 
y de las ciencias contables y financieras, como 
también por los Notarios Públicos

Las comunicaciones entre los profesionales de derecho 
o profesionales de ciencias contables y financieras y sus 
clientes solo están protegidas por el secreto profesional 
en la medida que los mencionados profesionales ejerzan 
su profesión. 

Los referidos profesionales no podrán negarse a 
proporcionar la información solicitada por las autoridades 
competentes invocando el derecho al secreto profesional 
cuando actúen, entre otros, como titulares de empresas, 
socios, accionistas, participacionistas, representantes 
legales, apoderados, administradores, directores, 
miembros del consejo directivo u ostenten alguna calidad 
prevista en los literales a) y b) del párrafo 4.2 del artículo 
4.

La información relacionada a la identificación de 
los beneficiarios finales de las personas jurídicas y 
entes jurídicos que se proporcione a las autoridades 
competentes en cumplimiento de este Decreto Legislativo 
por los profesionales de derecho o ciencias contables y 
financieras no constituye violación al secreto profesional 
ni tampoco está sujeta a las restricciones sobre revelación 
de información derivadas de la confidencialidad impuesta 
por vía contractual o por cualquier disposición legal o 
reglamentaria.

Lo expuesto en la presente disposición es de 
aplicación al Notario Público, en cuanto corresponda.

DISPOSICION COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- Designación del Oficial de Cumplimiento
Para el trámite de la designación del oficial de 

cumplimiento, a que se refiere el artículo 10 de la Ley N° 
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27693, Ley que crea la Unidad de Inteligencia Financiera 
- Perú, los sujetos obligados deben adjuntar la constancia 
de presentación de la declaración de beneficiario final, 
además de la información y documentación establecida 
en las normas vigentes sobre prevención del lavado de 
activos y del financiamiento del terrorismo.

Los sujetos obligados que, a la fecha de entrada de 
vigencia del presente Decreto Legislativo, cuenten con 
oficial de cumplimiento designado o cuenten con una 
solicitud en trámite para su designación deben presentar 
a la UIF, la constancia de presentación de la declaración 
de beneficiario final dentro de los treinta (30) días hábiles 
siguientes a la fecha establecida para su vencimiento. 
También deben presentar la referida constancia en el 
plazo señalado, los sujetos que realicen el trámite para 
la designación de su oficial de cumplimiento a partir de la 
vigencia del presente Decreto Legislativo y hasta antes 
de establecido el plazo de vencimiento de la referida 
declaración señalado en el cronograma que apruebe la 
SUNAT. Vencido el plazo de treinta (30) días hábiles antes 
mencionado, la UIF exige en todos los casos la constancia 
de presentación de la declaración del beneficiario final 
correspondiente.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modificación del tercer párrafo del literal 
a) del numeral 10 y del último párrafo del artículo 62, 
del primer párrafo del numeral 7, del primer párrafo 
del numeral 8, del encabezado del numeral 15 y del 
numeral 15.1 del artículo 87, de los numerales 7 y 8 
del artículo 175, los numerales 2, 3 y 27 del artículo 
177, del sexto párrafo del literal b) del artículo 180, 
del sétimo y octavo ítems del rubro 3, del segundo, 
tercero y del vigésimo sétimo ítems del rubro 5 de las 
Tablas de Infracciones y Sanciones I, II y III referidos 
a las infracciones de los numerales 7 y 8 del artículo 
175, y de los numerales 2, 3 y 27 del artículo 177; así 
como, el cuarto ítem del rubro 4 referido a la infracción 
del numeral 4 del artículo 176 y de las Notas (10), (11), 
(14) y (20) de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
Tributarias I y II del Código Tributario. 

Modificase el tercer párrafo del literal a) del numeral 
10 y el último párrafo del artículo 62, el primer párrafo del 
numeral 7, el primer párrafo del numeral 8, el encabezado 
del numeral 15 y el numeral 15.1 del artículo 87, los 
numerales 7 y 8 del artículo 175, los numerales 2, 3 y 27 
del artículo 177, del sexto párrafo del literal b) del artículo 
180, el sétimo y octavo ítem del rubro 3, el segundo, 
tercero y el vigésimo sétimo ítems del rubro 5 de las 
Tablas de Infracciones y Sanciones I, II, III referidos a las 
infracciones de los numerales 7 y 8 del artículo 175, y 
de los numerales 2, 3 y 27 del artículo 177 del Código 
Tributario; así como, el cuarto ítem del rubro 4 referido a la 
infracción del numeral 4 del artículo 176 y las Notas (10), 
(11), (14) y (20) de las Tablas de Infracciones y Sanciones 
Tributarias I y II del Código Tributario, en los siguientes 
términos:

“Artículo 62. - FACULTAD DE FISCALIZACIÓN

(…)
10. Solicitar información a las Empresas del Sistema 

Financiero sobre:

a) (…) 
(…)
Tratándose de la información financiera que la SUNAT 

requiera para intercambiar información en cumplimiento 
de lo acordado en los convenios internacionales se 
proporcionará teniendo en cuenta lo previsto en la Ley N° 
26702, Ley General del Sistema Financiero y Orgánica 
de la Superintendencia de Banca y Seguros, o norma 
que la sustituya, así como sus normas reglamentarias y 
complementarias y podrá ser utilizada para el ejercicio de 
sus funciones.

(…) 
Tratándose de la SUNAT, la facultad a que se refiere 

el presente artículo es de aplicación, adicionalmente, para 
realizar las actuaciones y procedimientos para prestar 

y solicitar asistencia administrativa mutua en materia 
tributaria, así como para el control de las obligaciones 
formales vinculadas con la citada asistencia administrativa 
mutua no pudiendo ninguna persona o entidad, pública 
o privada, negarse a suministrar la información que para 
dicho efecto solicite la SUNAT.”

“Artículo 87. - OBLIGACIONES DE LOS 
ADMINISTRADOS

(…)
7. Almacenar, archivar y conservar los libros y 

registros, llevados de manera manual, mecanizada o 
electrónica, así como los documentos y antecedentes 
de las operaciones o situaciones que constituyan 
hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias 
o que estén relacionadas con ellas, o que sustenten el 
cumplimiento de los procedimientos de debida diligencia 
que respalden las declaraciones juradas informativas para 
la asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, cinco (5) años o durante el plazo de prescripción del 
tributo, el que fuera mayor. El plazo de cinco (5) años se 
computa a partir del uno (1) de enero del año siguiente a la 
fecha de vencimiento de la presentación de la declaración 
de la obligación tributaria correspondiente. Tratándose 
de los pagos a cuenta del impuesto a la renta, el plazo 
de cinco (5) años se computa considerando la fecha de 
vencimiento de la declaración anual del citado impuesto.

(...). 

“8. Mantener en condiciones de operación los sistemas 
de programas electrónicos, soportes magnéticos y otros 
medios de almacenamiento de información utilizados en 
sus aplicaciones que incluyan datos vinculados con la 
materia imponible o que sustenten el cumplimiento de 
los procedimientos de debida diligencia que respalden 
las declaraciones informativas para la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria o aquellos que 
contengan la información del beneficiario final, cinco (5) 
años o durante el plazo de prescripción del tributo, el que 
fuera mayor, debiendo comunicar a la Administración 
Tributaria cualquier hecho que impida cumplir con dicha 
obligación a efectos que la misma evalúe dicha situación.

(…)
15. Permitir que la SUNAT realice las acciones 

que corresponda a las diversas formas de asistencia 
administrativa mutua, para lo cual los administrados, entre 
otros, deben:

15.1 Presentar o exhibir, en las oficinas fiscales 
o ante los funcionarios autorizados, según señale la 
Administración, las declaraciones, informes, libros de 
actas, registros y libros contables y cualquier documento, 
inclusive los que sustenten el cumplimiento de los 
procedimientos de debida diligencia que respalden las 
declaraciones juradas informativas que se presentan 
a la SUNAT, en la forma, plazos y condiciones en que 
sean requeridos, así como, cuando corresponda, sus 
respectivas copias, las cuales deben ser refrendadas por 
el sujeto o por su representante legal; y de ser el caso, 
realizar las aclaraciones que le soliciten. 

Esta obligación incluye la de proporcionar los datos 
necesarios para conocer los programas y archivos en 
medios magnéticos o de cualquier otra naturaleza. 

De no contarse con los elementos necesarios para 
permitir el acceso a la Administración Tributaria, se debe 
probar el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia.

(…)”

“Artículo 175.- INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR LIBROS Y/O 
REGISTROS O CONTAR CON INFORMES U OTROS 
DOCUMENTOS

(…)
7. No conservar los libros y registros, llevados 

en sistema manual, mecanizado o electrónico, 
documentación sustentatoria, informes, análisis y 
antecedentes de las operaciones o situaciones que 
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constituyan hechos susceptibles de generar obligaciones 
tributarias o que estén relacionadas con éstas, o que 
sustenten el cumplimiento de los procedimientos de 
debida diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas para la asistencia administrativa mutua en 
materia tributaria o aquellos que contengan la información 
del beneficiario final, cinco (5) años o durante el plazo de 
prescripción del tributo, el que fuera mayor.

8. No conservar los sistemas o programas 
electrónicos de contabilidad, los soportes magnéticos, 
los microarchivos u otros medios de almacenamiento 
de información utilizados en sus aplicaciones que 
incluyan datos vinculados con la materia imponible o 
que sustenten el cumplimiento de los procedimientos de 
debida diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas para la asistencia administrativa mutua en 
materia tributaria o aquellos que contengan la información 
del beneficiario final, cinco (5) años o durante el plazo de 
prescripción del tributo, el que fuera mayor.

(…)”

“Artículo 177.- INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACIÓN DE PERMITIR EL CONTROL DE 
LA ADMINISTRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

(…)
2. Ocultar o destruir bienes, libros y registros 

contables, documentación sustentatoria, informes, 
análisis y antecedentes de las operaciones o situaciones 
que estén relacionadas con hechos susceptibles de 
generar obligaciones tributarias o que sustenten el 
cumplimiento de los procedimientos de debida diligencia 
que respalden las declaraciones informativas para la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, antes de los cinco (5) años o de que culmine el plazo 
de prescripción del tributo, el que fuera mayor.

3. No mantener en condiciones de operación los 
soportes portadores de microformas grabadas, los 
soportes magnéticos y otros medios de almacenamiento 
de información utilizados en las aplicaciones que incluyen 
datos vinculados con la materia imponible o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones informativas 
para la asistencia administrativa mutua en materia 
tributaria o aquellos que contengan la información del 
beneficiario final, cuando se efectúen registros mediante 
microarchivos o sistemas electrónicos computarizados o 
en otros medios de almacenamiento de información.

(…)
27. No exhibir o no presentar la documentación e 

información a que hace referencia el inciso g) del artículo 
32-A de la Ley del Impuesto a la Renta o, de ser el caso, 
su traducción al castellano; que, entre otros, respalde 
las declaraciones juradas informativas Reporte Local, 
Reporte Maestro y/o Reporte País por País; o no exhibir 
o no presentar la documentación que respalde otras 
declaraciones informativas para el cumplimiento de la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
información del beneficiario final a las que se refiere el 
numeral 15.3 del artículo 87 del presente Código Tributario 
o que sustenten el cumplimiento de los procedimientos de 
debida diligencia, en la forma, plazo y condiciones que le 
sean requeridos por la SUNAT. 

(…)”.

“Artículo 180.- TIPOS DE SANCIONES

(…)
b) 
(…)
Cuando el deudor tributario haya presentado la 

Declaración Jurada Anual o declaraciones juradas 
mensuales, pero no consigne o declare cero en los 
campos o casillas de Ventas Netas y/o Ingresos por 
Servicios y otros ingresos gravables y no gravables o 
rentas netas o ingresos netos; o cuando no se encuentra 
obligado a presentar la Declaración Jurada Anual o las 
declaraciones mensuales; o cuando hubiera iniciado 
operaciones en el ejercicio en que se cometió o detectó 

la infracción, o cuando hubiera iniciado operaciones 
en el ejercicio anterior y no hubiera vencido el plazo 
para la presentación de la Declaración Jurada Anual; o 
cuando se trate de sujetos que no generan ingresos e 
incumplen con las obligaciones vinculadas a la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria; se aplicará 
una multa equivalente al cuarenta por ciento (40%) de la 
UIT, con excepción del incumplimiento de obligaciones 
relacionadas al beneficiario final a que se refiere el 
numeral 15.3 del artículo 87 del presente Código, en cuyo 
caso se aplicará:

i) Para las infracciones sancionadas con el 0,6% de 
los IN conforme a las Tablas de Infracciones y Sanciones: 
Una multa equivalente al dos por ciento (2%) del monto 
consignado en la casilla total patrimonio de la Declaración 
Jurada Anual correspondiente al ejercicio anterior, o en 
su defecto, una multa equivalente al uno por ciento (1%) 
del monto consignado en la casilla Activos Netos de la 
Declaración Jurada Anual correspondiente al ejercicio 
anterior, las cuales no podrán ser menor de 5 UIT ni mayor 
a las 50 UIT. De haberse consignado cero o no haberse 
consignado monto alguno en dichas casillas, se aplicará 
una multa equivalente a 5 UIT.

ii) Para las infracciones sancionadas con el 0,3% 
de los IN conforme a las Tablas de Infracciones 
y Sanciones: Una multa equivalente al uno por 
ciento (1%) del monto consignado en la casilla 
total patrimonio de la Declaración Jurada Anual 
correspondiente al ejercicio anterior, o en su defecto, 
una multa equivalente al medio por ciento (0,5%) del 
monto consignado en la casilla Activos Netos de la 
Declaración Jurada Anual correspondiente al ejercicio 
anterior, las cuales no podrán ser menor de 3 UIT ni 
mayor a las 25 UIT. De haberse consignado cero o no 
haberse consignado monto alguno en dichas casillas, 
se aplicará una multa equivalente a 3 UIT.

(…)”.

“tabla i
código tributario - libro cuarto (infracciones y 
sanciones) personas y entidades generadores 

de renta de tercera categoría incluidas las del 
rÉgimen mype tributario

(…)

infracciones referencia sanción

(…)

3. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de llevar libros y/o 
registros o contar con informes u otros 
documentos

artículo
175

(…)

- No conservar los libros y registros, llevados en sistema 

manual, mecanizado o electrónico, documentación 

sustentatoria, informes, análisis y antecedentes de 

las operaciones o situaciones que constituyan hechos 

susceptibles de generar obligaciones tributarias o que estén 

relacionadas con éstas, o que sustenten el cumplimiento 
de los procedimientos de debida diligencia que 
respalden las declaraciones juradas informativas para la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, cinco (5) años o durante el plazo de prescripción del 

tributo, el que fuera mayor.

Numeral 7 0.3% de 

los IN

(11)

- No conservar los sistemas o programas electrónicos de 

contabilidad, los soportes magnéticos, los microarchivos u 

otros medios de almacenamiento de información utilizados 

en sus aplicaciones que incluyan datos vinculados con la 

materia imponible o que sustenten el cumplimiento de los 
procedimientos de debida diligencia que respalden las 
declaraciones juradas informativas para la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria o aquellos 
que contengan la información del beneficiario final, 
cinco (5) años o durante el plazo de prescripción del tributo, 

el que fuera mayor.

Numeral 8 0.3% de 

los IN

(11)

(…)
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infracciones referencia sanción

4. constituyen infracciones relacionadas con 
la obligación de presentar declaraciones y 
comunicaciones

artículo 
176

(…)

- Presentar otras declaraciones o comunicaciones en forma 

incompleta o no conformes con la realidad.

Numeral 4 30% de la 

UIT o 0.6% 
de los in 

(14)

(…)

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma 

artículo
177

(…)

- Ocultar o destruir bienes, libros y registros contables, 

documentación sustentatoria, informes, análisis y 

antecedentes de las operaciones o situaciones que 

estén relacionadas con hechos susceptibles de generar 

obligaciones tributarias, o que sustenten el cumplimiento 
de los procedimientos de debida diligencia que 
respalden las declaraciones informativas para la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 

aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, antes de los cinco (5) años o de que culmine el plazo 

prescripción del tributo, el que fuera mayor.

Numeral 2 0.6% de 

los IN

(10)

- No mantener en condiciones de operación los soportes 

portadores de microformas grabadas, los soportes 

magnéticos y otros medios de almacenamiento de 

información utilizados en las aplicaciones que incluyen 

datos vinculados con la materia imponible o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas para la asistencia administrativa mutua 
en materia tributaria o aquellos que contengan la 
información del beneficiario final, cuando se efectúen 

registros mediante microarchivos o sistemas electrónicos 

computarizados o en otros medios de almacenamiento de 

información.

Numeral 3 0.3% de 

los IN

(11)

(…)

- No exhibir o no presentar la documentación e información 

a que hace referencia el inciso g) del artículo 32-A de la Ley 

del Impuesto a la Renta o, de ser el caso, su traducción 

al castellano; que, entre otros, respalde las declaraciones 

juradas informativas Reporte Local, Reporte Maestro 

y/o Reporte País por País; o no exhibir o no presentar 
la documentación que respalde otras declaraciones 
informativas para el cumplimiento de la asistencia 

administrativa mutua en materia tributaria o información del 
beneficiario final a las que se refiere el numeral 15.3 del 
inciso 15 del artículo 87 del presente código tributario o 
que sustenten el cumplimiento de los procedimientos de 
debida diligencia, en la forma, plazo y condiciones que 
le sean requeridos por la sunat.

Numeral 27 0.6% de 

los IN

(10) (20)

(…)”.

“tabla ii

código tributario - libro cuarto
(infracciones y sanciones)

personas naturales que perciban renta de cuarta 
CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS AL RÉGIMEN ESPECIAL 
de renta y otras personas y entidades no incluidas 

EN LAS TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

infracciones referencia sanción

(…)

3. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de llevar libros y/o 
registros o contar con informes u otros 
documentos

artículo
175

(…)

infracciones referencia sanción

- No conservar los libros y registros, llevados en sistema 

manual, mecanizado o electrónico, documentación 

sustentatoria, informes, análisis y antecedentes de 

las operaciones o situaciones que constituyan hechos 

susceptibles de generar obligaciones tributarias o 

que estén relacionadas con éstas, o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas para la asistencia administrativa mutua 
en materia tributaria o aquellos que contengan la 
información del beneficiario final, cinco (5) años o 

durante el plazo de prescripción del tributo, el que fuera 

mayor.

Numeral 7 0.3% de los IN

(11) 

- No conservar los sistemas o programas electrónicos de 

contabilidad, los soportes magnéticos, los microarchivos 

u otros medios de almacenamiento de información 

utilizados en sus aplicaciones que incluyan datos 

vinculados con la materia imponible o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas para la asistencia administrativa mutua 
en materia tributaria o aquellos que contengan la 
información del beneficiario final, cinco (5) años o 

durante el plazo de prescripción del tributo, el que fuera 

mayor.

Numeral 8 0.3% de los IN

(11)

(…)

4. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de presentar 
declaraciones y comunicaciones

artículo 
176

(…)

Presentar otras declaraciones o comunicaciones en 

forma incompleta o no conformes con la realidad.

Numeral 4 15% de la UIT o 

0.6% de los 
in (14)

(…)

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma

artículo
177

(…)

- Ocultar o destruir bienes, libros y registros contables, 

documentación sustentatoria, informes, análisis y 

antecedentes de las operaciones o situaciones que 

estén relacionadas con hechos susceptibles de generar 

obligaciones tributarias o que sustenten el cumplimiento 
de los procedimientos de debida diligencia que 
respalden las declaraciones informativas para la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 

aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, antes de los cinco (5) años o de que culmine el plazo 

de prescripción del tributo, el que fuera mayor.

Numeral 2 0.6% de los IN

(10)

- No mantener en condiciones de operación los soportes 

portadores de microformas grabadas, los soportes 

magnéticos y otros medios de almacenamiento de 

información utilizados en las aplicaciones que incluyen 

datos vinculados con la materia imponible o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones informativas 
para la asistencia administrativa mutua en materia 
tributaria o aquellos que contengan la información del 
beneficiario final, cuando se efectúen registros mediante 

microarchivos o sistemas electrónicos computarizados o en 

otros medios de almacenamiento de información.

Numeral 3 0.3% de los IN

(11)

(…)

- No exhibir o no presentar la documentación e 

información a que hace referencia el inciso g) del artículo 

32-A de la Ley del Impuesto a la Renta o, de ser el caso, 

su traducción al castellano; que, entre otros, respalde 

las declaraciones juradas informativas Reporte Local, 

Reporte Maestro y/o Reporte País por País ; o no exhibir 
o no presentar la documentación que respalde otras 
declaraciones informativas para el cumplimiento 
de la asistencia administrativa mutua en materia 
tributaria o información del beneficiario final a las que 
se refiere el numeral 15.3 del inciso 15 del artículo 
87 del presente código tributario o que sustenten 
el cumplimiento de los procedimientos de debida 
diligencia, en la forma, plazo y condiciones que le 
sean requeridos por la sunat.

Numeral 27 0.6% de los IN

(10) (20)

(…)”.
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“tabla iii
código tributario - libro cuarto

(infracciones y sanciones)
personas y entidades que se encuentran 

en el nuevo rÉgimen Único simplificado

(…)

infracción referencia sanción

3. constituyen infracciones relacionadas con 
la obligación de llevar libros y/o registros o 
contar con informes u otros documentos

artículo
175

(…)

- No conservar los libros y registros, llevados en sistema 

manual, mecanizado o electrónico, documentación 

sustentatoria, informes, análisis y antecedentes de 

las operaciones o situaciones que constituyan hechos 

susceptibles de generar obligaciones tributarias o que estén 

relacionadas con éstas, o que sustenten el cumplimiento 
de los procedimientos de debida diligencia que 
respalden las declaraciones juradas informativas para 
la asistencia administrativa mutua en materia tributaria 
o aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, cinco (5) años o durante el plazo de prescripción del 

tributo, el que fuera mayor.

Numeral 7 0.3% de los I 

o cierre

(2)(3)

- No conservar los sistemas o programas electrónicos de 

contabilidad, los soportes magnéticos, los microarchivos u 

otros medios de almacenamiento de información utilizados 

en sus aplicaciones que incluyan datos vinculados con la 

materia imponible o que sustenten el cumplimiento de 
los procedimientos de debida diligencia que respalden 
las declaraciones juradas informativas para la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria o aquellos que 
contengan la información del beneficiario final, cinco (5) 

años o durante el plazo de prescripción del tributo, el que 

fuera mayor.

Numeral 8 0.3% de los 

I o cierre 

(2) (3)

(…)

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligación de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma

artículo
177

(…)

- Ocultar o destruir bienes, libros y registros contables, 

documentación sustentatoria, informes, análisis y 

antecedentes de las operaciones o situaciones que 

estén relacionadas con hechos susceptibles de generar 

obligaciones tributarias o que sustenten el cumplimiento 
de las procedimientos de debida diligencia que respalden 
las declaraciones informativas para la asistencia 
administrativa mutua en materia tributaria o aquellos que 
contengan la información del beneficiario final, antes de 

los cinco (5) años o de que culmine el plazo prescripción del 

tributo, el que fuera mayor.

Numeral 2 0.6% de los I 

o cierre

(2) (3)

- No mantener en condiciones de operación los soportes 

portadores de microformas grabadas, los soportes 

magnéticos y otros medios de almacenamiento de 

información utilizados en las aplicaciones que incluyen datos 

vinculados con la materia imponible o que sustenten el 
cumplimiento de los procedimientos de debida diligencia 
que respalden las declaraciones informativas para la 
asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
aquellos que contengan la información del beneficiario 
final, cuando se efectúen registros mediante microarchivos o 

sistemas electrónicos computarizados o en otros medios de 

almacenamiento de información.

Numeral 3 0.3% de los I 

o cierre

(2) (3)

(…)

 No exhibir o no presentar la documentación e información 

a que hace referencia el inciso g) del artículo 32-A de la Ley 

del Impuesto a la Renta o, de ser el caso, su traducción al 

castellano; que, entre otros, respalde las declaraciones 

juradas informativas Reporte Local, Reporte Maestro 

y/o Reporte País por País; o no exhibir o no presentar 
la documentación que respalde otras declaraciones 
informativas para el cumplimiento de la asistencia 

administrativa mutua en materia tributaria o información del 
beneficiario final a las que se refiere el numeral 15.3 del 
inciso 15 del artículo 87 del presente código tributario o 
que sustenten el cumplimiento de los procedimientos de 
debida diligencia, en la forma, plazo y condiciones que le 
serán requeridos por la sunat.

Numeral 27

(…)”.

“TABLA I
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO 

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS Y ENTIDADES GENERADORES DE 

RENTA DE TERCERA CATEGORÍA INCLUIDAS LAS 
DEL RÉGIMEN MYPE TRIBUTARIO

(…)

Notas:

(…)
(10) Cuando la sanción aplicada se calcule en función 

a los IN anuales no podrá ser menor al 10% de la UIT 
ni mayor a 25 UIT, salvo en el caso de las infracciones 
vinculadas al beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del presente Código Tributario, en la 
que la multa no podrá ser menor a 5 UIT ni mayor a 50 
UIT.

(11) Cuando la sanción aplicada se calcule en función 
a los IN anuales no podrá ser menor al 10% de la UIT 
ni mayor a 12 UIT, salvo en el caso de las infracciones 
vinculadas al beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del presente Código Tributario, en la 
que la multa no podrá ser menor a 3 UIT ni mayor a 25 
UIT.

(…)
(14) Se aplicará el 0.6% de los IN en el caso de las 

infracciones vinculadas a las declaraciones juradas 
informativas Reporte Local, Reporte Maestro y/o Reporte 
País por País, o las declaraciones informativas para el 
cumplimiento de la asistencia administrativa mutua en 
materia tributaria o la declaración jurada informativa del 
beneficiario final a que se refiere el numeral 15.3 del 
artículo 87 del presente Código Tributario con los topes 
señalados en la nota (10).

(…)
(20) Para los supuestos del antepenúltimo y último 

párrafos del inciso b) del artículo 180 la multa será 
equivalente a 3.5 y 6.5 UIT respectivamente; salvo en 
el caso de las infracciones vinculadas al beneficiario 
final a que se refiere el numeral 15.3 del artículo 87 
del presente Código Tributario a las que se aplicará 
los topes señalados en el sexto y últimos párrafos del 
inciso b) del artículo 180.

(…)”.

“TABLA II
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

Notas:

(…)
(10) Cuando la sanción aplicada se calcule en función 

a los IN anuales no podrá ser menor al 10% de la UIT 
ni mayor a 25 UIT, salvo en el caso de las infracciones 
vinculadas al beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del presente Código Tributario, en la 
que la multa no podrá ser menor a 5 UIT ni mayor a 50 
UIT.

(11) Cuando la sanción aplicada se calcule en función 
a los IN anuales no podrá ser menor al 10% de la UIT 
ni mayor a 12 UIT, salvo en el caso de las infracciones 
vinculadas al beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del presente Código Tributario, en la 
que la multa no podrá ser menor a 3 UIT ni mayor a 25 
UIT.

(…)
(14) Se aplicará el 0.6% de los IN en el caso de las 

infracciones vinculadas a las declaraciones juradas 
informativas Reporte Local, Reporte Maestro y/o Reporte 
País por País, o las declaraciones informativas para el 
cumplimiento de la asistencia administrativa mutua en 
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materia tributaria o la declaración jurada informativa del 
beneficiario final a que se refiere el numeral 15.3 del 
artículo 87 del presente Código Tributario con los topes 
señalados en la nota (10).

(…)
(20) Para los supuestos del antepenúltimo y último 

párrafos del inciso b) del artículo 180 la multa será 
equivalente a 3.5 y 6.5 UIT respectivamente; salvo en el 
caso de las infracciones vinculadas al beneficiario final a 
que se refiere el numeral 15.3 del artículo 87 del presente 
Código Tributario a las que se aplicará los topes señalados 
en el sexto y últimos párrafos del inciso b) del artículo 180.

(…)”.

Segunda.- Incorporación del numeral 12 al tercer 
párrafo del artículo 16, del numeral 15.4 al artículo 
87, del numeral 28 del artículo 177 y del vigésimo 
octavo ítem del rubro 5 de las Tablas de Infracciones y 
Sanciones I, II y III referido a la infracción del numeral 
28 del artículo 177 del Código Tributario.

Incorporase el numeral 12 al tercer párrafo del artículo 
16, el numeral 15.4 al artículo 87, el numeral 28 del artículo 
177, del vigésimo octavo ítem del rubro 5 de las Tablas de 
Infracciones y Sanciones I, II y III referido a la infracción 
del numeral 28 del artículo 177 del Código Tributario, en 
los siguientes términos:

“Artículo 16.- REPRESENTANTES – 
RESPONSABLES SOLIDARIOS

(…)
Se considera que existe dolo, negligencia grave o 

abuso de facultades, salvo prueba en contrario, cuando 
el deudor tributario:

(…)
12. Omita presentar la declaración jurada informativa 

prevista en el numeral 15.3 del artículo 87 del Código 
Tributario, que contiene la información relativa al 
beneficiario final.

(…).”

“Artículo 87.- OBLIGACIONES DE LOS 
ADMINISTRADOS

(…)
15. Permitir que la SUNAT realice las acciones 

que corresponda a las diversas formas de asistencia 
administrativa mutua para lo cual los administrados, entre 
otros deben: 

(…)
15.4 Realizar, cuando corresponda de acuerdo a 

las normas respectivas, los procedimientos de debida 
diligencia que respalden las declaraciones juradas 
informativas que se presentan a la SUNAT.

(…).”

“Artículo 177.- INFRACCIONES RELACIONADAS 
CON LA OBLIGACION DE PERMITIR EL CONTROL DE 
LA ADMINISTRACIÓN, INFORMAR Y COMPARECER 
ANTE LA MISMA

(…)
28. No sustentar la realización de los procedimientos 

de debida diligencia que respalden las declaraciones 
juradas informativas que se presentan a la SUNAT para 
la asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 
sobre la información del beneficiario final o sustentar solo 
la realización parcial de estos.”

“tabla i
código tributario - libro cuarto (infracciones y 
sanciones) personas y entidades generadores 

de renta de tercera categoría incluidas las del 
rÉgimen mype tributario

(…)

infracciones referencia sanción

(…)

infracciones referencia sanción

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligacion de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma

artículo
177

(…)

- No sustentar la realización de los procedimientos 

de debida diligencia que respalden las declaraciones 

juradas informativas que se presentan a la SUNAT para 

la asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 

sobre la información del beneficiario final o sustentar solo 
la realización parcial de estos.

Numeral 28 0.6% de los IN

(10)

(…)”.

“TABLA II
CÓDIGO TRIBUTARIO - LIBRO CUARTO

(INFRACCIONES Y SANCIONES)
PERSONAS NATURALES QUE PERCIBAN RENTA 
DE CUARTA CATEGORÍA, PERSONAS ACOGIDAS 

AL RÉGIMEN ESPECIAL DE RENTA Y OTRAS 
PERSONAS Y ENTIDADES NO INCLUIDAS EN LAS 

TABLAS I Y III, EN LO QUE SEA APLICABLE

(…)

infracciones referencia sanción

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligacion de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma

artículo
177

(…)

- No sustentar la realización de los procedimientos 

de debida diligencia que respalden las declaraciones 

juradas informativas que se presentan a la SUNAT para 

la asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 

sobre la información del beneficiario final o sustentar solo 
la realización parcial de estos.

Numeral 28 0.6% de los IN

(10)

(…).”

“tabla iii
código tributario - libro cuarto

(infracciones y sanciones) personas y entidades 
que se encuentran en el nuevo rÉgimen Único 

simplificado

(…)

5. constituyen infracciones relacionadas 
con la obligacion de permitir el control 
DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, INFORMAR Y 
comparecer ante la misma

artículo
177

(…)

- No sustentar la realización de los procedimientos de 

debida diligencia que respalden las declaraciones juradas 

informativas que se presenten ante la SUNAT para la 

asistencia administrativa mutua en materia tributaria o 

sobre la información del beneficiario final o sustentar solo la 
realización parcial de estos. 

Numeral 28

(…).”

Tercera.- Incorporación del inciso i) e inciso j) al 
párrafo 10.2.1 del numeral 10.2 del artículo 10 de la 
Ley N° 27693, Ley que crea la Unidad de Inteligencia 
Financiera – Perú

Incorporase el inciso i) y j) al párrafo 10.2.1 del 
numeral 10.2 del artículo 10 de la Ley N° 27693, Ley que 
crea la Unidad de Inteligencia Financiera – Perú, en el 
siguiente término:

“Artículo 10.- De la supervisión del sistema de 
prevención de lavado de activos y de financiamiento 
del terrorismo

(…)
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10.2 Para el cumplimiento de sus funciones de 
supervisión se apoyarán en los siguientes agentes:

10.2.1 Oficial de Cumplimiento

(…)
i. Para que la UIF – Perú proceda al registro del 

Oficial de Cumplimiento designado por el sujeto obligado, 
este debe presentar la constancia de haber efectuado la 
declaración de beneficiario final a que se refiere el numeral 
15.3 del artículo 87 del Código Tributario, aprobado 
mediante Decreto Legislativo N° 816 cuyo Texto Único 
Ordenado ha sido aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 133-2013-EF y normas modificatorias.

j. Los componentes que conforman el sistema de 
prevención del lavado de activos y del financiamiento 
del terrorismo son compatibles con los del modelo de 
prevención al que hace referencia la Ley N° 30424, Ley que 
regula la responsabilidad administrativa de las personas 
jurídicas por el delito de cohecho activo transnacional. En 
estos casos, la función de encargado de prevención y de 
oficial de cumplimiento a dedicación exclusiva o no exclusiva 
de las personas jurídicas que son sujetos obligados puede 
ser asumida por la misma persona, siempre que cumpla 
con los requisitos establecidos en la presente Ley y la 
normativa aplicable sobre prevención de lavado de activos 
y de financiamiento del terrorismo para su designación. La 
única función adicional que puede desempeñar un Oficial de 
Cumplimiento de una persona jurídica que es sujeto obligado 
a dedicación exclusiva es la de encargado de prevención.

(…).”

Cuarta.- Modificación de la Ley del Notariado 
Modifícase los literales d) y p) del artículo 16, y el 

literal e) del artículo 54 del Decreto Legislativo N° 1049, 
Ley de Notariado en los siguientes términos:

“Artículo 16.- Obligaciones del Notario
El notario está obligado a:

(…)
d) Requerir a los intervinientes la presentación 

del documento nacional de identidad - D.N.I. y los 
documentos de identidad o de viaje determinados para 
la identificación de extranjeros en el territorio nacional, 
además de la respectiva calidad migratoria vigente 
conforme a la normativa sobre la materia, la constancia de 
presentación de la declaración jurada informativa sobre 
beneficiario final ante la SUNAT; documento que acredite 
que el beneficiario final ha cumplido con proporcionar 
información sobre su identidad a la persona jurídica o ente 
jurídico, cuando corresponda; así como los documentos 
exigibles para la extensión o autorización de instrumentos 
públicos notariales protocolares y extraprotocolares.”

(…)
p) Cumplir con todas las normas pertinentes en materia 

de prevención del lavado de activos y del financiamiento del 
terrorismo, conforme a la legislación de la materia; entre estas 
la identificación del beneficiario final en los documentos que 
le presenten para la extensión o autorización de instrumentos 
públicos notariales protocolares y extraprotocolares”.

“Artículo 54.- Contenido de la Introducción
La introducción expresará:

(…)
e) La circunstancia de intervenir en el instrumento 

una persona en representación de otra, con indicación 
del documento que lo autoriza; así como, los datos 
de identificación del beneficiario final, conforme a la 
legislación de la materia.

(…)”.

Quinta.- Modificación del primer párrafo del 
numeral 29 del inciso 3.1 del artículo 3 de la Ley N° 
29038, Ley que incorpora a la Unidad de Inteligencia 
Financiera del Perú (UIF-PERÚ) a la Superintendencia 
de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de 
Fondos de Pensiones.

Modificase el primer párrafo del numeral 29 del inciso 
3.1 del artículo 3 de la Ley N° 29038, Ley que incorpora 

a la Unidad de Inteligencia Financiera del Perú (UIF-
PERÚ) a la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, en 
los siguientes términos:

“Artículo 3.- De los sujetos obligados a informar

3.1. Son sujetos obligados a informar y, como tal, están 
obligados a proporcionar la información a que se refiere el 
artículo 3 de la Ley Nº 27693, Ley que crea la Unidad de 
Inteligencia Financiera – Perú e implementar el sistema de 
prevención de lavado de activos y de financiamiento del 
terrorismo, las personas naturales y jurídicas siguientes:

(…) 
29) Los abogados y contadores públicos colegiados, 

que de manera independiente, y las personas jurídicas, 
cuyo objeto social es la prestación de servicios jurídicos, 
legales y/o contables, que realizan o se disponen a 
realizar en nombre de su cliente o por cuenta de este, de 
manera habitual, las siguientes actividades: 

(…)”.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1676524-5

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Decreto Supremo que dispone la 
presentación de la Declaración Jurada de 
Intereses de los funcionarios y servidores 
públicos del Poder Ejecutivo

DECRETO SUPREMO
Nº 080-2018-PCM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO:
Que, el artículo 39 de la Constitución Política del 

Perú establece que todos los funcionarios y trabajadores 
públicos están al servicio de la Nación;

Que, la Ley N° 29158 - Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo, señala los principios y normas básicas de 
organización, competencias y funciones del Poder 
Ejecutivo, como parte del Gobierno Nacional; así como 
las funciones, atribuciones y facultades legales del 
Presidente de la República y del Consejo de Ministros; 

Que, asimismo, la citada norma señala que en virtud 
al Principio de Legalidad, las autoridades, funcionarios 
y servidores del Poder Ejecutivo están sometidos a la 
Constitución Política del Perú, a las leyes y a las demás 
normas del ordenamiento jurídico; y, desarrollan sus 
funciones dentro de las facultades que les estén conferidas;

Que, la referida ley resalta el Principio de Servicio 
al Ciudadano, estableciendo que las entidades del 
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PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1383

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el plazo 
de sesenta (60) días calendario, la facultad de legislar, 
entre otras, en materia de modernización del Estado, a 
fin de mejorar la actuación administrativa del Estado en lo 
relativo a supervisión, fiscalización y sanción;

Que, el literal b.8 del numeral 5 del artículo 2 de la citada 
Ley N° 30823, establece que en materia de modernización 
del Estado se tiene por finalidad optimizar las funciones 
de fiscalización de la Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral, estableciendo las atribuciones y 
facultades de sus inspectores independientemente del 
grupo ocupacional al que pertenecen;

Que, la Ley N° 28806, Ley General de Inspección 
del Trabajo regula el Sistema de Inspección del Trabajo, 
su composición, estructura orgánica, facultades y 
competencias, de conformidad con el Convenio Nº 81 de 
la Organización Internacional del Trabajo, considerando 
como función de la inspección del trabajo la vigilancia 
del cumplimiento de las normas de orden sociolaboral 
y de la seguridad social, de exigir las responsabilidades 
administrativas que procedan, orientar y asesorar 
técnicamente en dichas materias;

Que, resulta necesario modificar el marco normativo 
contenido en la Ley N° 28806, con la finalidad de 
optimizar y fortalecer las funciones a cargo del Sistema 
de Inspección del Trabajo, y mejorar su eficiencia, eficacia 
y cobertura a nivel nacional;

De conformidad con lo establecido en el literal b.8 del 
numeral 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA 
LA LEY Nº 28806, LEY GENERAL 
DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

establecer las normas necesarias para optimizar el 
funcionamiento del Sistema de Inspección del Trabajo, 
fijando las facultades y atribuciones de los inspectores 
de trabajo, para un adecuado ejercicio de la función 
inspectiva, a fin de garantizar el cumplimiento del 
ordenamiento jurídico sociolaboral y de seguridad y salud 
en el trabajo.

Artículo 2.- Modificación de la Ley N° 28806, Ley 
General de Inspección del Trabajo

Modifíquese los artículos 6 y 11 de la Ley N° 28806, 
Ley General de Inspección del Trabajo, que quedan 
redactados de la siguiente manera:

“Artículo 6.- Atribución de competencias
(…)
Los Inspectores Auxiliares están facultados para 

ejercer las siguientes funciones: 

a. Funciones inspectivas de vigilancia y control de 
las normas, cuando las materias a ser inspeccionadas 
no revistan complejidad. Para este efecto, mediante 
Resolución de Superintendencia de SUNAFIL, se 
aprueban los criterios técnicos para la determinación de 

las inspecciones que se consideren complejas, pudiendo 
considerarse, entre otros, las características del sujeto 
inspeccionado.

(…)”

“Artículo 11.- Modalidades de actuación
Las actuaciones inspectivas de investigación se 

desarrollan mediante requerimiento de información por 
medio de sistemas de comunicación electrónica, visita de 
inspección a los centros y lugares de trabajo, mediante 
requerimiento de comparecencia del sujeto inspeccionado 
ante el inspector actuante para aportar documentación 
y/o efectuar las aclaraciones pertinentes o mediante 
comprobación de datos o antecedentes que obren en el 
Sector Público.

(…)”

Artículo 3.- Expediente electrónico
Las actuaciones inspectivas y el procedimiento 

sancionador de inspección del trabajo se podrán 
realizar total o parcialmente a través de tecnologías y 
medios electrónicos, debiendo constar en un expediente 
electrónico, de conformidad con lo establecido en el 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
Decreto Supremo N° 006-2017-JUS.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Financiamiento
La aplicación de lo establecido en el presente 

Decreto Legislativo, en el caso de las entidades públicas 
involucradas, se financia con cargo a su presupuesto 
institucional, sin demandar recursos adicionales del 
Tesoro Público.

Segunda.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Trabajo y Promoción del Empleo.

POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1687393-1

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1384

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República, mediante la Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la gestión del 
Estado, por un plazo de sesenta (60) días calendario; 
estableciendo en el literal c) del numeral 4 de su artículo 
2, que el Poder Ejecutivo está facultado para legislar en 
materia de prevención y protección de las personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad; a fin de establecer 
medidas para promover la inclusión de las personas 
con discapacidad, garantizar el derecho al ejercicio de 
su capacidad jurídica en condiciones de igualdad y la 
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PODER EJECUTIVO

DECRETOS LEGISLATIVOS

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1383

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el plazo 
de sesenta (60) días calendario, la facultad de legislar, 
entre otras, en materia de modernización del Estado, a 
fin de mejorar la actuación administrativa del Estado en lo 
relativo a supervisión, fiscalización y sanción;

Que, el literal b.8 del numeral 5 del artículo 2 de la citada 
Ley N° 30823, establece que en materia de modernización 
del Estado se tiene por finalidad optimizar las funciones 
de fiscalización de la Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral, estableciendo las atribuciones y 
facultades de sus inspectores independientemente del 
grupo ocupacional al que pertenecen;

Que, la Ley N° 28806, Ley General de Inspección 
del Trabajo regula el Sistema de Inspección del Trabajo, 
su composición, estructura orgánica, facultades y 
competencias, de conformidad con el Convenio Nº 81 de 
la Organización Internacional del Trabajo, considerando 
como función de la inspección del trabajo la vigilancia 
del cumplimiento de las normas de orden sociolaboral 
y de la seguridad social, de exigir las responsabilidades 
administrativas que procedan, orientar y asesorar 
técnicamente en dichas materias;

Que, resulta necesario modificar el marco normativo 
contenido en la Ley N° 28806, con la finalidad de 
optimizar y fortalecer las funciones a cargo del Sistema 
de Inspección del Trabajo, y mejorar su eficiencia, eficacia 
y cobertura a nivel nacional;

De conformidad con lo establecido en el literal b.8 del 
numeral 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA 
LA LEY Nº 28806, LEY GENERAL 
DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

establecer las normas necesarias para optimizar el 
funcionamiento del Sistema de Inspección del Trabajo, 
fijando las facultades y atribuciones de los inspectores 
de trabajo, para un adecuado ejercicio de la función 
inspectiva, a fin de garantizar el cumplimiento del 
ordenamiento jurídico sociolaboral y de seguridad y salud 
en el trabajo.

Artículo 2.- Modificación de la Ley N° 28806, Ley 
General de Inspección del Trabajo

Modifíquese los artículos 6 y 11 de la Ley N° 28806, 
Ley General de Inspección del Trabajo, que quedan 
redactados de la siguiente manera:

“Artículo 6.- Atribución de competencias
(…)
Los Inspectores Auxiliares están facultados para 

ejercer las siguientes funciones: 

a. Funciones inspectivas de vigilancia y control de 
las normas, cuando las materias a ser inspeccionadas 
no revistan complejidad. Para este efecto, mediante 
Resolución de Superintendencia de SUNAFIL, se 
aprueban los criterios técnicos para la determinación de 

las inspecciones que se consideren complejas, pudiendo 
considerarse, entre otros, las características del sujeto 
inspeccionado.

(…)”

“Artículo 11.- Modalidades de actuación
Las actuaciones inspectivas de investigación se 

desarrollan mediante requerimiento de información por 
medio de sistemas de comunicación electrónica, visita de 
inspección a los centros y lugares de trabajo, mediante 
requerimiento de comparecencia del sujeto inspeccionado 
ante el inspector actuante para aportar documentación 
y/o efectuar las aclaraciones pertinentes o mediante 
comprobación de datos o antecedentes que obren en el 
Sector Público.

(…)”

Artículo 3.- Expediente electrónico
Las actuaciones inspectivas y el procedimiento 

sancionador de inspección del trabajo se podrán 
realizar total o parcialmente a través de tecnologías y 
medios electrónicos, debiendo constar en un expediente 
electrónico, de conformidad con lo establecido en el 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
Decreto Supremo N° 006-2017-JUS.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Financiamiento
La aplicación de lo establecido en el presente 

Decreto Legislativo, en el caso de las entidades públicas 
involucradas, se financia con cargo a su presupuesto 
institucional, sin demandar recursos adicionales del 
Tesoro Público.

Segunda.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Trabajo y Promoción del Empleo.

POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1687393-1

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1384

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República, mediante la Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la gestión del 
Estado, por un plazo de sesenta (60) días calendario; 
estableciendo en el literal c) del numeral 4 de su artículo 
2, que el Poder Ejecutivo está facultado para legislar en 
materia de prevención y protección de las personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad; a fin de establecer 
medidas para promover la inclusión de las personas 
con discapacidad, garantizar el derecho al ejercicio de 
su capacidad jurídica en condiciones de igualdad y la 
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atención de casos de desaparición de estas personas, así 
como de otras en situación de vulnerabilidad;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE RECONOCE Y 
REGULA LA CAPACIDAD JURÍDICA DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN IGUALDAD DE 
CONDICIONES

Artículo 1.- Modificación del Código Civil
Modifícase los artículos 3, 42, 44, 45, 140, 141, 221, 

226, 241, 243, 389, 466, 564, 566, 583, 585, 589, 606, 
610, 613, 687, 696, 697, 808, 987, 1252, 1358, 1994 y 
2030 del Código Civil, en los términos siguientes: 

“Artículo 3.- Capacidad jurídica
Toda persona tiene capacidad jurídica para el goce y 

ejercicio de sus derechos.
La capacidad de ejercicio solo puede ser restringida 

por ley. Las personas con discapacidad tienen capacidad 
de ejercicio en igualdad de condiciones en todos los 
aspectos de la vida.”

“Artículo 42.- Capacidad de ejercicio plena 
Toda persona mayor de dieciocho años tiene 

plena capacidad de ejercicio. Esto incluye a todas las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con las demás y en todos los aspectos de la vida, 
independientemente de si usan o requieren de ajustes 
razonables o apoyos para la manifestación de su 
voluntad. 

Excepcionalmente tienen plena capacidad de ejercicio 
los mayores de catorce años y menores de dieciocho 
años que contraigan matrimonio, o quienes ejerciten la 
paternidad.”

“Artículo 44.- Capacidad de ejercicio restringida
Tienen capacidad de ejercicio restringida:

(…)
9.- Las personas que se encuentren en estado de 

coma, siempre que no hubiera designado un apoyo con 
anterioridad”

“Artículo 45.- Ajustes razonables y apoyo
Toda persona con discapacidad que requiera ajustes 

razonables o apoyo para el ejercicio de su capacidad 
jurídica puede solicitarlos o designarlos de acuerdo a su 
libre elección.”

“Artículo 140.- Noción de Acto Jurídico: elementos 
esenciales

El acto jurídico es la manifestación de la voluntad 
destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones 
jurídicas. Para su validez se requiere:

1.- Plena capacidad de ejercicio, salvo las restricciones 
contempladas en la ley.”

(…)

“Artículo 141.- Manifestación de voluntad
La manifestación de voluntad puede ser expresa o 

tácita. Es expresa cuando se realiza en forma oral, escrita, 
a través de cualquier medio directo, manual, mecánico, 
digital, electrónico, mediante la lengua de señas o algún 
medio alternativo de comunicación, incluyendo el uso 
de ajustes razonables o de los apoyos requeridos por la 
persona.

Es tácita cuando la voluntad se infiere indubitablemente 
de una actitud o conductas reiteradas en la historia de 
vida que revelan su existencia. 

No puede considerarse que existe manifestación 
tácita cuando la ley exige declaración expresa o cuando 
el agente formula reserva o declaración en contrario.”

“Artículo 221.- Causales de anulabilidad
El acto jurídico es anulable:

1.- Por capacidad de ejercicio restringida de la persona 
contemplada en los numerales 1 al 8 del artículo 44.

(…)

“Artículo 226.- Capacidad de ejercicio restringida 
en beneficio propio

Cuando hubiere más de un sujeto que integre una 
misma parte, la capacidad de ejercicio restringida del 
artículo 44 de uno de ellos no puede ser invocada por 
la otra que integre la misma parte, salvo cuando es 
indivisible la prestación o su objeto.”

“Artículo 241.- Impedimentos absolutos
No pueden contraer matrimonio:

2.- Las personas con capacidad de ejercicio restringida 
contempladas en el artículo 44 numeral 9, en tanto no 
exista manifestación de la voluntad expresa o tácita sobre 
esta materia. 

(…)”

“Artículo 243.- Prohibiciones especiales
No se permite el matrimonio:

1.- Del tutor o del curador con el menor o con la 
persona con capacidad de ejercicio restringida del artículo 
44 numerales 4 al 7 durante el ejercicio del cargo, ni 
antes de que estén judicialmente aprobadas las cuentas 
de la administración, salvo que el padre o la madre de la 
persona sujeta a la tutela hubiese autorizado el matrimonio 
por testamento o escritura pública. 

El tutor que infrinja la prohibición pierde la retribución 
a que tenga derecho, sin perjuicio de la responsabilidad 
derivada del desempeño del cargo.

(…)”

“Artículo 389.- Reconocimiento por los abuelos o 
abuelas 

El hijo extramatrimonial puede ser reconocido por 
los abuelos o abuelas de la respectiva línea, en el caso 
de muerte del padre o de la madre o cuando éstos se 
hallen comprendidos en el artículo 47 o también cuando 
los padres sean menores de catorce años. En este último 
supuesto, una vez que el adolescente cumpla los catorce 
años, puede reconocer a su hijo.

Cuando el padre o la madre se halle comprendido en 
el artículo 44 inciso 9, el hijo extramatrimonial puede ser 
reconocido a través de apoyos designados judicialmente.”

“Artículo 466.- Causales de suspensión de patria 
potestad

La patria potestad se suspende:

1. Cuando el padre o la madre tenga capacidad de 
ejercicio restringida según el artículo 44 numeral 9. 

(…)”

“Artículo 564.- Personas sujetas a curatela
Están sujetas a curatela las personas a que se refiere 

el artículo 44 numerales 4, 5, 6, 7 y 8.”

“Artículo 566.- Requisito indispensable para la 
curatela

No se puede nombrar curador para las personas 
con capacidad de ejercicio restringida contempladas en 
el artículo 44 en los numerales 4 al 7 sin que preceda 
declaración judicial de interdicción.”

“Artículo 583.- Facultados a solicitar interdicción
Pueden pedir la interdicción de la persona con 

capacidad de ejercicio restringida según el artículo 44 
numerales del 4 al 7, su cónyuge, sus parientes o el 
Ministerio Público.”

“Artículo 585.- Restricción de capacidad por mala 
gestión

Puede ser restringida en su capacidad de ejercicio por 
mala gestión la persona que por esta causa ha perdido 
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más de la mitad de sus bienes, teniendo cónyuge o 
herederos forzosos.”

(…)

“Artículo 589.- Curador dativo
La curatela de las personas con capacidad de ejercicio 

restringida a que se refieren los artículos 584, 585 y 586 
corresponde a la persona que designe el juez, oyendo al 
consejo de familia.”

“Artículo 606.- Supuestos en los que se requiere 
curador especial

Se nombra curador especial cuando:

(…)
4.- Los intereses de las personas sujetas a tutela o 

a curatela estén en oposición a los de sus tutores o 
curadores, o a los de otros menores o a las personas con 
capacidad de ejercicio restringida que con ellos se hallen 
bajo un tutor o curador común.

5.- Los menores o las personas con capacidad de 
ejercicio restringida comprendidas en el artículo 44 
incisos del 1 al 8, que tengan bienes lejos de su domicilio 
y no puedan ser convenientemente administrados por el 
tutor o curador.

(…)”

“Artículo 610.- Cese de curatela por rehabilitación
La curatela instituida conforme al artículo 44, 

numerales 4 a 7, cesa por declaración judicial que levanta 
la interdicción.

La rehabilitación puede ser pedida por el curador o por 
cualquier interesado.”

“Artículo 613.- Rehabilitación del ebrio habitual, 
pródigo, toxicómano y mal gestor

La rehabilitación de la persona declarada con 
capacidad de ejercicio restringida en los casos a que se 
refiere el artículo 44, numerales 4 a 7, sólo puede ser 
solicitada cuando durante más de dos años no ha dado 
lugar el interdicto a ninguna queja por hechos análogos a 
los que determinaron la curatela.”

“Artículo 687.- Imposibilitados para otorgar 
testamento

No pueden otorgar testamento:

(…)
2.- Los comprendidos en el artículo 44 numerales 6, 

7 y 9.
(…)

“Artículo 696.- Formalidades del testamento por 
escritura pública

Las formalidades esenciales del testamento otorgado 
en escritura pública son:

(…)
2.- Que el testador exprese por sí mismo su voluntad 

o, tratándose de una persona con discapacidad, con el 
otorgamiento de ajustes razonables o apoyos para la 
manifestación de voluntad, en caso lo requiera. Si así 
lo requiere, dictando su testamento al notario o dándole 
personalmente por escrito las disposiciones que debe 
contener.

(…)
6.- Que, durante la lectura, al fin de cada cláusula, 

se verifique si el contenido corresponde a la expresión 
de su voluntad. Si el testador fuera una persona con 
discapacidad, puede expresar su asentimiento u 
observaciones a través de ajustes razonables o apoyos 
en caso lo requiera. 

(…) 
9.- Que, en los casos en que el apoyo de la persona 

con discapacidad sea un beneficiario, se requiere el 
consentimiento del juez. 

“Artículo 697.- Testigo testamentario a ruego
Si el testador es analfabeto, deberá leérsele el 

testamento dos veces, una por el notario y otra por 
el testigo testamentario que el testador designe. Si el 

testador no sabe o no puede firmar, lo hará a través del 
uso de la huella dactilar, de todo lo cual se mencionará en 
el testamento. En caso no tenga huella dactilar, el notario 
debe hacer uso de cualquier otro medio de verificación 
que permita acreditar la identidad del testador.”

“Artículo 808.- Nulidad y anulabilidad de testamento
Es nulo el testamento otorgado por menores de edad. 

Es anulable el de las demás personas comprendidas en 
el artículo 687.”

“Artículo 987.- Partición convencional especial
Si alguno de los copropietarios es una persona 

contemplada en el artículo 43 o 44 del Código Civil o 
ha sido declarado ausente, la partición convencional se 
somete a aprobación judicial, acompañando a la solicitud 
tasación de los bienes por tercero, con firma legalizada 
notarialmente, así como el documento que contenga el 
convenio particional, firmado por todos los interesados 
y sus representantes legales. Puede prescindirse de 
tasación cuando los bienes tienen cotización en bolsa 
o mercado análogo, o valor determinado para efectos 
tributarios. 

(…)”

“Artículo 1252.- Consignación judicial o 
extrajudicial

El ofrecimiento puede ser judicial o extrajudicial.
Es judicial en los casos que así se hubiera pactado 

y además: cuando no estuviera establecida contractual o 
legalmente la forma de hacer el pago, cuando por causa 
que no le sea imputable el deudor estuviera impedido de 
cumplir la prestación de la manera prevista, cuando el 
acreedor no realiza los actos de colaboración necesarios 
para que el deudor pueda cumplir la que le compete, 
cuando el acreedor no sea conocido o fuese incierto, 
cuando se ignore su domicilio, cuando se encuentre 
ausente o fuera una persona contemplada en el artículo 
43 o 44 del Código Civil sin tener representante, curador 
o apoyo designado, cuando el crédito fuera litigioso o lo 
reclamaran varios acreedores y en situaciones análogas 
que impidan al deudor ofrecer o efectuar directamente un 
pago válido.

(…)”

“Artículo 1358.- Contratos que pueden celebrar la 
persona con capacidad de ejercicio restringida

Las personas con capacidad de ejercicio restringida 
contempladas en el artículo 44 numerales 4 al 8 pueden 
celebrar contratos relacionados con las necesidades 
ordinarias de su vida diaria.”

“Artículo 1994.- Causales de suspensión de la 
prescripción

Se suspende la prescripción:

1.- Cuando las personas con capacidad de ejercicio 
restringida contempladas en el artículo 44 incisos del 1 al 
8 no cuentan con sus representantes legales. 

(…)
5.- Entre las personas con capacidad de ejercicio 

restringida contempladas en el artículo 44 numeral 9 y las 
personas que le prestan apoyos necesarios, durante el 
ejercicio del apoyo brindado. 

(…)”

“Artículo 2030.- Actos y resoluciones inscribibles
Se inscriben en este registro:

1.- Las resoluciones o escrituras públicas en que 
se establezca o modifique la designación apoyos y 
salvaguardias de personas naturales.

(…)
9. Las resoluciones que designan al tutor o al apoyo y 

las que dejan los dejen sin efecto. 
(…)”

Artículo 2.- Incorporación de los artículos, 45-A 
45–B y 1976–A al Código Civil

Incorpórase los artículos 45–A, 45-B y 1976–A al 
Código Civil en los siguientes términos:
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“Artículo 45- A.- Representantes Legales
Las personas con capacidad de ejercicio restringida 

contempladas en los numerales 1 al 8 del artículo 44 
contarán con un representante legal que ejercerá los 
derechos según las normas referidas a la patria potestad, 
tutela o curatela.”

“Artículo 45-B- Designación de apoyos y 
salvaguardias 

Pueden designar apoyos y salvaguardias:

1. Las personas con discapacidad que manifiestan 
su voluntad puede contar con apoyos y salvaguardias 
designados judicial o notarialmente. 

2. Las personas con discapacidad que no pueden 
manifestar su voluntad podrán contar con apoyos y 
salvaguardias designados judicialmente. 

3. Las personas que se encuentren en estado de 
coma que hubieran designado un apoyo con anterioridad 
mantendrán el apoyo designado. 

4. Las personas con capacidad de ejercicio restringida 
contempladas en el numeral 9 del artículo 44 contarán con 
los apoyos y salvaguardias establecidos judicialmente, de 
conformidad con las disposiciones del artículo 659-E del 
presente Código.”

“Artículo 1976–A.- Responsabilidad de la persona 
con apoyo

La persona que cuenta con apoyos es responsable 
por sus decisiones, incluso de aquellas realizadas con 
dicho apoyo, teniendo derecho a repetir contra él. Las 
personas comprendidas en el artículo 44 numeral 9 no 
son responsables por las decisiones tomadas con apoyos 
designados judicialmente que hayan actuado con dolo o 
culpa.”

Artículo 3.- Incorporación del Capítulo Cuarto al 
Título II de la Sección Cuarta del Libro III del Código 
Civil

Incorpórase el Capítulo Cuarto al Título II de la Sección 
Cuarta del Libro III del Código Civil en los siguientes 
términos: 

“CAPÍTULO CUARTO

Apoyos y salvaguardias

Artículo 659–A.- Acceso a apoyos y salvaguardias
La persona mayor de edad puede acceder de manera 

libre y voluntaria a los apoyos y salvaguardias que 
considere pertinentes para coadyuvar a su capacidad de 
ejercicio.

Artículo 659–B.- Definición de apoyos
Los apoyos son formas de asistencia libremente 

elegidos por una persona mayor de edad para facilitar 
el ejercicio de sus derechos, incluyendo el apoyo en la 
comunicación, en la comprensión de los actos jurídicos 
y de las consecuencias de estos, y la manifestación 
e interpretación de la voluntad de quien requiere el 
apoyo. 

El apoyo no tiene facultades de representación salvo 
en los casos en que ello se establezca expresamente por 
decisión de la persona con necesidad de apoyo o el juez 
en el caso del artículo 569.

Cuando el apoyo requiera interpretar la voluntad de 
la persona a quien asiste aplica el criterio de la mejor 
interpretación de la voluntad, considerando la trayectoria 
de vida de la persona, las previas manifestaciones de 
voluntad en similares contextos, la información con la que 
cuenten las personas de confianza de la persona asistida, 
la consideración de sus preferencias y cualquier otra 
consideración pertinente para el caso concreto. 

Artículo 659–C.- Determinación de los apoyos
La persona que solicita los apoyos determina su forma, 

identidad, alcance, duración y cantidad de apoyos. Los 
apoyos pueden recaer en una o más personas naturales, 
instituciones públicas o personas jurídicas sin fines de 
lucro, ambas especializadas en la materia y debidamente 
registradas. 

Artículo 659–D.- Designación de los apoyos
La persona mayor de edad que requiera de apoyo 

para el ejercicio de su capacidad jurídica puede designarlo 
ante un notario o un juez competente. 

Artículo 659–E.- Excepción a la designación de los 
apoyos por juez

El juez puede determinar, de modo excepcional, los 
apoyos necesarios para las personas con discapacidad 
que no puedan manifestar su voluntad y para aquellas con 
capacidad de ejercicio restringida, conforme al numeral 9 
del artículo 44. Esta medida se justifica, después de haber 
realizado esfuerzos reales, considerables y pertinentes 
para obtener una manifestación de voluntad de la persona, 
y de habérsele prestado las medidas de accesibilidad y 
ajustes razonables, y cuando la designación de apoyos 
sea necesaria para el ejercicio y protección de sus 
derechos. 

El juez determina la persona o personas de apoyo 
tomando en cuenta la relación de convivencia, confianza, 
amistad, cuidado o parentesco que exista entre ella o 
ellas y la persona que requiere apoyo. Asimismo, fija el 
plazo, alcances y responsabilidades del apoyo. En todos 
los casos, el juez debe realizar las diligencias pertinentes 
para obtener la mejor interpretación posible de la voluntad 
y las preferencias de la persona, y atender a su trayectoria 
de vida. No pueden ser designados como apoyos las 
personas condenadas por violencia familiar o personas 
condenadas por violencia sexual.

El proceso judicial de determinación de apoyos 
excepcionalmente se inicia por cualquier persona con 
capacidad jurídica.

Artículo 659 F.- Designación de apoyos a futuro
Toda persona mayor de 18 años de edad puede 

designar ante notario el o los apoyos necesarios en 
previsión de requerir en el futuro asistencia para el 
ejercicio de su capacidad jurídica. Asimismo, la persona 
puede disponer en qué personas o instituciones no 
debe recaer tal designación, así como la forma, alcance, 
duración y directrices del apoyo a recibir. En el documento 
debe constar el momento o las circunstancias en que su 
designación de apoyos a futuro surte eficacia. 

Artículo 659–G.- Salvaguardias para el adecuado 
desempeño de los apoyos 

Las salvaguardias son medidas para garantizar el 
respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias 
de la persona que recibe apoyo, prevenir el abuso y 
la influencia indebida por parte de quien brinda tales 
apoyos; así como evitar la afectación o poner en riesgo 
los derechos de las personas asistidas. 

La persona que solicita el apoyo o el juez interviniente 
en el caso del artículo 659-E establecen las salvaguardias 
que estimen convenientes para el caso concreto, 
indicando como mínimo los plazos para la revisión de los 
apoyos. 

El juez realiza todas las audiencias y diligencias 
necesarias para determinar si la persona de apoyo está 
actuando de conformidad con su mandato y la voluntad y 
preferencias de la persona.

Artículo 659–H- Exención de la garantía de gestión
La persona o personas que realicen el apoyo están 

exentas de la obligación de garantizar su gestión, salvo lo 
dispuesto en el artículo 426.”

Artículo 4.- Modificación de los artículos del 
Código Procesal Civil

Modifícase los artículos 21, 24, 61, 66, 79, 207, 
408, 446, 451, 581, 583, 749, 781, 782, 827 del Código 
Procesal Civil, en los términos siguientes:

“Artículo 21.- Regulación de la capacidad jurídica 
En materia de patria potestad, tutela, curatela 

y designación de apoyos, se trate o no de asuntos 
contenciosos, es competente el Juez del lugar donde 
se encuentra las personas con discapacidad y aquellas 
contempladas en los artículos 43 y 44 del código civil.

(…)” 
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“Artículo 24.- Competencia facultativa
Además del Juez del domicilio del demandado, 

también es competente, a elección del demandante:

1. El Juez del lugar en que se encuentre el bien o 
bienes tratándose de pretensiones sobre derechos 
reales. Igual regla rige en los procesos de retracto, 
título supletorio, prescripción adquisitiva y rectificación o 
delimitación de áreas o linderos, expropiación, desalojo, 
curatela y designación de apoyos. Si la demanda versa 
sobre varios inmuebles situados en diversos lugares 
será competente el Juez de cualquiera de ellos;

(…)”

“Artículo 61.- Curadoría procesal
El curador procesal es un abogado nombrado por 

el Juez a pedido de interesado, que interviene en el 
proceso en los siguientes casos:

(…)
2. Cuando no se pueda establecer o se suspenda 

la relación procesal por restricción de la capacidad de 
ejercicio de la parte o de su representante legal;

3. Cuando exista falta, ausencia o impedimento del 
representante de la persona con capacidad de ejercicio 
restringida, según lo dispuesto por el artículo 66; o

(…)”

“Artículo 66.- Falta, ausencia o impedimento 
del representante de la persona con capacidad de 
ejercicio restringida

En caso de falta, ausencia o impedimento del 
representante de la persona con capacidad de ejercicio 
restringida, se aplican las siguientes reglas:

1. Cuando la persona con capacidad de ejercicio 
restringida no tenga representante legal o éste estuviera 
ausente y surja la necesidad de comparecer en un 
proceso, lo expondrá así al Juez para que le designe 
curador procesal o confirme al designado por él, si lo 
considera idóneo.

2. Cuando la demanda se dirija contra una persona 
con capacidad de ejercicio restringida que carece 
de representante o éste se halle ausente, el Juez le 
nombrará un curador procesal o confirmará el propuesto 
por la persona con capacidad de ejercicio restringida, si 
lo considera idóneo.

3. El Juez nombrará curador procesal para la 
persona con capacidad de ejercicio restringida que 
pretenda demandar a su representante legal, o que sea 
demandado por éste, o confirmará el propuesto por la 
persona con capacidad de ejercicio restringida, si fuere 
idóneo.

4. También se procederá al nombramiento de curador 
procesal cuando el Juez advierta la aparición de un 
conflicto de intereses entre la persona con capacidad 
de ejercicio restringida y su representante legal, o 
confirmará el propuesto por la persona con capacidad de 
ejercicio restringida.”

“Artículo 79.- Efectos del cese de la representación
(…)
En caso de muerte o declaración de ausencia, 

determinación de restricción de la capacidad de ejercicio 
del representante o del apoderado, remoción o cese de 
nombramiento del representante legal de una persona 
con capacidad de ejercicio restringida y circunstancias 
análogas, se suspenderá el proceso por un plazo máximo 
de treinta días, mientras se designa representante o 
curador procesal.”

“Artículo 207.- Capacidad de ejercicio restringida 
circunstancial

No participa en la audiencia, a criterio del Juez, 
el convocado que al momento de su realización se 
encuentre en estado de coma, conforme al numeral 9 
del artículo 44 del Código Civil y siempre que no haya 
designado un apoyo con anterioridad. 

El Juez tomará las medidas que las circunstancias 
aconsejen, dejando constancia en acta de su decisión.”

“Artículo 408.- Procedencia de la consulta
La consulta sólo procede contra las siguientes 

resoluciones de primera instancia que no son apeladas:

2.- La que declara la interdicción y el nombramiento de 
tutor, curador o designación de apoyo;

(…)”

“Artículo 446.- Excepciones proponibles
El demandado sólo puede proponer las siguientes 

excepciones: 

(…)
2.- Falta de capacidad de ejercicio del demandante o 

de su representante, de acuerdo al artículo 43 del Código 
Civil.

(…)
14.- Falta de representación legal o de apoyo por 

capacidad de ejercicio restringida del demandante o de su 
representante, de acuerdo al artículo 44 del Código Civil.”

“Artículo 451.- Efectos de las excepciones
(…)

1. Suspender el proceso hasta que el demandante 
comprendido en los supuestos de los artículos 43 y 44 
del Código Civil comparezca, legalmente asistido o 
representado, dentro del plazo que fija el auto resolutorio, 
si se trata de la excepción falta de capacidad del 
demandante o de su representante.

(…)”

“Artículo 581.- Procedencia
La demanda de interdicción procede en los casos 

previstos en el artículo 44 numerales del 4 al 7 del Código 
Civil.

La demanda se dirige contra la persona cuya 
interdicción se pide, así como con aquellas que teniendo 
derecho a solicitarla no lo hubieran hecho.”

“Artículo 583.- Caso especial
Cuando se trate de una persona contemplada en 

el artículo 44 numerales del 4 al 7 del Código Civil que 
constituye grave peligro para la tranquilidad pública, la 
demanda puede ser presentada por el Ministerio Público 
o por cualquier persona.”

“Artículo 749.- Procedimiento
Se tramitan en proceso no contencioso los siguientes 

asuntos:

(…)
13. La designación de apoyos para personas con 

discapacidad.
14. Los que la ley señale”.

“Artículo 781.- Procedencia
En este proceso se tramita la adopción de personas 

mayores de edad.
Si el presunto adoptado es una persona contemplada 

en el artículo 44 del Código Civil, se requiere la intervención 
de su representante o su apoyo. Si es este el adoptante, 
la solicitud se entenderá con el Ministerio Público.”

“Artículo 782.- Admisibilidad
Adicionalmente a lo previsto en el artículo 751, la 

persona que quiera adoptar a otra acompañará:

(…) 
6. Garantía otorgada por el adoptante, suficiente 

a criterio del Juez, si el adoptado fuera una persona 
contemplada en el artículo 43 o 44 del Código Civil.”

“Artículo 827.- Legitimidad activa
La solicitud es formulada por:

1. El representante legal o el apoyo de una persona 
contemplada en el artículo 43 o 44 del Código Civil y, a 
falta de aquél, por cualquiera de sus parientes hasta el 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, 
para la rectificación de la partida de nacimiento.”



8 NORMAS LEGALES Martes 4 de setiembre de 2018 /  El Peruano

Artículo 5.- Incorporación del artículo 119–A en el 
Código Procesal Civil

Incorpórase el artículo 119–A en el Código Procesal 
Civil, en los términos siguientes:

“Artículo 119-A.- Derecho a ajustes en el proceso
Todo acto procesal debe ser accesible a las partes. 

Las personas con discapacidad tienen derecho a contar 
con ajustes razonables y ajustes de procedimiento, 
de acuerdo a sus requerimientos, para facilitar su 
participación en todos los procedimientos judiciales.”

Artículo 6.- Incorporación del Subcapítulo 12 al 
Título II de la Sección Sexta del Código Procesal Civil

Incorpórase el Subcapítulo 12 al Título II de la 
Sección Sexta del Código Procesal Civil, en los términos 
siguientes: 

“Sub capítulo 12: Establecimiento de apoyos y 
salvaguardias

Artículo 841.- Trámite
Las solicitudes de apoyos y salvaguardias se tramitan 

ante el juez competente o notario.

Artículo 842.- Solicitudes de apoyos y 
salvaguardias 

Las solicitudes de apoyos y salvaguardias se inician 
por petición de la propia persona según el artículo 659 A 
del Código Civil. 

Artículo 843.- Solicitud por cualquier persona
En los casos de las personas a que se refiere el 

artículo 44 numeral 9 y el artículo 45 B numeral 2 del 
Código Civil la solicitud puede ser realizada por cualquier 
persona según el artículo 659–E del Código Civil. 

Artículo 844.- Solicitante con discapacidad
En el caso de que las personas solicitantes sea una 

persona con discapacidad: 

Además de lo dispuesto en el artículo 751, a la 
solicitud se acompaña:

a) Las razones que motivan la solicitud.
b) El certificado de discapacidad que acredite la 

condición de discapacidad de la persona que solicita el 
apoyo o salvaguardia.

Artículo 845.- Deber del Juez
El juez realiza todas las modificaciones, adecuaciones 

y ajustes en el proceso para garantizar la expresión de la 
voluntad de la persona con discapacidad.

Artículo 846.- Contenido de la solicitud
La solicitud contiene indicaciones con respecto a 

quiénes serán las personas o instituciones que fungirían 
de apoyo, a qué actos jurídicos se restringen y por 
cuánto tiempo rigen. 

Artículo 847.- Contenido de la resolución final
La resolución final debe indicar quién o quiénes 

serían las personas o instituciones de apoyo, a qué 
actos jurídicos se restringen, por cuánto tiempo van a 
regir y cuáles son las medidas de salvaguardia, de ser 
necesarias. Tal resolución se inscribe en el Registro 
Personal conforme al artículo 2030 del Código Civil. 

Adicionalmente, la resolución final es redactada 
en formato de lectura fácil donde sus contenidos son 
resumidos y transcritos con lenguaje sencillo y claro, 
de acuerdo a las necesidades de la persona con 
discapacidad.”

Artículo 7.- Modificación de los artículos 30 y 54 
del Decreto Legislativo N° 1049, Decreto Legislativo 
del Notariado

Modifícanse los artículos 30 y 54 del Decreto 
Legislativo N° 1049, Decreto Legislativo del Notariado, 
en los términos siguientes: 

“Artículo 30.- Aplicación de otros idiomas
Cuando alguno de los interesados no conozca el 

idioma usado en la extensión del instrumento, el notario 
exige la intervención de intérprete, nombrado por la parte 
que ignora el idioma, el que hace la traducción simultánea, 
declarando bajo su responsabilidad en el instrumento 
público la conformidad de la traducción.

De igual modo, se debe asegurar la intervención de un 
intérprete para sordos o un guía intérprete en caso de las 
personas sordociegas, de ser necesario.

El notario a solicitud expresa y escrita del otorgante, 
inserta el texto en el idioma del interesado o adherirlo, 
en copia legalizada notarialmente, al instrumento original, 
haciendo mención de este hecho.”

“Artículo 54.- Contenido de la Introducción
La introducción expresa:

(…)
g) La indicación de intervenir de una persona, llevada 

por el otorgante, en el caso de que éste sea analfabeto, 
no sepa o no pueda firmar, sin perjuicio de que imprima su 
huella digital. A esta persona no le alcanza el impedimento 
de parentesco que señala esta Ley para el caso de 
intervención de testigos.

(…)
i) La indicación de intervenir de apoyos, a las 

personas que sean apoyos no les alcanza el impedimento 
de parentesco que señala esta Ley para el caso de 
intervención de testigos.

j) La indicación de los ajustes razonables y 
salvaguardias requeridas por una persona con 
discapacidad. 

k) La indicación de extenderse el instrumento con 
minuta o sin ella.” 

Artículo 8.- Incorporación del literal q) al artículo 16 
del Decreto Legislativo N° 1049, Decreto Legislativo 
del Notariado

Incorpórase el literal q) al artículo 16 del Decreto 
Legislativo N° 1049, Decreto Legislativo del Notariado, en 
los términos siguientes: 

“Artículo 16.- Obligaciones del Notario

(…)
q) Brindar las medidas de accesibilidad necesarias, 

los ajustes razonables y salvaguardias que la persona 
requiera.

(…)”

Artículo 9.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos y la Ministra de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Reglamentación sobre ajustes 
razonables, apoyos y salvaguardias

Mediante Decreto Supremo, a propuesta del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables y en coordinación 
con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se 
reglamenta el otorgamiento de ajustes razonables, 
designación de apoyos e implementación de salvaguardias 
que se establecen en la presente norma, en un plazo no 
mayor de ciento ochenta (180) días calendario, contados 
a partir del día siguiente de la publicación en el Diario 
Oficial El Peruano. 

Segunda.- Restitución de la capacidad de ejercicio 
de las personas interdictadas

Cualquier persona puede solicitar la reversión de la 
interdicción de personas con discapacidad, dictada con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, 
por la designación de apoyos y salvaguardias.

Tercera.- Apoyo y salvaguardias para las personas 
contempladas en los numerales 6 y 7 del artículo 44 
del Código Civil 
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Las personas señaladas en los numerales 6 y 7 del 
artículo 44 del Código Civil que cuentan con certificado 
de discapacidad pueden designar apoyos y salvaguardias 
para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Transición al sistema de apoyos y 
salvaguardias

El Juez transforma los siguientes procesos a uno de 
apoyos y salvaguardias:

a) Aquellos procesos de interdicción que cuenten 
con sentencia firme donde se haya nombrado curador 
para la persona con discapacidad. En estos casos, con 
la entrada en vigencia de la presente Ley, las personas 
con discapacidad tienen capacidad de goce y de ejercicio, 
siendo aplicables las reglas establecidas en el Capítulo 
Cuarto al Título II de la Sección Cuarta del Libro III del 
Código Civil.

b) Aquellos procesos de interdicción en trámite, 
iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente 
Ley. En estos casos, se suspende la tramitación del 
proceso y se aplican las reglas establecidas en el 
Capítulo Cuarto al Título II de la Sección Cuarta del Libro 
III del Código Civil.

El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial establece 
las reglas y procedimientos necesarios para el correcto 
funcionamiento de la transición al sistema de apoyos 
en observancia obligatoria del modelo social de la 
discapacidad.

Segunda.- Eliminación del requisito de interdicción
Todas las entidades públicas y/o privadas 

adecuan sus procedimientos administrativos, bajo 
responsabilidad, en un plazo no mayor de ciento veinte 
(120) días calendario, contados a partir del día siguiente 
de la publicación en el Diario Oficial El Peruano del 
presente Decreto Legislativo. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación
Deróganse los siguientes dispositivos normativos:

a) El numeral 2 del artículo 43, los numerales 2 y 3 
del artículo 44, el numeral 2 del artículo 219, el numeral 3 
del artículo 241, los numerales 1 y 2 del artículo 274 , el 
numeral 1 del artículo 565, el numeral 3 del artículo 599 y 
el numeral 3 del artículo 687 del Código Civil. 

b) Los artículos 228, 229, 569, 570, 571, 572, 578, 
580, 581, 582, 592, 612, 614, 1975 y 1976 del Código 
Civil.

c) El literal a) del artículo 56 del Decreto Legislativo N° 
1049, Decreto Legislativo del Notariado. 

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ANA MARÍA ALEJANDRA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

1687393-2

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1385

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO 
 
Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 

el Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado”, por el término de 
sesenta (60) días calendario; 

Que, el literal c) del inciso 3 del artículo 2 del citado 
dispositivo legal, establece la facultad de legislar en 
materia de integridad y lucha contra la corrupción para 
incorporar en el Código Penal los delitos de corrupción 
en el sector privado que atenten contra la libre y leal 
competencia;

Que, resulta necesario establecer una sanción penal 
para los actos de corrupción cometidos en el ámbito 
privado que afectan el normal desarrollo de las relaciones 
comerciales y la competencia leal de las empresas;

Que, de conformidad con lo establecido en el literal c) 
del inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE SANCIONA LA 
CORRUPCIÓN EN EL ÁMBITO PRIVADO

Artículo 1.- Objeto de la Ley
El presente decreto legislativo tiene por objeto 

modificar el Código Penal a fin de sancionar penalmente 
los actos de corrupción cometidos entre privados que 
afectan el normal desarrollo de las relaciones comerciales 
y la competencia leal entre empresas.

Artículo 2.- Incorporación de los artículos 241-A y 
241-B en el Código Penal 

Incorpóranse los artículos 241-A y 241-B en el Código 
Penal en los siguientes términos:

«Artículo 241-A.- Corrupción en el ámbito privado
El socio, accionista, gerente, director, administrador, 

representante legal, apoderado, empleado o asesor de 
una persona jurídica de derecho privado, organización no 
gubernamental, asociación, fundación, comité, incluidos 
los entes no inscritos o sociedades irregulares, que 
directa o indirectamente acepta, reciba o solicita donativo, 
promesa o cualquier otra ventaja o beneficio indebido 
de cualquier naturaleza, para sí o para un tercero para 
realizar u omitir un acto que permita favorecer a otro en 
la adquisición o comercialización de bienes o mercancías, 
en la contratación de servicios comerciales o en las 
relaciones comerciales, será reprimido con pena privativa 
de libertad no mayor de cuatro años e inhabilitación 
conforme al inciso 4 del artículo 36 del Código Penal y con 
ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 

Será reprimido con las mismas penas previstas en el 
párrafo anterior quien, directa o indirectamente, prometa, 
ofrezca o conceda a accionistas, gerentes, directores, 
administradores, representantes legales, apoderados, 
empleados o asesores de una persona jurídica de derecho 
privado, organización no gubernamental, asociación, 
fundación, comité, incluidos los entes no inscritos o 
sociedades irregulares, una ventaja o beneficio indebido 
de cualquier naturaleza, para ellos o para un tercero, como 
contraprestación para realizar u omitir un acto que permita 
favorecer a éste u otro en la adquisición o comercialización 
de bienes o mercancías, en la contratación de servicios 
comerciales o en las relaciones comerciales».

«Artículo 241-B.- Corrupción al interior de entes 
privados

El socio, accionista, gerente, director, administrador, 
representante legal, apoderado, empleado o asesor de 
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Las personas señaladas en los numerales 6 y 7 del 
artículo 44 del Código Civil que cuentan con certificado 
de discapacidad pueden designar apoyos y salvaguardias 
para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Transición al sistema de apoyos y 
salvaguardias

El Juez transforma los siguientes procesos a uno de 
apoyos y salvaguardias:

a) Aquellos procesos de interdicción que cuenten 
con sentencia firme donde se haya nombrado curador 
para la persona con discapacidad. En estos casos, con 
la entrada en vigencia de la presente Ley, las personas 
con discapacidad tienen capacidad de goce y de ejercicio, 
siendo aplicables las reglas establecidas en el Capítulo 
Cuarto al Título II de la Sección Cuarta del Libro III del 
Código Civil.

b) Aquellos procesos de interdicción en trámite, 
iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente 
Ley. En estos casos, se suspende la tramitación del 
proceso y se aplican las reglas establecidas en el 
Capítulo Cuarto al Título II de la Sección Cuarta del Libro 
III del Código Civil.

El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial establece 
las reglas y procedimientos necesarios para el correcto 
funcionamiento de la transición al sistema de apoyos 
en observancia obligatoria del modelo social de la 
discapacidad.

Segunda.- Eliminación del requisito de interdicción
Todas las entidades públicas y/o privadas 

adecuan sus procedimientos administrativos, bajo 
responsabilidad, en un plazo no mayor de ciento veinte 
(120) días calendario, contados a partir del día siguiente 
de la publicación en el Diario Oficial El Peruano del 
presente Decreto Legislativo. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación
Deróganse los siguientes dispositivos normativos:

a) El numeral 2 del artículo 43, los numerales 2 y 3 
del artículo 44, el numeral 2 del artículo 219, el numeral 3 
del artículo 241, los numerales 1 y 2 del artículo 274 , el 
numeral 1 del artículo 565, el numeral 3 del artículo 599 y 
el numeral 3 del artículo 687 del Código Civil. 

b) Los artículos 228, 229, 569, 570, 571, 572, 578, 
580, 581, 582, 592, 612, 614, 1975 y 1976 del Código 
Civil.

c) El literal a) del artículo 56 del Decreto Legislativo N° 
1049, Decreto Legislativo del Notariado. 

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ANA MARÍA ALEJANDRA MENDIETA TREFOGLI
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

1687393-2

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1385

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO 
 
Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 

el Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado”, por el término de 
sesenta (60) días calendario; 

Que, el literal c) del inciso 3 del artículo 2 del citado 
dispositivo legal, establece la facultad de legislar en 
materia de integridad y lucha contra la corrupción para 
incorporar en el Código Penal los delitos de corrupción 
en el sector privado que atenten contra la libre y leal 
competencia;

Que, resulta necesario establecer una sanción penal 
para los actos de corrupción cometidos en el ámbito 
privado que afectan el normal desarrollo de las relaciones 
comerciales y la competencia leal de las empresas;

Que, de conformidad con lo establecido en el literal c) 
del inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 
104 de la Constitución Política del Perú; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE SANCIONA LA 
CORRUPCIÓN EN EL ÁMBITO PRIVADO

Artículo 1.- Objeto de la Ley
El presente decreto legislativo tiene por objeto 

modificar el Código Penal a fin de sancionar penalmente 
los actos de corrupción cometidos entre privados que 
afectan el normal desarrollo de las relaciones comerciales 
y la competencia leal entre empresas.

Artículo 2.- Incorporación de los artículos 241-A y 
241-B en el Código Penal 

Incorpóranse los artículos 241-A y 241-B en el Código 
Penal en los siguientes términos:

«Artículo 241-A.- Corrupción en el ámbito privado
El socio, accionista, gerente, director, administrador, 

representante legal, apoderado, empleado o asesor de 
una persona jurídica de derecho privado, organización no 
gubernamental, asociación, fundación, comité, incluidos 
los entes no inscritos o sociedades irregulares, que 
directa o indirectamente acepta, reciba o solicita donativo, 
promesa o cualquier otra ventaja o beneficio indebido 
de cualquier naturaleza, para sí o para un tercero para 
realizar u omitir un acto que permita favorecer a otro en 
la adquisición o comercialización de bienes o mercancías, 
en la contratación de servicios comerciales o en las 
relaciones comerciales, será reprimido con pena privativa 
de libertad no mayor de cuatro años e inhabilitación 
conforme al inciso 4 del artículo 36 del Código Penal y con 
ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 

Será reprimido con las mismas penas previstas en el 
párrafo anterior quien, directa o indirectamente, prometa, 
ofrezca o conceda a accionistas, gerentes, directores, 
administradores, representantes legales, apoderados, 
empleados o asesores de una persona jurídica de derecho 
privado, organización no gubernamental, asociación, 
fundación, comité, incluidos los entes no inscritos o 
sociedades irregulares, una ventaja o beneficio indebido 
de cualquier naturaleza, para ellos o para un tercero, como 
contraprestación para realizar u omitir un acto que permita 
favorecer a éste u otro en la adquisición o comercialización 
de bienes o mercancías, en la contratación de servicios 
comerciales o en las relaciones comerciales».

«Artículo 241-B.- Corrupción al interior de entes 
privados

El socio, accionista, gerente, director, administrador, 
representante legal, apoderado, empleado o asesor de 
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una persona jurídica de derecho privado, organización 
no gubernamental, asociación, fundación, comité, 
incluidos los entes no inscritos o sociedades irregulares, 
que directa o indirectamente acepta, recibe o solicita 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio 
indebido de cualquier naturaleza para sí o para un tercero 
para realizar u omitir un acto en perjuicio de la persona 
jurídica, será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de cuatro años e inhabilitación conforme al inciso 
4 del artículo 36 del Código Penal y con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días-multa. 

Será reprimido con las mismas penas previstas en el 
párrafo anterior quien, directa o indirectamente, promete, 
ofrece o concede a accionistas, gerentes, directores, 
administradores, representantes legales, apoderados, 
empleados o asesores de una persona jurídica de derecho 
privado, organización no gubernamental, asociación, 
fundación, comité, incluidos los entes no inscritos o 
sociedades irregulares, una ventaja o beneficio indebido 
de cualquier naturaleza, para ellos o para un tercero, 
como contraprestación para realizar u omitir un acto en 
perjuicio de la persona jurídica.

En los supuestos previstos en este artículo solo se 
procederá mediante ejercicio privado de la acción penal».

Artículo 3.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos. 

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1687393-3

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1386

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por un plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal b) del numeral 4 del artículo 2 del citado 
dispositivo legal, establece la facultad de legislar para 
fortalecer el marco jurídico para la prevención y protección 
de violencia contra la mujer y grupo familiar, así como de 
víctimas de casos de acoso, acoso en espacios públicos, 
tentativa de feminicidios, feminicidio, violación sexual y 
violación sexual de menores de edad, así como para la 
sanción efectiva ante la comisión de dichos delitos;

Que, resulta necesario realizar modificaciones a la 
Ley Nº 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar, con el objeto de fortalecer las medidas dirigidas a 
proteger a las víctimas de violencia, ampliar las medidas 
de protección a favor de estas y dar celeridad al proceso 
de su otorgamiento; así como ordenar las funciones de 
los/las operadores/as del sistema de justicia y de otros/as 
actores/as con responsabilidades en la materia; 

De conformidad con lo establecido en el literal b) del 
numeral 4 del artículo 2 de la Ley N° 30823, Ley que delega 
en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA LEY 
Nº 30364, LEY PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 

ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES 

DEL GRUPO FAMILIAR

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

fortalecer la prevención, erradicación y sanción de 
toda forma de violencia contra las mujeres y contra los 
integrantes del grupo familiar, mejorando los mecanismos 
de atención y protección de las víctimas, especialmente el 
marco que regula las medidas de protección.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 10, 14, 15, 
16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 28 y 45 de la Ley N° 30364

 Modifícanse el literal c. del artículo 10; los artículos 
14, 15, 16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 26 y 28; y el numeral 
14 del artículo 45 de la Ley N° 30364, Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, en los siguientes términos:

“Artículo 10. Derecho a la asistencia y la protección 
integrales

(…)
c. Promoción, prevención y atención de salud
La promoción, prevención, atención y recuperación 

integral de la salud física y mental de las víctimas de 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar es gratuita en cualquier establecimiento de salud 
del Estado e incluye la atención médica; exámenes de 
ayuda diagnóstica (laboratorio, imagenología y otros); 
hospitalización, medicamentos, tratamiento psicológico 
y psiquiátrico; y cualquier otra actividad necesaria o 
requerida para el restablecimiento de su salud. En los 
casos de víctimas de violación sexual, se debe tener en 
cuenta la atención especializada que estas requieren, de 
acuerdo a los lineamientos que establece el Ministerio de 
Salud.

El Ministerio de Salud tiene a su cargo la provisión 
gratuita de servicios de salud para la recuperación integral 
de la salud física y mental de las víctimas. Respecto 
de las atenciones médicas y psicológicas que brinde, 
el Ministerio de Salud debe resguardar la adecuada 
obtención y conservación de la documentación de la 
prueba de los hechos de violencia. Esta obligación se 
extiende a todas las atenciones médicas y psicológicas 
que se brindan a las víctimas de violencia en los servicios 
públicos y privados, que además deben emitir los 
certificados e informes correspondientes de calificación 
del daño físico y psíquico de la víctima conforme a los 
parámetros médico-legales del Instituto de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses del Ministerio Público o a cualquier 
parámetro técnico que permita determinar el tipo y grado 
del daño; así como los informes que valoran la afectación 
psicológica.

(…).”

“Artículo 14. Competencia
Los juzgados de familia son competentes para conocer 

las denuncias por actos de violencia contra las mujeres o 
contra los integrantes del grupo familiar.

En las zonas donde no existan juzgados de familia, 
son competentes los juzgados de paz letrado o juzgados 
de paz, según corresponda.
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POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

GUSTAVO EDUARDO MOSTAJO OCOLA
Ministro de Agricultura y Riego

1687393-5

decreto legislativo
nº 1388

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30823, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia 
de gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado”, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar en determinadas materias por el término de 
sesenta (60) días calendario;

Que, conforme al literal f) del numeral 3 del artículo 
2 del citado dispositivo legal, el Poder Ejecutivo está 
facultado para legislar en materia de integridad y lucha 
contra la corrupción, a fin de establecer restricciones para 
la utilización de dinero en efectivo en las operaciones de 
comercio exterior y regular los medios de pago válidos, 
pudiendo tipificar infracciones y establecer sanciones, 
respetándose los principios de legalidad y tipicidad;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el literal f) del 
numeral 3 del artículo 2 de la Ley N° 30823;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

decreto legislativo que modifica la ley 
para la lucha contra la evasión y para la 

formalización de la economía

Artículo 1. Objeto
El Decreto Legislativo tiene por objeto fomentar la 

utilización de los Medios de Pago de las empresas del 
Sistema Financiero en las operaciones de comercio 
exterior, a fin de combatir los delitos de lavado de activos 
y la subvaluación de mercancías.

Artículo 2. Definición
Para efecto del Decreto Legislativo, se entiende por 

Ley al Texto Único Ordenado de la Ley para la Lucha 
contra la Evasión y para la Formalización de la Economía, 
aprobado por Decreto Supremo N° 150-2007-EF. 

Artículo 3. Modificación del artículo 3 de la Ley
Modifícase el artículo 3 de la Ley, el cual queda 

redactado conforme al texto siguiente:

“Artículo 3. Supuestos en los que se utilizarán 
Medios de Pago

Las obligaciones que se cumplan mediante el pago 
de sumas de dinero cuyo importe es superior al monto a 
que se refiere el artículo 4 se deben pagar utilizando los 
Medios de Pago a que se refiere el artículo 5, aun cuando 

se cancelen mediante pagos parciales menores a dichos 
montos.

También se utilizan los Medios de Pago cuando se 
entregue o devuelva montos de dinero por concepto de 
mutuos de dinero, sea cual fuera el monto del referido 
contrato.

El pago de sumas de dinero de las siguientes 
operaciones, por importes iguales o superiores a tres 
Unidades Impositivas Tributarias (UIT), inclusive cuando 
se realice parcialmente, solo puede ser efectuado 
utilizando los Medios de Pago previstos en esta ley:

a) La constitución o transferencia de derechos reales 
sobre bienes inmuebles;

b) la transferencia de propiedad o constitución de 
derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya 
sean aéreos, marítimos o terrestres; y,

c) la adquisición, aumento y reducción de participación 
en el capital social de una persona jurídica.

Los sujetos obligados en materia de prevención del 
lavado de activos y del financiamiento del terrorismo 
deben dejar constancia del cumplimiento de lo 
dispuesto en el párrafo precedente en el respectivo acto 
jurídico y/o instrumento público que lo formalice, siendo 
obligación de los clientes adjuntar la documentación 
respectiva que acredite el Medio de Pago utilizado. En 
caso el cliente se niegue a cumplir con lo señalado, 
el sujeto obligado, sin perjuicio de no efectuar la 
operación, debe evaluar la posibilidad de efectuar un 
Reporte de Operaciones Sospechosas (ROS) a la UIF-
Perú, de conformidad con lo establecido en el artículo 
11 de la Ley N° 27693, Ley que crea la Unidad de 
Inteligencia Financiera - Perú.

No están comprendidas en el presente artículo las 
operaciones de financiamiento con empresas bancarias o 
financieras no domiciliadas.

Artículo 4. Incorporación del artículo 3-A y de la 
Décima Primera Disposición Final en la Ley

Incorpórase el artículo 3-A y la Décima Primera 
Disposición Final en la Ley, con el texto siguiente:

“Artículo 3-A. Utilización de Medios de Pago en las 
operaciones de comercio exterior

La compraventa internacional de mercancías 
destinadas al régimen de importación para el consumo 
cuyo valor FOB es superior a S/ 7 000,00 (siete mil y 
00/100 soles) o US$ 2 000,00 (dos mil y 00/100 dólares 
americanos) se debe pagar utilizando los Medios de Pago 
previstos en el artículo 5, salvo que se encuentre en los 
supuestos que se establezcan en el Reglamento.

Cuando se evidencie la no utilización de Medios de 
Pago con anterioridad al levante, a opción del importador, 
procede el reembarque de la mercancía o la continuación 
del despacho previo pago de una multa por el monto 
determinado en la Tabla de Sanciones Aplicables a las 
Infracciones previstas en la Ley General de Aduanas, 
conforme a lo establecido en el Código Tributario. Cuando 
se evidencie la no utilización de Medios de Pago con 
posterioridad al levante se aplica la mencionada multa. 
En ambos casos es de aplicación lo establecido en el 
artículo 8. 

La compraventa internacional de mercancías 
destinada a los regímenes aduaneros distintos a la 
importación para el consumo, cuyo valor FOB es superior 
al monto que se refiere el artículo 4 y la compraventa 
internacional de mercancías destinadas al régimen 
aduanero de importación para el consumo cuyo valor 
FOB es superior al monto que se refiere el artículo 4 y 
no se encuentren dentro del ámbito del primer párrafo del 
presente artículo, también se deben pagar utilizando los 
Medios de Pago previstos en el artículo 5, de lo contrario 
es de aplicación lo establecido en el artículo 8.

Lo dispuesto en el presente artículo también se aplica 
a:

a) La compraventa internacional de mercancías que 
se cancele mediante pagos parciales cuando el valor FOB 
total es superior a los montos previstos anteriormente, 
según corresponda; y
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b) las ventas sucesivas de mercancías que se realicen 
después de la exportación de las mercancías en el 
país de origen o procedencia y antes de su destinación 
aduanera, ocurridas durante su transporte o cuando ya se 
encuentren en el territorio nacional. 

Para los fines del presente artículo, se entiende como 
compraventa internacional de mercancías a la transacción 
comercial que involucra mercancías destinadas a algún 
régimen aduanero por medio de la cual el vendedor se 
compromete a transmitir la propiedad de las mercancías 
al comprador a cambio de un pago de sumas de dinero. 
Dicho monto no incluye los gastos de transporte, seguro 
ni el pago de tributos.”

“Décima primera. Facultad de la SUNAT 
La SUNAT queda facultada para aprobar los 

procedimientos necesarios para el cabal cumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 3-A.”

Artículo 5. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Economía y Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia
Lo dispuesto en el presente Decreto Legislativo entra 

en vigor a partir de la vigencia del Decreto Supremo 
que modifica la Tabla de sanciones aplicables a las 
infracciones previstas en la Ley General de Aduanas, 
aprobada por el Decreto Supremo Nº 031-2009-EF, a 
fin de incorporar la sanción de multa establecida en el 
artículo 3-A de la Ley.

Segunda. Modificación de la Tabla de sanciones
Dentro de los noventa días calendario siguientes a 

la publicación del presente Decreto Legislativo, se debe 
publicar el Decreto Supremo, refrendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas, que modifique la Tabla de 
sanciones aplicables a las infracciones previstas en la Ley 
General de Aduanas, aprobada por el Decreto Supremo 
Nº 031-2009-EF, en línea con lo dispuesto en la Primera 
Disposición Complementaria Final del presente Decreto 
Legislativo.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

1687393-6

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Autorizan viaje del Ministro de Comercio 
Exterior y Turismo a EE.UU. y encargan su 
Despacho al Ministro de la Producción

RESOLUCIÓN SUPREMA
Nº 161-2018-PCM

Lima, 3 de setiembre de 2018

CONSIDERANDO:

Que, el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo - 
MINCETUR es el órgano competente para definir, dirigir, 
ejecutar, coordinar y supervisar la política de comercio 
exterior y de turismo. Tiene la responsabilidad en 
materia de la promoción de las exportaciones y de las 
negociaciones comerciales internacionales; asimismo, 
promueve, orienta y regula la actividad turística, con el fin 
de impulsar su desarrollo sostenible;

Que, en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos 
de América, del 05 al 06 de setiembre de 2018, se llevará 
a cabo la 22da. Edición de la Conferencia Anual del Banco 
de Desarrollo de América Latina (CAF), evento organizado 
desde 1997 junto con el Diálogo Interamericano y 
la Organización de los Estados Americanos, que es 
considerado como uno de los principales encuentros 
hemisféricos que permiten debatir y analizar las grandes 
tendencias políticas, económicas y sociales en América 
Latina y el Caribe;

Que, dicha Conferencia reunirá a líderes de 
distintos sectores del continente americano, con el fin 
de debatir temas como perspectivas para el comercio y 
las inversiones en las relaciones entre China y América 
Latina, consensos para un crecimiento sostenible, entre 
otros;

Que, el señor Rogers Martín Valencia Espinoza, 
Ministro de Comercio Exterior y Turismo, ha sido invitado 
a participar en dicha Conferencia como panelista y líder de 
discusión en el panel “Relaciones China – América Latina: 
Nuevas Perspectivas para el Comercio y la Inversión”;

Que, asimismo, en dicho marco, el Titular del 
Sector Comercio Exterior y Turismo, los días 06 y 07 
de setiembre del año en curso, sostendrá reuniones de 
trabajo con autoridades del gobierno estadounidense y 
con representantes de la US Chamber of Commerce, la 
Association of American Chambers of Commerce in Latin 
American and the Caribbean (AACCLA) y la American 
Chamber of Commerce of Peru (AmCham), a efectos de 
fortalecer las relaciones comerciales bilaterales entre Perú 
y Estados Unidos de América, propiciando oportunidades 
para la promoción de las inversiones, el comercio exterior 
y el turismo;

Que, en dicho sentido, es de interés institucional la 
asistencia del señor Rogers Martín Valencia Espinoza, 
Ministro de Comercio Exterior y Turismo, en los citados 
eventos; motivo por el cual, es necesario otorgar la 
autorización de viaje correspondiente y encargar el 
Despacho Ministerial de Comercio Exterior y Turismo, en 
tanto dure la ausencia de su titular;

Que, los organizadores de la Conferencia Anual de la 
CAF asumirán los gastos por concepto de pasajes aéreos 
y hospedaje durante los días del evento, razón por la 
cual el presente viaje no irrogará gasto alguno al Tesoro 
Público;

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 127 
de la Constitución Política del Perú, la Ley Nº 30693 - Ley 
de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2018; la Ley Nº 27619, Ley que regula la autorización 
de viajes al exterior de los servidores y funcionarios 
públicos, y el Decreto Supremo Nº 047-2002-PCM, que 
aprueba las normas reglamentarias sobre autorización de 
viajes al exterior de servidores y funcionarios públicos, y 
modificatorias.

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar el viaje del señor ROGERS 
MARTIN VALENCIA ESPINOZA, Ministro de Comercio 
Exterior y Turismo, a la ciudad de Washington D.C., 
Estados Unidos de América, del 04 al 08 de setiembre de 
2018, para que participe en los eventos a que se refiere 
la parte considerativa de la presente resolución suprema.

Artículo 2.- El cumplimiento de la presente resolución 
suprema no irroga gasto alguno al Tesoro Público, ni 
exonera del pago de impuestos o derechos aduaneros, 
cualquiera sea su clase o denominación.

Artículo 3.- Encargar al señor RAÚL PÉREZ-REYES 
ESPEJO, Ministro de la Producción, la Cartera de 
Comercio Exterior y Turismo, a partir del 04 de setiembre 
de 2018 y en tanto dure la ausencia del titular.
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1389

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30823, el Congreso de 
la República ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por el plazo de sesenta (60) días calendario;

Que, el inciso b.4 del literal b) del numeral 5 del 
artículo 2 de la Ley Nº 30823, establece la facultad de 
legislar sobre la materia de modernización del Estado, a 
fin de mejorar la actuación administrativa del Estado en 
lo relativo a supervisión, fiscalización y sanción; lo cual 
comprende fortalecer el Sistema Nacional de Supervisión 
y Fiscalización Ambiental, a fin de contribuir al control de 
actividades con incidencia sobre el medio ambiental y 
salud de las personas;

Que, mediante la Ley Nº 29325, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, se 
crea el Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental, el cual está a cargo del Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA como ente 
rector, que tiene por finalidad asegurar el cumplimiento de 
la legislación ambiental por parte de todas las personas 
naturales o jurídicas, así como supervisar y garantizar que 
las funciones de evaluación, supervisión, fiscalización, 
control y potestad sancionadora en materia ambiental, a 
cargo de las diversas entidades del Estado, se realicen 
de forma independiente, imparcial, ágil y eficiente, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Nº 28245, Ley 
Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, en la 
Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, en la Política 
Nacional del Ambiente y demás normas, políticas, planes, 
estrategias, programas y acciones destinados a coadyuvar 
a la existencia de ecosistemas saludables, viables y 
funcionales, al desarrollo de las actividades productivas 
y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
que contribuyan a una efectiva gestión y protección del 
ambiente;

Que, de acuerdo al artículo 4 de la Ley Nº 29325, 
el Ministerio del Ambiente, el OEFA y las Entidades de 
Fiscalización Ambiental, Nacional, Regional o Local, 
forman parte del Sistema Nacional de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental;

Que, mediante Decreto Legislativo Nº 1278, Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos, se desarrollan las competencias y 
funciones del OEFA y las Entidades de Fiscalización 
Ambiental Nacional, Regional o Local, en materia de 
residuos sólidos;

Que, durante el ejercicio de las funciones de 
fiscalización ambiental, se ha identificado la necesidad 
de fortalecer el ejercicio de las funciones del OEFA y las 
Entidades de Fiscalización Ambiental, Nacional, Regional 
o Local;

Que, en ese sentido, resulta necesario modificar la Ley 
Nº 29325 y el Decreto Legislativo Nº 1278, para fortalecer 
las facultades del OEFA y las Entidades de Fiscalización 
Ambiental, Nacional, Regional o Local, para el ejercicio 
de sus funciones en el marco del Sistema Nacional de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental;

De conformidad con lo establecido en el inciso b.4 del 
literal b) del numeral 5 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y 

el artículo 104 de la Constitución Política del Perú;
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO
QUE FORTALECE EL SISTEMA NACIONAL DE 
EVALUACIÓN Y FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

Artículo 1.- Objeto del Decreto Legislativo
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

fortalecer las facultades del Organismo de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental - OEFA y las Entidades de 
Fiscalización Ambiental - EFA para el ejercicio de sus 
funciones en el marco del Sistema Nacional de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental - SINEFA.

Artículo 2.- Modificación de la denominación del 
Capítulo II del Título III y del artículo 10 de la Ley Nº 
29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental

Modifícanse la denominación del Capítulo II del Título 
III y el artículo 10 de la Ley Nº 29325, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, 
modificado por la Ley Nº 30011, en los siguientes términos:

“CAPÍTULO II

ÓRGANOS RESOLUTIVOS
DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR”

“Artículo 10.- Órganos Resolutivos

10.1 El OEFA cuenta con órganos resolutivos de 
primera y segunda instancia para el ejercicio de la 
potestad sancionadora.

10.2. El órgano de primera instancia es aquel 
encargado de fiscalizar el cumplimiento de las 
obligaciones ambientales y el desempeño ambiental 
de los administrados bajo la competencia del OEFA, 
y cuenta con unidades orgánicas especializadas en 
instrucción y sanción. El órgano de segunda instancia 
es el Tribunal de Fiscalización Ambiental (TFA) que 
ejerce funciones como última instancia administrativa. 
Lo resuelto por el TFA es de obligatorio cumplimiento y 
constituye precedente vinculante en materia ambiental, 
siempre que esta circunstancia se señale en la misma 
resolución, en cuyo caso debe ser publicada de acuerdo 
a ley.

10.3. El TFA cuenta con salas especializadas, cuya 
conformación y funcionamiento es regulado mediante 
Resolución del Consejo Directivo del OEFA. El número de 
salas especializadas es definido por el Consejo Directivo. 
Los vocales de cada sala son elegidos, previo concurso 
público, por resolución del Consejo Directivo, por un 
período de cuatro años, y removidos de sus cargos si 
incurren en las causales establecidas en el Reglamento 
de Organización y Funciones del OEFA.

10.4. Para ser vocal del TFA se requiere ser profesional 
no menor de treinta y cinco años de edad, tener un 
mínimo de cinco años de titulado, contar con reconocida 
y acreditada solvencia profesional, así como contar con 
una amplia experiencia en las materias que configuran 
el objeto de competencia del OEFA de acuerdo a cada 
especialidad.

10.5. Los vocales de las salas especializadas 
desempeñan el cargo a tiempo completo y a dedicación 
exclusiva y no pueden ser gestores de intereses propios 
o de terceros, ni ejercer actividad lucrativa, ni intervenir 
en la dirección o gestión de empresas ni de asociaciones 
relacionadas con las funciones del OEFA.

10.6. Los vocales del TFA no pueden ser 
simultáneamente miembros del Consejo Directivo del 
OEFA.”

Artículo 3.- Incorporación de la Novena Disposición 
Complementaria Final a la Ley Nº 29325, Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental

Incorpórase la Novena Disposición Complementaria 
Final a la Ley Nº 29325, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental, en los siguientes 
términos:
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“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
FINALES

(...)
NOVENA.- Facúltase a las EFA a dictar medidas 

preventivas, cautelares y correctivas en el ejercicio de 
sus potestades fiscalizadoras y sancionadoras en materia 
ambiental, en el marco de lo dispuesto en los artículos 
21, 22 y 22-A de la presente Ley, mediante decisión 
debidamente motivada y observando el Principio de 
Proporcionalidad.

El incumplimiento de las medidas administrativas en el 
marco de la fiscalización ambiental, dictadas por el OEFA 
y las EFA acarrea la imposición de multas coercitivas, 
no menor a una (1) Unidad Impositiva Tributaria (UIT) ni 
mayor a cien (100) UIT. La multa coercitiva deberá ser 
pagada en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, 
contados desde la notificación del acto que la determina, 
vencido el cual se ordenará su cobranza coactiva. En caso 
persista el incumplimiento de la medida administrativa, se 
impondrá una nueva multa coercitiva bajo las mismas 
reglas antes descritas.

Los montos recaudados por la imposición de las 
multas coercitivas constituyen recursos directamente 
recaudados y son destinados a financiar sus acciones de 
fiscalización ambiental.”

Artículo 4.- Modificación del artículo 65 y la Cuarta 
Disposición Complementaria Transitoria del Decreto 
Legislativo Nº 1278, Decreto Legislativo que aprueba 
la Ley de Gestión Integral de Residuos Sólidos

Modifícanse el artículo 65 y la Cuarta Disposición 
Complementaria Transitoria del Decreto Legislativo Nº 
1278, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Gestión 
Integral de Residuos Sólidos, en los siguientes términos:

“Artículo 65.- Infraestructura de residuos sólidos
Las infraestructuras para el manejo de residuos 

sólidos son:

a) Centro de acopio de residuos municipales
b) Planta de valorización
c) Planta de transferencia
d) Infraestructura de disposición final
e) Planta de Tratamiento 

Pueden implementarse otro tipo de infraestructuras de 
manejo de residuos, siempre que se demuestre su utilidad 
dentro del ciclo de gestión de los residuos.

Las condiciones para la implementación y 
funcionamiento están establecidas en el Reglamento del 
presente Decreto Legislativo.”

“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

(...)
CUARTA.- Sobre el Plazo de Presentación del 

Programa de Reconversión y el Plan de Recuperación 
de Áreas Degradadas por Residuos Sólidos

Los Programas de Reconversión y Manejo de Áreas 
Degradadas por Residuos Sólidos deben ser presentados 
a la autoridad competente, en un plazo máximo de ocho 
(08) meses contado a partir de la aprobación de la guía 
técnica para la elaboración de dichos Programas, por el 
Ministerio del Ambiente.

Durante el transcurso del plazo antes señalado y 
mientras se encuentre en trámite de evaluación el Programa 
de Reconversión y Manejo de Áreas Degradadas por 
Residuos Sólidos, por parte de la autoridad competente, 
se admitirá excepcionalmente la disposición final de los 
residuos sólidos en las áreas degradadas por residuos 
sólidos objeto del referido Programa.

Los Planes de Recuperación de Áreas Degradadas 
por Residuos Sólidos deben ser presentados a la 
autoridad competente, en un plazo máximo de dos (02) 
años contado a partir de la aprobación de la guía técnica 
para la elaboración de dichos Planes, por el Ministerio del 
Ambiente. Previamente a la presentación de los citados 
Planes, los responsables de la recuperación de las áreas 
degradadas por residuos sólidos deben garantizar la 

disposición final sanitaria y ambientalmente segura de los 
residuos sólidos.”

Artículo 5.- Financiamiento
La implementación de lo dispuesto en el presente 

Decreto Legislativo se financia con cargo al presupuesto 
institucional de cada entidad pública, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

Artículo 6.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y la Ministra del 
Ambiente.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
TRANSITORIA

ÚNICA.- En tanto no se culmine el proceso de 
transferencia de las funciones de evaluación, supervisión 
y fiscalización ambiental de los sectores al OEFA, de 
conformidad con lo establecido en la Primera Disposición 
Complementaria Final de la Ley Nº 29325, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, el 
OEFA puede conformar Salas Especializadas del Tribunal 
de Fiscalización Ambiental con vocales bajo el régimen de 
dietas, en atención a los criterios de carga procedimental 
y especialización de las materias que apruebe el Consejo 
Directivo.

El monto y número de dietas que pueden percibir 
los vocales de las Salas Especializadas del Tribunal de 
Fiscalización Ambiental, conformadas según lo señalado 
en el párrafo anterior, son aprobados mediante Decreto 
Supremo refrendado por el/la Ministro/a de Economía y 
Finanzas, a propuesta del Ministerio del Ambiente.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cuatro 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

FABIOLA MUÑOZ DODERO
Ministra del Ambiente

1687860-1

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1390

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de 
legislar en materia de gestión económica y competitividad, 
de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la Gestión del 
Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el literal c) del inciso 5) del artículo 2 de la 
mencionada Ley, autoriza a legislar con la finalidad de 
perfeccionar la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, el Decreto Legislativo 1310 
que aprueba medidas adicionales de simplificación 
administrativa, y otras normas con rango de ley, con el fin 
de simplificar trámites administrativos;

Que, el literal e) del inciso 5) del artículo 2 de la 
Ley 30823, faculta a legislar en materias relacionadas 
al fortalecimiento del funcionamiento de las entidades 
de Gobierno Nacional a través de precisiones de sus 
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1405

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante Ley Nº 
30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo, por el plazo de 
sesenta días calendario, la facultad de legislar en materia 
económica y competitividad, de integridad y lucha contra 
la corrupción, de prevención y protección de personas en 
situación de violencia y vulnerabilidad y de modernización 
de gestión del Estado;

Que, el artículo 25 de la Constitución Política del Perú 
dispone que los trabajadores tienen derecho a descanso 
semanal y anual remunerados; debiéndose regular por ley 
o por convenio su disfrute y compensación; por su parte, el 
artículo 40 de la Constitución Política del Perú precisa que 
los derechos de los servidores públicos se regulan por ley;

Que, el primer párrafo del artículo 2º del Convenio 
sobre las vacaciones pagadas, 1936 (núm. 52), aprobado 
y ratificado por el Estado peruano el 1 de febrero de 1960, 
señala que toda persona a la que se aplique el referido 
instrumento tendrá derecho, después de un año de 
servicio continuo, a unas vacaciones anuales pagadas de 
seis días laborables, por lo menos;

Que, el cuarto párrafo del artículo precitado dispone 
que la legislación nacional podrá autorizar, a título 
excepcional, el fraccionamiento de la parte de las 
vacaciones anuales que exceda de la duración mínima 
prevista por el referido artículo;

Que, el primer párrafo del artículo 3º del Convenio 
sobre los trabajadores con responsabilidades familiares, 
1981 (núm. 156), aprobado y ratificado por el Estado 
peruano el 16 de junio de 1986, señala que, con miras 
a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato 
entre trabajadores y trabajadoras, cada Estado Miembro 
deberá incluir entre los objetivos de su política nacional 
el de permitir que las personas con responsabilidades 
familiares que desempeñen o deseen desempeñar un 
empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de 
discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto 
entre sus responsabilidades familiares y profesionales;

Que, en virtud de la conciliación entre la vida familiar y la 
vida laboral, se ve por conveniente modificar la legislación 
sobre descansos remunerados de los trabajadores a fin 
de que puedan disponer de su descanso vacacional de 
acuerdo a sus necesidades personales;

Que, el artículo 46 de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo, establece que los Sistemas 
Administrativos del Estado tienen por finalidad regular 
la utilización de los recursos en las entidades de la 
administración pública, promoviendo la eficacia y 
eficiencia en su uso; siendo uno de ellos el Sistema 
Administrativo de Gestión de Recursos Humanos;

De conformidad con lo establecido en el acápite a.7 
del literal a) del numeral 5 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 
y el artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO
QUE ESTABLECE REGULACIONES

PARA QUE EL DISFRUTE DEL DESCANSO
VACACIONAL REMUNERADO FAVOREZCA LA

CONCILIACIÓN DE LA VIDA LABORAL Y FAMILIAR

Artículo 1.- Objeto y alcance

1.1. El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 
establecer regulaciones para que el disfrute del descanso 

vacacional remunerado de los servidores de las entidades 
públicas favorezca la conciliación de su vida laboral y 
familiar, contribuyendo así a la modernización del Sistema 
Administrativo de Gestión de Recursos Humanos del 
Estado.

1.2. El presente Decreto Legislativo es aplicable a 
los servidores del Estado bajo cualquier régimen de 
contratación laboral, especial o de carrera, incluyendo al 
Cuerpo de Gerentes Públicos, salvo que se regulen por 
normas más favorables.

Artículo 2.- Descanso vacacional

2.1. Los servidores tienen derecho a gozar de un 
descanso vacacional remunerado de treinta (30) días 
calendario por cada año completo de servicios. La 
oportunidad del descanso vacacional se fija de común 
acuerdo entre el servidor y la entidad. A falta de acuerdo, 
decide la entidad.

2.2. El derecho a gozar del descanso vacacional de 
treinta (30) días calendario por cada año completo de 
servicios está condicionado a que el servidor cumpla el 
récord vacacional que se señala a continuación:

2.2.1. Tratándose de servidores cuya jornada ordinaria 
es de seis (6) días a la semana, deben haber realizado 
labor efectiva al menos doscientos sesenta (260) días en 
dicho periodo.

2.2.2. Tratándose de servidores cuya jornada ordinaria 
es de cinco (5) días a la semana, deben haber realizado 
labor efectiva al menos doscientos diez (210) días en 
dicho periodo.

2.3. El cómputo del récord vacacional será regulado 
por el Reglamento.

Artículo 3.- Fraccionamiento del Descanso 
Vacacional

3.1. El descanso vacacional remunerado se disfruta, 
preferentemente, de forma efectiva e ininterrumpida, 
salvo que se acuerde el goce fraccionado conforme a los 
numerales siguientes.

3.2. El servidor debe disfrutar de su descanso 
vacacional en periodos no menores de siete (7) días 
calendario.

3.3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 
anterior, el servidor cuenta con hasta siete (7) días hábiles, 
dentro de los treinta (30) días calendario de su periodo 
vacacional, para fraccionarlos en periodos inferiores al 
establecido en el numeral 3.2. y con mínimos de media 
jornada ordinaria de servicio.

3.4. Por Reglamento se regulan las condiciones y el 
procedimiento para el uso de los días fraccionados.

3.5. Por acuerdo escrito entre el servidor y la entidad 
pública se establece la programación de los periodos 
fraccionados en los que se hará uso del descanso 
vacacional. Para la suscripción de dicho acuerdo, deberá 
garantizarse la continuidad del servicio.

Artículo 4.- Adelanto del descanso vacacional
Por acuerdo escrito entre el servidor y la entidad 

pública, pueden adelantarse días de descanso 
vacacional antes de cumplir el año y récord vacacional 
correspondiente, siempre y cuando el servidor haya 
generado días de descanso en proporción al número de 
días a utilizar en el respectivo año calendario.

Artículo 5.- Refrendo
El presente Decreto Legislativo será refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Trabajo y Promoción del Empleo.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
FINALES

Primera.- Reglamentación
El presente Decreto Legislativo es reglamentado por 

el Poder Ejecutivo, a través de la Presidencia del Consejo 
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de Ministros y el Ministerio de Trabajo y Promoción del 
Empleo, en coordinación con la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil, de acuerdo al ámbito de sus competencias, 
en un plazo no mayor de treinta (30) días calendario, 
contados a partir del día siguiente de su publicación.

Segunda.- Regímenes laborales especiales en el 
sector privado

Los regímenes laborales especiales en el sector 
privado se regulan bajo sus propias reglas, no 
resultándoles aplicable el presente Decreto Legislativo.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
MODIFICATORIA

Única.- Modificación del Decreto Legislativo Nº 713
En aplicación del principio constitucional de igualdad 

ante la ley, modifíquese los artículos 10, 17 y 19 del 
Decreto Legislativo Nº 713, para los trabajadores del 
régimen laboral general del sector privado, en los 
siguientes términos:

“Artículo 10.- El trabajador tiene derecho a treinta 
días calendario de descanso vacacional por cada año 
completo de servicios.

Dicho derecho está condicionado, además, al 
cumplimiento del récord que se señala a continuación:

a) Tratándose de trabajadores cuya jornada ordinaria 
es de seis días a la semana, haber realizado labor 
efectiva por lo menos doscientos sesenta días en dicho 
período.

b) Tratándose de trabajadores cuya jornada ordinaria 
sea de cinco días a la semana, haber realizado labor 
efectiva por lo menos doscientos diez días en dicho 
período.

c) En los casos en que el plan de trabajo se 
desarrolle en sólo cuatro o tres días a la semana o sufra 
paralizaciones temporales autorizadas por la Autoridad 
Administrativa de Trabajo, los trabajadores tendrán 
derecho al goce vacacional, siempre que sus faltas 
injustificadas no excedan de diez en dicho período. 
Se consideran faltas injustificadas las ausencias no 
computables para el récord conforme al artículo 13 de 
esta Ley.

Por acuerdo escrito entre las partes, pueden 
adelantarse días de descanso a cuenta del período 
vacacional que se genere a futuro conforme a lo previsto 
en el presente artículo.

En caso de extinción del vínculo laboral, los días 
de descanso otorgados por adelantado al trabajador 
son compensados con los días de vacaciones truncas 
adquiridos a la fecha de cese. Los días de descanso 
otorgados por adelantado que no puedan compensarse 
con los días de vacaciones truncas adquiridos, no generan 
obligación de compensación a cargo del trabajador.”

“Artículo 17.- El trabajador debe disfrutar del 
descanso vacacional en forma ininterrumpida; sin 
embargo, a solicitud escrita del trabajador, el disfrute 
del período vacacional puede ser fraccionado de la 
siguiente manera: i) quince días calendario, los cuales 
pueden gozarse en periodos de siete y ocho días 
ininterrumpidos; y, ii) el resto del período vacacional 
puede gozarse de forma fraccionada en periodos 
inclusive inferiores a siete días calendario y como 
mínimos de un día calendario.

Por acuerdo escrito entre las partes, se establece el 
orden de los periodos fraccionados en los que se goce el 
descanso vacacional.”

“Artículo 19.- El descanso vacacional puede reducirse 
de treinta a quince días calendario con la respectiva 
compensación de quince días de remuneración. El 
acuerdo de reducción es por escrito.

La reducción solo puede imputarse al período 
vacacional que puede gozarse de forma fraccionada en 
periodos inclusive inferiores a siete días calendario.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1690481-1

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1406

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República, de conformidad con el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú, mediante 
la Ley N° 30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el sub literal b.5 del literal b del inciso 5 del artículo 
2 de la citada Ley N° 30823, en materia de modernización 
del Estado, otorgó la facultad de actualizar la Ley 27181, 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, respecto 
a las competencias de la Superintendencia de Transporte 
Terrestre de Personas, Carga y Mercancías (SUTRAN) y 
mejorar la regulación en materia de infracciones, medidas 
correctivas, sanciones, responsabilidad y notificaciones;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas en el sub literal b.5 del literal b) del 
inciso 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEY Nº 27181, LEY GENERAL DE TRANSPORTE 

Y TRÁNSITO TERRESTRE

Artículo 1. Objetivo
El presente Decreto legislativo tiene el objetivo de 

contar con procedimientos sancionadores expeditivos que 
logren un efecto disuasivo en los administrados, disponer 
como regla general la notificación por casilla electrónica, 
siendo de uso obligatorio para todas las autoridades en 
materia de transporte y para todos los administrados que se 
encuentren vinculados a dicho sector, precisar el ejercicio 
de la potestad sancionadora respecto de las infracciones 
a las normas de transporte y tránsito terrestre y servicios 
complementarios, y establecer que la responsabilidad 
administrativa por incumplimiento de obligaciones es 
objetiva, siendo aplicable de conformidad con lo señalado 
en el Reglamento Nacional correspondiente. 

Artículo 2. Modificación del numeral 26.2 e 
incorporación de los numerales 26.3 y 26.4 al artículo 
26 de la Ley N° 27181, Ley General de Transporte y 
Tránsito Terrestre

Modifíquese el numeral 26.2 e incorpórese los 
numerales 26.3 y 26.4 al artículo 26 de la Ley Nº 27181, 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, conforme 
a los términos siguientes: 
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de los supuestos descritos en el presente artículo, es 
reasignado en un cargo igual al de su designación en tanto 
este se encuentre vigente. De no ser ratificado en el cargo 
y encontrarse la plaza reservada en la misma institución 
educativa donde se generó los actos de amenaza, al 
concluirse su designación se le reasigna a otra institución 
educativa en el cargo de profesor en su mismo nivel y 
modalidad; y de ser ratificado por un periodo adicional, se 
sujeta a lo dispuesto por el artículo 31.3 del Reglamento.

El presente procedimiento está a cargo del Jefe de 
Personal o el que haga sus veces de la DRE o UGEL, 
quien mediante informe motivado solicita al titular de la 
instancia respectiva la emisión de la correspondiente 
resolución, y, el desplazamiento se efectuará a partir del 
día siguiente de ser notificada la Resolución.”

“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

(…)

VIGÉSIMA.- Evaluación del desempeño en cargo 
directivo 2018

El director de institución educativa pública designado 
en el marco de la Evaluación Excepcional prevista 
en la Décima Primera Disposición Complementaria 
Transitoria del Reglamento de la Ley de Reforma 
Magisterial, regulada por Resolución Ministerial N° 
204-2014-MINEDU, y del Concurso Público para Acceso 
a Cargos de Director y Subdirector de Instituciones 
Educativas Públicas 2014, regulado por Resolución 
de Secretaria General N° 1551-2014-MINEDU, que en 
el año 2018 se encuentre prestando servicios en una 
institución educativa unidocente, excepcionalmente, 
será evaluado en su desempeño en el cargo en dicha 
institución educativa. Al término de dicha evaluación, en 
caso sea ratificado por un periodo adicional, se dispondrá 
su reubicación y reasignación a una institución educativa 
polidocente o multigrado, en el marco de lo que establece 
la norma técnica de racionalización vigente.”

Artículo 3.- Refrendo

El presente Decreto Supremo es refrendado por el 
Ministro de Educación.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cuatro 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

DANIEL ALFARO PAREDES
Ministro de Educación

1687860-10

Designan Jefa de la Oficina de Logística de 
la Oficina General de Administración

RESOLUCIÓN MINSTERIAL 
N° 476-2018-MINEDU

Lima, 4 de setiembre de 2018

VISTOS, el Expediente N° OGA2018-INT-0168936, 
el Informe N° 293-2018-MINEDU/SG-OGRH, el 
Memorándum N° 781-2018-MINEDU/SG-OGA; y, 

CONSIDERANDO:

Que, mediante Resolución Ministerial N° 
432-2017-MINEDU, se designó a la Jefa de la Oficina 
de Logística de la Oficina General de Administración, 
dependiente de la Secretaría General del Ministerio de 
Educación; 

Que, la citada funcionaria ha formulado renuncia 
al cargo que venía desempeñando, por lo que resulta 
necesario aceptar la referida renuncia y designar a la 

funcionaria que ejercerá el cargo de Jefa de la Oficina de 
Logística; 

De conformidad con lo previsto en el Decreto Ley 
N° 25762, Ley Orgánica del Ministerio de Educación, 
modificado por la Ley N° 26510; en la Ley N° 27594, 
Ley que regula la participación del Poder Ejecutivo en el 
nombramiento y designación de funcionarios públicos; 
y, en el Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio de Educación aprobado por Decreto Supremo 
N° 001-2015-MINEDU;

SE RESUELVE: 

Artículo 1.- Aceptar la renuncia formulada por la 
señora YOVANA ALFARO RAMOS al cargo de Jefa 
de la Oficina de Logística de la Oficina General de 
Administración, dependiente de la Secretaría General del 
Ministerio de Educación, dándosele las gracias por los 
servicios prestados. 

Artículo 2.- Designar a la señora CECILIA VERONICA 
PEREZ PALMA GARRETA en el cargo de Jefa de la Oficina 
de Logística de la Oficina General de Administración, 
dependiente de la Secretaría General del Ministerio de 
Educación. 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

DANIEL ALFARO PAREDES
Ministro de Educación

1687851-1

ENERGIA Y MINAS

Decreto Supremo que modifica el 
Reglamento de Licitaciones del Suministro 
de Electricidad

DECRETO SUPREMO
N° 022-2018-EM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, la Ley N° 28832, Ley para Asegurar el Desarrollo 
Eficiente de la Generación Eléctrica, establece que es 
de interés público y responsabilidad del Estado asegurar 
el abastecimiento oportuno y eficiente del suministro 
eléctrico para el Servicio Público de Electricidad;

Que, conforme a lo establecido por el artículo 34 de 
la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto 
Ley N° 25844, los Distribuidores tienen la obligación de 
garantizar la demanda para sus Usuarios Regulados por 
los siguientes veinticuatro (24) meses como mínimo;

Que, de acuerdo al artículo 5 de la Ley N° 28832, es 
obligación del Distribuidor iniciar  un proceso de Licitación 
con una anticipación mínima de tres (3) años, a fin de 
evitar que la demanda de sus Usuarios Regulados quede 
sin cobertura;

Que, por su parte, el numeral I) del artículo 8 de la 
Ley 28832 establece que los Contratos resultantes de 
las Licitaciones prevén un plazo de suministro de hasta 
veinte (20) años y Precios Firmes, ninguno de los cuales 
podrá ser modificado por acuerdo de las partes a lo largo 
de la vigencia del contrato, salvo autorización previa de 
OSINERGMIN;

Que, en el artículo 18 del Reglamento de Licitaciones 
del Suministro de Electricidad, aprobado por Decreto 
Supremo N° 052-2007-EM, se establecen las condiciones, 
requisitos y plazos para los procesos de modificación 
de los Contratos resultantes de Licitaciones, a cargo de 
OSINERGMIN. De la experiencia recogida en los procesos 
de modificación contractual a cargo de OSINERGMIN, se 
ha identificado la necesidad de incluir precisiones, por lo 
que es conveniente modificar el artículo 18 del Reglamento 
de Licitaciones del Suministro de Electricidad; 
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Que, por otra parte, en los últimos años la oferta 
de generación eléctrica en el Sistema Eléctrico 
Interconectado Nacional (SEIN) se ha incrementado de 
manera importante, mientras que la demanda no habría 
crecido con las tasas proyectadas en los procesos de 
Licitación desarrollados al amparo de la Ley N° 28832; lo 
cual habría generado sobrecontratación en las empresas 
de Distribución, las cuales por mandato legal tienen el 
encargo de desarrollar la actividad de comercialización de 
energía eléctrica;

Que, ante la situación expuesta, se requiere establecer 
disposiciones reglamentarias transitorias que aseguren 
un procedimiento para la evaluación de las propuestas de 
modificación de los Contratos resultantes de Licitaciones, 
procurando cautelar el abastecimiento oportuno y eficiente 
del mercado regulado;

Que, por mandato constitucional, la actividad 
empresarial, pública o no pública, recibe el mismo 
tratamiento legal, por lo que corresponde incorporar a las 
Distribuidoras privadas dentro del ámbito de aplicación de 
la presente disposición normativa;

De conformidad con lo establecido por el numeral 3) 
del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo – 
Ley N° 29158; y, en uso de las atribuciones previstas en 
los numerales 8) y 24) del artículo 118 de la Constitución 
Política del Perú;

DECRETA:

Artículo 1.- Modificación del artículo 18 del 
Reglamento de Licitaciones del Suministro de 
Electricidad, aprobado por Decreto Supremo N° 052-
2007-EM

Modifíquese el artículo 18 del Reglamento de 
Licitaciones del Suministro de Electricidad, aprobado 
por Decreto Supremo N° 052-2007-EM de acuerdo al 
siguiente texto:

“Artículo 18.- Modificación de los Contratos de 
Suministro

18.1. Una vez suscritos los Contratos de Suministro, 
éstos pueden ser modificados por acuerdo de las partes 
de forma excepcional.

18.2 Las modificaciones de los Contratos de 
Suministro referidas a Plazos Contractuales; Potencias 
Contratadas y su energía asociada; Precios Firmes, sus 
fórmulas de actualización y cualquier otro aspecto que 
determine el valor de los precios unitarios de venta de 
potencia y energía; requieren la aprobación previa del 
OSINERGMIN. 

18.3 Las solicitudes de modificación a las que refiere 
el numeral 18.2 deben ser presentadas por las partes 
al OSINERGMIN, adjuntando el proyecto de adenda 
o cláusula adicional, el consentimiento de las partes 
respecto al tenor de éstas, el sustento de la modificación 
solicitada, y sus impactos.

18.4. Las modificaciones tendrán eficacia luego de 
efectuada la referida aprobación y de haber sido suscritas 
debidamente vía adenda o cláusula adicional.  

18.5. Las modificaciones de los Contratos de 
Suministro que no se encuentren dentro de los supuestos 
señalados en el numeral 18.2, deben ser puestas en 
conocimiento del OSINERGMIN dentro de los diez (10) 
días hábiles de haber sido suscritas por las partes, con 
su respectivo sustento, sin perjuicio del ejercicio de la 
facultad supervisora y fiscalizadora del OSINERGMIN.” 

Artículo 2.- Refrendo y vigencia
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Energía y Minas y entra en vigencia a partir 
del día siguiente de su publicación en el diario oficial El 
Peruano.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
TRANSITORIA

ÚNICA.- Procedimiento transitorio para evaluación 
de adendas a los Contratos resultantes de Licitaciones

A partir de la entrada en vigencia del presente 
Decreto Supremo y hasta el 31 de diciembre de 2018, 

autorícese a los Distribuidores y Generadores a suscribir 
modificaciones al Plazo de Vigencia, Potencia Contratada 
y/o descuentos a los Precios Firmes pactados en los 
Contratos resultantes de Licitaciones suscritos al amparo 
de la Ley N° 28832, Ley para Asegurar el Desarrollo 
Eficiente de la Generación Eléctrica, vigentes a la fecha 
de publicación de la presente norma, siempre que se 
cumplan con las siguientes condiciones:

1. La modificación de la Potencia Contratada, que fuera 
contratada para abastecer el mercado regulado, incluido 
el traslado de un bloque de Potencia, no sea mayor a la 
totalidad de la Potencia Contratada Fija que exceda la 
demanda proyectada de la Distribuidora para el mercado 
regulado, la que deberá ser calculada utilizando tasas de 
crecimiento de energía que no superen la empleada para 
la demanda vegetativa en el último proceso de fijación de 
precios en barra.

2. No deje sin cobertura al Servicio Público de 
Electricidad, para lo cual el Distribuidor proyecta la 
máxima demanda del mercado regulado de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 1 anterior. 

3. Las adendas no incluyan en ningún caso, la 
modificación de las fórmulas de reajuste pactadas en los 
Contratos resultantes de Licitaciones.

4. Las notificaciones y los acuerdos entre el 
Distribuidor y cada uno de los Generadores, tengan 
términos y condiciones sustancialmente equivalentes y 
proporcionales entre sí.

5. La extensión del plazo, para la Potencia Contratada 
Fija que exceda la demanda proyectada de la Distribuidora 
para el mercado regulado, tendrá como límite el plazo 
máximo de veinte (20) años de cada Contrato resultante 
de Licitación.

El Distribuidor y Generador que pertenecen al 
mismo grupo económico, de acuerdo a lo dispuesto en 
Reglamento de Propiedad Indirecta, Vinculación y Grupos 
Económicos, aprobado por la Resolución SMV N° 019-
2015-SMV-01, quedan excluidos del ámbito de aplicación 
de la presente disposición normativa.

Verificado el cumplimiento de las condiciones 
señaladas en los párrafos precedentes, OSINERGMIN 
emite la autorización previa.

Recibida la propuesta de modificación contractual, 
OSINERGMIN publica la misma en su portal de internet.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cuatro 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1687860-5

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Autorizan transferencia financiera del 
Pliego 006: Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos a favor de diversos 
Gobiernos Locales, para la ejecución de 
proyectos y actividades

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 0372-2018-JUS

Lima, 4 de setiembre de 2018

VISTOS, el Oficio N° 1412-2018-JUS/CMAN-SE, de 
la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Multisectorial de 
Alto Nivel encargada del seguimiento de las acciones y 
políticas del Estado en los ámbitos de la Paz, la Reparación 
Colectiva y la Reconciliación Nacional – CMAN; el Oficio 
N° 2355-2018-JUS/OGPM-OPRE, de la Oficina General 
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de la Gestión Escolar (DIGC), la Dirección General de 
Educación Básica Regular (DIGEBR), la Dirección de 
Educación Básica Especial (DEBE) y la Dirección de 
Gestión de Instituciones de Educación Técnico-Productiva 
y Superior Tecnológica y Artística (DIGEST), que sustenta 
la versión final del proyecto de norma técnica denominada 
“Criterios Generales de Diseño para Infraestructura 
Educativa”; y a través del cual se asegura haber cumplido 
con el procedimiento de pre publicación, dándose atención 
a los comentarios y observaciones surgidos durante el 
mismo, y sustentando que la versión final del proyecto 
normativo no ha sufrido modificaciones o precisiones 
que hayan variado su contenido ni finalidad, siendo que 
los órganos, unidades orgánicas o dependencias que ha 
participado en la formulación y revisión de la propuesta 
normativa han dado su visto bueno a la versión final de 
la propuesta normativa, en señal de expresa conformidad 
con el íntegro de su contenido y alcances;

Con el visado del Viceministerio de Gestión 
Pedagógica, Viceministerio de Gestión Institucional, de 
la Dirección General de Infraestructura Educativa, de 
la Dirección de Normatividad de Infraestructura, de la 
Dirección de Planificación de Inversiones, de la Oficina de 
Programación Multianual de Inversiones, de la Dirección 
Ejecutiva del Programa Nacional de Infraestructura 
Educativa, de la Dirección General de Calidad de la 
Gestión Escolar, de la Dirección General de Educación 
Básica Regular, de la Dirección General de Servicios 
Educativos Especializados, de la Dirección de Educación 
Básica Especial, de la Dirección General de Educación 
Técnico-Productiva y Superior Tecnológica y Artística, de 
la Dirección de Gestión de Instituciones de Educación 
Técnico-Productiva y Superior Tecnológica y Artística; y 
de la Oficina General de Asesoría Jurídica; 

De conformidad con la Ley N° 28044, Ley General 
de Educación; el Reglamento del Decreto Legislativo 
Nº 1252, Decreto Legislativo que crea el Sistema 
Nacional de Programación Multianual y Gestión de 
Inversiones y deroga la Ley Nº 27293, Ley del Sistema 
Nacional de Inversión Pública, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 027-2017-EF; el Reglamento que establece 
disposiciones relativas a la publicidad, publicación de 
Proyectos Normativos y Difusión de Normas Legales 
de Carácter General, aprobado por Decreto Supremo 
N° 001-2009-JUS; el Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Educación, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 001-2015-MINEDU; la Resolución 
Ministerial N° 007-2018-MINEDU; y la Directiva N° 
023-2013-MINEDU/SG-OGA denominada Elaboración, 
aprobación y tramitación de dispositivos Normativos y 
Actos Resolutivos en el Ministerio de Educación, aprobada 
mediante la Resolución Ministerial N° 0520-2013-ED;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar la “Norma Técnica de Criterios 
Generales de Diseño para Infraestructura Educativa”, que 
como anexo forma parte de la presente resolución. 

Artículo 2.- Disponer que la Dirección General 
de Infraestructura Educativa, en coordinación con la 
Dirección de Normatividad de Infraestructura y los 
órganos que resulten competentes, realice de manera 
oportuna la difusión y supervisión de la aplicación de la 
norma técnica a la que hace referencia el artículo 1 de la 
presente resolución.

Artículo 3.- Disponer que la “Norma Técnica de 
Criterios Generales de Diseño para Infraestructura 
Educativa” es aplicada de manera obligatoria, ante 
cualquier contradicción que pudiese existir en relación con 
otras normas técnicas, guías, disposiciones y documentos 
emitidos por el Ministerio de Educación con anterioridad a 
la entrada en vigencia de la mencionada norma técnica. 

Artículo 4.- Disponer que la “Norma Técnica de 
Criterios Generales de Diseño para Infraestructura 
Educativa”, entre otra normativa sectorial vigente, es 
aplicada de manera obligatoria en la actualización 
de las fichas técnicas y estudios de preinversión que 
corresponda realizarse debido a su pérdida de vigencia, 
lo cual deberá desarrollarse conforme a la normativa del 
Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión 
de Inversiones, entre otra normativa aplicable.

Artículo 5.- Disponer la publicación de la presente 
resolución y su anexo en el Sistema de Información 
Jurídica de Educación - SIJE, ubicado en el Portal 
Institucional del Ministerio de Educación (www.gob.pe/
minedu), el mismo día de la publicación de la presente 
resolución en el Diario Oficial “El Peruano”. 

Regístrese, comuníquese y publíquese.

JESSICA REATEGUI VELIZ
Secretaria General

1698724-1

ENERGIA Y MINAS

Decreto Supremo que perfecciona el marco 
regulatorio aplicable a la distribución de 
energía eléctrica

DECRETO SUPREMO
Nº 027-2018-EM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 63 de 
la Ley de Concesiones Eléctricas Decreto Ley N° 25844, 
las tarifas máximas aplicables a los usuarios regulados de 
electricidad comprenden: los Precios a Nivel Generación, 
los peajes unitarios de los sistemas de transmisión 
correspondientes y el Valor Agregado de Distribución 
(VAD);

Que, el VAD se basa en una empresa modelo 
eficiente con un nivel de calidad preestablecido 
en las normas técnicas de calidad y considera los 
siguientes componentes: costos asociados al usuario, 
independientes de su demanda de potencia y energía; 
pérdidas estándares de distribución en potencia y 
energía; y costos estándares de inversión, mantenimiento 
y operación asociados a la distribución, por unidad de 
potencia suministrada;

Que, los tres componentes señalados en el párrafo 
anterior se calculan para cada empresa concesionaria 
de distribución mediante estudios de costos presentados 
por los concesionarios de distribución, de acuerdo con 
los Términos de Referencia que son elaborados por 
Osinergmin;

Que, en el año 2016, mediante Decreto Legislativo 
1221 se efectuaron modificaciones a la forma de cálculo 
del VAD, cuya disposiciones reglamentarias fueron 
aprobadas por el Decreto Supremo N° 018-2016-EM, 
las cuales por primera vez están siendo aplicadas en el 
procedimiento regulatorio para la fijación del VAD 2018-
2022. Los cambios se efectuaron con la finalidad de 
mejorar la regulación de la distribución de electricidad;

Que, con fecha 13 de agosto 2018 se prepublicó 
el proyecto de resolución de fijación del VAD 2018 – 
2022, así como la convocatoria a audiencia pública de 
OSINERGMIN, las cuales se realizaron los días 17 y 20 
de agosto en las ciudades de Ica y Lima, respectivamente;

Que, con la finalidad de contar con un periodo 
transitorio de adecuación a los cambios efectuados, 
mediante la segunda disposición complementaria 
transitoria del Decreto Legislativo 1221, se otorgó la 
facultad al Ministerio de Energía y Minas de extender la 
aplicación del VAD vigente, hasta por un periodo de dos 
años, a pedido sustentado de OSINERGMIN;

Que, de la revisión de la experiencia internacional 
aplicable a la actividad de distribución eléctrica, se ha 
identificado oportunidades de mejora consistentes en 
el desarrollo de una etapa previa para la determinación 
de los costos estándares que serán empleados para los 
cálculos tarifarios del VAD, incluyendo la definición de 
criterios y metodologías a utilizarse, a fin de promover de 
esta forma una mayor participación de todos los agentes 
involucrados en el proceso de fijación de tarifas;
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Que, conforme al numeral 3.4 del artículo 3 del 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1208 aprobado 
por Decreto Supremo N° 023-2016-EM, le corresponde 
al Osinergmin desarrollar los criterios y metodologías de 
planificación a ser utilizados en la elaboración del Plan de 
Inversiones en Distribución, en tanto que al Ministerio de 
Energía y Minas aprobarlos;

Que, dado que a la fecha no se han aprobado los criterios 
y metodologías de planificación referidos en el párrafo 
anterior, corresponde disponer que OSINERGMIN quede 
facultado a iniciar el correspondiente procedimiento para la 
Fijación del Valor Agregado de Distribución en Distribución 
para las empresas distribuidoras bajo el ámbito del Fondo 
Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial 
del Estado, sin la exigencia de aprobación previa de los 
Planes de Inversión en Distribución. Adicionalmente, 
considerando la estrecha vinculación de los Planes de 
Inversiones en Distribución con la fijación tarifaria del VAD 
de las empresas públicas, resulta conveniente que sea el 
propio OSINERGMIN el encargado de la aprobación de los 
criterios y metodologías de planificación;

Que, dado que los cambios propuestos tienen por 
finalidad perfeccionar el marco regulatorio aplicable a 
la distribución eléctrica, corresponde establecer que 
las modificaciones realizadas por el presente Decreto 
Supremo, serán aplicadas, inclusive, a los procesos 
regulatorios en curso;

De conformidad con el numeral 8) del artículo 118 de 
la Constitución Política del Perú y el artículo 11, numeral 
3) de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo;

DECRETA:

Artículo 1.- Modificación del literal c) artículo 146 
del Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas

Modifíquese el literal c) del artículo 146 del Reglamento 
de la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado por 
Decreto Supremo N° 009-93-EM, conforme al siguiente 
texto:

“Artículo 146.- Para la elaboración de los Estudios de 
Costos destinados a la determinación del VAD, en cada 
fijación tarifaria se cumplirá con lo siguiente:

(…)
c) Los Términos de Referencia del VAD, de acuerdo 

con lo señalado en el artículo 67 de la Ley, dispondrán que 
el Estudio de Costos del VAD comprenderá las siguientes 
etapas:

i) Primera etapa: Recopilación de información y 
aprobación de Base de Datos de Costos Estándares de 
Distribución.

Osinergmin deberá contemplar una etapa de 
recopilación de información necesaria para la 
determinación de las tarifas de distribución, y aprobar la 
Base de Datos de Costos Estándares de Distribución que 
contendrá los costos que se utilizarán en la determinación 
del VAD, tales como los costos de inversión, operación y 
mantenimiento, de gestión comercial y otros que determine 
Osinergmin como necesarios para la estructuración de la 
empresa modelo eficiente.

La Base de Datos de Costos Estándares de 
Distribución se determinará tomando en cuenta costos 
estándar de mercado y considerando rendimientos 
óptimos. Dichos costos serán clasificados de acuerdo 
con su nivel de tensión y otros criterios que establezca 
Osinergmin, tales como las condiciones operativas de las 
redes de distribución y la gestión de los concesionarios 
operando en el país. La estructuración de la base de 
datos se realizará de acuerdo con los armados a ser 
considerados en el VAD para las tecnologías adaptadas 
que defina Osinergmin.

Los Distribuidores están obligados a presentar la 
información requerida por Osinergmin, salvo los casos de 
información confidencial que serán objeto de declaración, 
tratamiento y conservación conforme a la normatividad de 
la materia.

ii) Segunda etapa: Estudios de Costos del VAD:

Haciendo uso de la Base de Datos de Costos 

Estándares de Distribución, los Distribuidores presentarán 
a Osinergmin sus propuestas de tarifas de distribución 
eléctrica, a efectos de continuar con el desarrollo de las 
demás actividades del proceso regulatorio.

Para cada Sector de Distribución Típico se establecen 
los criterios de adaptación económica del VAD que 
se aplican a los Estudios de Costos de los sistemas 
eléctricos de las EDE. Los estudios de costos incluirán la 
caracterización de la carga.

Para ambas etapas, incluyendo la definición de criterios 
y metodologías correspondiente a cada una de ellas, son 
aplicables, en lo que corresponda, los mecanismos de 
transparencia y participación establecidos en la normativa 
vigente, tales como la prepublicación, la realización de 
audiencias, entre otros.”

Artículo 2.- Modificación del artículo 3 del 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1208

Modifíquense el numeral 3.4 del artículo 3 del 
Reglamento del Decreto Legislativo N° 1208, aprobado 
por Decreto Supremo N° 023-2016-EM, conforme al 
siguiente texto:

“Artículo 3.- De los Planes de Inversión en 
Distribución

(…)
3.4. OSINERGMIN desarrollará y aprobará los criterios 

y metodología de planificación a ser utilizados en la 
elaboración del Plan de Inversiones en Distribución, los 
que incluirán, como mínimo, el cumplimiento de las normas 
de calidad de servicio eléctrico, el nivel de desempeño, los 
horizontes de planificación y los modelos a emplear.”

Artículo 3.- Refrendo y vigencia
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Energía y Minas y entra en vigencia a partir 
del día siguiente de su publicación en el diario oficial El 
Peruano.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única.- Le corresponde al Osinergmin aprobar las 
normas y procedimientos que resulten necesarios para la 
aplicación de las modificaciones introducidas mediante el 
artículo 1 del presente Decreto Supremo, para lo cual se 
le otorga el plazo de treinta días calendarios.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Las modificaciones que se introducen al 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, serán 
aplicables inclusive, al procedimiento para Fijación del 
Valor Agregado de Distribución (VAD) que se encuentre 
en curso. En caso OSINERGMIN determine la necesidad 
de modificar el cronograma del procedimiento regulatorio 
en curso, podrá solicitar al Ministerio de Energía y Minas 
la prórroga de las tarifas del VAD vigentes, de conformidad 
con la segunda disposición complementaria transitoria del 
Decreto Legislativo N° 1221.

Segunda.- En tanto no se establezcan los criterios 
y metodologías de planificación a ser utilizados en la 
elaboración de los Planes de Inversión en Distribución, 
OSINERGMIN queda facultado a iniciar el correspondiente 
procedimiento para la Fijación del Valor Agregado 
de Distribución en Distribución para las empresas 
distribuidoras bajo el ámbito del Fondo Nacional de 
Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado, 
sin la exigencia de aprobación previa de los Planes de 
Inversión en Distribución.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los treinta 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1698730-5
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[…]

Artículo 8.- Consejo Directivo
El Consejo Directivo es el órgano de dirección del 
CONCYTEC y de coordinación de las acciones de las 
entidades integrantes del SINACYT. Está conformado 
por trece (13) miembros designados por resolución 
suprema, por un período de cinco (5) años.
Todos los miembros del Consejo Directivo deberán ser 
profesionales de alta calificación, especializados en las 
materias propias o vinculadas a la CTI, con excepción 
del viceministro de Economía, de los representantes 
del sector empresarial y de los representantes de las 
MYPES.
La vacante producida en el Consejo Directivo del 
CONCYTEC por la elección del Presidente del Directorio 
del FONDECYT, en aplicación del artículo 17 de la Ley 
28303 será cubierta por otro representante de la entidad 
del presidente que dejó de ejercer funciones.
[…]

Artículo 11.- Ámbito de las relaciones 
interinstitucionales
El CONCYTEC mantiene relaciones con todas 
las entidades públicas y privadas, organizaciones 
sociales, comunidades campesinas y nativas y 
personas naturales que realizan actividades de CTI. A 
tal efecto está facultado para:
[…]

m)  Medidas que aseguren la reserva de la identidad 
de los evaluadores que participen en la 
calificación de las instituciones, investigadores 
que conforman el SINACYT y de los proyectos 
de I+D+I en los que estén involucrados, así 
como de la confidencialidad en proyectos 
de CTI de los que tome conocimiento y que 
puedan afectar la actividad empresarial de los 
interesados.

[…]

Artículo 14-A.- Infracciones y sanciones
Constituyen infracciones pasibles de sanción las 
acciones u omisiones que infrinjan las normas sobre 
lo siguiente:

a)  Ética en la investigación.
b)  Rendición de cuentas de las subvenciones 

otorgadas por el CONCYTEC.
c)  Plagio y/o apropiación total o parcial 

de experimentos, datos, imágenes, 
conclusiones y extractos en tesis, proyectos 
de investigación, reportes y/o resultados de 
investigaciones.

d)  Artículos científicos que contengan invención, 
falsificación, plagio, manipulación o distorsión 
de información, experimentos y datos, 
alteración de resultados y conclusiones.

e)  Proporcionar información o documentación 
falsa a CONCYTEC y/o FONDECYT.

f)  No guardar reserva respecto de la información 
confidencial del CONCYTEC y/o FONDECYT a 
la que tenga acceso.

g)  Incumplimiento de la normativa de CTI, así 
como las obligaciones establecidas en la 
presente ley y en su reglamento de infracciones 
y sanciones.

El CONCYTEC, en función a la gravedad de las 
infracciones, puede imponer las siguientes sanciones 
a nivel de persona natural, grupo de investigación o 
institución:

a)  Infracciones leves: suspensión de pertenencia 
al SINACYT por un período de hasta 2 años.

b)  Infracciones graves: multa y/o suspensión de 
pertenencia al SINACYT por un período de 
hasta 5 años.

c)  Infracciones muy graves: multa y/o expulsión 
definitiva del SINACYT.

El CONCYTEC debe comunicar a todos los fondos 
concursables nacionales e internacionales, la sanción 
impuesta a la persona natural, grupo de investigación o 
institución, según corresponda.

 La tipificación de las infracciones, así como la 
cuantía y la graduación de las sanciones se establecen 
en el reglamento de infracciones y sanciones, el cual 
será aprobado mediante acuerdo del Consejo Directivo, 
formalizado mediante resolución de Presidencia.

[…]”.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Encárgase al Consejo Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Tecnológica (CONCYTEC), la 
adecuación del Texto Único Ordenado de la Ley 28303, Ley 
Marco de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica, 
aprobado por el Decreto Supremo 032-2007-ED, y su 
reglamento, aprobado por el Decreto Supremo 020-2010-ED, 
a las modificaciones establecidas en la presente ley.

Segunda. El Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología 
e Innovación Tecnológica (CONCYTEC) elabora el 
Reglamento de Infracciones y Sanciones y el Reglamento 
de elección, funciones y causales de remoción de los 
miembros del Consejo Directivo, señalado en la presente 
ley, dentro del plazo de 90 días útiles contados desde la 
fecha de su publicación en el diario oficial El Peruano.

Tercera. Autorízase al Consejo Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Tecnológica (CONCYTEC) a 
modificar y actualizar los anexos 1 y 2 de la Ley 28303, Ley 
Marco de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica, 
mediante directivas suscritas por su presidente.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los diecinueve días del mes de junio de dos 
mil dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cuatro 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1666491-1

LEY n° 30807

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;
Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE MODIFICA LA LEY 29409, LEY QUE 
COnCEDE EL DERECHO DE LICEnCIA POR 

PATERnIDAD A LOS TRABAJADORES DE LA 
ACTIVIDAD PÚBLICA Y PRIVADA

Artículo único. Modificación del artículo 2 de la 
Ley 29409, Ley que concede el derecho de licencia por 
paternidad a los trabajadores de la actividad pública 
y privada
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Se modifica el artículo 2 de la Ley 29409, Ley que 
concede el derecho de licencia por paternidad a los 
trabajadores de la actividad pública y privada, en los 
siguientes términos:

“Artículo 2.- De la licencia por paternidad
2.1  La licencia por paternidad a que se refiere el 

artículo 1 es otorgada por el empleador al padre 
por diez (10) días calendario consecutivos en los 
casos de parto natural o cesárea.

2.2  En los siguientes casos especiales el plazo de la 
licencia es de:

a)  Veinte (20) días calendario consecutivos 
por nacimientos prematuros y partos 
múltiples.

b)  Treinta (30) días calendario consecutivos 
por nacimiento con enfermedad congénita 
terminal o discapacidad severa.

c)  Treinta (30) días calendario consecutivos 
por complicaciones graves en la salud de 
la madre.

2.3  El plazo de la licencia se computa a partir de 
la fecha que el trabajador indique entre las 
siguientes alternativas:

a)  Desde la fecha de nacimiento del hijo o 
hija.

b)  Desde la fecha en que la madre o el hijo o 
hija son dados de alta por el centro médico 
respectivo.

c)  A partir del tercer día anterior a la fecha 
probable de parto, acreditada mediante 
el certificado médico correspondiente, 
suscrito por profesional debidamente 
colegiado.

2.4  En el supuesto que la madre muera durante 
el parto o mientras goza de su licencia por 
maternidad, el padre del hijo/a nacido/a será 
beneficiario de dicha licencia con goce de 
haber, de manera que sea una acumulación de 
licencias.

2.5  El trabajador peticionario que haga uso de la 
licencia de paternidad tendrá derecho a hacer 
uso de su descanso vacacional pendiente de 
goce, a partir del día siguiente de vencida la 
licencia de paternidad. La voluntad de gozar del 
descanso vacacional deberá ser comunicada al 
empleador con una anticipación no menor de 
quince días calendario a la fecha probable de 
parto de la madre”.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los veinte días del mes de junio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los cuatro 
días del mes de julio del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1666491-2

RESOLUCIón LEgISLATIVA
n° 30808

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;
Ha dado la Resolución Legislativa siguiente:

RESOLUCIón LEgISLATIVA QUE 
APRUEBA EL COnVEnIO RELATIVO 

A LA IMPORTACIón TEMPORAL

Artículo único. Aprobación del Convenio
Apruébase el Convenio relativo a la Importación 

Temporal, adoptado el 26 de junio de 1990 en la ciudad de 
Estambul, República de Turquía, y los Anexos A, B1 y B2.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los veinte días del mes de junio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Lima, 4 de julio de 2018

Cúmplase, regístrese, comuníquese, publíquese 
y archívese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1666491-3

PODER EJECUTIVO

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Decreto Supremo que declara el Estado 
de Emergencia en las partes altas de 
las zonas de Nuevo Milenio, José Carlos 
Mariátegui y Cercado del distrito de 
Villa María del Triunfo, de la provincia 
de Lima, del departamento de Lima, por 
impacto de daños a consecuencia de bajas 
temperaturas

DECRETO SUPREMO
Nº 069-2018-pCM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
68 del Reglamento de la Ley Nº 29664 que crea el 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
(SINAGERD), aprobado mediante el Decreto Supremo 
Nº 048-2011-PCM, la solicitud de declaratoria de Estado 
de Emergencia por peligro inminente o por la ocurrencia 
de un desastre es presentada por el Gobierno Regional 
al Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI), con la 
debida sustentación, respecto de la cual INDECI emite 
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ORGANISMOS TECNICOS ESPECIALIZADOS

SERVICIO NACIONAL DE AREAS NATURALES

PROTEGIDAS POR EL ESTADO

Res. Nº 147-2018-SERNANP.- Aprueban “Disposiciones 
Complementarias al Reglamento de la Ley de Áreas Naturales 

Protegidas en materia de Contratos de Administración”  15

GOBIERNOS REGIONALES
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PODER LEGISLATIVO

CONGRESO DE LA REPUBLICA

LEY Nº 30814

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;
Ha dado la Ley siguiente:

LEY DE FORTALECIMIENTO
DEL SISTEMA DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO

Artículo 1. Objeto de la ley
La presente ley tiene por objeto fortalecer el Sistema 

de Inspección del Trabajo, asignándole, de manera 
temporal, a la Superintendencia Nacional de Fiscalización 
Laboral (SUNAFIL), las competencias y funciones a que 
hace referencia el segundo párrafo del artículo 3 de la 
Ley 29981, Ley que crea la Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral (SUNAFIL), modifica la Ley 28806, 
Ley General de Inspección del Trabajo, y la Ley 27867, 
Ley Orgánica de Gobiernos Regionales. 

Artículo 2. Autoridad Central del Sistema de 
Inspección del Trabajo

La SUNAFIL es la autoridad central del Sistema de 
Inspección del Trabajo a que se refiere el artículo 18 de 
la Ley 28806, Ley General de Inspección del Trabajo y el 
Convenio 81 de la Organización Internacional del Trabajo; 
y como tal, dicta normas y establece procedimientos 
para asegurar el cumplimiento de las políticas públicas 
en materia de su competencia que requieren de la 
participación de otras entidades del Estado, garantizando 
el funcionamiento del Sistema.

Artículo 3. Asignación temporal de competencias 
y funciones a la SUNAFIL

Asígnase, de manera temporal, a la SUNAFIL las 
competencias y funciones en materia de inspección 
de trabajo que a la fecha corresponden a los gobiernos 
regionales, previstos en la Ley 28806, Ley General de 
Inspección del Trabajo. 

El régimen temporal establecido en el párrafo anterior 
tiene una vigencia de ocho (8) años, contados a partir de 
la vigencia de la presente ley, pudiendo ser extendido, 
previa evaluación de los resultados obtenidos por la 
SUNAFIL y a la incorporación del gobierno regional al 
régimen laboral del servicio civil. 

Artículo 4. Transferencia de recursos
La asignación temporal de competencias y funciones 

a la SUNAFIL comprende la transferencia del personal 
que realiza función inspectiva, la transferencia de la 
partida presupuestal que corresponde a dicho personal, 
así como el acervo documentario referido a las órdenes 

de inspección, actas de infracción y procedimientos 
administrativos sancionadores en trámite a la fecha de 
transferencia efectiva.

La transferencia del personal que, a la fecha de 
publicación de la presente ley, tiene la condición de 
inspector del trabajo, haya ingresado por concurso público 
y ejerce en la actualidad la función inspectiva, se efectúa 
previa evaluación objetiva que incluya su formación y 
experiencia laboral, según las pautas que establezca la 
Autoridad Central del Sistema de Inspección del Trabajo. 

Mediante decreto supremo del Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo se emiten las normas 
complementarias para la mejor aplicación de lo dispuesto 
en el presente artículo.

Artículo 5. Progresividad de la transferencia por 
asignación temporal de competencias y funciones

En aquellos ámbitos de gobierno regional en que 
se haya implementado una Intendencia Regional de la 
SUNAFIL, la transferencia a la que hace referencia el 
artículo anterior se efectúa a partir de la vigencia de la 
presente ley y de manera progresiva.

En los ámbitos de gobierno regional en que no se haya 
implementado una Intendencia Regional de la SUNAFIL, 
la transferencia se efectúa de manera progresiva hasta el 
31 de diciembre de 2020.

Mediante resolución ministerial del Sector Trabajo 
y Promoción del Empleo, previo informe favorable 
de la SUNAFIL, se establece la fecha de inicio de la 
transferencia para cada gobierno regional. En tanto no 
se produzca esta transferencia, los gobiernos regionales 
mantienen el ejercicio de sus competencias y funciones 
en materia de inspección del trabajo.

Mediante decreto supremo emitido por el Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo se regulan las demás 
particularidades para la transferencia.

Artículo 6. Comisión regional para la inspección 
del trabajo

Culminado el proceso de transferencia al que se hace 
referencia en el artículo 4 de la presente ley, para cada 
ámbito de gobierno regional, se constituye una comisión 
regional conformada por un representante del gobierno 
regional, un representante del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo y, un representante de la SUNAFIL.

La comisión regional se encarga de analizar la 
problemática en torno al Sistema de Inspección del 
Trabajo a nivel regional, proponer recomendaciones de 
generación de capacidades inspectivas del trabajo, de 
actuación y priorización en el ámbito de gobierno regional, 
para que la SUNAFIL lo incluya en la elaboración de 
los planes anuales de inspección del trabajo, así como 
realizar el seguimiento de la ejecución de los mismos en 
su jurisdicción.

El funcionamiento de las comisiones regionales se 
regula mediante decreto supremo a cargo del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo.

Artículo 7. Transferencias financieras a favor de 
los gobiernos regionales

Autorízase a la SUNAFIL a efectuar transferencias 
financieras a favor de los gobiernos regionales de no 
menos del 30% de los recursos que recaude por la fuente 
de financiamiento Recursos Directamente Recaudados, 
para ser destinados a la generación de capacidades 
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inspectivas del trabajo, al fortalecimiento de las actividades 
de promoción del empleo y fomento de la pequeña y 
microempresa y cumplimiento de las funciones en materia 
laboral, bajo responsabilidad de los gobiernos regionales. 
Las referidas transferencias financieras se otorgarán 
por el período de ocho (8) años, en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 3 de la presente ley. 

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo es 
responsable del monitoreo, seguimiento y cumplimiento 
de los fines y metas para los cuales les fueron entregados 
los recursos y bajo responsabilidad deben ser destinados 
solo a los fines para los cuales se autorizó su transferencia.

Artículo 8. Seguimiento y control
El titular de la SUNAFIL informa anualmente ante 

la Comisión de Descentralización, Regionalización, 
Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del 
Estado y la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del 
Congreso de la República, sobre los avances y resultados 
logrados en cumplimiento del objeto de la presente ley.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
FINALES

PRIMERA. Régimen laboral
El personal que realiza función inspectiva y transferido 

a la SUNAFIL en el marco de la presente ley, está 
comprendido en el régimen laboral de la actividad privada 
previsto en el artículo 20 de la Ley 29981, Ley que crea 
la Superintendencia Nacional de Fiscalización Laboral 
(SUNAFIL), modifica la Ley 28806, Ley General de 
Inspección del Trabajo, y la Ley 27867, Ley Orgánica de 
Gobiernos Regionales.

Lo dispuesto en la presente ley se financia con cargo 
al presupuesto institucional de SUNAFIL, sin demandar 
recursos adicionales al tesoro público.

SEGUNDA. Adecuación de instrumentos de 
gestión

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, 
la SUNAFIL y los gobiernos regionales adecúan los 
instrumentos de gestión que resulten necesarios para la 
implementación de la presente ley.

TERCERA. Requerimiento de información
Para fines de planificación y ejecución de las 

actuaciones inspectivas, las instituciones públicas y 
privadas incluyendo, a aquellas del sistema financiero, 
administración tributaria, autoridad administrativa de 
trabajo y entidades de los gobiernos nacional, regional y 
local deben entregar a la Autoridad Inspectiva de Trabajo 
la información agregada o individualizada sobre personas 
naturales y jurídicas que esta solicite, o de ser el caso, 
permitir el acceso a sus bases de datos en el marco de 
la interoperabilidad. El ejercicio de esta facultad deberá 
realizarse con arreglo a la normatividad vigente en materia 
de protección de datos personales y de las limitaciones 
establecidas en el inciso 5 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú.

CUARTA. Transferencias financieras
Las transferencias de partidas presupuestales, a las 

que se refiere la presente ley, se efectúan mediante el 
mecanismo de transferencia financiera y cumpliendo las 
formalidades que establece el Texto Único Ordenado 
de la Ley 28411, Ley General del Sistema Nacional de 
Presupuesto, aprobado mediante el Decreto Supremo 
304-2012-EF.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

PRIMERA. Suspensión de normas
Déjanse en suspenso la parte pertinente a los 

procedimientos de supervisión, control e inspección de 
las normas de trabajo respecto de las microempresas, 
dispuesto en el inciso f) del artículo 48 de la Ley 27867, 
Ley Orgánica de Gobiernos Regionales.

Asimismo, déjanse en suspenso lo dispuesto en 
los artículos 23 y el segundo párrafo del artículo 41 de 
la Ley 28806, Ley General de Inspección del Trabajo, 

así como lo dispuesto en el inciso b) del artículo 19 
y el último párrafo del artículo 21 de la Ley 29981, Ley 
que crea la Superintendencia Nacional de Fiscalización 
Laboral (SUNAFIL), modifica la Ley 28806, Ley General 
de Inspección del Trabajo, y la Ley 27867, Ley Orgánica 
de Gobiernos Regionales y demás normas, del mismo o 
menor rango, que regulen las materias comprendidas en 
la presente ley y contravengan su aplicación.

La suspensión temporal de las normas señaladas 
en los párrafos anteriores, entra en rigor, en cada 
caso de gobierno regional, luego de haber concluido la 
transferencia de recursos a la que hace referencia el 
artículo 4 de la presente ley y su eficacia culmina a los 
ocho (8) años calendario contados desde la entrada en 
vigencia de la presente ley.

SEGUNDA. Ejecución transitoria de competencias
Mientras culmina el proceso de implementación de 

sus intendencias regionales a nivel nacional, la SUNAFIL, 
en su rol de Autoridad Central del Sistema de Inspección 
del Trabajo, puede disponer la realización de actuaciones 
inspectivas a través de sus inspectores fuera de los 
límites territoriales de la intendencia regional a la que 
estuvieran adscritos, por el tiempo o modalidad que 
estime pertinente.

En el supuesto referido en el párrafo precedente, el 
procedimiento administrativo sancionador está a cargo de 
la SUNAFIL.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
MODIFICATORIA

ÚNICA. Modificación de artículos de la Ley 28806, 
Ley General de Inspección del Trabajo

Modifícanse los artículos 1, 10 y 19 de la Ley 28806, 
Ley General de Inspección del Trabajo, los cuales quedan 
redactados de la siguiente manera:

“Artículo 1.- Objeto y definiciones
[...]
A los efectos de la presente Ley y demás disposiciones 
de desarrollo que se dicten, se establecen las 
siguientes definiciones:
[...]
Supervisores Inspectores, Inspectores del 
Trabajo e Inspectores Auxiliares, son los servidores 
públicos, organizados por niveles, cuyos actos 
merecen fe, seleccionados por razones objetivas de 
aptitud y con la consideración de autoridades, en los 
que descansa la función inspectiva que emprende el 
Poder Ejecutivo a través de la Autoridad Central del 
Sistema de Inspección del Trabajo y de los Gobiernos 
Regionales. A los efectos de la presente ley y de 
sus normas de desarrollo, con carácter general la 
mención a los “Inspectores del Trabajo” se entenderá 
referida a todos ellos, sin perjuicio de las funciones y 
responsabilidades atribuidas a cada uno de ellos.
[...]
Artículo 10.- Principios generales 
[...]
La Inspección del Trabajo actuará siempre de oficio 
como consecuencia de orden superior que podrá 
derivar de una orden de la Autoridad Central del 
Sistema de Inspección del Trabajo o del gobierno 
regional, de una petición razonada de otros órganos 
jurisdiccionales o del sector público, de la presentación 
de una denuncia o de una decisión interna del Sistema 
de Inspección del Trabajo.
[...]
Artículo 19.- Estructura orgánica
La estructura del Sistema de Inspección del Trabajo 
comprende:

a) La Superintendencia Nacional de Fiscalización 
Laboral (SUNAFIL) como la Autoridad Central del 
Sistema de Inspección del Trabajo de acuerdo al 
Convenio 81 de la Organización Internacional del 
Trabajo. Asimismo, dicha entidad, a través de sus 
órganos desconcentrados ejerce la competencia 
en materia inspectiva y sancionadora a nivel 
nacional.
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b) Las unidades orgánicas de los gobiernos 
regionales que dependen funcional y técnicamente 
de dicha autoridad central en materia de inspección 
del trabajo.

Corresponde al Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo la elaboración, aprobación, supervisión y 
evaluación de las políticas públicas destinadas a dar 
cumplimiento a la normativa socio laboral.
En aplicación de los principios de especialización, 
trabajo programado y en equipo, podrán crearse 
unidades y equipos de inspección especializados, 
por áreas funcionales, materiales o por sectores de 
actividad económica, de acuerdo a las necesidades 
de funcionamiento de las intendencias regionales o 
zonales de trabajo.
Mediante normas reglamentarias de desarrollo de la 
presente ley, se regula la composición y estructura 
orgánica y funcional de la Autoridad Central del 
Sistema de Inspección del Trabajo, así como 
de sus órganos territoriales, unidades y equipos 
especializados”.

POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso 
de la República, insistiendo en el texto aprobado en 
sesión del Pleno realizada el día cinco de abril de dos mil 
dieciocho, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
108 de la Constitución Política del Perú, ordeno que se 
publique y cumpla.

En Lima, a los cinco días del mes de julio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

1667539-1

LEY Nº 30815

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;
Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE DECLARA DE INTERÉS
NACIONAL LA INCORPORACIÓN

DE CONTENIDOS CURRICULARES PARA 
PREVENIR LA VIOLENCIA CONTRA

LAS MUJERES E INTEGRANTES DEL
GRUPO FAMILIAR A TRAVÉS DE

LA EDUCACIÓN

Artículo 1. Objeto de la Ley
Declárase de interés nacional la incorporación de la 

igualdad de oportunidades como estrategia educativa y 
de prevención para combatir la violencia contra la mujer y 
los integrantes del grupo familiar en el proceso educativo 
y los contenidos curriculares de la educación básica 
regular. 

Artículo 2. Formación de valores
En la etapa escolar, se debe instruir a los educandos 

acerca de la necesidad de cultivar la vida en la familia, 
fortaleciendo los valores y principios de dignidad, honor, 
respeto y justicia, que son pilares fundamentales para el 
sostenimiento de las familias como célula básica de la 
sociedad. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
FINAL

ÚNICA. El Poder Ejecutivo, de acuerdo a sus 
competencias y funciones y a las disposiciones 
presupuestales, dispondrá las normas y acciones 
pertinentes para materializar la presente ley.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los seis días del mes de junio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

POR TANTO:

No habiendo sido promulgada dentro del plazo 
constitucional por el señor Presidente de la República, 
en cumplimiento de los artículos 108 de la Constitución 
Política del Perú y 80 del Reglamento del Congreso de la 
República, ordeno que se publique y cumpla.

En Lima, a los cinco días del mes de julio de dos mil 
dieciocho.

LUIS GALARRETA VELARDE
Presidente del Congreso de la República

MARIO MANTILLA MEDINA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

1667539-2

PODER EJECUTIVO

AMBIENTE

Designan Director de la Oficina de 
Presupuesto y Programación Multianual 
de Inversiones de la Oficina General de 
Planeamiento y Presupuesto

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 255-2018-MINAM

Lima, 5 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1013 se crea 
el Ministerio del Ambiente como organismo del Poder 
Ejecutivo con personería jurídica de derecho público, 
cuya función general es diseñar, establecer, ejecutar 
y supervisar la política nacional y sectorial ambiental, 
asumiendo la rectoría con respecto a ella; 

Que, mediante Resolución Ministerial N° 
140-2017-MINAM se aprueba el Cuadro para Asignación 
de Personal Provisional – CAP Provisional del Ministerio 
del Ambiente, clasificándose el cargo de Director/a de la 
Oficina de Presupuesto y Programación Multianual de 
Inversiones, como Empleado de Confianza, el cual se 
encuentra vacante;

Que, se ha visto por conveniente designar al empleado 
de confianza que desempeñará dicho cargo;

Con el visado del Secretario General, de la Oficina 
General de Recursos Humanos y de la Oficina General 
de Asesoría Jurídica;

De conformidad con lo establecido en la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; la Ley N° 
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OS/CD, la realizará el Jefe de Proyecto FISE e informará 
al Consejo Directivo de Osinergmin.

Artículo 3.- La presente resolución deberá ser 
publicada en el Diario Oficial El Peruano y consignada en 
el portal de internet de Osinergmin: http://www.osinergmin.
gob.pe/Resoluciones/Resoluciones-GRT-2018.aspx, 
junto con el Informe Técnico Nº 0367-2018-GRT y el 
Informe Legal Nº 0247-2018-GRT.

MIGUEL JUAN RÉVOLO ACEVEDO
Gerente (e)
Gerencia de Regulación de Tarifas

1676006-1

Aprueban programa trimestral de 
transferencias mensuales de los recursos 
del FISE habilitados para el Mecanismo 
de Compensación de la Tarifa Eléctrica 
Residencial a las distribuidoras eléctricas

RESOLUCIÓN DE LA GERENCIA
DE REGULACIÓN DE TARIFAS

ORGANISMO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN
EN ENERGÍA Y MINERÍA

OSINERGMIN Nº 032-2018-OS/GRT

Lima, 30 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante Ley Nº 30468 se creó el Mecanismo de 
Compensación de la Tarifa Eléctrica Residencial (MCTER) 
destinado a compensar, con los recursos del FISE que 
habilite anualmente el Ministerio de Energía y Minas en el 
Programa Anual de Promociones, los cargos de energía y 
cargos fijos de aquellos sistemas eléctricos donde dicho 
mecanismo sea aplicable;

Que, de acuerdo con el Artículo 4º de la Ley Nº 30468, 
el MCTER se financiará con los recursos del FISE que 
destine el Ministerio de Energía y Minas, hasta un máximo 
de 180 millones de soles anuales. Mediante Resolución 
Ministerial Nº 021-2018-MEM/DM, publicada en el diario 
oficial El Peruano con fecha 14 de enero de 2018, se 
habilitó, como parte del Programa Anual de Promociones, 
un total de S/ 180 millones anuales para la compensación 
a las empresas distribuidoras de electricidad por aplicación 
del MCTER;

Que, de conformidad con el Artículo 5º de la 
mencionada Ley, el MCTER está orientado a reducir el 
cargo por energía y el cargo fijo de la opción tarifaria 
BT5B y otras opciones tarifarias aplicables a los usuarios 
residenciales en todos los sistemas eléctricos del país, 
antes de la aplicación del mecanismo del Fondo de 
Compensación Social Eléctrica (FOSE). Este mecanismo 
se aplicará únicamente en las facturaciones de los 
usuarios residenciales de aquellos sistemas eléctricos 
que tengan un cargo de energía mayor que el cargo 
ponderado referencial único de energía, obtenido este 
último luego de ajustar el promedio ponderado de los 
cargos de energía de todos los sistemas eléctricos del 
país con los recursos disponibles del FISE para cada mes;

Que, la Ley establece que Osinergmin determine 
trimestralmente los montos que el Administrador del FISE 
debe transferir cada mes del trimestre a las distribuidoras 
eléctricas que aplican el MCTER, de modo tal que en un 
año las sumas de los montos transferidos no excedan los 
recursos habilitados por el Ministerio de Energía y Minas 
en el Programa Anual de Promociones. Asimismo, el 
artículo 6º del Reglamento de la Ley Nº 30468, aprobado 
mediante el Decreto Supremo Nº 027-2016-EM, establece 
que el programa de transferencias mensuales para 
el MCTER se realiza en la misma oportunidad que la 
aprobación del factor de recargo del FOSE;

Que, por su parte, en aplicación de lo dispuesto en el 
Artículo 5.2 de la Ley, mediante Resolución Osinergmin 
Nº 175-2016-OS/CD, Osinergmin aprobó la norma 
“Procedimiento para la Aplicación del Mecanismo de 
Compensación de la Tarifa Eléctrica Residencial”, en la 

que se estableció la metodología para calcular el cargo 
de energía ajustado y el cargo fijo ajustado, y determinar 
los valores de los cargos compensados con el MCTER, 
así como los sistemas eléctricos en los que este 
mecanismo será aplicado. En este procedimiento también 
se estableció la metodología para fijar trimestralmente 
las transferencias mensuales de recursos del FISE a las 
distribuidoras;

Que, de conformidad con lo establecido en el 
Procedimiento indicado en el considerando anterior, 
la Gerencia de Regulación de Tarifas ha realizado las 
proyecciones y cálculos necesarios para determinar el 
programa trimestral de transferencias de los recursos del 
FISE a las distribuidoras eléctricas que aplican el MCTER. 
En esta oportunidad, el programa de transferencias 
mensuales comprenderá el trimestre del 04 de agosto al 
31 de octubre de 2018;

Que, la presente resolución también establece las 
fechas en las que el Administrador del FISE realizará las 
transferencias mensuales a las distribuidoras eléctricas 
que apliquen el MCTER;

Que, finalmente, se ha expedido el Informe Técnico 
Nº 368-2018-GRT y el Informe Legal Nº 369-2018-GRT, 
elaborados por la Gerencia de Regulación de Tarifas 
de Osinergmin, los cuales complementan y contienen 
la motivación que sustenta la decisión del Osinergmin, 
cumpliendo de esta manera con el requisito de validez 
de los actos administrativos a que se refiere el artículo 
3º, numeral 4 de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General;

De conformidad con lo establecido en la Ley Nº 
27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de 
la Inversión Privada en los Servicios Públicos y en su 
Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 042-
2005-PCM; en la Ley Nº 29852, Ley que crea el Sistema 
de Seguridad Energética en Hidrocarburos y el Fondo de 
Inclusión Social Energético, y su Reglamento aprobado 
mediante Decreto Supremo Nº 021-2012-EM; en la Ley 
Nº 27510 que creó el Fondo de Compensación Social 
Eléctrica; en la Ley Nº 30468 que crea el Mecanismo 
de Compensación de la Tarifa Eléctrica Residencial y su 
Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo Nº 
027-2016-EM; y en el Texto Único Ordenado de la Ley 
Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS, 
complementarias y conexas;

SE RESUELVE:

Artículo 1º.- Aprobar el programa trimestral de 
transferencias mensuales de los recursos del FISE 
habilitados para el Mecanismo de Compensación de la 
Tarifa Eléctrica Residencial a las distribuidoras eléctricas, 
de acuerdo con el siguiente cuadro:

Empresas

Monto mensual a transferir a cada empresa 
distribuidora (S/.)

Periodo: Del 04 de agosto al 31 de octubre 
de 2018

Total trimestre 
(S/.)

Fecha límite de las transferencias

15/09/2018 15/10/2018 15/11/2018

Adinelsa  1 345 161,27  1 345 161,27  1 345 161,27  4 035 483,81 

Chavimochic  43 123,49  43 123,49  43 123,49  129 370,46 

Coelvisac  5 664,31  5 664,31  5 664,31  16 992,92 

Enel Distribucíon  53 560,73  53 560,73  53 560,73  160 682,18 

Edelsa  13 321,05  13 321,05  13 321,05  39 963,14 

Egepsa  14 766,52  14 766,52  14 766,52  44 299,57 

Eilhicha  164 972,54  164 972,54  164 972,54  494 917,63 

Electro Dunas  143 043,60  143 043,60  143 043,60  429 130,80 

Electro Oriente  2 871 102,77  2 871 102,77  2 871 102,77  8 613 308,32 

Electro Pangoa  6 511,58  6 511,58  6 511,58  19 534,75 

Electro Puno  886 517,64  886 517,64  886 517,64  2 659 552,93 

Electro Sur Este  1 675 475,38  1 675 475,38  1 675 475,38  5 026 426,15 

Electro Tocache  472 413,95  472 413,95  472 413,95  1 417 241,85 

Electro Ucayali  507 343,44  507 343,44  507 343,44  1 522 030,31 
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Empresas

Monto mensual a transferir a cada empresa 
distribuidora (S/.)

Periodo: Del 04 de agosto al 31 de octubre 
de 2018

Total trimestre 
(S/.)

Fecha límite de las transferencias

15/09/2018 15/10/2018 15/11/2018

Electrocentro  3 971 252,92  3 971 252,92  3 971 252,92  11 913 758,76 

Electronoroeste  891 546,62  891 546,62  891 546,62  2 674 639,86 

Electronorte  211 076,24  211 076,24  211 076,24  633 228,72 

Electrosur  51 361,22  51 361,22  51 361,22  154 083,67 

Emsemsa  22 749,18  22 749,18  22 749,18  68 247,55 

Emseusa  51 204,18  51 204,18  51 204,18  153 612,55 

Esempat  78 422,22  78 422,22  78 422,22  235 266,66 

Hidrandina  1 150 872,15  1 150 872,15  1 150 872,15  3 452 616,44 

Luz del Sur  9 757,05  9 757,05  9 757,05  29 271,15 

Seal  313 919,99  313 919,99  313 919,99  941 759,96 

Sersa  44 859,95  44 859,95  44 859,95  134 579,86 

Artículo 2º.- El Jefe del Proyecto FISE efectuará las 
transferencias indicadas en el artículo anterior en los 
plazos allí establecidos, de acuerdo con lo dispuesto en el 
numeral 5.4 de la Ley Nº 30468 y a los recursos habilitados 
por el Ministerio de Energía y Minas en el Programa Anual 
de Promociones, aprobado con Resolución Ministerial Nº 
021-2018-MEM/DM.

Artículo 3º.- Incorpórese los Informes 368-2018-GRT 
y 369-2018-GRT como parte integrante de la presente 
resolución.

Artículo 4º.- La presente Resolución deberá ser 
publicada en el diario oficial El Peruano y consignada, 
conjuntamente con los Informes 368-2018-GRT y 369-
2018-GRT, en la página web de Osinergmin: http://www2.
osinergmin.gob.pe/Resoluciones/Resoluciones2018.aspx

MIGUEL JUAN RÉVOLO ACEVEDO
Gerente (e)
Gerencia de Regulación de Tarifas

1676006-2

ORGANISMOS TECNICOS ESPECIALIZADOS

CONSEJO NACIONAL DE

CIENCIA, TECNOLOGIA E

INNOVACION TECNOLOGICA

Aceptan renuncia al cargo de Responsable 
de la Unidad de Desarrollo del FONDECYT

RESOLUCIÓN DE PRESIDENCIA
Nº 134-2018-CONCYTEC-P

Lima, 31 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación Tecnológica - CONCYTEC, es un organismo 
público técnico especializado adscrito a la Presidencia del 
Consejo de Ministros, con personería jurídica de derecho 
público interno y autonomía científica, administrativa, 
económica y financiera, regulado bajo el régimen laboral 
de la actividad privada, conforme a lo establecido en la 
Ley Nº 28613 y los Decretos Supremos Nºs. 058-2011-
PCM y 067-2012-PCM;

Que, mediante Resolución de Presidencia N° 017- 
2018-CONCYTEC-P, se designa a la señora Pamela 
Antonioli de Rutte, en el cargo de Responsable de la 
Unidad Desarrollo del Fondo Nacional de Desarrollo 

Científico, Tecnológico y de Innovación Tecnológica – 
FONDECYT, cargo considerado de confianza;

Que, la referida servidora ha presentado renuncia 
al cargo de Responsable de la Unidad Desarrollo del 
FONDECYT, señalando que su último día de labores es el 
31 de julio de 2018, en tal sentido, resulta necesario aceptar 
la renuncia formulada a partir del 1 de agosto de 2018; 

Con la visación de la Secretaria General (e), de la Jefa 
de la Oficina General de Administración, de la Jefa de la 
Oficina General de Asesoría Jurídica y del Encargado de 
las funciones de la Oficina de Personal;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 27594, 
Ley que regula la participación del Poder Ejecutivo en el 
nombramiento y designación de funcionarios públicos, 
la Ley Nº 28613, Ley del Consejo Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Tecnológica - CONCYTEC, y 
el Decreto Supremo Nº 026-2014-PCM, que aprueba 
el Reglamento de Organización y Funciones del 
CONCYTEC; 

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aceptar, a partir del 1 de agosto de 2018, 
la renuncia formulada por la señora Pamela Antonioli de 
Rutte al cargo de Responsable de la Unidad Desarrollo 
del Fondo Nacional de Desarrollo Científico, Tecnológico 
y de Innovación Tecnológica – FONDECYT, considerado 
de confianza, dándosele las gracias por los servicios 
prestados.

Artículo 2.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución en el Diario Oficial “El Peruano” y en el Portal 
de Transparencia del Consejo Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Tecnológica - CONCYTEC.

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

FABIOLA LEÓN-VELARDE SERVETTO
Presidenta

1676044-1

INSTITUTO NACIONAL DE

DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Y DE LA PROTECCION DE LA

PROPIEDAD INTELECTUAL

Aceptan renuncia de miembro de la 
Comisión adscrita a la Oficina Regional del 
INDECOPI de Áncash, Sede Chimbote

RESOLUCIÓN DE LA PRESIDENCIA DEL
CONSEJO DIRECTIVO DEL INDECOPI

Nº 129-2018-INDECOPI/COD

Lima, 23 de julio de 2018

VISTOS:

El Informe Nº 0050-2018/GOR-INDECOPI, el Informe 
Nº 0118-2018/GRH, el Informe Nº 497-2018/GEL, y el 
Informe Nº 064-2018/GEG; y,

CONSIDERANDO:

Que, conforme con lo establecido en el literal d) del 
artículo 5 de la Ley de Organización y Funciones del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de 
la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI), 
aprobada por el Decreto Legislativo Nº 1033 y sus 
modificatorias, corresponde al Consejo Directivo de la 
Institución designar a los miembros de las Comisiones 
de las áreas de competencia y propiedad intelectual;

Que, de acuerdo con lo señalado en el literal c) del 
artículo 5 del Reglamento de Organización y Funciones 
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indicadores vinculados a garantizar condiciones básicas 
de calidad en las universidades públicas y avanzar en el 
proceso de licenciamiento institucional.”

Regístrese, comuníquese y publíquese.

SUSANA HELFER LLERENA
Viceministra de Gestión Pedagógica

1671076-1

Aprueban Bases del VI Concurso Nacional 
de Buenas Prácticas Docentes

RESOLUCIÓN VICEMINISTERIAL 
Nº 116-2018-MINEDU

Lima, 17 de julio de 2018

VISTOS, el Expediente N° 0088347-2018, el Informe 
Nº 205-2018-MINEDU/VMGP/DIGEDD-DIBRED de la 
Dirección de Promoción del Bienestar y Reconocimiento 
Docente dependiente de la Dirección General de 
Desarrollo Docente, el Informe N° 723-2018-MINEDU/
SG-OGAJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica, y;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 79 de la Ley N° 28044, Ley General 
de Educación, establece que el Ministerio de Educación 
es el órgano del Gobierno Nacional que tiene por finalidad 
definir, dirigir y articular la política de educación, cultura, 
recreación y deporte, en concordancia con la política 
general del Estado;

Que, según lo dispuesto por el artículo 13 de la 
referida Ley, la calidad de la educación es el nivel 
óptimo de formación que deben alcanzar las personas 
para enfrentar los retos del desarrollo humano, ejercer 
su ciudadanía y continuar aprendiendo durante toda la 
vida, entre los factores que interactúan para el logro de la 
referida calidad educativa se encuentra la investigación e 
innovación educativas;

Que, el literal e) del artículo 56 de la Ley Nº 28044, 
señala, entre otros aspectos, que el profesor es agente 
fundamental del proceso educativo y tiene como misión 
contribuir eficazmente en la formación de los estudiantes 
en todas las dimensiones del desarrollo humano; 
correspondiéndole, entre otros, recibir incentivos y 
honores, registrados en el escalafón magisterial, por 
su buen desempeño profesional y por sus aportes a la 
innovación educativa; 

Que, de acuerdo al artículo 42 de la Ley Nº 29944, Ley 
de Reforma Magisterial, el Ministerio de Educación y los 
gobiernos regionales, según corresponda, reconocen la 
conducta meritoria del profesor, así como su trayectoria y 
su excelencia profesional; 

Que, el “Proyecto Educativo Nacional al 2021: La 
Educación que queremos para el Perú”, aprobado por 
Resolución Suprema Nº 001-2007-ED, establece como 
Política Nº 11.3: Promover la revalorización social de 
la profesión docente, en base al reconocimiento de sus 
buenas prácticas; 

Que, mediante Oficio Nº 1556-2018-MINEDU/VMGP-
DIGEDD, la Dirección General de Desarrollo Docente 
remite al Despacho Viceministerial de Gestión Pedagógica 
el Informe Nº 205-2018-MINEDU/VMGP/DIGEDD-
DIBRED de la Dirección de Promoción del Bienestar y 
Reconocimiento Docente, a través del cual se sustenta la 
necesidad de aprobar las Bases del VI Concurso Nacional 
de Buenas Prácticas Docentes – 2018; las mismas 
que están dirigidas a docentes y personal directivo en 
ejercicio de las instituciones educativas públicas, que 
hayan implementado buenas prácticas en instituciones 
educativas públicas de Educación Básica Regular y de 
Educación Básica Alternativa; 

Que, el citado concurso tiene, entre sus objetivos, 
promover la implementación de buenas prácticas que 
contribuyan a la mejora de aprendizajes de los estudiantes 
de instituciones educativas públicas de Educación 
Básica Regular y de Educación Básica Alternativa; así 

como difundir las buenas prácticas como referentes de 
un servicio educativo de calidad para la atención de las 
necesidades de aprendizaje y desarrollo de competencias 
de los estudiantes acorde al contexto local, regional y 
nacional; 

Con el visado de la Dirección General de Desarrollo 
Docente, de la Dirección General de Educación Básica 
Regular, de la Dirección General de Educación Básica 
Alternativa, Intercultural Bilingüe y de Servicios Educativos en 
el Ámbito Rural, y de la Oficina General de Asesoría Jurídica;

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ley 
N° 25762, Ley Orgánica del Ministerio de Educación, 
modificada por la Ley Nº 26510; y en el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Educación, 
aprobado por Decreto Supremo N° 001-2015-MINEDU; 

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar las Bases del VI Concurso 
Nacional de Buenas Prácticas Docentes, las mismas que, 
como anexo, forman parte de la presente resolución.

Artículo 2.- Encargar a la Dirección de Promoción del 
Bienestar y Reconocimiento Docente, a las Direcciones 
Regionales de Educación o las que hagan sus veces y a 
las Unidades de Gestión Educativa Local, el cumplimiento 
de las Bases aprobadas en el artículo precedente.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
resolución y su anexo, en el Sistema de Información 
Jurídica de Educación (SIJE), ubicado en el portal 
institucional del Ministerio de Educación (www.minedu.
gob.pe), el mismo día de la publicación de la presente 
resolución en el Diario Oficial “El Peruano”.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

SUSANA HELFER LLERENA
Viceministra de Gestión Pedagógica

1671077-1

ENERGIA Y MINAS

Autorizan publicación en el portal 
institucional del proyecto de Decreto 
Supremo que modifica el Reglamento de 
la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado 
por Decreto Supremo N° 009-93-EM, y su 
exposición de motivos

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 271-2018-MEM/DM

Lima, 13 de julio de 2018

VISTOS: el Informe N° 149-2018-MEM-DGE emitido 
por la Dirección General de Electricidad e Informe N° 
328-2018-MEM/OGJ emitido por la Oficina General de 
Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y Minas;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 4 del Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Energía y Minas aprobado por 
Decreto Supremo N° 031-2007-EM establece entre las 
funciones generales del Ministerio de Energía y Minas la 
de dictar la normatividad general de alcance nacional en 
las materias de su competencia;

Que, atendiendo a la evolución del sector eléctrico 
peruano, se ha identificado oportunidades de mejora en 
el mecanismo de recaudación del Peaje de Transmisión, 
Peaje de Conexión y sus cargos unitarios asociados;

Que, de conformidad con el artículo 14 del Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de proyectos normativos y difusión de normas 
de carácter general, aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 001-2009-JUS, las entidades públicas dispondrán 
la publicación de los proyectos de normas de carácter 
general que sean de su competencia en el diario oficial 
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El Peruano, en sus Portales Electrónicos o mediante 
cualquier otro medio, en un plazo no menor de treinta días 
antes de la fecha prevista para su entrada en vigencia, 
salvo casos excepcionales;

Que, en atención a lo señalado en el considerando 
precedente, corresponde publicar el proyecto de 
Decreto Supremo que modifica los artículos 137 y 137-
A del Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, 
aprobado por Decreto Supremo N° 009-93-EM, para 
la recepción de comentarios y sugerencias por parte 
de los interesados, por un periodo de veinte (20) días 
calendarios;

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de proyectos normativos y difusión de 
normas legales de carácter general, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 001-2009-JUS; el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, aprobado por Decreto Supremo N° 031-2007-
EM; y la Resolución Ministerial N° 184-2018-MEM/DM 
que establece la dependencia funcional de los órganos 
del Ministerio, así como el nivel de coordinación con los 
órganos dependientes, en tanto se apruebe el nuevo 
Reglamento de Organización y Funciones y su estructura 
organizacional;

SE RESUELVE: 

Artículo 1.- Autorizar la publicación del proyecto 
de Decreto Supremo que modifica el Reglamento de la 
Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto 
Supremo N° 009-93-EM, y su exposición de motivos, a 
efectos de recibir las sugerencias y comentarios de la 
ciudadanía en general, dentro del plazo de veinte (20) 
días calendario, contados a partir del día siguiente de 
publicada la presente Resolución Ministerial. 

Artículo 2.- Establecer que los interesados remitan 
por escrito sus opiniones y sugerencias a la Dirección 
General de Electricidad, sito en avenida De Las Artes Sur 
Nº 260, distrito de San Borja, provincia y departamento 
de Lima; o, vía electrónica a la siguiente dirección de 
correo electrónico jjsanchez@minem.gob.pe. El registro 
de las opiniones y sugerencias recibidas, en medio físico 
o electrónico, está a cargo del señor José Jaime Sánchez 
Fernández, profesional CAS de la Dirección General de 
Electricidad del Ministerio de Energía y Minas.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el diario oficial El Peruano 
y del proyecto de Decreto Supremo que modifica el 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, su 
exposición de motivos y documentos que lo sustentan, 
en el portal institucional del Ministerio de Energía y Minas 
(www.minem.gob.pe), el mismo día de la publicación de 
la presente Resolución Ministerial en el citado diario 
oficial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas 

1670366-1

Designan Jefe de Gabinete de Asesores del 
Despacho Ministerial

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 273-2018-MEM/DM

Lima, 16 de julio de 2018

VISTOS: El Informe N° 211-2018-MEM-OGA/RH, 
emitido por la Oficina de Recursos Humanos; y el Informe 
N° 684-2018-MEM/OGJ, emitido por la Oficina General de 
Asesoría Jurídica; y,

CONSIDERANDO:

Que, se encuentra vacante el cargo de Asesor II, 
Jefe de Gabinete de Asesores del Despacho Ministerial 

del Ministerio de Energía y Minas, cargo considerado de 
confianza;

Que, por convenir al servicio de este Ministerio, es 
necesario designar a la persona que se desempeñará en 
dicho cargo;

De conformidad con la Ley Nº 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo; la Ley N° 27594, Ley que regula la 
participación del Poder Ejecutivo en el nombramiento y 
designación de funcionarios públicos; la Ley N° 30705, 
Ley de Organización y Funciones del Ministerio de 
Energía y Minas; el Decreto Supremo N° 031-2007-EM, 
que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Energía y Minas;

SE RESUELVE:

Artículo Único.- Designar a la señora Fátima Soraya 
Altabás Kajatt en el cargo de Asesor II, Jefe de Gabinete 
de Asesores del Despacho Ministerial del Ministerio de 
Energía y Minas, cargo considerado de confianza.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1670821-1

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Designan responsable de la Unidad 
Ejecutora de Inversiones del Programa 
Modernización del Sistema de 
Administración de Justicia

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 0280-2018-JUS

Lima, 16 de julio de 2018

VISTOS, el Oficio N° 1803-2018-JUS/OGPM, de 
la Oficina General de Planeamiento, Presupuesto y 
Modernización, el Informe Nº 55-2018-JUS/OGPM-OPMI, 
de la Oficina de Programación Multianual de Inversiones y 
el Informe N° 691-2018-JUS/OGAJ de la Oficina General 
de Asesoría Jurídica, y;

CONSIDERANDO:

Que, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, aprobado mediante 
Decreto Supremo Nº 013-2017-JUS, el Despacho 
Ministerial está a cargo del Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos, quien es la más alta autoridad política y 
ejecutiva del Sector Justicia y Derechos Humanos y es el 
Titular del Pliego Presupuestal; 

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1252, se crea el 
Sistema Nacional de Programación Multianual y Gestión 
de Inversiones como sistema administrativo del Estado, 
con la finalidad de orientar el uso de los recursos públicos 
destinados a la inversión para la efectiva prestación de 
servicios y la provisión de la infraestructura necesaria 
para el desarrollo del país, derogando la Ley Nº 27293, 
Ley del Sistema Nacional de Inversión Pública;

Que, el numeral 5.1 del artículo 5 del referido Decreto 
Legislativo, indica que son órganos del Sistema Nacional 
de Programación Multianual y Gestión de Inversiones: 
la Dirección General de Programación Multianual de 
Inversiones del Ministerio de Economía y Finanzas, 
así como los Órganos Resolutivos, las Oficinas de 
Programación Multianual de Inversiones, las Unidades 
Formuladoras y las Unidades Ejecutoras de Inversiones 
del Sector, Gobierno Regional o Gobierno Local;

Que, el artículo 9 del Reglamento del indicado 
Decreto Legislativo, modificado por Decreto Supremo 
Nº 248-2017-EF, indica que las Unidades Ejecutoras de 
Inversiones son las Unidades Ejecutoras presupuestales;
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de Obra y Equipamiento Integral Hospitalario del Proyecto 
de Inversión Pública “Mejoramiento de la Capacidad 
Resolutiva de los Servicios de Salud Hospital Antonio 
Lorena Nivel III-1 Cusco”;

Que, a través del Informe N° 001-2018/G.T. HOSPITAL 
ANTONIO LORENA – CUSCO de fecha 23 de agosto de 
2018, el Grupo de Trabajo señalado en el considerando 
precedente emite pronunciamiento de la evaluación 
realizada a las actuaciones administrativas vinculadas al 
mencionado proceso de selección; siendo dicho informe 
remitido al Gobierno Regional del Cusco para que adopte 
las medidas que correspondan conforme a sus facultades; 

Que, mediante Resolución Ejecutiva Regional N° 
726-2018-GR CUSCO/GR, de fecha 14 de setiembre 
de 2018, el Gobierno Regional del Cusco declaró la 
nulidad del Procedimiento de Selección LP-PRECAL-11-
2017-GR-CUSCO-1 para la Contratación de la Ejecución 
del Saldo de Obra y Equipamiento Integral Hospitalario 
del Proyecto de Inversión Pública “Mejoramiento de la 
Capacidad Resolutiva de los Servicios de Salud Hospital 
Antonio Lorena Nivel III-1 Cusco”; por prescindir de las 
normas esenciales del procedimiento, retrotrayendo 
el procedimiento hasta la fase de Actos Preparatorios, 
invalidando todos los actos posteriores a dicha fase, 
incluyendo la declaratoria de nulidad aprobada mediante 
Resolución Ejecutiva Regional N° 510-2018-GR CUSCO/
GR;

Que, la ejecución del saldo de obra y el equipamiento 
del Hospital Antonio Lorena de Cusco permitirá brindar 
una adecuada prestación de servicios de salud de alta 
complejidad en el referido nosocomio, beneficiándose 
aproximadamente a 444,080 pobladores de las provincias 
de Acomayo, Calca, Canas, Canchis, Chumbivilcas, 
Espinar, La Convención, Paruro, Paucartambo, 
Quispicanchis y Urubamba del citado departamento;

Que, a efectos de brindar un acompañamiento de 
parte del ente rector del Sistema Nacional de Salud, 
corresponde conformar un Grupo de Trabajo que brinde 
asistencia técnica al Gobierno Regional del Cusco, para 
el desarrollo de las actuaciones vinculadas a las fases de 
Actos Preparatorios y del Procedimiento de Selección, 
para la Contratación de la Ejecución del Saldo de Obra 
y Equipamiento Integral Hospitalario del Proyecto 
de Inversión Pública “Mejoramiento de la Capacidad 
Resolutiva de los Servicios de Salud Hospital Antonio 
Lorena Nivel III-1 Cusco”;

Con el visado de la Coordinadora General del 
Programa Nacional de Inversiones en Salud, del Director 
General de la Dirección General de Operaciones en Salud, 
del Director General de la Oficina General de Asesoría 
Jurídica, del Secretario General y del Viceministro de 
Prestaciones y Aseguramiento en Salud, y; 

De conformidad con lo dispuesto por la Ley N° 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; el Decreto Legislativo 
N° 1161, Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de Salud; y, el Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Salud, aprobado por Decreto Supremo 
N° 008-2017-SA, modificado por Decretos Supremos 
N°s. 011-2017-SA y 032-2017-SA;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Conformar un Grupo de Trabajo 
encargado de brindar asistencia técnica al Gobierno 
Regional del Cusco, con relación al desarrollo de las 
actuaciones vinculadas a las fases de Actos Preparatorios 
y del Procedimiento de Selección, para la Contratación 
de la Ejecución del Saldo de Obra y Equipamiento 
Integral Hospitalario del Proyecto de Inversión Pública 
“Mejoramiento de la Capacidad Resolutiva de los Servicios 
de Salud Hospital Antonio Lorena Nivel III-1 Cusco”, el 
mismo que está integrado por los siguientes miembros:

- Un/a (1) representante del Viceministerio de 
Prestaciones y Aseguramiento en Salud, quien lo preside.

- Un/a (1) representante del Programa Nacional de 
Inversiones en Salud.

- Un/a (1) representante de la Dirección General de 
Operaciones en Salud

- Un/a (1) representante de la Oficina General de 
Administración.

- Un/a (1) representante de la Oficina General de 
Asesoría Jurídica.

Artículo 2.- La asistencia técnica que brinde el Grupo 
de Trabajo conformado según el artículo 1, alcanza a los 
siguientes aspectos:

a) Brindar apoyo técnico al Gobierno Regional del 
Cusco en la fase de Actos Preparatorios, en lo referente 
a la documentación necesaria para la aprobación del 
expediente de contratación hasta la convocatoria del 
procedimiento de selección.

b) Prestar asistencia técnica a los miembros del 
Comité de Selección que se designen para conducir el 
procedimiento de selección. 

c) Apoyar en la revisión e integración de bases del 
procedimiento de selección.

d) Asesorar en la evaluación y calificación de ofertas 
que presenten los postores en el marco del mencionado 
procedimiento de selección.

e) Efectuar recomendaciones para el adecuado inicio 
de la ejecución del saldo de obra.

Artículo 3.- El Grupo de Trabajo se instalará dentro 
de los tres (3) días hábiles de publicada la presente 
Resolución Ministerial, y tiene vigencia hasta el 
cumplimiento de lo señalado en el literal e) del artículo 
precedente.

Artículo 4.- El Grupo de Trabajo deberá emitir informes 
periódicos al Ministerio de Salud y al Gobierno Regional 
del Cusco, sobre la asistencia técnica que preste como 
parte del encargo conferido. 

Artículo 5.- La asistencia técnica que brinde el Grupo 
de Trabajo no enerva la responsabilidad de los servidores 
y funcionarios del Gobierno Regional de Cusco vinculados 
al desarrollo de las fases de Actos Preparatorios y 
del Procedimiento de Selección, para la Contratación 
de la Ejecución del Saldo de Obra y Equipamiento 
Integral Hospitalario del Proyecto de Inversión Pública 
“Mejoramiento de la Capacidad Resolutiva de los 
Servicios de Salud Hospital Antonio Lorena Nivel III-1 
Cusco”, conforme a lo dispuesto en la normativa sobre 
contrataciones del Estado.

Artículo 6.- Dejar sin efecto la Resolución Ministerial 
N° 725-2018/MINSA.

Artículo 7.- Notificar la presente Resolución Ministerial 
al Gobierno Regional del Cusco, al Viceministerio de 
Prestaciones y Aseguramiento en Salud, al Programa 
Nacional de Inversiones en Salud, a la Dirección General 
de Operaciones en Salud, a la Oficina General de 
Administración y a la Oficina General de Asesoría Jurídica 
de este Ministerio, para los fines respectivos.

Artículo 8.- Encargar a la Oficina de Transparencia y 
Anticorrupción de la Secretaría General, la publicación de 
la presente Resolución Ministerial en el portal institucional 
del Ministerio de Salud.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY
Ministra de Salud

1695083-2

TRABAJO Y PROMOCION

DEL EMPLEO

Aprueban la “Guía que contiene las pautas 
referenciales que pueden ser utilizadas por 
la organización empleadora para evaluar 
puestos de trabajo y definir el cuadro 
de categorías y funciones”, el modelo 
de cuadro de categorías y funciones y el 
contenido mínimo referencial de la política 
salarial

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 243-2018-TR

Lima, 24 de setiembre de 2018
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VISTOS: El Oficio Nº 669-2018-MTPE/2/15 de 
la Dirección General de Derechos Fundamentales y 
Seguridad y Salud en el Trabajo, el Informe Técnico Nº 
81-2018-MTPE/2/15.1 de la Dirección de Promoción y 
Protección de los Derechos Fundamentales Laborales, y 
el Informe Nº 2438-2018-MTPE/4/8 de la Oficina General 
de Asesoría Jurídica; y,

CONSIDERANDO:

Que, el inciso 2 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú señala que toda persona tiene derecho 
a la igualdad ante la ley, asimismo, establece en el 
inciso 1 del artículo 26 la igualdad de oportunidades 
sin discriminación, como el primer principio que deberá 
respetarse en una relación laboral;

Que, la Declaración de la Organización Internacional 
de Trabajo, relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo de 1998, compromete a los 
miembros del referido organismo internacional, a promover 
el cumplimiento de los derechos fundamentales laborales, 
siendo uno de ellos, la eliminación de la discriminación en 
materia de empleo y ocupación;

Que, el artículo 2 del Convenio 100 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre igualdad de remuneración 
de 1951, ratificado por el Estado Peruano el 01 de febrero 
de 1960, señala que todo miembro deberá promover y, 
en la medida en que sea compatible con los métodos 
vigentes de fijación de tasas de remuneración, garantizar 
la aplicación del principio de igualdad de remuneración 
entre la mano de obra masculina y la mano de obra 
femenina por un trabajo de igual valor;

Que, el artículo 2 del Convenio 111 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre la discriminación (empleo 
y ocupación) de 1958, ratificado por el Estado Peruano 
el 10 de agosto de 1970, señala que los miembros para 
los cuales se halle en vigor este documento, se obligan 
a formular y llevar a cabo una política nacional que 
promueva, por métodos adecuados a las condiciones y 
a la práctica nacionales, la igualdad de oportunidades y 
de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de 
eliminar cualquier discriminación a este respecto;

Que, la Ley Nº 28983, Ley de igualdad de 
Oportunidades entre hombres y mujeres, tiene por objeto 
establecer el marco normativo, institucional y de políticas 
públicas en los ámbitos nacional, regional y local, para 
garantizar a mujeres y hombres el ejercicio de sus 
derechos a la igualdad, dignidad, libre desarrollo, bienestar 
y autonomía, impidiendo la discriminación en todas las 
esferas de su vida, pública y privada, propendiendo a la 
plena igualdad;

Que, la Ley Nº 30709, Ley que prohíbe la discriminación 
remunerativa entre varones y mujeres, tiene por objeto 
prohibir la discriminación remunerativa entre varones 
y mujeres, mediante la determinación de categorías, 
funciones y remuneraciones que permitan la ejecución del 
principio de igualdad de remuneración por igual trabajo;

Que, la Tercera Disposición Complementaria Final 
del Reglamento de la Ley Nº 30709, aprobado mediante 
Decreto Supremo Nº 002-2018-TR, señala que el 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, mediante 
resolución ministerial, expide las pautas referenciales que 
pueden ser utilizadas por el/la empleador/a para evaluar 
los puestos de trabajo y definir el cuadro de categorías 
y funciones, especificando que las pautas referenciales 
incluyen, entre otros, modelos de documentos del cuadro 
de categorías y funciones, así como de políticas salariales;

Que, con la finalidad de efectivizar el cumplimiento 
de lo señalado en la Ley Nº 30709 y su Reglamento, 
se promulga el Decreto Supremo Nº 005-2018-TR, 
cuyo artículo 1 establece que el Ministerio de Trabajo 
y Promoción del Empleo, en coordinación con la 
Superintendencia Nacional de Fiscalización Laboral - 
SUNAFIL y las Direcciones y/o Gerencias Regionales 
de Trabajo y Promoción del Empleo, realiza anualmente 
acciones de sensibilización sobre las disposiciones de la 
Ley Nº 30709 y su Reglamento;

Que, mediante el artículo 52 del Decreto Supremo 
Nº 004-2014-TR que aprueba el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, señala que la Dirección General 

de Derechos Fundamentales y Seguridad y Salud en el 
Trabajo es un órgano de línea responsable de formular 
las políticas públicas y funciones sustantivas orientadas 
a la promoción de la igualdad de oportunidades y no 
discriminación, entre otros derechos fundamentales en el 
trabajo;

Que, la “Guía que contiene las pautas referenciales 
que pueden ser utilizadas por la organización empleadora 
para evaluar puestos de trabajo y definir el cuadro de 
categorías y funciones” (Guía para la Igualdad. 1 Igualdad 
Salarial) contiene las fases que se deben considerar para 
evaluar los puestos de trabajo, así como el modelo de 
cuadro de categorías y funciones, y el contenido mínimo 
referencial de la política salarial;

Con las visaciones del Viceministro de Trabajo, 
del Director General de Derechos Fundamentales y 
Seguridad y Salud en el Trabajo, del Jefe de la Oficina 
de Planificación y Presupuesto, y del Jefe de la Oficina 
General de Asesoría Jurídica; y,

En uso de las facultades conferidas por el numeral 
8) del artículo 25 de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo; el artículo 11 de la Ley Nº 29381, Ley 
de Organización y Funciones del Ministerio de Trabajo 
y Promoción del Empleo; el inciso d) del artículo 7 del 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 004-2014-TR y modificado por 
Decreto Supremo Nº 020-2017-TR.

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar la “Guía que contiene las 
pautas referenciales que pueden ser utilizadas por la 
organización empleadora para evaluar puestos de trabajo 
y definir el cuadro de categorías y funciones” (Guía para 
la Igualdad. 1 Igualdad Salarial), asimismo, el modelo de 
cuadro de categorías y funciones y el contenido mínimo 
referencial de la política salarial, que como anexos forman 
parte integrante de la presente Resolución Ministerial.

Artículo 2.- El Ministerio de Trabajo y Promoción del 
Empleo, a través de la Dirección General de Derechos 
Fundamentales y Seguridad y Salud en el Trabajo, 
en coordinación con la Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral - SUNAFIL y las Direcciones y/o 
Gerencias Regionales de Trabajo y Promoción del 
Empleo, realiza anualmente acciones de sensibilización 
y difusión de la guía para brindar efectivo cumplimiento 
a las disposiciones establecidas en la Ley Nº 30709, en 
su Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 002-
2018-TR y en el Decreto Supremo Nº 005-2018-TR.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
resolución y sus anexos en el portal institucional del 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo (www.gob.
pe/mtpe) , siendo responsable de esta tarea la Oficina 
General de Estadística y Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1695201-1

Autorizan viaje de funcionarios del 
Ministerio a Panamá, en comisión de 
servicios

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 244-2018-TR

Lima, 24 de setiembre de 2018

VISTOS: El OF. RE (DAS) Nº 2-11-B/59 de la 
Directora para Asuntos Sociales de la Dirección General 
para Asuntos Multilaterales y Globales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, la comunicación RC 86-19-100 
de fecha 12 de marzo de 2018 del Director General 
de la Organización Internacional del Trabajo – OIT, el 
Informe Nº 69-2018-MTPE/4/10 de la Oficina General de 
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Que, de conformidad con la Ley N° 30705, Ley de 
Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, este Ministerio ejerce competencias en materia de 
energía, que comprende electricidad e hidrocarburos, y 
minería; asimismo, tiene entre sus funciones promover la 
inversión sostenible y las actividades del sector;

Que, con la finalidad de promover el desarrollo de 
las actividades minero energéticas de forma sostenible, 
es necesario declarar de interés nacional y necesidad 
pública el diseño, desarrollo e implementación del 
Centro de Convergencia y Buenas Prácticas Minero – 
Energéticas, como un espacio en el que se comparta y 
promueva el ejercicio de buenas prácticas en los sectores 
energía y minas, así como una plataforma de diálogo y 
discusión técnica de alto nivel para arribar a consensos en 
pro de un mejor aprovechamiento de los recursos minero 
energéticos en favor del desarrollo del país;

Que, las propuestas normativas que incorporen las 
categorías de necesidad pública e interés nacional deben 
tener como objetivo el bienestar de la sociedad y reconducir 
a la satisfacción de los derechos fundamentales, lo cual 
tendrá como fin último la protección de la dignidad de la 
persona humana;

De conformidad con el numeral 8) del artículo 118 de 
la Constitución Política del Perú, así como el numeral 3) 
del artículo 11 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo;

DECRETA:

Artículo 1.- Declaración de interés nacional y 
necesidad pública

Declárese de interés nacional y necesidad pública 
el diseño, desarrollo e implementación del Centro de 
Convergencia y Buenas Prácticas Minero – Energéticas, 
como un espacio en el que se comparta y promueva el 
ejercicio de buenas prácticas en los sectores energía y 
minas, así como una plataforma de diálogo y discusión 
técnica de alto nivel para arribar a consensos en pro de un 
mejor aprovechamiento de los recursos minero energéticos 
en favor del desarrollo del país, con la participación del 
Estado, el sector privado, la sociedad civil y la academia.

Artículo 2.- Objetivos del Centro de Convergencia 
y Buenas Prácticas Minero – Energéticas

El Centro de Convergencia y Buenas Prácticas Minero 
– Energéticas tiene, entre otros, los siguientes objetivos:

2.1. Promover la adopción de buenas prácticas en 
las operaciones minero–energéticas en temas medio 
ambientales, sociales, relaciones comunitarias y en el uso 
de los recursos generados por el sector.

2.2. Impulsar iniciativas alrededor de la estrategia 
del sector minero energético al 2030, que contribuyan al 
desarrollo del país.

2.3. Asegurar acuerdos de alto nivel de largo plazo 
que contribuyan a generar estabilidad y gobernabilidad en 
el sector minero energético.

Artículo 3.- Implementación de acciones
Encárguese al Ministerio de Energía y Minas la 

realización de acciones necesarias para la implementación 
de lo dispuesto en el artículo 1 del presente Decreto 
Supremo, sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público.

Artículo 4.- Vigencia y refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Ministro de Energía y Minas y entra en vigencia a partir del 
día siguiente de su publicación en diario oficial El Peruano.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, al primer día 
del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1676524-8

Autorizan publicación de proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba el 
Reglamento de la Generación Distribuida

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 292-2018-MEM/DM

Lima, 31 de julio de 2018

VISTOS: Los Informes N° 0144-2018/MEM-DGE 
y el Informe N° 526-2018-MEM/OGJ, emitidos por la 
Dirección General de Electricidad y la Oficina General 
de Asesoría Jurídica del Ministerio de Energía y Minas, 
respectivamente;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 4 del Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Energía y Minas, aprobado 
por Decreto Supremo N° 031-2007-EM, establece entre 
las funciones generales del Ministerio de Energía y Minas 
la de dictar la normatividad general de alcance nacional 
en las materias de su competencia;

Que, el Decreto Ley Nº 25844, Ley de Concesiones 
Eléctricas, establece las normas que regulan las 
actividades relacionadas con la generación, transmisión, 
distribución y comercialización de la energía eléctrica;

Que, la Ley N° 28832, Ley para asegurar el Desarrollo 
Eficiente de la Generación Eléctrica, define a la Generación 
Distribuida como la “Instalación de Generación con 
capacidad no mayor a la señalada en el reglamento, 
conectada directamente a las redes de un concesionario de 
distribución eléctrica”. Asimismo, en su Octava Disposición 
Complementaria Final establece que el reglamento dispondrá 
medidas de promoción para la Generación Distribuida 
y Cogeneración eficientes, considerando las siguientes 
disposiciones: i) la venta de sus excedentes no contratados 
de energía al Mercado de Corto Plazo, asignados a los 
Generadores de mayor Transferencia (de compra o negativa) 
en dicho mercado; y, ii) el uso de las redes de distribución 
pagando únicamente el costo incremental incurrido;

Que, el Decreto Legislativo N° 1221, Decreto 
Legislativo que mejora la regulación de la distribución 
para promover el acceso a la energía eléctrica en el 
Perú, establece en su artículo 2 lo siguiente respecto a 
la Generación Distribuida: i) Los usuarios del servicio 
público de electricidad que disponen de equipamiento 
de generación eléctrica renovable no convencional o de 
cogeneración, hasta la potencia máxima establecida para 
cada tecnología, tienen derecho a disponer de ellos para 
su propio consumo o pueden inyectar sus excedentes 
al sistema de distribución, sujeto a que no afecte la 
seguridad operacional del sistema de distribución al 
cual está conectado; y. ii) la potencia máxima señalada, 
las condiciones técnicas, comerciales, de seguridad, 
regulatorias y la definición de las tecnologías renovables 
no convencionales que permitan la generación distribuida, 
entre otros aspectos necesarios, son establecidos en el 
reglamento específico sobre generación distribuida que 
aprueba el Ministerio de Energía y Minas;

Que, es necesario aprobar un Reglamento de 
Generación Distribuida que desarrolle los alcances de la 
Ley N° 28832 y el Decreto Legislativo N° 1221;

Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 14 
del Reglamento que establece disposiciones relativas 
a la publicidad, publicación de proyectos normativos y 
difusión de normas legales de carácter general, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 001-2009-JUS, las entidades 
públicas deben disponer la publicación de los proyectos 
de normas generales que sean de su competencia en el 
Diario Oficial El Peruano, en sus Portales Electrónicos 
o mediante cualquier otro medio, con el fin de recibir 
comentarios de los interesados; 

Que, en ese sentido, corresponde disponer la 
publicación del proyecto de Decreto Supremo que aprueba 
el Reglamento de Generación Distribuida y su Exposición 
de Motivos, en el portal institucional del Ministerio de 
Energía y Minas, otorgando a los interesados un plazo de 
treinta (30) días hábiles para la remisión, por escrito o vía 
electrónica, de sus comentarios y sugerencias;
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De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento que 
establece disposiciones relativas a la publicidad, publicación 
de proyectos normativos y difusión de normas legales de 
carácter general, aprobado por Decreto Supremo Nº 001-
2009-JUS; en el Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Energía y Minas, aprobado por Decreto 
Supremo N° 031-2007-EM; y, en la Resolución Ministerial 
N° 184-2018-MEM/DM, que establece la dependencia 
funcional de los órganos del Ministerio, así como el nivel 
de coordinación con los órganos dependientes, en tanto se 
apruebe el nuevo Reglamento de Organización y Funciones 
y su estructura organizacional;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar la publicación del proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la 
Generación Distribuida y su Exposición de Motivos, a 
efectos de recibir las sugerencias y comentarios de la 
ciudadanía en general, dentro del plazo de treinta (30) 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 
publicación de la presente Resolución Ministerial. 

Artículo 2.- Establecer que los interesados remitan 
por escrito sus opiniones y sugerencias a la Dirección 
General de Electricidad, sito en Avenida De Las Artes Sur 
Nº 260, distrito de San Borja, provincia y departamento 
de Lima; o, vía electrónica a la siguiente dirección de 
correo electrónico jcondor@minem.gob.pe. El registro de 
las opiniones y sugerencias recibidas, en medio físico o 
electrónico, está a cargo del señor Juan Antonio Cóndor 
Canales, profesional CAS de la Dirección General de 
Electricidad del Ministerio de Energía y Minas.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Oficial El Peruano y del 
proyecto de Decreto Supremo que aprueba el Reglamento 
de la Generación Distribuida y su Exposición de Motivos, 
en el portal institucional del Ministerio de Energía y Minas 
(www.minem.gob.pe) el mismo día de la publicación de la 
presente Resolución en el citado Diario Oficial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1675717-1

Autorizan publicación de proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba las 
“Disposiciones para la Adecuación 
Ambiental de Proyectos Eléctricos que 
fueron Autorizados por la Normativa a no 
contar con Certificación Ambiental”

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 293-2018-MEM/DM

Lima, 31 de julio de 2018

VISTOS: El Informe N° 131-2018-MEM/DGAAE/DNAE 
de fecha 6 de junio de 2018, emitido por la Dirección 
Normativa de Asuntos Ambientales Energéticos, y con la 
conformidad otorgada por la Dirección General de Asuntos 
Ambientales Energéticos; y el Informe N° 584-2018-MEM/
OGJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, mediante el Decreto Ley Nº 25844, Ley de 
Concesiones Eléctricas, publicado el 19 de noviembre 
de 1992, se establecen las normas que regulan las 
actividades relacionadas con la generación, transmisión, 
distribución y comercialización de la energía eléctrica;

Que, la versión original del artículo 38 del Decreto Ley 
Nº 25844, Ley de Concesiones Eléctricas señalaba que 
los proyectos que requerían de una autorización debían 
presentar como requisito una declaración jurada de 
cumplimiento de las normas técnicas y de conservación 
del medio ambiente, salvo las actividades de generación 

termoeléctrica, cuya potencia instalada sea superior a 10 
Mw, las cuales debían presentar un Estudio de Impacto 
Ambiental;

Que, el Decreto Legislativo N° 1002, Decreto 
Legislativo de promoción de la inversión para la 
generación de electricidad con el uso de energías 
renovables, publicado el 2 de mayo de 2008, modificó el 
artículo 38 del Decreto Ley Nº 25844, estableciendo que 
las concesiones definitivas para generación con Recursos 
Energéticos Renovables cuya potencia instalada sea 
igual o inferior a 20 Mw, así como las autorizaciones de 
generación termoeléctrica cuya potencia instalada sea 
igual o inferior a 20 Mw, debían presentar como requisito 
una declaración jurada de cumplimiento de las normas 
técnicas y de conservación del medio ambiente;

Que, la redacción actual del artículo 38 del Decreto 
Ley Nº 25844, modificado por el Decreto Legislativo N° 
1221, Decreto Legislativo que mejora la regulación de la 
distribución de electricidad para promover el acceso a la 
energía eléctrica en el Perú, publicado el 24 de setiembre 
de 2015, establece que la solicitud de autorización de todo 
proyecto eléctrico debe ir acompañada de la resolución 
aprobatoria del Instrumento Ambiental; 

Que, de igual manera, la versión primigenia del artículo 
15 de Ley Nº 28749, Ley General de Electrificación Rural, 
publicada el 1 de junio de 2006, establecía que para 
la ejecución de la obra de electrificación rural se debía 
presentar una Declaración Jurada de Impacto Ambiental 
ante la entidad competente del Ministerio de Energía y 
Minas, de conformidad con las normas ambientales 
vigentes;

Que, el Decreto Legislativo N° 1041, Decreto 
Legislativo que modifica diversas normas del Marco 
Normativo Eléctrico, publicado el 26 de junio de 2008  
varió la redacción del artículo 15 de Ley Nº 28749 
estableciéndose que para la ejecución de las obras de 
los Sistemas Eléctricos Rurales (SER) se presentará una 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA) ante la entidad 
competente, de conformidad con las normas ambientales 
y de descentralización vigentes;

Que, asimismo, el artículo 7 del Reglamento de 
Protección Ambiental en las Actividades Eléctricas, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 29-94-EM, establece 
que  las personas naturales o jurídicas que no requieran 
de Concesión ni Autorización, para ejercer actividades 
de generación, transmisión y distribución eléctrica, 
deben adoptar las medidas que sean necesarias a fin 
de mitigar el impacto de sus actividades en el ambiente, 
adecuándose a los Límites Máximos Permisibles;

Que, mediante Ley N° 27446, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, publicada 
el 23 de abril de 2001, se creó el Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental – SEIA sistema único 
y coordinado de identificación, prevención, supervisión, 
control y corrección anticipada de los impactos 
ambientales negativos derivados de las acciones 
humanas expresadas por medio del proyecto de inversión. 
Asimismo, el artículo 3 de la mencionada Ley, modificado 
por el Decreto Legislativo Nº 1078, publicado el 28 junio 
2008, establece que no podrá iniciarse la ejecución 
de proyectos ni actividades de servicios y comercio y 
ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local 
podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o 
habilitarlas si no cuentan previamente con la certificación 
ambiental contenida en la Resolución expedida por la 
respectiva autoridad competente;

Que, de igual manera, el artículo 15 del Reglamento 
de la Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 019-2009-MINAM, establece que 
toda persona natural o jurídica, de derecho público o 
privado, nacional o extranjera, que pretenda desarrollar 
un proyecto de inversión susceptible de generar impactos 
ambientales negativos de carácter significativo, que estén 
relacionados con los criterios de protección ambiental 
establecidos en el Anexo V y los mandatos señalados en 
el Título II del referido Reglamento, debe gestionar una 
Certificación Ambiental ante la Autoridad Competente que 
corresponda, de acuerdo con la normatividad vigente y lo 
dispuesto en el mencionado Reglamento;

Que, teniendo en cuenta el cambio normativo, los 
Titulares de las actividades eléctricas que, en su momento 
fueron autorizados por la normativa a no contar con 
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pública de Educación Básica y de Educación Superior 
Pedagógica, Tecnológica y Técnico-Productiva, incluyendo 
el mantenimiento y/o equipamiento de la misma, cuando 
corresponda, de manera concertada y coordinada con los 
otros niveles de gobierno, y en forma planificada, articulada 
y regulada, en el marco de las políticas sectoriales de 
educación en materia de infraestructura educativa, a fin de 
contribuir a la mejora en la calidad de la educación del país;

Que, mediante la Resolución Ministerial Nº 
408-2017-MINEDU, se aprobó el Cuadro para Asignación 
de Personal Provisional del Programa Nacional de 
Infraestructura Educativa – PRONIED, en el cual el cargo 
de Director de Sistema Administrativo II de la Unidad 
de Recursos Humanos de la Oficina de General de 
Administración se encuentra calificado como directivo 
superior de libre designación y remoción;

Que, mediante la Resolución Directoral Ejecutiva Nº 
083-2018-MINEDU/VMGI-PRONIED, se designó a la señora 
María Elena Perla Lugaro en el cargo de Directora de Sistema 
Administrativo II de la Unidad de Recursos Humanos de la 
Oficina General de Administración del Programa Nacional de 
Infraestructura Educativa – PRONIED;

Que, la citada persona ha presentado renuncia al 
cargo antes señalado, la cual resulta pertinente aceptar, 
por lo que resulta necesario encargar las funciones de 
dicho cargo, en tanto se designe a su titular;

Con los vistos de la Oficina General de Administración 
y la Oficina de Asesoría Jurídica, y de conformidad con lo 
dispuesto en el Decreto Supremo Nº 004-2014-MINEDU 
y el Manual de Operaciones del Programa Nacional de 
Infraestructura Educativa – PRONIED, aprobado con 
Resolución Ministerial Nº 034-2016-MINEDU y modificado 
con Resolución Ministerial Nº 341-2017-MINEDU;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aceptar la renuncia de la señora María 
Elena Perla Lugaro en el cargo de Directora de Sistema 
Administrativo II de la Unidad de Recursos Humanos de la 
Oficina General de Administración del Programa Nacional 
de Infraestructura Educativa – PRONIED, dándosele las 
gracias por los servicios prestados.

Artículo 2.- Encargar a partir del 10 de setiembre de 
2018, al señor David Joel García Chaico las funciones 
de Director de Sistema Administrativo II de la Unidad 
de Recursos Humanos de la Oficina General de 
Administración del Programa Nacional de Infraestructura 
Educativa – PRONIED, en adición a sus funciones.

Artículo.3.-.Encargar a la Unidad de Recursos 
Humanos, las acciones de personal correspondientes.

Artículo 4.- Encargar a la Oficina de Comunicaciones 
la publicación de la presente resolución en el portal 
institucional del Programa Nacional de Infraestructura 
Educativa – PRONIED (www.pronied.gob.pe).

Regístrese, comuníquese y publíquese.

ELIZABETH MILAGROS AÑAÑOS VEGA
Directora Ejecutiva
Programa Nacional de Infraestructura Educativa

1689450-1

ENERGIA Y MINAS

Autorizan publicación de proyecto 
de Decreto Supremo que aprueba las 
“Disposiciones para la aplicación de los 
Estándares de Calidad Ambiental (ECA) 
Suelo y de los Criterios para la Gestión 
de Sitios Contaminados generados en 
Actividades Eléctricas y de Hidrocarburos”

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 337-2018-MEM/dM

Lima, 6 de setiembre de 2018

VISTOS: Los Informes N° 206-2018-MEM-DGAAE/
DNAE, de fecha 14 de agosto de 2018, emitido por la 
Dirección General de Asuntos Ambientales Energeticos; 
los Informes N° 018-2018-MEM/DGAAH y N° 019-2018-
MEM/DGAAE, de fecha 24 de agosto de 2018, emitido 
por la Dirección de Gestión Ambiental de Hidrocarburos 
y la Dirección de Gestión Ambiental de Electricidad, 
respectivamente; y, con la conformidad otorgada 
por la Dirección General de Asuntos Ambientales 
de Hidrocarburos y la Dirección General de Asuntos 
Ambientales de Electricidad; y el Informe N° 825-2018-
MEM/OGJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 22 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú establece que toda persona tiene 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de su vida;

Que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 de 
la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, publicada el 15 
de octubre de 2005, el Estado, a través de sus entidades 
y órganos correspondientes, diseña y aplica, entre otros, 
las normas que sean necesarias para garantizar el 
efectivo ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las 
obligaciones y responsabilidades contenidas en la Ley;

Que, el numeral 31.1 del artículo 31 de la Ley 
General del Ambiente define al Estándar de Calidad 
Ambiental (ECA) como la medida que establece el nivel 
de concentración o del grado de elementos, sustancias 
o parámetros físicos, químicos y biológicos, presentes en 
el aire, agua o suelo, en su condición de cuerpo receptor, 
que no representa riesgo significativo para la salud de las 
personas ni al ambiente; asimismo, el numeral 31.2 del 
artículo 31 de la Ley establece que el ECA es obligatorio 
en el diseño de las normas legales y las políticas públicas, 
así como un referente obligatorio en el diseño y aplicación 
de todos los instrumentos de gestión ambiental;

Que, según lo dispuesto en el numeral 33.1 del artículo 
33 de la Ley General del Ambiente, la Autoridad Ambiental 
Nacional dirige el proceso de elaboración y revisión de 
ECA y, en coordinación con los sectores correspondientes, 
elabora o encarga las propuestas de ECA, las que serán 
remitidas a la Presidencia del Consejo de Ministros para 
su aprobación mediante decreto supremo;

Que, en virtud a lo dispuesto por el numeral 33.4 del 
artículo 33 de la Ley General del Ambiente, en el proceso 
de revisión de los parámetros de contaminación ambiental, 
con la finalidad de determinar nuevos niveles de calidad, 
se aplica el principio de gradualidad, permitiendo ajustes 
progresivos a dichos niveles para las actividades en curso;

Que, mediante Decreto Supremo N° 011-2017-MINAM 
y Decreto Supremo Nº 012-2017-MINAM, publicados el 
02 de diciembre de 2017, se aprobaron los ECA para 
Suelo 2017 y los Criterios para la Gestión de Sitios 
Contaminados, respectivamente;

Que, mediante la Segunda Disposición Complementaria 
Final del Decreto Supremo N° 011-2017-MINAM, se 
dispone que en caso de los instrumentos de gestión 
ambiental correctivos la aplicación de los ECA para Suelo 
se realiza conforme la normativa ambiental sectorial 
competente;

Que, mediante la Primera Disposición Complementaria 
Final del Decreto Supremo N° 012-2017-MINAM se 
dispone que las autoridades sectoriales competentes, 
en coordinación con el Ministerio del Ambiente, emitirán 
la regulación específica para la gestión de sitios 
contaminados;

Que, de acuerdo a la nueva regulación sobre los ECA 
Suelo se dispone que la autoridad ambiental sectorial 
competente regule su aplicación así como los Criterios 
para la Gestión de Sitios Contaminados, a fin de garantizar 
su adecuada aplicación;

Que, mediante Decreto Supremo N° 021-2018-EM se 
aprobó el Decreto Supremo que modifica el Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de Energía 
y Minas, el cual señala que debe observarse el principio 
de especialidad, conforme el cual se debe integrar 
las funciones afines y eliminar posibles conflictos de 
competencia y cualquier duplicidad de funciones entre 
sus órganos y unidades orgánicas;
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Que, el Iiteral a) de los artículo 87-D y 93 del Decreto 
Supremo N° 021-2018-EM, establece que la Dirección 
General de Asuntos Ambientales de Hidrocarburos 
y la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Electricidad, respectivamente, son las encargadas de 
formular, proponer y aprobar, cuando corresponda; 
programas, proyectos, estrategias, normas, guías y 
lineamientos relacionados con la protección del ambiente 
y la evaluación de instrumentos de gestión ambiental 
en los Subsectores Hidrocarburos y Electricidad, 
correspondientemente;

Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 39 del 
Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 
Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana 
en Asuntos Ambientales, aprobado por Decreto Supremo 
N° 002-2009-MINAM, los proyectos de normas que 
regulen asuntos ambientales generales o que tengan 
efectos ambientales deben ser puestos en conocimiento 
del público para recibir opiniones y sugerencias de los 
interesados. El aviso de publicación del proyecto debe 
publicarse en el diario oficial El Peruano y el cuerpo 
completo del proyecto en el Portal de Transparencia de 
la entidad, por un periodo mínimo de diez (10) días útiles;

Que, en ese sentido, corresponde disponer la 
publicación del proyecto de Decreto Supremo que aprueba 
las “Disposiciones para la aplicación de los Estándares 
de Calidad Ambiental (ECA) Suelo y de los Criterios 
para la Gestión de Sitios Contaminados generados en 
Actividades Eléctricas y de Hidrocarburos” en el Portal 
Institucional del Ministerio de Energía y Minas, otorgando 
a los interesados un plazo de diez (10) días hábiles para 
la remisión por escrito o vía electrónica de los comentarios 
y sugerencias;

De conformidad con lo dispuesto por la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; el Reglamento 
sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública 
Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en 
Asuntos Ambientales, aprobado por Decreto Supremo N° 
002-2009-MINAM; la Ley N° 30705, Ley de Organización 
y Funciones del Ministerio de Energía y Minas; y, el 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Energía y Minas, aprobado por Decreto Supremo N° 
031-2007-EM y sus modificatorias; 

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar la publicación del proyecto de 
Decreto Supremo que aprueba las “Disposiciones para 
la aplicación de los Estándares de Calidad Ambiental 
(ECA) Suelo y de los Criterios para la Gestión de Sitios 
Contaminados generados en Actividades Eléctricas y de 
Hidrocarburos”, y su Exposición de Motivos.

Artículo 2.- Establecer un plazo de diez (10) 
días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 
publicación de la presente Resolución Ministerial, a fin de 
que los interesados remitan por escrito sus opiniones y 
sugerencias, según corresponda a su competencia, a la 
Dirección General de Asuntos Ambientales de Electricidad 
y a la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Hidrocarburos, sito en la Avenida las Artes Sur N° 260, 
distrito de San Borja, provincia y departamento de Lima, o 
vía internet a la siguiente dirección de correo electrónico: 
prepublicacionesdgaae@minem.gob.pe.

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Oficial El Peruano. 
Asimismo, publíquese en el portal institucional del 
Ministerio de Energía y Minas (www.minem.gob.pe) 
el proyecto de Decreto Supremo que aprueba las 
“Disposiciones para la aplicación de los Estándares de 
Calidad Ambiental (ECA) Suelo y de los Criterios para la 
Gestión de Sitios Contaminados generados en Actividades 
Eléctricas y de Hidrocarburos” y su Exposición de Motivos, 
el mismo día de la publicación de la presente Resolución 
Ministerial en el Diario Oficial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1688983-1

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Aprueban “Lineamiento para la atención de 
los pedidos de oficialización de actividades 
académicas de contenido jurídico”

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 0379-2018-JUS

Lima, 7 de setiembre de 2018

VISTOS; el Informe Legal Nº 231-2018-JUS/
DGDNCR y el Oficio Nº 791-2018-JUS/DGDNCR, de 
la Dirección General de Desarrollo Normativo y Calidad 
Regulatoria; el Oficio Nº 2383-2018-JUS/OGPM y el 
Informe Nº 098-2018-OGPM-OOM, de la Oficina General 
de Planeamiento, Presupuesto y Modernización; y los 
Informes Nº 936-2018-JUS/OGAJ y Nº 942-2018-JUS/
OGAJ, de la Oficina General de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, mediante Resolución Viceministerial Nº 06-
2012-JUS se aprueba la Directiva Nº 003-2012-JUS-
VM-DNAJ, sobre “Reglas para la tramitación de los 
pedidos de oficialización de eventos académicos de 
contenido jurídico”. Sin embargo, a la fecha, la base 
legal por la que dicha norma fue aprobada se encuentra 
derogada;

Que, el literal j) del artículo 7 de la Ley Nº 29809, 
Ley de Organización y Funciones del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos señala como una de las 
funciones específicas del Ministerio, “(s)istematizar la 
legislación e información jurídica de carácter general y 
promover su estudio y difusión, así como disponer su 
edición oficial”;

Que, la difusión de la legislación e información 
jurídica, a la que se hace referencia en la citada norma, 
puede materializarse a través de diversas acciones, como 
son, resaltar actividades académicas que desarrollen 
temáticas jurídicas, a través de otorgarles el carácter de 
oficial a las mismas, cuando reúne ciertas características 
y lo estime necesario el Sector;

Que, la declaración del carácter oficial de una actividad 
académica de contenido jurídico significa que el Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos reconoce como un 
asunto de trascendencia e interés público la realización 
de dicha actividad, la cual se encuentra relacionada con 
el Sector;

Que, resulta necesario contar con un lineamiento, 
que regule la atención de los pedidos de oficialización de 
actividades académicas de contenido jurídico organizadas 
por personas naturales o personas jurídicas de derecho 
público o privado;

Que, sin perjuicio de ello, las solicitudes de 
oficialización de actividades de contenido jurídico 
formuladas expresan el ejercicio del derecho de petición 
graciable regulado en el artículo 121 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 
Nº 006-2017-JUS;

Que, contando con la opinión favorable de la 
Dirección General de Desarrollo Normativo y Calidad 
Regulatoria; la Oficina General de Planeamiento, 
Presupuesto y Modernización; y, la Oficina General de 
Asesoría Juridica;

De conformidad con lo dispuesto por la Ley Nº 
29809, Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia; el Decreto Supremo Nº 013-2017-JUS, que 
aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; y, el Decreto 
Supremo Nº 006-2017-JUS, que aprueba el Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar el “Lineamiento para la atención 
de los pedidos de oficialización de actividades académicas 
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g) Vigilar el cumplimiento de la normatividad 
relacionada con la implementación del gobierno digital en 
las entidades públicas.

h) Promover el intercambio de datos de información, 
así como la colaboración en el desarrollo de proyectos de 
digitalización entre entidades.

i) Otras funciones que se le asigne en el ámbito de 
su competencia y aquellas concordantes con la materia.

Artículo 4.- Disponer que la Unidad de Trámite 
Documentario notifique la presente Resolución a 
los integrantes del Comité de Gobierno Digital de la 
Superintendencia Nacional de Bienes Estatales – SBN.

Artículo 5.- La presente Resolución entrará en 
vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el 
diario oficial “El Peruano”. 

Artículo 6.- Disponer que la Oficina de Administración 
y Finanzas en el ámbito de Tecnologías de la Información 
publique la presente Resolución en el Intranet y Portal 
Institucional (www.sbn.gob.pe).

Regístrese, comuníquese y publíquese.

ARMANDO MIGUEL SUBAUSTE BRACESCO
Superintendente

1689764-1

ORGANISMOS REGULADORES

ORGANISMO SUPERVISOR DE LA

INVERSION EN ENERGIA Y MINERIA

Aprueban Directiva para la implementación 
de medios de facturación, recaudación y 
comunicación electrónicos por la prestación 
del servicio público de electricidad

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO
ORGANISMO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN EN 

ENERGÍA Y MINERÍA
OSINERGMIN N° 139-2018-OS/CD

Lima, 28 de agosto de 2018

VISTO:

El Memorando N° DSR - 622-2018 elaborado por la 
División de Supervisión Regional, mediante el cual se 
propone el proyecto normativo denominado “Directiva 
para la implementación de medios de facturación y 
recaudación electrónicos por la prestación del servicio 
público de electricidad.”

CONSIDERANDO:

Que, conforme al inciso c) del numeral 3.1 del artículo 
3 de la Ley Nº 27332, Ley Marco de los Organismos 
Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios 
Públicos, la función normativa de los Organismos 
Reguladores, entre ellos Osinergmin, comprende la 
facultad de dictar en el ámbito y en materia de sus 
respectivas competencias, los reglamentos, normas que 
regulen los procedimientos a su cargo, otras de carácter 
general, referidas a intereses, obligaciones o derechos de 
las entidades o actividades supervisadas o de sus usuarios;

Que, de acuerdo al artículo 3 de la Ley Nº 27699, 
Ley Complementaria de Fortalecimiento Institucional de 
Osinergmin, el Consejo Directivo está facultado para 
aprobar procedimientos administrativos especiales que 
normen los procedimientos administrativos vinculados a 
sus funciones supervisora, fiscalizadora y sancionadora, 
relacionados al cumplimiento de normas técnicas y de 
seguridad;

Que, por su parte, conforme a los artículos 1 y 2 de la 
Ley Nº 26734, Ley del Organismo Supervisor de Inversión 
en Energía - Osinerg, esta entidad es el organismo 
regulador, supervisor y fiscalizador de las actividades 
que desarrollan las personas jurídicas de derecho público 
interno o privado y las personas naturales, en el subsector 
electricidad; siendo su misión, regular, supervisar y 
fiscalizar, en el ámbito nacional, el cumplimiento de las 
disposiciones legales y técnicas relacionadas con las 
actividades del subsector electricidad;

Que, por su parte, de acuerdo al artículo 175 del 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas 
aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-EM, las 
Empresas de Distribución Eléctrica podrán disponer de 
medios de facturación y recaudación adecuados a las 
necesidades de los usuarios, previamente aprobados por 
Osinergmin;

Que, en referencia a lo mencionado, la Décimo Tercera 
Disposición Complementaria Transitoria del Decreto 
Supremo Nº 018-2016-EM establece que Osinergmin, 
dentro de sus competencias, deberá elaborar aquellos 
dispositivos legales que complementen lo señalado por 
el Reglamento;

Que, de acuerdo con la Ley Marco de Modernización 
de la Gestión del Estado, Ley Nº 27658, se declaró al 
Estado en proceso de modernización en sus diferentes 
instancias y procedimientos, con la finalidad de mejorar 
la gestión pública y contribuir a implementar una gestión 
moderna, descentralizada y con mayor participación del 
ciudadano; disponiendo como finalidad, la obtención de 
mayores niveles de eficiencia del aparato estatal, de 
manera que se logre una mejor atención a la ciudadanía,

Que, asimismo, de conformidad con el artículo 5 de 
la citada Ley se definió como principales acciones para 
el proceso de modernización estatal la priorización de 
la labor de desarrollo social en beneficio de los sectores 
menos favorecidos, mejorando, entre otras acciones, la 
prestación de los servicios públicos;

Que, conforme a lo previsto en el artículo I del Título 
Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 
aprobado por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS, se 
consideran entidades públicas a las personas jurídicas 
bajo el régimen privado que prestan servicios públicos 
o ejercen función administrativa, en virtud de concesión, 
delegación o autorización del Estado, conforme a la 
normativa de la materia;

Que, a través del Decreto Supremo Nº 081-2013-PCM 
se aprobó la Política Nacional de Gobierno Electrónico, 
la cual ha establecido como uno de sus Lineamientos 
Estratégicos (Numeral 8 d), el desarrollo de E-Servicios, 
que comprende habilitar los medios electrónicos 
necesarios al ciudadano para que pueda acceder a los 
servicios públicos por medios electrónicos seguros, 
a través del uso de su identidad digital, con seguridad, 
comodidad y satisfacción desde cualquier lugar;

Que, en esta línea, el Texto Único Ordenado de la Ley 
Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 006-2017-
JUS, ha previsto en su artículo 30 que el procedimiento 
administrativo podrá realizarse total o parcialmente a 
través de tecnologías y medios electrónicos, estableciendo 
adicionalmente que, los actos administrativos realizados 
a través de estos medios, poseen la misma validez y 
eficacia jurídica que los actos realizados por medios 
físicos tradicionales; 

Que, en el marco del Programa País de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 
con Perú, y las recomendaciones efectuadas por la OCDE 
a las políticas regulatorias de los reguladores económicos, 
el Consejo Directivo de Osinergmin, en su sesión Nº 
13-2016 del 12 de abril de 2016, acordó, entre otros, 
aprobar la Guía para la realización del Análisis de Impacto 
Regulatorio en Osinergmin aplicables a determinados 
proyectos normativos, así como la determinación de 
criterios mínimos de admisibilidad y calidad regulatoria;

Que, considerando lo anterior, mediante el documento 
del Visto se ha presentado el proyecto normativo con 
la finalidad de regular la implementación de medios de 
facturación, recaudación y comunicación electrónicos 
por la prestación del servicio público de electricidad; 
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habiéndose evaluado previamente los impactos que dicha 
regulación genera en los agentes involucrados, tal como 
se desarrolla en la exposición de motivos de la presente 
resolución;

Que, en aplicación del principio de transparencia, 
recogido en el artículo 25 del Reglamento General de 
Osinergmin, aprobado por Decreto Supremo Nº 054-
2001-PCM; el artículo 14 del Reglamento que establece 
disposiciones relativas a la publicidad, publicación de 
proyectos normativos y difusión de normas legales de 
carácter general, aprobado por Decreto Supremo Nº 001-
2009-JUS; y con la finalidad de involucrar a todos los 
actores durante el proceso de formulación de la regulación 
para maximizar su calidad y efectividad, mediante 
Resolución N° 211-2017-OS/CD, el Consejo Directivo 
autorizó la publicación del proyecto normativo que 
aprueba la Directiva para la implementación de medios de 
facturación, recaudación y comunicación electrónicos por 
la prestación del servicio público de electricidad, con el fin 
de recibir comentarios o sugerencias de los interesados;

Que, los resultados de la evaluación de los comentarios 
y sugerencias recibidos se incluyen en la exposición de 
motivos de la presente resolución;

Que, considerando la retroalimentación de los actores 
interesados, corresponde aprobar la Directiva para la 
implementación de medios de facturación, recaudación y 
comunicación electrónicos por la prestación del servicio 
público de electricidad

Que, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso b) del 
artículo 7 del Reglamento de Organización y Funciones 
de Osinergmin, aprobado por Decreto Supremo Nº 010-
2016-PCM; con la conformidad de la Gerencia General, 
de la Gerencia de Asesoría Jurídica, la Gerencia de 
Supervisión de Energía y de la Gerencia de Políticas 
y Análisis Económico y, estando a lo acordado por el 
Consejo Directivo de Osinergmin en su Sesión Nº 26- 
2018;

SE RESUELVE:

Artículo 1º.- Aprobación de Directiva
Aprobar la Directiva para la implementación de medios 

de facturación, recaudación y comunicación electrónicos 
por la prestación del servicio público de electricidad 
que, en calidad de Anexo, forma parte de la presente 
resolución.

Artículo 2º.- Publicación
Disponer la publicación de la presente resolución 

y su Anexo en las Normas Legales del diario oficial 
El Peruano, y disponer, que conjuntamente con su 
Exposición de Motivos sea publicada en el portal 
institucional de Osinergmin (www.osinergmin.gob.pe) y 
del Estado Peruano (www.peru.gob.pe), el mismo día de 
su publicación en El Peruano.

DANIEL SCHMERLER VAINSTEIN
Presidente del Consejo Directivo

ANEXO

DIRECTIVA PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE 
MEDIOS DE fACTURACIÓN, RECAUDACIÓN 
Y COMUNICACIÓN ELECTRÓNICOS POR LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO PúbLICO DE 

ELECTRICIDAD.

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objetivo
Incorporar el uso de medios electrónicos para la 

facturación, recaudación e intercambio de información, 
para la prestación del servicio público de electricidad 
a cargo de las Empresas de Distribución Eléctrica 
(en adelante EDE), en cumplimiento de la Ley de 
Concesiones Eléctricas y su Reglamento aprobado por 
Decreto Supremo N° 009-93-EM.

Artículo 2.- finalidad
Habilitar el uso de tecnología y sistemas informáticos 

por las EDE y los Usuarios, para que puedan interactuar 
con eficiencia y eficacia en lo referido a la prestación del 
servicio púbico de electricidad, lo que será considerado 
en la regulación tarifaria, de corresponder.

Artículo 3.- Alcance
La presente Directiva es de alcance para todas 

aquellas EDE que accedan a implementar los medios 
de facturación, recaudación y comunicación eléctrica 
dispuestos por Osinergmin conforme a lo previsto en el 
artículo 175 del Reglamento de la Ley de Concesiones 
Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo N° 009-93-EM.

CAPÍTULO II

MEDIOS ELECTRÓNICOS 

Artículo 4.- De los medios de facturación 
electrónica

4.1. El Recibo Digital Electrónico (en adelante 
RDE) se emite siempre que cuente con la aceptación 
expresa del Usuario, en cuyo caso dicha entrega deberá 
realizarse dentro de los plazos previstos por el artículo 
175 del Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, 
aprobado por Decreto Supremo N° 009-93-EM; y en 
concordancia con lo dispuesto en el Procedimiento 
para la Supervisión del Proceso de la Facturación a los 
Usuarios por el Servicio Público de Electricidad aprobado 
por Resolución de Consejo Directivo N° 115-2017-OS/CD. 
Este proceso de envío en forma digital sustituye el envío 
del recibo o factura física.

4.2. El RDE debe contener todos los conceptos 
establecidos en la normativa del subsector electricidad; 
y su implementación se efectúa sin perjuicio de las 
disposiciones previstas para la emisión del Recibo 
Electrónico de Servicios Públicos en la Resolución de 
Superintendencia N° 357-2015-SUNAT, o la norma que la 
modifique o sustituya.

4.3. Para la implementación mencionada, las EDE 
deben contar con una plataforma informática que permita 
poner a disposición de forma oportuna el RDE a cada 
Usuario, así como consignar la evidencia de la aceptación 
expresa del Usuario, manteniéndola como mínimo por 
cuatro años.

4.4. La EDE debe poner a disposición del Usuario, a 
través de su plataforma informática, consultas en línea 
del RDE, ya sea vía web en el portal de la EDE (internet) 
y/o aplicación móvil (APP), para lo cual el Usuario puede 
suscribirse en línea. Una vez suscrito, el Usuario ingresa 
con su número de DNI y su contraseña u otro mecanismo 
que la EDE ponga a su disposición.

4.5. Las inconformidades de cada Usuario que surjan 
como consecuencia del acogimiento y recepción del 
RDE deben ser tramitadas por las EDE como reclamo, 
de acuerdo a lo previsto en la normativa vigente; siendo 
responsabilidad de la EDE acreditar el envío oportuno del 
RDE.

Artículo 5.- De las comunicaciones electrónicas 

5.1. Las EDE deben implementar un sistema de 
comunicaciones electrónicas con sus Usuarios, para lo 
cual pueden emplear los medios tecnológicos disponibles 
(correo electrónico, SMS, notificaciones en el APP, en el 
portal web de la EDE, entre otros), los que debe utilizar 
para los aspectos establecidos en la presente Directiva, 
siempre que cuente con la aceptación expresa del 
Usuario.

5.2. Para la implementación mencionada, la EDE 
debe contar con la evidencia de la aceptación expresa 
del Usuario, así como contar con mecanismos de 
desafiliación del servicio de comunicaciones electrónicas, 
la información de estas evidencias debe ser archivada 
por la EDE como mínimo por cuatro años, a efectos de la 
supervisión de Osinergmin.

5.3. Las comunicaciones electrónicas con los Usuarios 
sólo incluyen los siguientes temas:
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Cuadro N° 1

Listado de Comunicaciones de Interés para los 
Usuarios

Ítem Descripción

1 Vencimiento del RDE

2 Fecha de lectura del medidor

3 Factibilidad de suministro eléctrico

4 Aviso previo al contraste y/o cambio del medidor

5 Aviso de Reintegro al usuario

6 Devolución de Contribuciones Reembolsables

7 Regularización de documentos para admisibilidad

8 Cortes de servicio eléctrico Programados

9 Inspecciones por Seguridad de Instalaciones

10 Todas las comunicaciones al usuario exigidas por la Norma Técnica 
de Calidad de los Servicios Eléctricos urbanos y rurales.

11 Reportes de riesgo eléctrico

12 Alumbrado público

13 Acciones de Reposición del Servicio por cortes imprevistos.

14 Aviso sobre emisión de Vale FISE

5.4 La EDE debe garantizar que las comunicaciones 
electrónicas sean efectivamente recibidas por los 
Usuarios, para lo cual los sistemas informáticos de la EDE 
deben permitir a Osinergmin verificar el mayor nivel de 
trazabilidad de la entrega de la comunicación, que sea 
auditable según la opción acordada.

5.5 Las inconformidades de cada Usuario que surjan 
como consecuencia de las comunicaciones electrónicas 
deben ser tramitadas por las EDE como reclamo, de 
acuerdo a lo previsto en la normativa vigente.

Artículo 6.- Modalidades del envío 

6.1. Las EDE, de acuerdo a la elección del Usuario, 
deben realizar el envío del RDE y de las comunicaciones 
electrónicas asegurando la trazabilidad, seguridad y 
control de las alternativas utilizadas, considerando una 
opción principal y otras complementarias, de acuerdo a 
las siguientes opciones:

- Aplicaciones móviles (APP),
- Correo electrónico (e-mail), 
- Mensaje de texto (SMS) 

El Usuario puede solicitar en cualquier momento el 
cambio de modalidad de envío. 

6.2. Para el caso del envío de alerta de emisión del 
RDE por mensaje de texto, la EDE debe enviar como 
datos mínimos el consumo de energía en kWh, importe 
total a pagar y fecha de vencimiento. Sin perjuicio de ello, 
la EDE debe poner a disposición del Usuario la vista e 
impresión del RDE, tanto en su portal web, aplicaciones 
móviles (APP) como en sus oficinas.

6.3. En caso de deudas impagas, la EDE puede 
enviar a través de la modalidad elegida por el Usuario, las 
alertas respectivas, refiriendo el monto a pagar, la fecha 
de vencimiento del recibo, opciones de pago y lugares de 
recaudación.

Artículo 7.- Consultas del RDE

7.1. Para las consultas en línea del RDE ya sea en 
el portal web de la EDE y/o por aplicación móvil (APP), 
el Usuario puede suscribirse en línea a esta opción de 
acuerdo a lo establecido en el numeral 4.4.

7.2. Las consultas realizadas por estos medios, deben 
mostrar información previa en línea del RDE, de modo 
que el Usuario pueda descargarla para su impresión.

Artículo 8.- De la recaudación electrónica

8.1 Las EDE deben facilitar a los Usuarios modalidades 
alternativas de pago tales como: pago por cajero 
automático, uso del dinero electrónico, pago mediante 
el celular (aplicaciones móviles) o pagos a través de la 
página web de la EDE; lo cual queda a libre elección del 
Usuario.

8.2 Para la implementación mencionada, las EDE 
deben contar con una solución informática que permita 
lo siguiente:

a) Registrar oportunamente los abonos realizados, 
especialmente aquellos abonos efectuados el día de 
vencimiento, de tal manera que se eviten cortes irregulares 
del suministro.

b) Garantizar que el Usuario pueda realizar el pago del 
RDE por cualquiera de los medios de pago elegidos hasta 
el último día de vencimiento.

c) Obtención de la respectiva constancia del abono. 

8.3 Adicionalmente, las EDE deben disponer a favor 
de los Usuarios, el acceso a Agentes Recaudadores 
Autorizados para que recauden los pagos del RDE, 
además de las oficinas de cobranza de la EDE; debiendo 
observar lo previsto en el numeral anterior. En cualquier 
caso, estos medios no deben implicar costos adicionales 
a los Usuarios.

8.4 Las inconformidades de cada Usuario que surjan 
como consecuencia de la recaudación digital deben ser 
tramitadas por las EDE como reclamo, de acuerdo a lo 
previsto en la normativa vigente.

CAPÍTULO III

SUPERVISIÓN Y fISCALIZACIÓN

Artículo 9.- facultades de Osinergmin

9.1 Osinergmin supervisa el cumplimiento de la 
normativa del subsector electricidad, sobre la base de 
los medios de facturación, recaudación y comunicación 
electrónicos implementados por las EDE, en cumplimiento 
de la normativa vigente para la supervisión de estas 
materias; y utilizando la información electrónica generada 
por la plataforma implementada para los fines de esta 
Directiva. 

9.2 Osinergmin podrá emitir medidas administrativas 
para la EDE, a fin de cautelar los derechos e intereses de 
los Usuarios.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS fINALES

Primera.- Vigencia de la Directiva
La presente Directiva entra vigencia desde día 

siguiente de su publicación en el diario oficial El Peruano.

Segunda.- Implementación
Las EDE que accedan a la implementación de los 

medios de facturación, recaudación y/o comunicación 
electrónicos, de acuerdo a lo previsto en la presente 
Directiva, deberán comunicarlo a Osinergmin junto al 
cronograma previsto para su implementación, así como 
a sus usuarios.

Las EDE implementarán los medios de facturación, 
recaudación y/o comunicación electrónicos de acuerdo al 
cronograma informado a Osinergmin. Durante la vigencia 
del citado cronograma, no se afectarán las obligaciones 
vigentes a cargo de la EDE relacionadas con el servicio 
público de electricidad.

Al término del cronograma informado, Osinergmin 
quedará facultado para supervisar el cumplimiento de la 
normativa del subsector electricidad, sobre la base de 
los medios de facturación, recaudación y comunicación 
electrónicos implementados.

Tercera.- Lineamientos operativos
Osinergmin emite los lineamientos técnico - operativos 

relacionados, entre otros, a la aceptación expresa del 
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Usuario para el empleo de medios de facturación, 
recaudación y comunicaciones electrónicas.

ANEXO N° 1

DEfINICIONES

1. Aceptación expresa del Usuario: Consentimiento 
otorgado por el Usuario para el envío del RDE a través 
de las siguientes opciones:

- Vía portal web: La aplicación solicita los datos 
mínimos del Usuario para realizar la inscripción. número 
de DNI, número de cliente (suministro) y código Captcha.

- Vía aplicaciones móviles (App): La aplicación solicita 
los datos mínimos del Usuario para realizar la inscripción: 
número de DNI, numero de cliente (suministro) y código 
Captcha (Opcional).

- Vía Telefónica: Mediante el servicio de call center 
de la EDE, el Usuario podrá otorga su consentimiento 
para ser inscrito y recibir el RDE por vía electrónica.

- Presencial (En las oficinas de la EDE): El Usuario 
completa el formulario de aceptación expresa dando su 
conformidad para el envío del RDE vía electrónica, el 
cual debe contener como mínimo sus datos personales 
(nombre completo, DNI), número de celular y/o correo 
electrónico. 

La aceptación debe ser archivada como mínimo por 
cuatro años.

2. Comunicaciones Electrónicas: Información 
electrónica o digital de interés para los Usuarios remitida 
por las EDE, a través de plataformas informáticas, 
aplicaciones móviles (APP), correo electrónico, 
mensajes de texto (SMS), entre otros; las que son 
usadas de acuerdo a la Ley de Protección de Datos 
Personales (Ley N° 29733) y su Reglamento aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-2013-JUS, o las que las 
sustituya o reemplace.

3. Dinero Electrónico: Es el valor monetario 
almacenado en soportes electrónicos diseñados para 
atender usos generales, y no aquellos para usos 
específicos tales como tarjetas de compra, tarjetas 
de telefonía, tarjetas de socio, tarjetas de transporte 
público, vales de alimentación, vales de servicios y 
otros similares, de conformidad con la Ley N° 29985 y 
su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 090-
2013-EF.

4. Empresa de Distribución Eléctrica (EDE): 
Persona jurídica titular de concesión o de autorización 
para la prestación del servicio público de distribución de 
electricidad.

5. Inconformidad: Desacuerdo del Usuario por 
el incumplimiento de la EDE en la entrega del RDE 
de acuerdo a la modalidad solicitada, la no puesta a 
disposición de las diferentes modalidades de recaudo o 
la falta de entrega de comunicaciones electrónicas de 
su interés, acordadas y que se tramita de acuerdo a la 
Directiva aprobada por Resolución de Consejo Directivo 
Nº 269-2014-OS/CD, o la norma que la modifique o 
sustituya.

6. Mensaje de Texto: Información que la EDE habilita 
mediante el servicio de alerta o aviso en mensaje de 
texto (SMS) a sus Usuarios (previa aceptación expresa) 
con el fin de hacer de su conocimiento la emisión del 
RDE y de comunicaciones electrónicas.

7. Recaudación del Recibo Digital de Electricidad: 
Modalidades electrónicas o físicas que la EDE pone a 
disposición de los Usuarios, por medio de los cuales 
hace efectiva la cobranza por consumo de la energía 
eléctrica.

8. Recibo Digital de Electricidad (RDE): Documento 
(recibo de servicio público) emitido de forma mensual por 
el consumo de energía eléctrica, que contiene todos los 
conceptos facturados previstos por la normativa vigente.

9. Usuario: Beneficiario del servicio público de 
electricidad.

1690272-1

Disponen publicar proyecto de resolución 
que aprueba adecuaciones a la norma 
“Opciones Tarifarias y Condiciones de 
Aplicación de las Tarifas a Usuario Final”, 
exposición de motivos e informes de la 
Gerencia de Regulación de Tarifas, en el 
portal de internet de OSINERGMIN

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO
ORGANISMO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN

EN ENERGÍA Y MINERÍA
OSINERGMIN Nº 141-2018-OS/CD

Lima, 10 de setiembre de 2018.

CONSIDERANDO:

Que, en el literal c) del numeral 3.1 del Artículo 3 de 
la Ley Nº 27332, Ley Marco de Organismos Reguladores 
de la Inversión Privada de los Servicios Públicos, se 
establece que la función normativa de los Organismos 
Reguladores comprende la facultad de dictar en el ámbito 
y materia de sus respectivas competencias, entre otros, 
reglamentos y normas técnicas. En tal sentido, en el 
Artículo 21 del Reglamento General de Osinergmin, 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 054-2001-
PCM, se precisa que corresponde a Osinergmin dictar de 
manera exclusiva y dentro de su ámbito de competencia, 
reglamentos y normas de carácter general, aplicables a 
todas las entidades y usuarios que se encuentren en las 
mismas condiciones. Estos reglamentos y normas podrán 
definir los derechos y obligaciones de las entidades y de 
éstas con sus usuarios;

Que, atendiendo el principio de transparencia que 
rige el accionar del Regulador, y de conformidad con el 
Artículo 14 del Reglamento aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 001-2009-JUS, las entidades públicas 
dispondrán la publicación de los proyectos de normas 
de carácter general que sean de su competencia en el 
diario oficial El Peruano, en sus Portales Electrónicos o 
mediante cualquier otro medio, en un plazo no menor de 
treinta (30) días antes de la fecha prevista para su entrada 
en vigencia, salvo casos excepcionales. Dichas entidades 
permitirán que las personas interesadas formulen 
comentarios sobre las medidas propuestas, los cuales, de 
conformidad con el Artículo 25 del Reglamento General 
de Osinergmin, no tendrán carácter vinculante ni darán 
lugar a procedimiento administrativo;

Que, de acuerdo a lo señalado en el considerando 
precedente, corresponde publicar el proyecto de 
resolución con el que se adecua la Norma “Opciones 
Tarifarias y Condiciones de Aplicación de las Tarifas 
a Usuario Final”, aprobada mediante Resolución 
Osinergmin Nº 206-2013-OS/CD, para la recepción de 
comentarios y sugerencias por parte de los interesados. 
Asimismo, corresponde disponer que dicha resolución 
sea consignada conjuntamente con el proyecto normativo, 
exposición de motivos e informes que lo sustentan, en el 
portal de internet de Osinergmin, para la recepción de 
comentarios y sugerencias por parte de los interesados;

Que, se ha emitido el Informe Nº 405-2018-GRT 
de la Asesoría Legal y el Informe Nº 406-2018-GRT 
de la División de Distribución Eléctrica de la Gerencia 
de Regulación de Tarifas, los cuales complementan la 
motivación que sustenta la decisión de Osinergmin;

De conformidad con lo establecido en la Ley                                                                                                
Nº 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores 
de la Inversión Privada en los Servicios Públicos; en 
el Reglamento General de Osinergmin, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 054-2001-PCM; en el Decreto 
Ley Nº 25844, Ley de Concesiones Eléctricas y su 
Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-
EM, en lo dispuesto en la Ley Nº 28749, Ley General de 
Electrificación Rural y su Reglamento, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 025-2007-EM y en el Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 006-2017-JUS, así como en sus normas 
modificatorias y complementarias;
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Usuario para el empleo de medios de facturación, 
recaudación y comunicaciones electrónicas.

ANEXO N° 1

DEFINICIONES

1. Aceptación expresa del Usuario: Consentimiento 
otorgado por el Usuario para el envío del RDE a través 
de las siguientes opciones:

- Vía portal web: La aplicación solicita los datos 
mínimos del Usuario para realizar la inscripción. número 
de DNI, número de cliente (suministro) y código Captcha.

- Vía aplicaciones móviles (App): La aplicación solicita 
los datos mínimos del Usuario para realizar la inscripción: 
número de DNI, numero de cliente (suministro) y código 
Captcha (Opcional).

- Vía Telefónica: Mediante el servicio de call center 
de la EDE, el Usuario podrá otorga su consentimiento 
para ser inscrito y recibir el RDE por vía electrónica.

- Presencial (En las oficinas de la EDE): El Usuario 
completa el formulario de aceptación expresa dando su 
conformidad para el envío del RDE vía electrónica, el 
cual debe contener como mínimo sus datos personales 
(nombre completo, DNI), número de celular y/o correo 
electrónico. 

La aceptación debe ser archivada como mínimo por 
cuatro años.

2. Comunicaciones Electrónicas: Información 
electrónica o digital de interés para los Usuarios remitida 
por las EDE, a través de plataformas informáticas, 
aplicaciones móviles (APP), correo electrónico, 
mensajes de texto (SMS), entre otros; las que son 
usadas de acuerdo a la Ley de Protección de Datos 
Personales (Ley N° 29733) y su Reglamento aprobado 
por Decreto Supremo N° 003-2013-JUS, o las que las 
sustituya o reemplace.

3. Dinero Electrónico: Es el valor monetario 
almacenado en soportes electrónicos diseñados para 
atender usos generales, y no aquellos para usos 
específicos tales como tarjetas de compra, tarjetas 
de telefonía, tarjetas de socio, tarjetas de transporte 
público, vales de alimentación, vales de servicios y 
otros similares, de conformidad con la Ley N° 29985 y 
su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 090-
2013-EF.

4. Empresa de Distribución Eléctrica (EDE): 
Persona jurídica titular de concesión o de autorización 
para la prestación del servicio público de distribución de 
electricidad.

5. Inconformidad: Desacuerdo del Usuario por 
el incumplimiento de la EDE en la entrega del RDE 
de acuerdo a la modalidad solicitada, la no puesta a 
disposición de las diferentes modalidades de recaudo o 
la falta de entrega de comunicaciones electrónicas de 
su interés, acordadas y que se tramita de acuerdo a la 
Directiva aprobada por Resolución de Consejo Directivo 
Nº 269-2014-OS/CD, o la norma que la modifique o 
sustituya.

6. Mensaje de Texto: Información que la EDE habilita 
mediante el servicio de alerta o aviso en mensaje de 
texto (SMS) a sus Usuarios (previa aceptación expresa) 
con el fin de hacer de su conocimiento la emisión del 
RDE y de comunicaciones electrónicas.

7. Recaudación del Recibo Digital de Electricidad: 
Modalidades electrónicas o físicas que la EDE pone a 
disposición de los Usuarios, por medio de los cuales 
hace efectiva la cobranza por consumo de la energía 
eléctrica.

8. Recibo Digital de Electricidad (RDE): Documento 
(recibo de servicio público) emitido de forma mensual por 
el consumo de energía eléctrica, que contiene todos los 
conceptos facturados previstos por la normativa vigente.

9. Usuario: Beneficiario del servicio público de 
electricidad.

1690272-1

Disponen publicar proyecto de resolución 
que aprueba adecuaciones a la norma 
“Opciones Tarifarias y Condiciones de 
Aplicación de las Tarifas a Usuario Final”, 
exposición de motivos e informes de la 
Gerencia de Regulación de Tarifas, en el 
portal de internet de OSINERGMIN

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO
ORGANISMO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN

EN ENERGÍA Y MINERÍA
OSINERGMIN Nº 141-2018-OS/CD

Lima, 10 de setiembre de 2018.

CONSIDERANDO:

Que, en el literal c) del numeral 3.1 del Artículo 3 de 
la Ley Nº 27332, Ley Marco de Organismos Reguladores 
de la Inversión Privada de los Servicios Públicos, se 
establece que la función normativa de los Organismos 
Reguladores comprende la facultad de dictar en el ámbito 
y materia de sus respectivas competencias, entre otros, 
reglamentos y normas técnicas. En tal sentido, en el 
Artículo 21 del Reglamento General de Osinergmin, 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 054-2001-
PCM, se precisa que corresponde a Osinergmin dictar de 
manera exclusiva y dentro de su ámbito de competencia, 
reglamentos y normas de carácter general, aplicables a 
todas las entidades y usuarios que se encuentren en las 
mismas condiciones. Estos reglamentos y normas podrán 
definir los derechos y obligaciones de las entidades y de 
éstas con sus usuarios;

Que, atendiendo el principio de transparencia que 
rige el accionar del Regulador, y de conformidad con el 
Artículo 14 del Reglamento aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 001-2009-JUS, las entidades públicas 
dispondrán la publicación de los proyectos de normas 
de carácter general que sean de su competencia en el 
diario oficial El Peruano, en sus Portales Electrónicos o 
mediante cualquier otro medio, en un plazo no menor de 
treinta (30) días antes de la fecha prevista para su entrada 
en vigencia, salvo casos excepcionales. Dichas entidades 
permitirán que las personas interesadas formulen 
comentarios sobre las medidas propuestas, los cuales, de 
conformidad con el Artículo 25 del Reglamento General 
de Osinergmin, no tendrán carácter vinculante ni darán 
lugar a procedimiento administrativo;

Que, de acuerdo a lo señalado en el considerando 
precedente, corresponde publicar el proyecto de 
resolución con el que se adecua la Norma “Opciones 
Tarifarias y Condiciones de Aplicación de las Tarifas 
a Usuario Final”, aprobada mediante Resolución 
Osinergmin Nº 206-2013-OS/CD, para la recepción de 
comentarios y sugerencias por parte de los interesados. 
Asimismo, corresponde disponer que dicha resolución 
sea consignada conjuntamente con el proyecto normativo, 
exposición de motivos e informes que lo sustentan, en el 
portal de internet de Osinergmin, para la recepción de 
comentarios y sugerencias por parte de los interesados;

Que, se ha emitido el Informe Nº 405-2018-GRT 
de la Asesoría Legal y el Informe Nº 406-2018-GRT 
de la División de Distribución Eléctrica de la Gerencia 
de Regulación de Tarifas, los cuales complementan la 
motivación que sustenta la decisión de Osinergmin;

De conformidad con lo establecido en la Ley                                                                                                
Nº 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores 
de la Inversión Privada en los Servicios Públicos; en 
el Reglamento General de Osinergmin, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 054-2001-PCM; en el Decreto 
Ley Nº 25844, Ley de Concesiones Eléctricas y su 
Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-
EM, en lo dispuesto en la Ley Nº 28749, Ley General de 
Electrificación Rural y su Reglamento, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 025-2007-EM y en el Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 006-2017-JUS, así como en sus normas 
modificatorias y complementarias;
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Estando a lo acordado por el Consejo Directivo de 
Osinergmin en su Sesión Nº 027-2018.

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Disponer la publicación en el portal de 
internet de Osinergmin: www.osinergmin.gob.pe, del 
proyecto de resolución que aprueba las adecuaciones a 
la norma “Opciones Tarifarias y Condiciones de Aplicación 
de las Tarifas a Usuario Final”, aprobada con la Resolución 
Nº 206-2013-OS/CD, conjuntamente con su exposición de 
motivos y los Informes Nº 405-2018-GRT y Nº 406-2018-
GRT de la Gerencia de Regulación de Tarifas, que forman 
parte integrante de la presente resolución.

Artículo 2.- Definir un plazo de quince (15) días 
calendario, contados desde el día siguiente de la 
publicación de la presente resolución en el diario oficial El 
Peruano, a fin de que los interesados remitan por escrito 
sus opiniones y sugerencias a la Gerencia de Regulación 
de Tarifas de Osinergmin, ubicada en la Avenida Canadá 
Nº 1460, San Borja, Lima. Las opiniones y sugerencias 
también podrán ser remitidas vía Internet a la siguiente 
dirección de correo electrónico: opcionestarifarias@
osinergmin.gob.pe. La recepción de las opiniones y 
sugerencias en medio físico o electrónico, estará a cargo 
de la Sra. Ruby Gushiken Teruya. En el último día del 
plazo, sólo se analizarán los comentarios recibidos hasta 
las 05:30 p.m., en cualquier medio, sea impreso o digital.

Artículo 3.- La presente Resolución deberá ser 
publicada en el diario oficial El Peruano y consignada, en 
el portal de internet de Osinergmin, http://www.osinergmin.
gob.pe/Resoluciones/Resoluciones-GRT-2018.aspx, 
junto con el Informe Legal Nº 405-2018-GRT y el Informe 
Técnico Nº 406-2018-GRT, que forman parte integrante 
de esta resolución.

DANIEL SCHMERLER VAINSTEIN
Presidente del Consejo Directivo

1690385-1

Modifican el Plan de Inversiones en 
Transmisión del período mayo 2017 - abril 
2021, aprobado mediante Res. Nº 104-2016-
OS/CD, en lo correspondiente al Área de 
Demanda 5

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO
ORGANISMO SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN

EN ENERGÍA Y MINERÍA
OSINERGMIN Nº 143-2018-OS/CD

Lima, 10 de setiembre de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante Resolución Nº 104-2016-OS/CD se 
aprobó el Plan de Inversiones para el período mayo 2017 
– abril 2021; la misma que respecto al Área de Demanda 5 
fue impugnada únicamente por la empresa Electrocentro 
S.A., recurso de reconsideración que se resolvió mediante 
Resolución Nº 182-2016-OS/CD, declarando infundado y 
fundados en parte, pretensiones vinculadas con el Área 
de Demanda 5. Posteriormente, los cambios efectuados 
al citado Plan de Inversiones en todas las Áreas de 
Demanda, fueron consignados en la Resolución Nº 193-
2016-OS/CD;

Que, dentro del Plan de Inversiones aprobado, se 
consideró, entre otros aspectos, la proyección de la 
demanda para el período 2017-2021, que en el caso, 
de los Usuarios Libres, es utilizada según los reportes 
de información de dichos clientes, a través de su 
Suministrador;

Que, el numeral VII) del literal d) del artículo 139 
del Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, 
señala que: “En la eventualidad de ocurrir cambios 
significativos en la demanda proyectada de electricidad, 
o modificaciones en la configuración de las redes 
de transmisión aprobadas por el Ministerio, o en las 

condiciones técnicas o constructivas, o por otras razones 
debidamente justificadas, respecto a lo previsto en el Plan 
de Inversiones vigente, el respectivo titular podrá solicitar 
a Osinergmin la aprobación de la modificación del Plan de 
Inversiones vigente, acompañando el sustento técnico y 
económico debidamente documentado”;

Que, el citado numeral, dispone que Osinergmin 
deberá emitir pronunciamiento, sustentado técnica y 
económicamente, en un plazo máximo de sesenta (60) 
días hábiles de presentada la solicitud de modificación; 
y que deberá establecer la oportunidad, los criterios y 
procedimientos para la presentación y aprobación de las 
modificaciones al Plan de Inversiones, las cuales deben 
seguir los mismos principios que los aplicados en la 
formulación del Plan de Inversiones;

Que, por su parte, en la Norma Tarifas y Compensaciones 
para SST y SCT, aprobada mediante la Resolución                                                                                                             
Nº 217-2013-OS/CD, se definieron los criterios, metodología 
y formatos para la presentación de los estudios que 
sustenten las propuestas de regulación de los SST y SCT, 
así como lo referente al proceso de aprobación del Plan de 
Inversiones y de sus eventuales modificaciones;

Que, asimismo, en la Tercera Disposición Transitoria de 
la Resolución Nº 217-2013-OS/CD se señala, “como única 
oportunidad para presentar propuestas e iniciar el proceso 
de modificación a que se refiere el artículo 139 del RLCE, 
del Plan de Inversiones en Transmisión del período 2017 
– 2021, el mes de mayo del año 2018 para los titulares 
de las Áreas de Demanda 1 al 5, el mes de junio del año 
2018 para los titulares de las Áreas de Demanda 6 al 10, y 
el mes de julio del año 2018 para los titulares de las Áreas 
de Demanda 11 al 14. En el referido proceso la Gerencia 
de Regulación de Tarifas podrá presentar observaciones 
a las propuestas, en cuyo caso los plazos a cargo del 
titular de transmisión no serán contabilizados dentro del 
plazo que tiene la Autoridad para la aprobación. Atendidas 
las observaciones, se procederá con la publicación de la 
modificación del Plan de Inversiones, según corresponda”;

Que, con carta SKP/GC-311-2018, el 28 de mayo 
de 2018, la empresa Statkraft Perú S.A. (en adelante 
“STATKRAFT”) ha solicitado a Osinergmin la modificación 
del Plan de Inversiones 2017-2021 correspondiente al Área 
de Demanda 5, acompañando para el efecto el informe 
denominado “Estudio del Sistema Secundario Yauricocha 
para la Modificación del Plan de Inversiones en Transmisión 
2017-2021 – Área de Demanda 5”, dando inicio al proceso 
administrativo, en el cual se presentaron las observaciones 
y la respuesta a ellas, en los plazos otorgados por el 
Regulador;

Que, dicha solicitud plantea la inclusión de los siguientes 
nuevos elementos: i) Nuevo transformador 50/72,5 kV de 
8 MVA en la SET Oroya Nueva; ii) Ampliación de la SET 
Chumpe con transformador 69/12/2,4 kV de 8 MVA y iii) 
Dos bancos de capacitores de 3,23 y 2,5 MVAR en la barra 
de 69 kV de la SET Chumpe, justificando la casual, debido 
a la mayor demanda respecto de la proyección prevista en 
el Plan de Inversiones vigente;

Que, con base en la información revisada y dentro 
del plazo otorgado, Osinergmin ha procedido a realizar 
un análisis integral, con el objetivo de sustentar su 
pronunciamiento sobre la solicitud de modificación del Plan 
de Inversiones 2017-2021, presentada por STATKRAFT, 
cuyo desarrollo se encuentra contenido en el Informe 
Técnico Nº 400-2018-GRT correspondiente, el mismo 
que forma parte integrante de la presente resolución, en 
donde se concluye en incorporar los elementos: i) Nuevo 
transformador 50/72,5 kV de 8 MVA en la SET Oroya 
Nueva; ii) Dos bancos de capacitores de 3,23 y 2,5 MVAR 
en la barra de 69 kV de la SET Chumpe;

Que, finalmente, se desestima la inclusión dentro del 
Plan de Inversiones, del transformador 60/12/2,4 kV – 8 
MVA en la SET Chumpe, dado que, según la evaluación 
éste será de uso exclusivo de la empresa Sociedad Minera 
Corona, por lo que, la mencionada instalación puede ser 
desarrollada en el marco de lo establecido en el literal c) del 
numeral 27.2 del artículo 27 de la Ley Nº 28832;

Que, se ha expedido el Informe Técnico Nº 400-2018-
GRT y el Informe Legal Nº 403-2018-GRT, de la División de 
Generación y Transmisión Eléctrica y de la Asesoría Legal 
de la Gerencia de Regulación de Tarifas de Osinergmin, 
respectivamente; los mismos que complementan la 
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motivación que sustenta la decisión de Osinergmin, 
cumpliendo de esta manera con el requisito de validez 
de los actos administrativos a que se refiere el numeral 
4 del artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General;

De conformidad con lo establecido en el Decreto Ley 
Nº 25844, Ley de Concesiones Eléctricas y su Reglamento 
aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-EM, en la Ley 
Nº 28832, Ley Para Asegurar el Desarrollo Eficiente de la 
Generación Eléctrica, en la Ley Nº 27838, en el Reglamento 
General del Osinergmin, aprobado por Decreto Supremo 
Nº 054-2001-PCM; y en el Texto Único Ordenado de la Ley 
Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS; y

Estando a lo acordado por el Consejo Directivo de 
Osinergmin en su Sesión Nº 27-2018.

SE RESUELVE:

Artículo 1º.- Modificar el Plan de Inversiones en 
Transmisión del período comprendido entre el 01 de 
mayo de 2017 al 30 de abril de 2021, aprobado mediante 
Resolución Nº 104-2016-OS/CD y remplazado con 
Resolución Nº 193-2016-OS/CD, en lo correspondiente 
al Área de Demanda 5, según se detalla en la sección 
6.4 (Modificación del Plan de Inversiones 2017-2021) del 
Informe Técnico Nº 400-2018-GRT.

Artículo 2º.- Incorporar, como parte integrante de la 
presente resolución, el Informe Técnico Nº 400-2018-GRT 
y el Informe Legal Nº 403-2018-GRT.

Artículo 3º.- Las modificaciones en la Resolución                    
Nº 104-2016-OS/CD, modificada con Resolución Nº 193-
2016-OS/CD, como consecuencia de lo dispuesto en la 
presente resolución, serán consolidadas en su oportunidad, 
junto a las demás modificaciones producto de los procesos 
administrativos en curso, en resolución complementaria.

Artículo 4º.- La presente resolución deberá ser 
publicada en el diario oficial El Peruano y consignada, 
conjuntamente con el Informe Técnico Nº 400-2018-GRT 
e Informe Legal Nº 403-2018-GRT en la web institucional: 
http://www.osinergmin.gob.pe/Resoluciones/Resoluciones-
GRT-2018.aspx.

DANIEL SCHMERLER VAINSTEIN
Presidente del Consejo Directivo

1690385-3

ORGANISMO SUPERVISOR DE LA

INVERSION EN INFRAESTRUCTURA

DE TRANSPORTE DE USO PUBLICO

Declaran improcedente solicitud de 
interpretación respecto del numeral 4 del 
Anexo 10 del Contrato de Concesión del 
Aeropuerto Internacional Jorge Chávez, y 
enmiendan la Res. N° 052-2013-CD-OSITRAN

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO
N° 025-2018-CD-OSITRAN

Lima, 29 de agosto de 2018

VISTOS:

La Resolución de Consejo Directivo N° 052-2013-CD-
OSITRAN emitido por el Consejo Directivo del OSITRAN, 
el Oficio N° 1218-2017-2018-CODECO/CR notificado el 
06 de junio de 2018 por la Presidencia de la Comisión 
de Defensa del Consumidor y Organismos Reguladores 
de los Servicios Públicos del Congreso de la República, 
la Carta N° 561-2018/PRE-INDECOPI notificada el 06 de 
julio de 2018 por el Instituto Nacional de Defensa de la 
Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual, 
la Carta N° C-LAP-GRE-2018-0551 notificada el 10 de 

julio de 2018 por Lima Airport Partners S.R.L., el Oficio                                                                                                                 
N° 3638-2018-MTC/25 notificado el 16 de agosto de 2018 
por la Dirección General de Concesiones en Transporte 
del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, y el 
Informe N° 019-18-GSF-GAJ-OSITRAN del 20 de agosto 
de 2018 elaborado por la Gerencia de Supervisión y 
Fiscalización y la Gerencia de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, mediante la Resolución de Consejo Directivo 
N° 052-2013-CD-OSITRAN se interpretó el numeral 4 
del Anexo 10 del Contrato de Concesión del Aeropuerto 
Internacional Jorge Chávez, en lo referido a las funciones, 
necesidades administrativas y operacionales del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI) en 
dicha infraestructura;

Que, a través del Oficio N° 1218-2017-2018-CODECO/
CR, la Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos 
Reguladores de los Servicios Públicos del Congreso 
de la República (CODECO) solicitó efectuar una nueva 
interpretación del numeral 4 del Anexo 10 del Contrato 
de Concesión, el cual fue anteriormente interpretado por 
la Resolución de Consejo Directivo N° 052-2013-CD-
OSITRAN;

Que, el artículo 211 del Texto Único Ordenado de 
la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por el Decreto Supremo N° 006-2017-
JUS, establece que la nulidad de oficio es el mecanismo 
legal a través del cual la Administración puede revisar la 
validez de los actos que ha emitido, cumpliendo con las 
condiciones y plazos prescritos para tal fin.

Que, de conformidad con los artículos 10 y 14 del 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, en el régimen 
administrativo prevalece la conservación de los actos 
afectados por vicios no trascendentes, siendo procedente 
su enmienda mediante la emisión de un segundo acto 
administrativo por parte de la autoridad emisora del acto 
viciado.

Que, la Gerencia de Supervisión y Fiscalización y la 
Gerencia de Asesoría Jurídica han presentado al Consejo 
Directivo del OSITRAN el Informe N° 19-18-GSF-GAJ-
OSITRAN, mediante el cual emiten opinión técnico legal 
respecto de la solicitud de la CODECO, concluyendo 
que, a través de un acto de enmienda, cabe precisar 
el contenido de la Resolución de Consejo Directivo                              
N° 052-2013-CD-OSITRAN, a efectos de indicar que el 
cumplimiento de las normas de seguridad por parte del 
Concesionario no debe impedir o limitar el ejercicio de las 
funciones que corresponde a INDECOPI;

Que, respecto de lo expuesto en el Informe de 
vistos, este Consejo Directivo manifiesta su conformidad 
y hace suyo íntegramente los fundamentos de dicho 
Informe, y conforme al inciso 6.2 del artículo 6 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 27444, el referido Informe 
constituye parte integrante de la presente Resolución y de 
su motivación;

De conformidad con lo establecido el literal e) del 
inciso 7.1 del artículo 7 de la Ley N° 26917, Ley de 
Supervisión de la Inversión Privada en Infraestructura 
de Transporte de Uso Público; lo dispuesto en el artículo 
29 del Reglamento General del OSITRAN, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 044-2006-PCM; el inciso 7 del 
artículo 7 del Reglamento de Organización y Funciones 
del OSITRAN, aprobado mediante el Decreto Supremo 
N° 012-2015-PCM; y estando a lo acordado en la Sesión 
Extraordinaria del Consejo Directivo N° 645-2018-CD-
OSITRAN, realizada el día 29 de agosto de 2018;

RESUELVE:

Artículo 1.- Declarar IMPROCEDENTE la solicitud de 
interpretación presentada por la Comisión de Defensa del 
Consumidor y Organismos Reguladores de los Servicios 
Públicos del Congreso de la República, respecto del 
numeral 4 del Anexo 10 del Contrato de Concesión del 
Aeropuerto Internacional Jorge Chávez.

Artículo 2.- ENMENDAR el artículo 1 de la Resolución 
de Consejo Directivo N° 052-2013-CD-OSITRAN, el cual 
interpretó el numeral 4 del Anexo 10 del Contrato de 
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ORGANISMOS EJECUTORES

ORGANISMO DE FORMALIZACIÓN

DE LA PROPIEDAD INFORMAL

Designan Asesor I de la Dirección Ejecutiva 
de COFOPRI

RESOLUCIÓN DIRECTORAL
Nº 098-2018-COFOPRI/DE

Lima, 3 de julio de 2018

VISTOS, el Memorándum Nº 1625-2018-COFOPRI/
OA-URRHH del 03 de julio de 2018, emitido por la Unidad 
de Recursos Humanos de la Oficina de Administración, 
así como el Informe Nº 303-2018-COFOPRI/OAJ del 
03 de julio de 2018, emitido por la Oficina de Asesoría 
Jurídica;

CONSIDERANDO:

Que, la Ley Nº 27594, que regula la participación 
del Poder Ejecutivo en el nombramiento y designación 
de funcionarios públicos, establece en su artículo 7 que 
mediante Resolución Ministerial o Resolución del Titular 
de la Entidad que corresponda, se acepta la renuncia 
o se dispone una nueva designación o nombramiento 
de los actuales funcionarios con cargo de confianza no 
contemplados en el artículo 1 de la citada Ley;

Que, de conformidad con el artículo 9, concordado con 
el literal i) del artículo 10 del Reglamento de Organización 
y Funciones aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 
025-2007-VIVIENDA, el Director Ejecutivo es el Titular de 
la Entidad, quien tiene la potestad de designar y cesar 
a los empleados de confianza, de conformidad con la 
legislación vigente;

Que, considerando que actualmente se encuentra 
vacante el cargo de Asesor I de la Dirección Ejecutiva del 
Organismo de Formalización de la Propiedad Informal – 
COFOPRI, resulta necesario designar al profesional que 
ocupará dicho cargo;

Que, la Primera Disposición Complementaria Final 
de la Ley Nº 29849, Ley que establece la eliminación 
progresiva del Régimen Especial del Decreto Legislativo 
Nº 1057 y otorga derechos laborales, dispone que la 
contratación del personal directivo establecido en los 
numerales 1), 2), e inciso a) del numeral 3) del artículo 
4 de la Ley Nº 28175, Ley Marco del Empleo Público, 
contratado por el Régimen Laboral Especial del Decreto 
Legislativo 1057, está excluido de las reglas establecidas 
en el artículo 8 de este último dispositivo legal; siendo que 
este personal solo puede ser contratado para ocupar una 
plaza orgánica contenida en el Cuadro de Asignación de 
Personal - CAP de la entidad; 

Que, la plaza de Asesor I de la Dirección Ejecutiva, 
Código: 211-11-0-EC, se encuentra dentro del Cuadro para 
Asignación de Personal - CAP de la entidad, aprobado 
mediante Resolución Suprema N° 008-2007-VIVIENDA 
y modificatorias, siendo la última modificación aprobada 
mediante Resolución Directoral Nº 021-2017-COFOPRI/
DE del 01 de febrero de 2017, bajo la clasificación 
ocupacional EC, cargo de Confianza;

Que, a través del Memorándum N° 1625-2018-COFOPRI/
OA-URHHH, la Unidad de Recursos Humanos de la Oficina 
de Administración, informó que el señor Guillermo David 
Reyes Hidalgo cumple con el perfil exigido por el Manual 
de Organización y Funciones para desempeñar el cargo 
de Asesor I de la Dirección Ejecutiva del Organismo de 
Formalización de la Propiedad Informal – COFOPRI;

Que, con Informe N° 303-2018-COFOPRI/OAJ, 
la Oficina de Asesoría Jurídica concluyó que resulta 
procedente legalmente la designación del profesional 
que desempeñará el cargo de Asesor I de la Dirección 
Ejecutiva del Organismo de Formalización de la Propiedad 
Informal – COFOPRI;

De conformidad con lo dispuesto en las Leyes Nros 27594 
y 29849, el Decreto Supremo Nº 025-2007-VIVIENDA; y 

Con el visado de la Gerencia General, la Oficina de 
Administración, la Oficina de Asesoría Jurídica y la Unidad 
de Recursos Humanos de la Oficina de Administración;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Designación
Designar, a partir del 04 de julio de 2018, al señor 

Guillermo David Reyes Hidalgo en el cargo de Asesor I 
de la Dirección Ejecutiva del Organismo de Formalización 
de la Propiedad Informal – COFOPRI, bajo el régimen 
laboral especial de Contratación Administrativa de 
Servicios regulado por el Decreto Legislativo N°1057, en 
la modalidad de CAS de confianza. 

Artículo 2.- Suscripción de contrato
Disponer que la Unidad de Recursos Humanos de 

la Oficina de Administración adopte las acciones que 
resulten necesarias para la suscripción del contrato 
administrativo correspondiente, de acuerdo a la normativa 
aplicable.

Artículo 3.- Publicación
Publicar la presente Resolución en el Diario Oficial “El 

Peruano” y el Portal Institucional: www.cofopri.gob.pe.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

CÉSAR ROBERTO FIGUEREDO MUÑOZ
Director Ejecutivo
Organismo de Formalización de la
Propiedad Informal - COFOPRI

1665801-1

ORGANISMOS REGULADORES

ORGANISMO SUPERVISOR DE LA

INVERSION EN ENERGIA Y MINERIA

Aprueban costos administrativos y 
operativos del FISE de las Distribuidoras 
Eléctricas en sus actividades vinculadas 
con el descuento en la compra del balón de 
gas al mes de abril de 2018

RESOLUCIÓN DE LA GERENCIA DE 
REGULACIÓN DE TARIFAS ORGANISMO 

SUPERVISOR DE LA INVERSIÓN 
EN ENERGÍA Y MINERÍA

OSINERGMIN N° 029-2018-OS/GRT

Lima, 27 de junio de 2018

CONSIDERANDO:

Que, la Ley N° 29852 (en adelante la Ley) creó el 
Sistema de Seguridad Energética en Hidrocarburos 
(SISE) y el Fondo de Inclusión Social Energético 
(FISE), estableciendo en su Artículo 3° un esquema de 
compensación social y servicio universal para los sectores 
más vulnerables de la población, que comprende, entre 
otros, una compensación para promover el acceso al GLP 
de dicha población, mediante un descuento en la compra 
mensual de un balón de GLP de hasta 10 kg; 

Que, las distribuidoras eléctricas, de conformidad 
con los Artículos 7.3 y 7.6 de la Ley, así como el Artículo 
16.2 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo 
N° 021-2012-EM, participan en la implementación del 
mecanismo de descuento; y los costos administrativos y 
operativos aprobados y establecidos por Osinergmin en 
que incurran dichas Empresas deben ser reconocidos con 
cargo al FISE y reembolsados por el Administrador; 
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Que, con Resolución Osinergmin N° 187-2014-OS/
CD, publicada en el diario oficial El Peruano el 24 de 
septiembre de 2014, se aprobó la Norma “Procedimiento 
para el reconocimiento de costos administrativos y 
operativos del FISE de las distribuidoras eléctricas en sus 
actividades vinculadas con el descuento en la compra del 
balón de gas” (en adelante la “Norma Costos FISE”), la 
misma que estableció la fijación de costos estándares 
unitarios para el reconocimiento de los costos de 
implementación y operación del FISE;

Que, mediante Resolución Osinergmin N° 012-2015-
OS/GART, se aprobaron los costos estándares unitarios 
de cada una de las zonas de atención FISE aplicables, a 
cada distribuidora eléctrica, por el periodo comprendido 
entre el 26 de febrero del 2015 y el 15 de mayo del 2017;

Que, mediante Resolución Osinergmin N° 026-2017-
OS/GRT, se aprobaron los costos estándares unitarios 
de cada una de las zonas de atención FISE aplicables, 
a cada distribuidora eléctrica, a partir del 16 de mayo 
de 2017 hasta el 15 de mayo de 2019, o dentro de 
ese periodo, hasta que concluya el Encargo Especial 
asignado a las empresas estatales; según se trate de 
una empresa concesionaria privada o una empresa 
concesionaria de distribución de energía eléctrica del 
Estado, respectivamente;

Que, considerando las fechas en que incurrieron 
en sus costos, las distribuidoras eléctricas Adinelsa, 
Chavimochic, Coelvisac, Eilhicha, Electro Dunas, 
Electro Oriente, Electro Puno, Electro Sur Este, Electro 
Tocache, Electro Ucayali, Electrocentro, Electronoroeste, 
Electronorte, Electrosur, Emsemsa, Emseusac, Enel 
Distribución Perú, Hidrandina, Luz del Sur, Seal y Sersa 
han remitido los Formatos FISE 12-A, 12-B, 12-C y 12-D 
según lo dispuesto en la Norma Costos FISE; 

Que, los formatos remitidos contienen información 
hasta el mes de abril de 2018 sobre los costos 
administrativos y operativos en los que han incurrido 
para implementar y operar el FISE, motivo por el cual, 
corresponde a Osinergmin la aprobación de dichos 
costos, luego de la revisión efectuada, a fin de que se 
proceda a transferir del Fondo los montos aprobados a 
favor de las distribuidoras eléctricas;

Que, finalmente, se ha expedido el Informe Técnico N° 
0323-2018-GRT y el Informe Legal N° 0247-2018-GRT de la 
Gerencia de Regulación de Tarifas, los cuales complementan 
la motivación que sustenta la decisión de Osinergmin, 
cumpliendo de esta manera con el requisito de validez de 
los actos administrativos a que se refiere el numeral 4 del 
Artículo 3º, del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 006-2017-JUS; y, 

De conformidad con lo establecido en la Ley N° 27332, 
Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos y en su Reglamento 
aprobado por Decreto Supremo N° 042-2005-PCM; en 
la Ley N° 29852, Ley que crea el Sistema de Seguridad 
Energética en Hidrocarburos y el Fondo de Inclusión 
Social Energético, y su Reglamento aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 021-2012-EM; en el Artículo 3º de la 
Resolución Osinergmin N° 133-2016-OS/CD; y en el Texto 
Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 006-2017-JUS; así como en sus normas modificatorias, 
complementarias y conexas; 

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar los costos administrativos y 
operativos del FISE de las Distribuidoras Eléctricas en 
sus actividades vinculadas con el descuento en la compra 
del balón de gas al mes de abril 2018, de acuerdo con lo 
siguiente:

Empresa
Monto total a reconocer por

Osinergmin
(Soles)

Adinelsa  19 222.85

Chavimochic  7 004.70

Coelvisac  4 838.72

Eilhicha  6 188.90

Empresa
Monto total a reconocer por

Osinergmin
(Soles)

Electro Dunas  7 968.26

Electro Oriente  208 816.44

Electro Puno  187 028.76

Electro Sur Este  177 393.87

Electro Tocache  5 030.25

Electro Ucayali  29 051.56

Electrocentro  206 151.65

Electronoroeste  91 265.50

Electronorte  140 343.15

Electrosur  19 921.35

Emsemsa  3 422.57

Emseusac  5 376.80

Enel Distribución Perú  22 863.42

Hidrandina  250 679.23

Luz del Sur  13 662.40

Seal  34 771.55

Sersa  4 147.08

TOTAL 1 445 149.01

Artículo 2.- A efectos de los reembolsos de los gastos 
reconocidos en la presente resolución, la instrucción 
de orden de pago al fiduciario a que se hace referencia 
en el Artículo 19.3 de la Norma “Procedimiento para el 
reconocimiento de costos administrativos y operativos del 
FISE de las distribuidoras eléctricas en sus actividades 
vinculadas con el descuento en la compra del balón de 
gas”, aprobada con Resolución Osinergmin N° 187-2014-
OS/CD, la realizará el Jefe de Proyecto FISE e informará 
al Consejo Directivo de Osinergmin.

Artículo 3.- La presente resolución deberá ser 
publicada en el Diario Oficial El Peruano y consignada 
en el portal de internet de Osinergmin: http://www2.
osinergmin.gob.pe/Resoluciones/Resoluciones2018.
aspx, junto con el Informe Técnico N° 0323-2018-GRT y 
el Informe Legal N° 0247-2018-GRT.

JAIME MENDOZA GACON
Gerente
OSINERGMIN
Gerencia de Regulación de Tarifas

1665638-1

Declaran infundado recurso de 
reconsideración interpuesto por 
Electronoroeste S.A. contra la Res. Nº 016-
2018-OS/GRT

RESOLUCIÓN DE LA GERENCIA
DE REGULACIÓN DE TARIFAS

ORGANISMO SUPERVISOR DE LA
INVERSIÓN EN ENERGÍA Y MINERÍA
OSINERGMIN N° 030-2018-OS/GRT

Lima, 2 de julio de 2018

CONSIDERANDO:

1. ANTECEDENTES

Que, mediante la Resolución Osinergmin N° 016-2018-
OS/GRT, (en adelante Resolución 016), emitida el 26 de abril 
de 2018, la Gerencia de Regulación de Tarifas de Osinergmin 
aprobó el programa trimestral de transferencias mensuales 
de los recursos del Fondo Inclusión Social Energético 
(en adelante “FISE”) habilitados para el Mecanismo de 
Compensación de la Tarifa Eléctrica Residencial (en 
adelante “MCTER”) a las distribuidoras eléctricas para el 
periodo mayo a julio de 2018;

Que, con fecha 22 de mayo de 2018, la empresa 
Electronoroeste S.A. (en adelante Electronoroeste), 
mediante documento ingresado según registro 
201800086084 y registro GRT N° 004927, presentó 
recurso de reconsideración contra la Resolución 016.
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Ministerio de Educación (www.minedu.gob.pe), el mismo 
día de la publicación de la presente resolución en el Diario 
Oficial El Peruano.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

DANIEL ALFARO PAREDES
Ministro de Educación

1678020-1

ENERGIA Y MINAS

Amplían plazo para que los interesados 
puedan presentar sus comentarios 
respecto del Proyecto de Decreto Supremo 
que modifica el Reglamento de la Ley de 
Concesiones Eléctricas, aprobado por                           
D.S. Nº 009-93-EM

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 296-2018-MEM/DM

Lima, 6 de agosto de 2018

VISTOS: el Informe Nº 306-2018-MEM-DGE 
emitido por la Dirección General de Electricidad 
e Informe Nº 0764-2018-MEM/OGJ emitido por la 
Oficina General de Asesoría Jurídica del Ministerio de 
Energía y Minas;

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 4 del Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Energía y Minas aprobado por 
Decreto Supremo Nº 031-2007-EM establece entre las 
funciones generales del Ministerio de Energía y Minas la 
de dictar la normatividad general de alcance nacional en 
las materias de su competencia;

Que, de conformidad con el artículo 14 del Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de proyectos normativos y difusión de normas 
legales de carácter general, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 001-2009-JUS, las entidades públicas 
dispondrán la publicación de los proyectos de normas 
de carácter general que sean de su competencia en el 
Diario Oficial El Peruano, en sus Portales Electrónicos o 
mediante cualquier otro medio, en un plazo no menor de 
treinta días antes de la fecha prevista para su entrada en 
vigencia, salvo casos excepcionales;

Que, con Resolución Ministerial Nº 271-2018-
MEM/DM, publicada el 18 de julio de 2018, se aprobó 
la publicación del Proyecto de Decreto Supremo que 
modifica el Reglamento de la Ley de Concesiones 
Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-
EM, y su exposición de motivos, a efectos de recibir las 
sugerencias y comentarios de la ciudadanía en general, 
dentro del plazo de veinte (20) días calendario, contados 
a partir del día siguiente de publicada dicha Resolución 
Ministerial. Cabe señalar que el referido plazo culmina el 
7 de agosto de 2018;

Que, de acuerdo con el Informe Nº 306-2018/MEM-
DGE, se han recibido documentos de los interesados 
en los que se solicita ampliar el plazo de entrega de 
comentarios al Proyecto de Decreto Supremo que 
modifica el Reglamento de la Ley de Concesiones 
Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo Nº 009-93-EM 
y su Exposición de Motivos, por lo que, considerando la 
importancia de la recepción de sugerencias y comentarios 
de la ciudadanía en general, se justifica la ampliación del 
plazo a partir del día siguiente de la culminación del plazo 
establecido mediante Resolución Ministerial Nº 271-2018-
MEM/DM;

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de proyectos normativos y difusión de 
normas legales de carácter general, aprobado por 

Decreto Supremo Nº 001-2009-JUS; el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas, aprobado por Decreto Supremo Nº 031-2007-
EM; y la Resolución Ministerial Nº 184-2018-MEM/DM 
que establece la dependencia funcional de los órganos 
del Ministerio, así como el nivel de coordinación con los 
órganos dependientes, en tanto se apruebe el nuevo 
Reglamento de Organizaciones y Funciones y su 
estructura organizacional;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Ampliar el plazo para que los interesados 
puedan presentar sus comentarios respecto del Proyecto 
de Decreto Supremo que modifica el Reglamento de la 
Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 009-93-EM, por veinte (20) días hábiles 
adicionales, a ser contados a partir del día siguiente 
del vencimiento del plazo establecido en la Resolución 
Ministerial Nº 271-2018-MEM/DM.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1677704-1

INTERIOR

Autorizan viaje de oficiales de la Policía 
Nacional del Perú a Bolivia, en comisión de 
servicios

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 933-2018-IN

Lima, 6 de agosto de 2018

VISTOS; el CITE: No. 1354/18, de fecha 13 de julio de 
2018, de la Comandancia General de la Policía Boliviana, 
la Hoja de Estudio y Opinión Nº 240-2018-DGPNP/
DIRASINT-DB, de fecha 26 de julio de 2018, de la 
Dirección General de la Policía Nacional del Perú, el 
Oficio Nº 253-2018-DIRASINT-PNP/DIVBEC-D.R., de 
fecha 30 de julio de 2018, de la Jefatura de la División de 
Administración de Becas Internacionales de la Dirección 
de Asuntos Internacionales de la Policía Nacional del 
Perú, el Informe Nº 002128-2018/IN/OGAJ, de fecha 1 
de agosto de 2018, de la Oficina General de Asesoría 
Jurídica del Ministerio del Interior; y, 

CONSIDERANDO:

Que, mediante CITE: No. 1354/18, de fecha 13 de 
julio de 2018, la Comandancia General de la Policía 
Boliviana extiende invitación a la Dirección General de 
la Policía Nacional del Perú, a fin que la Policía Nacional 
del Perú participe en la “IV Reunión de Altos Mandos 
Policiales RAMPOL Perú – Bolivia”, la misma que se 
realizará del 9 al 10 de agosto de 2018, en la ciudad 
de Nuestra Señora de La Paz – Estado Plurinacional de 
Bolivia;

Que, con Hoja de Estudio y Opinión Nº 240-2018- 
DGPNP/DIRASINT-DB, de fecha 26 de julio de 2018, 
la Dirección General de la Policía Nacional del Perú 
aprueba y estima conveniente que se prosiga con el 
trámite de la expedición de la Resolución que autorice 
el viaje al exterior, en comisión de servicios, del General 
de la Policía Nacional del Perú César Augusto Benites 
Legoas, de los Coroneles de la Policía Nacional del Perú 
José Antonio Capa Gurbillón y Adolfo Gregorio Valverde 
Arcos; y, del Comandante de la Policía Nacional del Perú 
Carlos Vargas Mérida, para que participen en la reunión 
antes citada, a realizarse en la ciudad de Nuestra Señora 
de La Paz – Estado Plurinacional de Bolivia, del 8 al 11 
de agosto de 2018, considerando que es importante para 
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